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Un relato vertiginoso y sorprendente contará punto por punto qué ocurrió los tres días previos a la fallida declaración unilateral de independencia del 27-O y lo que aconteció en las horas inmediatamente posteriores.

Por medio de distintas fuentes del autor, sabremos, por vez primera, sucesos que no han trascendido a la opinión pública y que ayudarán a entender la gran mentira que se ocultaba y que se oculta tras el plan soberanista. Como gran experto en tribunales, Ernesto Ekaizer ha seguido todo el proceso judicial e incorpora en el libro la sentencia de los políticos presos.

Un libro fundamental para entender un proceso político que a punto estuvo de derrumbar nuestro estado de Derecho.
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En los círculos en los que tratamos, conocimiento solo lo hay a modo de relámpago. El texto es el largo trueno que después retumba.

WALTER
 BENJAMIN
, El libro

de los pasajes






Prólogo

«¿Qué pasa en Cataluña?», escribió el 26 de febrero de 1936, diez días después de la victoria del Frente Popular en las elecciones generales del 16 de febrero, Manuel Chaves Nogales, director del periódico Ahora
: «Mi encuesta es, hasta ahora, bastante satisfactoria. En Cataluña no pasará nada. Es decir, no pasará nada de lo que el español no catalán recela». El influyente periodista y escritor hispalense se refería a la revolución. Y cuando formulaba esa respuesta ya se estaba gestando el levantamiento militar contra la República Española que terminaría por liderar Francisco Franco, la Guerra Civil y los acontecimientos revolucionarios en Cataluña.

La pregunta de Chaves Nogales es ahora pertinente, pero quizá formulada de otra manera: ¿Qué pasará en Cataluña que no haya ocurrido en estos dos últimos años?

La posibilidad de celebrar un referéndum de autodeterminación nacional con todos los instrumentos legales nunca fue una posibilidad realista porque no tenía ni tiene cabida en la Constitución Española existente.

La apuesta a esta orientación por parte del Govern tuvo lugar en un momento preciso: Cataluña y España respondieron a la Gran Recesión iniciada en 2007-2008 con la política de austeridad emanada de la Comisión Europea y el Banco Central Europeo. Asimismo, las investigaciones de corrupción sobre el caso Palau
 y las presuntas comisiones del 3% por adjudicación de obras durante los Gobiernos de Jordi Pujol —Operación Cataluña
 aparte— se extendían.

La reacción contra las consecuencias de la austeridad —el crecimiento astronómico del paro, los recortes salariales y sociales— dieron lugar al movimiento 15-M.

En una Cataluña, pionera de los recortes en España, tiene lugar, en junio de 2011, lo que se llamó el asedio al Parlament, la gran movilización para protestar contra los recortes sociales que el 14 y 15 de junio se aprestaban a aprobar los diputados. Esa manifestación obligó a que el president
 Artur Mas y la presidenta del Parlament, Núria de Gispert, tuvieran que trasladarse en helicóptero para asistir al pleno.

La Audiencia Nacional absolvió en julio de 2014 a los 19 acusados al dar preeminencia al derecho de manifestación, en el contexto de la Constitución, frente a los recortes presupuestarios, y censuró la represión de los Mossos d’Esquadra.

La Fiscalía de la Audiencia Nacional, que pedía una pena de cinco años para los acusados, recurrió la sentencia ante el Tribunal Supremo. Y tanto el Govern como el Parlament también pidieron una sentencia condenatoria. Estaban en el mismo barco.

En 2015, el Tribunal Supremo, con la ponencia del magistrado Manuel Marchena, dio la razón a la Fiscalía, al Govern y al Parlament, y anuló la sentencia de la Audiencia Nacional sin oír a los acusados, condenándoles a tres años por atentar contra las instituciones del Estado.

El viraje hacia el soberanismo del Govern no pasó por alto, pues, la necesidad de dar un escarmiento al movimiento social que latía en el asedio al Parlament.

Fue en aquel contexto de 2011 cuando el Govern de la Generalitat decidió la estrategia del «como si». Era necesario actuar «como si» la independencia fuera posible. Y para ello había que diseñar la arquitectura de un referéndum a pesar de la Constitución, desconociéndola. Había que superar, esta vez, el proceso de participación ciudadana del 9 de noviembre de 2014, cuando el Gobierno de Mariano Rajoy miró hacia otro lado. Había que perfeccionarlo con la presunción de que Rajoy volvería a dar la espalda.

La ley de referéndum, complementada con la de transitoriedad jurídica, base del pretendido nuevo Estado catalán, y otras leyes como la de Hacienda, proyectarían el «como sí».

Es decir: la república virtual.

Pero esta vez el Govern Puigdemont se equivocaría. Antes de las elecciones de diciembre de 2015, Rajoy «rearmó», en octubre de 2015, al Tribunal Constitucional (TC) para desarticular el andamiaje de la república virtual. Y excepto destituir a Puigdemont —cosa para la que estaba habilitado— cumplió su función.

Se llegó al primero de octubre de 2017 con la arquitectura desarbolada por el Tribunal Constitucional. Las sindicaturas electorales, sustitutas de las juntas electorales, previstas por la Ley Orgánica del Régimen Electoral General (LOREG), fueron disueltas y no existió el menor intento de reemplazarlas. Fue la estocada mortal al corazón de la legitimidad del referéndum.

Y esta vez, a diferencia del 9 de noviembre de 2014, el Gobierno ordenó impedir la votación aunque careciera de toda validez, en la confianza de que la intervención de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado amedrentaría a los ciudadanos. Y cuando el dispositivo, manifiestamente inservible, quedó en evidencia, la situación se escapó de las manos.

Una vez más, conjuntamente con la aplicación del artículo 155 de la Constitución, el Gobierno «externalizó», como ya había hecho con el Tribunal Constitucional, a una Fiscalía General del Estado ansiosa por actuar, incluso más allá de lo encomendado, y al Tribunal Supremo, lo que debía haber sido y debe ser una respuesta política. La querella criminal por los delitos de rebelión, desobediencia y malversación ya se llevaba gestando desde hacía cierto tiempo, bajo el control de la vicepresidenta del Gobierno, Soraya Sáenz de Santamaría.

El Gobierno de Cataluña y España se sitúan ahora en lo que podríamos llamar el «año cero», el año del comienzo, del principio. Y para asumir esta situación se necesita coraje. El filósofo francés Vladimir Jankélévitch ha señalado en su Tratado de la virtud
 que el coraje es la virtud inaugural del principio. «Se necesita comenzar por el principio. Y el principio de todo es el coraje». El filósofo insinúa así que el coraje es el momento de las decisiones valientes.

Habrá que elaborar más pronto que tarde los hechos que ocurrieron y siguen ocurriendo, y pensar en el concepto que el historiador francés Pierre Vilar llamó «recular». Es decir, 
tomar distancia. «Está claro —escribió Vilar— que recular no significa indiferencia y es dudoso que alguna vez haya significado objetividad».

Recular significa aquí y ahora examinar lo que ha pasado entre los Gobiernos de España y Cataluña en los últimos años.

El lector tiene ante sí un relato que busca colocar cada una de las piezas del puzle desde octubre de 2017 hasta la actualidad.





EL PROCESO





Un día en la vida de Roc

«Criaturas de mi espíritu, estos seis estaban ya viviendo una vida que era de ellos y ya no mía, una vida que no estaba en mi poder negársela…»


Seis personajes en busca de autor


LUIGI
 PIRANDELLO
, 1921

Roc, simplemente Roc. Era sonar la palabra y reverberaba la música de rock and roll
 de los años cincuenta. Este 27 de octubre de 2017, el responsable de contenidos digitales del Departamento de la Presidencia del Gobierno de la Generalitat desde 2011 acababa de asumir el encargo de su vida. Todo estaba en un pendrive,
 la Historia con mayúsculas encapsulada en un pequeño dispositivo de almacenamiento de datos. Él tenía que estar más pendiente que nunca. En cierto momento del día, le dijeron enigmáticamente, recibirás la orden y te dirigirás a la Entidad Autónoma del Diario Oficial y Publicaciones (EADOP), encargado, por una parte, de la publicación oficial, mediante el Diario Oficial de la Generalitat de Cataluña
 (DOGC), de las leyes de la Generalitat de Cataluña, las disposiciones generales dictadas por el Gobierno y la Administración de la Generalitat, y también de los actos, anuncios y demás documentos de la Generalitat y otras entidades o personas, cuando correspondiera de acuerdo con el ordenamiento jurídico. Y, aunque el DOGC se publica diariamente de lunes a viernes, salvo los días declarados festivos en toda Cataluña, la Historia había querido que este sábado 28 de octubre fuese una gran excepción. Ve preparándote, Roc.

Roc Fernández i Badiella nació en Terrassa, de padre de raíces gallegas y madre catalana, y estuvo durante muchos años vinculado a la ciudad donde nació y creció. Estudió Ciencias Empresariales en la Universidad Autónoma de Barcelona. De 
muy joven empezó a militar en la Joventut Nacionalista de Catalunya (JNC), la organización juvenil de Convergència Democràtica de Catalunya (CDC). Militó en la agrupación de Terrassa: el colectivo de Terrassa, según nomenclatura de la organización. Allí encontró jóvenes de una generación mayor que la suya, entre los que destacaba Josep Rull, también de Terrassa que lideraba la organización. Rull siempre cuidó a quienes consideraba «los suyos», y aunque Roc profesaba admiración por Rull, nunca llegó a formar parte de este grupo. Roc era un hombre de orden, abierto y de tradición liberal, pero de orden. Y Rull y los suyos, en aquellos años, se definían como socialdemócratas.

Nacido en 1972, Roc labraría su propio camino. En la primera mitad de los noventa había terminado, disciplinadamente, su carrera universitaria y ya era un gran aficionado a la revolución que estaba llegando: las nuevas tecnologías de Internet y los smartphones
. Una vez terminado el mandato de Josep Rull en la Secretaría General de la JNC, le tocó a Jordi Xuclà recoger la batuta. Escogió a dos secretarios generales adjuntos para que le acompañaran: Roc Fernández y Neus Munté. Más tarde, Neus sería consejera de Bienestar Social y de Presidencia hasta que abandonó el Gobierno de Puigdemont en julio de 2017.

Roc era de la teoría de mantener trabajos por períodos de unos diez años. Se incorporó a principios de los años noventa en el Gabinete de Comunicación de Covergència y allí duró unos diez años. En 2011, con la llegada de Artur Mas al Govern de la Generalitat, recaló en la Consejería de Presidencia. Y, cerca de cumplir diez años, empezaba a pensar en proyectos para desarrollar en el sector privado. En los años noventa, ya en el partido, Roc se hizo cargo de las páginas web de CDC, de las campañas y los temas de imagen, como la ComPol,
 la comunicación política, una actividad que Roc, poco dado a las retóricas y a vender humo, siempre había hecho sin ponerle poesía. Y llegaron Facebook, Twitter e Instagram. Siempre era él quien ilustraba a sus jefes sobre estas formas de comunicación. Y así Convergència Democràtica de Catalunya y después el Govern habían estado especialmente activos en las redes.

Roc había trabajado con gente muy diversa, sin perder su 
autonomía. En el partido, con Felip Puig, un ingeniero industrial al que consideraba una máquina de trabajar y empujar, o con Pere Esteve, el secretario general que se marchó a Esquerra Republicana de Catalunya. Llegó Roc a la Generalitat y trabajó con Francesc Homs y Jordi Turull. Los secretarios generales iban pasando mientras él se transformaba en un pivote imprescindible, en parte de un paisaje seguro: el «experto» en lo suyo. Discreto, a veces tímido para los códigos de la política, había considerado lógico ser diputado o director general, pero no a cualquier precio. Su sueldo era bueno, pero lo suyo era la back office,
 la oficina trasera, un destino al que optó después de ser candidato a diputado en el Parlament de Catalunya, en las elecciones de 1999, y de dar el salto a la política municipal durante cuatro años como concejal del municipio donde decidió irse a vivir para alejarse de la gran ciudad: Sant Feliu de Codines. Un pueblo de la provincia de Barcelona de 6.100 habitantes, situado en el Vallés Oriental, que antaño fuera lugar de veraneo de la burguesía catalana y que hoy alberga las segundas residencias de muchas familias barcelo­­nesas.

Llevaba este 27 de octubre de 2017 alrededor de seis años trabajando en el Palau de la Generalitat, algo de lo que se sentía muy orgulloso. Siempre se había considerado un «patriota» catalán crecido en los años de recuperación de la Generalitat y del autogobierno. Como tantos otros de su generación, había acariciado la idea de una Catalunya independiente. Conservaba como un tesoro su «carné de identidad», encargado a librerías catalanistas o tiendas, como hacían muchos de sus compañeros de estudios, con el número 56672, su dirección de Terrasa, debidamente sellado, donde arriba decía, en versales, NACIONALITAT CATALANA.

Este falso e inofensivo carné de identidad recuerda una de las historias imaginarias construidas por el escritor israelí Shlomo Sand (Comment le peuple juif fut inventé,
 Fayard, 2008) para ilustrar «las pesadillas identitarias de ayer que harán sitio, mañana, a otros sueños de identidad». En una de ellas narra los ­avatares de Bernardo, nacido en Barcelona en 1924. Su padre, obrero metalúrgico anarquista, se une a las cooperativas anarcosindicalistas para defender a la República contra el 
levantamiento militar contrarrevolucionario del 18 de julio de 1936. Bernardo sale de España y en 1948 está, después de peripecias variadas, en Marsella, donde trabaja en los astilleros navales. Una noche, en un café del muelle, el joven entra en contacto con un grupo entusiasta que pregona la aliá,
 la «subida» o «ascenso» al joven estado de Eretz Israel, a la tierra prometida, para vivir en un kibutz,
 la granja colectiva que él asimila a la continuación de las cooperativas revolucionarias de Barcelona. Sin vínculos con el nacionalismo burgués sionista, se embarca en un vapor repleto de inmigrantes clandestinos con destino al puerto de Haifa y, después de participar, en 1948, en los combates de Latrun —durante la guerra de independencia o Miljama Ha-atzmaut,
 para los israelíes, o Nakba,
 la catástrofe, según los palestinos—, el sobreviviente Dov, nuevo nombre de Bernardo, se instala en el kibutz
 de sus sueños. Y aunque no es judío, pasará inadvertido. Hasta que un funcionario del Ministerio de Interior le envía una citación. Tocado de una kipá
 negra, le apunta en su oficina que la Policía ha confirmado que no es judío. A lo que Dov-Bernardo contesta que jamás ha pretendido serlo. Hay que modificar, señala el empleado, su carné de identidad. No hay problema, replica el interrogado. De qué nacionalidad es usted, inquiere el amanuense. Dov vacila. Soy israelí, responde. Imposible, objeta el funcionario. Eso no existe. ¿Y por qué? Porque no hay una identidad nacional israelí, suspira el funcionario del Ministerio del Interior, y pregunta que dónde ha nacido. En Barcelona. Entonces usted tiene la nacionalidad española, zanja con una sonrisa el funcionario. ¡Pero yo no soy español! Soy catalán, y rechazo ser inscrito como español, he combatido por ello con mi padre en los años treinta. El empleado se rasca la coronilla, carece de conocimientos de Historia, pero respeta a las personas. Entonces vamos a poner «nacionalidad catalana». ¡Perfecto! Será de esta manera inesperada cómo Israel deviene el primer Estado del mundo en reconocer oficialmente la nacionalidad catalana. El funcionario prosigue: ¿cuál es su religión? Soy ateo. No podemos poner eso. El Estado de Israel no contempla esta definición. ¿Cuál es la religión de su madre? Cuando dejé de verla, todavía era católica. Entonces, en religión apuntamos cristiana. No quiero un carné de identidad en el que diga que 
soy cristiano, va en contra de mis convicciones y será un atentado contra la memoria de mi padre, que, como anarquista, quemaba iglesias durante la Guerra Civil española. El funcionario duda y encuentra una solución. Dov-Bernardo sale del despacho con una carta azul entre las manos en la que se apunta la nacionalidad y su religión: catalana.

A Roc le pasaba algo parecido. No le convencerás de lo contrario y, si le citas una de las más devastadoras afirmaciones acerca de la nación, aquella que en 1969 desempolvó el profesor de la Universidad de Harvard Karl Wolfgang Deutsch, nacido en Praga, será peor. En el primer párrafo de su obra, todo un clásico (El nacionalismo y sus alternativas,
 Paidós, Buenos Aires, 1971), Deutsch escribe lo siguiente: «Una nación, dice un pesimista proverbio europeo, es un grupo de personas unidas por un error común acerca de sus antepasados y un disgusto común por sus vecinos».

Tiene una gran influencia en Roc la figura del bisabuelo Emili Badiella Ribas. Según cuenta en su blog,
 ha tenido acceso a fotos del 22 de octubre de 1933, fecha en la que se da el nombre de una calle a su bisabuelo. Emili Badiella i Ribas (Terrassa 1875-1929) fue un industrial textil y político. Nació el día 8 de octubre de 1875, hijo de una familia modesta, y pronto tuvo que trabajar para ayudar a su mantenimiento. Pero durante la Primera Guerra Mundial se estableció por su cuenta con un taller propio, que pronto se convirtió en una importante fábrica de la ciudad. Autodidacta desde joven, siempre tuvo un gran interés por la cultura y el arte, que le llevó a ser amigo personal del poeta Salvat-Papasseit (1894-1924) o del pintor Torres García. Durante años fue el presidente de la Escuela Choral, en la que participó como cantante. También fue, por elección popular en 1922, concejal del Ayuntamiento de Terrassa, que fue disuelto por la dictadura de Miguel Primo de Rivera.

Ha servido Roc a tres presidentes de la Generalitat: Artur Mas, Carles Puigdemont y ahora a Quim Torra. Inquieto como es, se inventó a los Cativistas
, grupos de personas activas en las redes que se organizaban para lanzar mensajes parecidos de forma sincronizada y crear así un estado de opinión. Fue de esta forma como entró en contacto con un diputado tierno por la provincia de Girona que, mira por dónde, también se manejaba 
con audacia en las redes: Carles Puigdemont. Trabajaron en los primeros tiempos de coordinación de mensajes, la época de los grupos de whatsapp
 avant la lettre,
 y después se lo encontró en la Presidencia de la Generalitat. Le ofreció Roc ideas innovadoras de comunicación que Puigdemont no vaciló en comprar. Organizaron la primera sesión de preguntas dirigidas al president
 por redes sociales y contestadas en directo por streaming
. Una idea de Roc. Cuando se acercó el otoño de 2017, a medida que los tiempos del referéndum conocían una aceleración, la discreción de Roc era lo que se necesitaba. Nunca ha querido hablar mucho de ello. Pero tanto en el referéndum-consulta del 9 de noviembre de 2014 como en el del 1 de octubre de 2017, Roc puso lo mejor de su parte. Observó los movimientos de esgrima de Artur Mas hacia el entonces presidente del Gobierno español, Mariano Rajoy, que convirtieron el referéndum en «proceso de participación ciudadana» sin represión oficial. Observó que el referéndum de 2017 tenía mucho de improvisación, que la logística del 1-O fue asumida, en gran parte, por ERC. Observó que existía un «estado mayor» que preparaba el referéndum y se ocupaba de la intendencia. Y de asegurar la presencia de las urnas el día D.

Roc estaba perplejo al darse cuenta de que los consejeros, la gran mayoría de ellos, no sabían nada de los preparativos del referéndum del 1-O, que solo administraban las competencias autonómicas y que Puigdemont se podía pasar meses sin despachar con ellos y únicamente los veía los martes por la mañana, el día de la reunión del Consell Executiu.

Puigdemont se reunía con los suyos del llamado «estado mayor», un órgano de consulta entre conspirativo y pseudomilitar, que era conocido por los iniciados: Xavier Vendrell, Lluís Llach, Oriol Soler, Xavier Vinyals, alguna vez Francesc Homs, David Madí y otros. Observaba con atención a Vinyals, excónsul honorario de Letonia en Barcelona, a quien el Ministerio de Asuntos Exteriores español había retirado, en septiembre de 2016, el placet
 o permiso para continuar como cónsul honorario. Vinyals, abogado dedicado a los negocios, era hijo de un diputado de Convergència durante los años ochenta del siglo pasado. En este «estado mayor» también estaba el influyente David Madí, la mano derecha de Mas y ahora hombre de negocios. A Francesc Quico
 
Homs le invitaron al «estado mayor» después de ser inhabilitado como diputado, pero no se pudo reprimir y filtró, según sus colegas, parte del contenido de lo tratado en el cónclave, únicamente para hacer notar que él estaba en el ajo.

Vinyals incorporó al «estado mayor» —al que llamaban el auténtico Gobierno del referéndum en la sombra— a personas que trabajaban solo por dinero. Era el caso de Emil Kirjas, político procedente de Macedonia del Norte, secretario general técnico de la Internacional Liberal en Londres. Se ocupó de asesorar y vender la imagen de Puigdemont a través de sus contactos internacionales, por lo que fue contratado por el Departamento de Asuntos Exteriores de Raül Romeva, quien descubrió que era un vendedor de humo, y también por la Secretaría General del Deporte, donde Gerard Figueras le pagó sin verle nunca. Kirjas entraba en el Palau como Pedro por su casa y participaba en las reuniones del «estado mayor». Solía comer con Puigdemont en la Casa dels Canonges, alimentando la ficción de que lo tenía todo controlado. Cuando llegó el 155 y se le terminó el contrato con la Generalitat, buscó acomodo con el presidente de Senegal y logró que el Congreso de la Internacional Liberal se celebrara en 2019 en Dakar. Un mercenario del procés.


Roc madruga cada mañana en Sant Feliu de Codines para estar a las 9:00 horas en su oficina del Palau de la Generalitat. También madrugó este 27 de octubre de 2017. Se dirigió al centro de Barcelona en su Mini cupé
 y aparcó en su plaza de parking
 de la Catedral, muy cerca del Palau de la Generalitat, su lugar de trabajo desde 2011. Aquel viernes, Roc tenía que pasar por su despacho porque esperaba instrucciones sobre una de las misiones más sofisticadas desde sus jóvenes años de militante nacionalista: custodiar el pendrive
 con la memoria de los decretos de desarrollo de la independencia que debía publicar el DOGC, después de una reunión del Consell Executiu que nunca se llegaría a celebrar. Nunca ha dicho quién le hizo el encargo.

Aquella mañana, en el Palau, nada era ordinario. El día anterior por la mañana había empezado el Pleno del Parlament 
que desembocaría en la declaración unilateral de independencia (DUI). Roc se dirigió al Parlament. El taxi, a raíz de los controles reforzados de seguridad, lo dejó en la entrada del Parc de la Ciutadella. Debió andar unos cinco minutos hasta alcanzar la puerta del Parlament. Muchos medios de comunicación entre una gran aglomeración de coches oficiales y sus chóferes. Saludó a varios amigos de tantos años. Sentía un miedo difuso: ¿cuál sería el siguiente paso? Pensaba, y ha pensado durante mucho tiempo, que lo que pasó estuvo bien, que valió la pena. Cada día se lo replantea a la luz de los resultados. El horario del Pleno únicamente le permitió acercarse al bar del Parlament para comer un plato único, aquel bar caótico donde se confunden parlamentarios, periodistas, trabajadores de la casa, visitantes. Vivió la lectura final de la propuesta de resolución de independencia, lo que se entendió como una DUI, desde los pasillos. La tribuna estaba abarrotada de altos cargos.

Pero las cosas ya estaban muy mal antes de empezar la sesión. Puigdemont y el vicepresidente Oriol Junqueras prácticamente no se hablaban. Junqueras había ordenado montar un sistema de megafonía para hacer discursos desde las escaleras del Parlamento. La situación era tensa y agónica, a pesar de las caras de piedra que ambos lucirían en la sesión.

Los dos grandes actores ya habían entablado el comienzo de un duelo de titanes por la hegemonía definitiva dentro del campo independentista la noche y la madrugada del 25 al 26 de octubre de 2017. Puigdemont se había rendido a la evidencia en los días que precedieron a ese debate en el Palau: convocar elecciones autonómicas para evitar lo peor —la pérdida de las instituciones de poder tras la aplicación del artículo 155—, pero tendría que hacerlo solo ante el peligro, sin la solidaridad de Junqueras, que extraería la rentabilidad electoral de una decisión —disolver el Parlament y anticipar las elecciones— que formalmente solo competía al president
 de la Generalitat, y con el ­respaldo de su propio partido, sí, pero con disidentes activos que, precisamente, avizoraban en ese desenlace su harakiri
 electoral.

Antes de comenzar la sesión del Parlament, el presidente de la Generalitat había reunido a su Gobierno en el mismo 
Parlament y les había ofrecido a todos los consejeros la posibilidad de dimitir para evitar responsabilidades penales. El intercambio se extendió y los unos tuvieron que animar a los otros. La confianza estaba rota desde la reunión de la noche del 25 de octubre en el Palau de la Generalitat, cuando a las dos de la madrugada se acordó convocar elecciones y evitar una proclamación de independencia sin plan ni determinación para ser impuesta o efectiva. Aquella noche de reproches y alguna lágrima se rompieron muchas confianzas y se sembró la semilla de algunas disputas muy personales que no harían sino ahondarse.

El 27 de octubre de 2017, a las tres y veintinueve minutos de la tarde, se proclamó la independencia de Cataluña. El Parlament se había quedado semivacío tras marcharse toda la oposición. La fórmula parlamentaria era una propuesta de reso­lución que instaba al Govern de la Generalitat a aprobar todos los decretos y resoluciones necesarias para el desarrollo de la Ley de Transitoriedad Jurídica, aprobada por el Pleno los días 6 y 7 de septiembre y suspendida por el Tribunal Constitucional.

El antecedente directo de este 27 de octubre se retrotrae a diez días antes.

El 10 de octubre de 2017, el president
 Puigdemont comparece ante el Pleno del Parlament, al que da cuenta del resultado de la votación del 1 de octubre: de un total de 5.500.000 personas con derecho a voto, la cifra de votantes ascendió a 2.286.217. Se contabilizaron 2.044.058 votos favorables al sí, lo que representaba el 37% del censo electoral y poco más de una cuarta parte (el 27%) de la población total de Cataluña.

Puigdemont manfiesta que acata el mandato del pueblo de Cataluña para convertirla en un Estado independiente en forma de república. Inmediatamente después afirma: «… con la misma solemnidad, el Gobierno y yo mismo proponemos que el Parlament suspenda los efectos de la declaración de independencia de manera que en las próximas semanas emprendamos un diálogo, sin el que no es posible llegar a una solución. Creemos firmemente que el momento requiere, no solo la desescalada de las tensiones, sino, sobre todo, la voluntad clara de avanzar en las peticiones y en el mandato del 
pueblo de Cataluña en la etapa de diálogo que estamos dispuestos a abrir».

Al acabar el discurso, los diputados de los grupos parlamentarios Junts pel Sí y la Candidatura de Unidad Popular (CUP) abandonaron el Salón de Plenos de la Cámara. Y, ya fuera, procedieron a firmar lo que calificaron como una declaración de independencia. En ella acordaban:

a) constituir la República Catalana como estado independiente y soberano;

b) disponer la entrada en vigor de la Ley de Transitoriedad Jurídica y Fundacional de la República;

c) iniciar un proceso constituyente;

d) declarar su voluntad de abrir negociaciones con el Estado español, en pie de igualdad;

e) comunicar a la comunidad internacional y a las autoridades de la Unión Europea la constitución de la República Catalana y la propuesta de negociaciones con el Estado español, apelando a los Estados y organizaciones internacionales a reconocer la República Catalana como Estado independiente y soberano;

f) instar al Gobierno de la Generalidad a adoptar las medidas necesarias para hacer posible la plena efectividad de esta declaración de independencia y de las previsiones de la Ley de Transitoriedad Jurídica y Fundacional de la República, y

g) llamar a todos y cada uno de los ciudadanos a construir un Estado que traduzca en acción y conducta las aspiraciones colectivas.

Y, ahora, el 27 de octubre de 2017, cuatro parlamentarios pertenecientes a los grupos Junts pel Sí y la CUP presentaban a la Mesa del Parlament dos propuestas de resolución para que fueran votadas en el Pleno. La primera tenía por objeto la declaración de independencia de Cataluña, con un contenido idéntico a la declaración efectuada fuera del Parlament diecisiete días antes, el 10 de octubre, y la segunda, el inicio de un proceso constituyente para la nueva república con la creación de un consejo asesor, y la culminación mediante convocatoria de referéndum en el que se sometería a votación el texto de la Constitución de Cataluña.

Las propuestas se tramitaron y fueron posteriormente votadas por 82 de los 135 diputados del Parlament. El resto de los parlamentarios abandonó el hemiciclo tras denunciar la ilegalidad de las propuestas. La votación se realizó en urna y con mantenimiento del secreto del voto para los participantes. La razón: evitarle a los diputados la desobediencia al Tribunal Constitucional.

La llamada declaración de independencia fue aprobada con 70 votos a favor, 10 en contra y 2 abstenciones, y Puigdemont, a quien la presidenta del Parlament, Carme Forcadell, le ofreció la palabra, hizo mutis por el foro.

Una vez levantada la sesión por Carme Forcadell, los pasillos fueron un sálvese quien pueda. Dos personas que ocupaban la tribuna de autoridades del hemiciclo, el antiguo presidente, Artur Mas, y el antiguo presidente del Parlament, Joan Rigol, se fueron por la puerta de atrás sin querer sumarse a ninguna celebración. Ambos tenían motivos para sentirse desolados ante una sesión que no les satisfacía. Mas llevaba meses en minoría en las reuniones del llamado «estado mayor» —eso sí: la épica y la fantasía no fallaban jamás—, pero no se atrevió a decir nunca en voz alta lo que pensaba para detener aquella proclama que, como se vería en las próximas horas, no era más que un farol. Ya Puigdemont lo había confesado todo al declinar la invitación de la presidenta del Parlament a intervenir ante el Pleno.

Roc había tenido un mal año en su vida personal, pero había recibido un encargo histórico que le llenaba y culminaría tantos años de militancia en el independentismo. El bisnieto del empresario Badiella tenía en su poder el dispositivo con los 40 o 41 decretos que harían efectiva la independencia. Por fin se ordenaba arriar las banderas españolas de todos los edificios públicos y el control efectivo de las fronteras y las infraestructuras de España.

Jaume Domingo, un veterano convergente curtido en mil y una batallas, que estuvo bajo la protección de Francesc Homs mientras este había sido uno de los arquitectos del procés
 con gran influencia sobre Artur Mas y con nula sobre Carles Puigdemont y su «estado mayor» paralelo a un Gobierno que 
no sabía casi nada de los ingredientes de la cocina, había recalado en la cómoda posición, durante años, de ser director del EADOP, que estaba a cargo del Diario Oficial de la Generalitat.
 Ahora se la tenía que jugar publicando los decretos de desarrollo de la independencia. Y, como Roc, estaba preparado. Uno y otro se habían dado ánimo. Confiaban en sus jefes y ahora quedaba recorrer el último tramo mientras caía la tarde del 27 octubre. El presidente y el vicepresidente pronunciaban sus palabras en la balaustrada de la escalera noble del Parlamento con el fondo de los diputados de la Candidatura de Unidad Popular levantando los puños de la lucha de clases para cantar Els Segadors
, el himno nacional de Cataluña.

Roc se escabulló durante los discursos en la escalinata del Parlament y volvió, junto con Domingo, al Palau. Quería estar fresco y diligente para cuando recibiera la orden. El taxi los dejó en la plaza de la Catedral, ante la patronal catalana Foment del Treball, y buscaban acceder al Palau por la puerta posterior, más discreta. Tenían dos posibles entradas, la de la calle de Sant Sever y la de la calle de Sant Honorat. Pero quedaron bloqueados en la calle del Bisbe. La gente se agolpaba alrededor del Palau, donde había un fuerte dispositivo de Mossos. A duras penas avanzaron entre el gentío hasta la primera línea de vallas y vigilancia de los Mossos. Se identificaron con sus respectivos carnés de altos cargos para entrar, pero los Mossos les denegaron el acceso. Roc se cabreó: su misión estaba en peligro. Tuvo que llamar desde su móvil al Palau para que dieran la orden de dejarlos pasar. Entraron y se dirigieron a su ordenado y moderno des­­pacho.

El viernes, después de la declaración unilateral de independencia, los consejeros acudieron al Palau de la Generalitat. No lo hicieron ni Oriol Junqueras ni Carles Mundó, quien ignoraba que iba a tener lugar una reunión.

Mientras Roc y Jaume Domingo aguardaban, los consejeros, con Puigdemont al frente, ya habían perdido toda capacidad para persistir en su estado de negación.

Las informaciones circulaban a ritmo frenético: que si se sacaban adelante los decretos de desarrollo de la independencia existía peligro de violencia, o que era inminente 
una operación de los Mossos d’Esquadra para detener a los miembros del Gobierno por orden judicial, o que, aparte de la aprobación del artículo 155 de la Constitución, el Gobierno de Rajoy podía aplicar la ley de los estados de alarma, excepción y sitio.

Era verdad que los Mossos se habían movido esa misma tarde del 27 de octubre. El mayor de los Mossos, Josep Lluís Trapero, había consultado al presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña (TSJC), Jesús María Barrientos, inmediatamente después de la declaración de independencia. Esta fue la misiva dirigida a él, idéntica a la enviada al fiscal superior de Cataluña, José María Romero de Tejada:

Habiendo tenido conocimiento de la aprobación de la declaración de independencia por parte del Parlamento de Cataluña en la tarde de hoy, y desconociendo las consecuencias jurídicas de esta declaración y sobre quiénes pueden recaer, este cuerpo policial se pone a disposición del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña para dar cumplimiento a las órdenes que en relación con estos hechos se puedan derivar. De la misma manera, le comunico que el cuerpo de Mossos d’Esquadra continuará garantizando la seguridad ciudadana y el orden público en Cataluña.

Atentamente, Major Josep Lluís Trapero i Álvarez, jefe de la Prefectura de la Policía. Policía de la Generalitat-Mossos ­d’Esquadra.

Sabadell, 27 de octubre de 2017.

Pasaron las horas. Roc sabía que la mayoría de los consejeros estaban en el edificio, ya que estaba previsto que se debía celebrar un Consell Executiu donde se aprobarían los papeles almacenados en el lápiz de memoria que guardaba en el bolsillo. Vio cómo algunos consejeros abandonaban el edificio. Pensó que aquello no discurría según lo planeado. Se quedó pensativo y algo cabreado en su despacho. Tenía hambre, pero no era cuestión de salir. Una multitud seguía congregada en la Plaça Sant Jaume y alrededor del Palau. Tiró con galletas. A las once de la noche pidió permiso para irse a su casa. Vio antes por la tele que el Gobierno de Rajoy aprobaba el decreto del cese del president
 Puigdemont y los demás decretos en aplicación del artículo 155 votado en el Senado.

No le fue difícil llegar al parking.
 Salió en dirección a su casa, 
cuarenta minutos de conducción. Decidió ignorar al cabo de un rato las noticias deprimentes que se emitían a aquellas horas de la noche. A Roc le gusta el jazz
 y aprovechó el viaje por la autopista y por las curvas hasta Sant Feliu de Codinas para escuchar música. Abrió la puerta de su casa. Era noche oscura y escuchaba solo silencio. Puso las noticias de la tele. Descubrió que los altos cargos del Palau habían sido cesados. Llamó y preguntó si estaba cesado. Aquel día empezó épico y acababa triste. Estaba cesado.

Y, por encima de todo, habían desistido.





Las elecciones fallidas de Carles Puigdemont

Sábado, 21 de octubre de 2017

Reunión en la Sala Tarongersdel Palau de la Generalitat. Se plantean diversas opciones asumiendo una respuesta política en el Pleno del Senado en el que se aprobará el 155. En alguna de las propuestas se plantea la posibilidad de que el president
 Puigdemont vaya a Madrid, al Senado, a exponer la posición del Govern. Puigdemont lo descarta alegando que «cuando se convoca el Pleno del Senado ya se ha acabado el diálogo»; y considera que «pospleno es cuando tenemos que tomar las decisiones finales». Puigdemont menciona la convocatoria de elecciones autonómicas. Es la primera vez que habla de posibles elecciones y pone sobre la mesa dos opciones: más de una candidatura o una sola candidatura de los partidos independentistas con Jordi Sànchez y Jordi Cuixart, que están en prisión desde el 16 de octubre de 2017, como cabezas de lista. Junqueras y Rovira ni se inmutan al hablar de una posible lista conjunta, como si no fuese con ellos. Se proponen mociones de censura en los ayuntamientos contra el 155. Este sábado 21, como continuación de los mensajes del día anterior, viernes 20, Puigdemont intercambia opiniones por escrito con el lehendakari
 Iñigo Urkullu, quien hace un gran esfuerzo por persuadirle de que no se declare la independencia unilateral, carente de eficacia. Urkullu también le hace llegar este mensaje a Mariano Rajoy.

Lunes, 23 de octubre de 2017

El president
 Carles Puigdemont se reúne con Artur Mas, Marta Pascal y David Bonvehí, coordinador junto con Pascal del PDeCAT, Partido Demócrata Europeo Catalán, en su despacho 
en el Palau. Poco antes, Puigdemont se ha entrevistado con Santi Vila, que lo ha intentado convencer para que convoque elecciones y le ha advertido que, si se llega hasta el final —la declaración de independencia—, él dimitirá.

En la reunión con Mas, Pascal y Bonvehí, el president
 es directo: «No quiero pasarme treinta años en prisión; a lo sumo, solo pienso en dos o tres años en la prisión de Figueres, cerca de mi familia. La tensión con Junqueras y ERC ya no se aguanta. Creo que la mejor opción, dadas las circunstancias, es convocar elecciones, lo quiero hacer porque es mi responsabilidad. Hay muchas personas anónimas, alcaldes, por ejemplo, que me lo están pidiendo. Me digan lo que me digan los grandes empresarios y los banqueros, me envíen los mensajes que me envíen, tomaré la decisión no en función de lo que estos me comenten. Me debo al pueblo y no sustituiré su voz. Ahora bien, necesitaré toda la ayuda del PDeCAT para poder convocar elecciones. Y creo que el cabeza de lista del PDeCAT debería ser Santi Vila». Mas, Pascal y Bonvehí están de acuerdo en todo, y Mas y Pascual se ofrecen a pedir públicamente una convocatoria electoral.

—No serían creíbles —objeta el president.


Este lunes 23, el líder del PP en Cataluña, Xavier García Albiol, declara en una rueda de prensa celebrada en el Parlament: «El 155 ya se ha puesto en marcha y no se puede frenar aunque se convoquen elecciones».

Por su parte, Puigdemont y Urkullu siguen con su intercambio de mensajes. Urkullu insiste en la necesidad de convocar elecciones autonómicas ante un Puigdemont ya convencido de que será lo mejor.

Martes, 24 de octubre de 2017

Reunión en la Sala Tarongers del Palau de la Generalitat. El president
 Puigdemont hace una larga exposición en la que comenta lo que cree que será una respuesta muy dura por parte del Gobierno del PP. Considera que se producirá el siguiente escenario:

«El sábado por la mañana [28 de octubre], el Govern de la 
Generalitat será cesado por el Gobierno. Se abrirá un período de diez meses de control de la Generalitat por parte del Gobierno del PP. El Parlament quedará bajo mínimos. Quedaremos desplazados de cualquier instrumento o espacio propio. Al final, habrá elecciones al Parlament convocadas por ellos. Propongo tres escenarios:

— Escenario 1: La única cosa que frena el 155 son unas elecciones autonómicas.

— Escenario 2: Hacer una declaración de independencia, defendernos y asumir que habrá violencia y represión total.

— Escenario 3: Se celebra el Pleno del Parlament y se da por amortizado el Parlament autonómico. El sábado se constituye una Asamblea de Cargos Electos al margen del Parlament y del Govern. Hay que prepararse para un escenario de resistencia masiva.

Una vez expuestos los escenarios, hay un intercambio. Es una reunión tensa, con muchas miradas entre los asistentes. Los teléfonos móviles están fuera.

Marcel Mauri, portavoz de la Assemblea Nacional Catalana (ANC), propone resistencia pacífica.

Jordi Turull: «Tenemos que poder mirar a los ojos a nuestra gente». Propone el escenario 3 de la Asamblea de Electos.

Oriol Junqueras: «Se pueden tener muchos debates intelectuales. Estamos en horas decisivas y la realidad es que no hemos analizado con anterioridad los diferentes escenarios».

El presidente Puigdemont se irrita. Entre Puigdemont y Junqueras se advierte mucha tensión y no paran de hacerse reproches mutuos. Junqueras no se decanta por ningún escenario, y afirma: «Garantizo que se podrán pagar las nóminas de los funcionarios».

Xavier Vendrell: «Solo contemplo escenarios de victoria. Hay que mandar a los miembros del Govern al exilio. Dejemos de ser paternalistas y asumamos que habrá violencia y muertos, y que se ha de correr ese riesgo».

Marta Rovira: «Creo que deberíamos descartar la convocatoria de elecciones autonómicas. Es un escenario no creíble. Si se convocan esas elecciones, dimitiré de los cargos que ocupo. Propongo una declaración de independencia en el Parlament planteada como propuesta de resolución; resistir en 
las instituciones; asumir el riesgo de que haya violencia y aceptar unas elecciones al final».

Lluís Llach: «Menos las autonómicas, cualquier opción genera prisión, pero no podemos aceptar autonómicas».

Marta Pascal: «Hay que convocar elecciones para preservar el autogobierno y seguir avanzando».

Después de escuchar las intervenciones, Puigdemont responde a Junqueras: «No se trata de un debate intelectual, sino de un debate político y real. Tengo el teléfono lleno de mensajes que me piden que convoque elecciones, y lo piden tanto independentistas como no independentistas. La facultad de disolver el Govern es mía como president;
 puede que ahora parezca una derrota, pero, si no lo hacemos y provocamos una devastación, resultará peor para muchos años. Creo que habrá violencia».

Artur Mas: «No tenemos la fuerza para abordar con efectividad la independencia. Perdimos la oportunidad hace dos semanas [10 de octubre], cuando se suspendió la declaración de independencia en el Parlament. No tenemos suficiente fuerza. Cataluña no es Eslovenia. No tenemos el 90 %, tenemos el 50 %, y España está unida. Utilizarán la fuerza del Estado con todas sus consecuencias, y la decisión final la tiene el president
 y yo lo respaldaré».

Meritxell Serret: «Hay que descartar el escenario de unas elecciones».

Lluís Corominas: «No podemos hacer nada; tenemos que seguir adelante».

Agustí Alcoberro: «Vamos a la derrota».

Al final de la reunión se acuerda lo siguiente:

— Convocar el Pleno del Parlament para el jueves a las 10:00 horas de la mañana.

— Se descarta unas elecciones convocadas por el president
.

— No se descarta que el president
 acuda al Senado, a Madrid, para presentar un informe.

Miércoles, 25 de octubre por la mañana

Xavier García Albiol, máximo responsable del PP catalán, 
matiza su posición sobre la aplicación del 155. En una entrevista con Lídia Heredia en el programa Els Matins
 de TV3, señala que el president,
 Carles Puigdemont, todavía podría evitar la aplicación del 155 si «saliera diciendo que se ha paralizado el proceso de ruptura con el resto de España» y, sin renunciar a conseguir la independencia «por vías legales», convocara unas «elecciones autonómicas».

Reunión del grupo parlamentario de Junts pel Sí (candidatura electoral conjunta de Convèrgencia Democràtica de Catalunya, ERC y otros partidos más pequeños) en el Parlament.

Presiden la reunión Lluís Corominas y Marta Rovira. Hay mucha tensión en el ambiente. Circulan distintas versiones. Los diputados carecen de información.

Se informa de que el president
 Puigdemont no irá al Senado. El Pleno se convoca para las 16:00 horas y será monográfico: jueves parte declarativa y viernes propuesta de resolución y votaciones hacia las 14:00 horas. Las propuestas de resolución irán en la línea de asumir el mandato del pueblo de Cataluña, ley de transitoriedad y proceso constituyente.

Marta Rovira: «El Pleno se empieza y se acaba, cueste lo que cueste».

Miércoles, 25 de octubre por la tarde

Reunión del president
 Puigdemont con los coordinadores ejecutivos del PDeCAT, Marta Pascal y David Bonvehí.

Puigdemont: «Tomo la decisión de convocar elecciones autonómicas por responsabilidad en unas circunstancias históricas. Esta decisión permite hacer compatible la preservación del autogobierno y el futuro del soberanismo. No tenemos nada preparado para después de la declaración de independencia y llegamos más divididos que al 1-O. En estas elecciones necesitamos una lista que se base en libertad, amnistía y derecho a decidir».

Miércoles, 25 de octubre por la noche

La reunión empieza muy tarde. Hay una espera de más de dos horas en el Pati dels Tarongers. Por allí pasan jefes de prensa y jefes de Gabinete. El president
 Carles Puigdemont está reunido. Oriol Junqueras se pasea de un lado a otro y habla con su equipo. Artur Mas y Santi Vila están enfrascados en una larga conversación. Cuchichean todo el rato. Se nota a todas luces que la confianza entre los miembros del Govern se ha hecho añicos. Todos están muy nerviosos. Finalmente, la reunión se celebra en la Sala Tàpies, junto a la de Torres García. Han sido convocados el Govern, el llamado «estado mayor» y el presidente de la Associació Catalana de Municipis (ACM), Miquel Buch. Se incorpora el Sindic de Greuges (Defensor de las personas), Rafael Ribó, que trae un mensaje de Jordi Sànchez desde la prisión de Soto del Real, en Madrid, y a media reunión se incorporará también Xavier Vendrell, uno de los miembros del «estado mayor», a petición de la secretaria general de Esquerra Republicana de Cataluña, Marta Rovira.

Abre la reunión el president
 Puigdemont:

«Es necesario valorar si mañana [jueves 26 de octubre de 2017] llegamos al Parlament con más gente o con menos a favor de la declaración de independencia (DI). Pienso que llegaremos con menos. Es necesario preguntarse si, honestamente, tenemos a punto lo básico para hacer efectiva la DI, considerando que vivimos en una sociedad moderna que goza de un relativo ­confort. Creo que no tenemos a punto lo básico. La sensación de que desde la cárcel se puede hacer política es una sensación y nada más; no es posible, no pasará. Constato que la aplicación del artículo 155 de la Constitución Española nos borra del mapa. Para mí eso es una realidad. Constato también, hay que reconocerlo, que no gozamos de la misma unidad que había para el 1 de octubre. Y que este hecho dificulta la respuesta que debemos dar a la situación en la que nos encontramos. Mi opinión es que lo más conveniente en estos momentos es convocar elecciones. Esta es mi posición. Creo que, antes de abrir un turno general de intervenciones, deben expresar su opinión los consejeros del Govern».

Oriol Junqueras, vicepresident
 y titular del Departamento de Economía y Hacienda: «Hemos hecho todo lo que podíamos para hacer efectivo el mandato del 1 de octubre. Hemos hecho 
cosas muy difíciles y ahora no podemos echarnos atrás».

Clara Ponsatí, consejera de Enseñanza: «No puedo aconsejarte nada, president.
 Yo habría declarado la independencia».

Dolors Bassa, consejera de Trabajo, Asuntos Sociales y Familia: «President,
 no estoy a favor de convocar elecciones».

Lluís Puig, consejero de Cultura: «Estoy por las elecciones, president».


Santi Vila, consejero de Empresa: «Hay que convocar elecciones, president».


Jordi Turull, consejero de Presidencia y portavoz: «No apoyo la convocatoria de elecciones, pero respaldaré lo que decida el president
 hasta el final».

Meritxell Borràs, consejera de Gobernación: «Nuestras decisiones no pueden provocar que todo quede arrasado, president.
 Apoyo las elecciones».

Todavía no se han pronunciado todos los miembros del Govern.

El president
 Puigdemont toma nota de todo lo que se está diciendo, oficia de secretario de actas, de facto.
 Recibe una nota. Rafael Ribó está en el Palau con un mensaje de Jordi Sànchez desde la cárcel.

«Tenemos que parar. Ribó tiene algo», informa el president.


Entra en la sala Rafael Ribó. Viene de visitar a Jordi Sànchez en la cárcel de Soto de Real, en Madrid, y trae un mensaje suyo. Pero antes de transmitirlo, traza escenarios, con información propia, sobre lo que estaría barajando el Gobierno de Mariano Rajoy sobre la situación:

[image: Imagen 01]


1. Declaración de independencia; 2) DI y convocatoria de elecciones constituyentes; 3) «amago de DI» a través de unas elecciones; elecciones sin DI; 4) ninguna decisión.

Como el Gobierno del PP, apunta, considera que hay que cortar el problema de raíz, irá hasta el final y aplicará el 155.

Ribó, tras describir tales posibilidades, informa de su visita a Jordi Sànchez en la cárcel y el mensaje que le ha transmitido y que ha apuntado en un papel.

«Jordi tiene la seguridad garantizada. Está sano y salvo y no se siente asediado. Jordi es partidario de convocar elecciones. Exige la máxima unidad, tal como se hizo con la Assemblea Nacional de Catalunya. Pide que no se renuncie a nada, y que se movilice a la Asamblea de Cargos Electos. Más gente en prisión no sirve de nada, y quedarnos solo con la calle, tampoco».

Ribó añade: «Creo que lo mejor es que Jordi Sànchez y Jordi Cuixart sean candidatos. Sànchez está de acuerdo. No sé cuál es la opinión de Cuixart al respecto».

Marcel Mauri, portavoz de Òmnium Cultural: «Me consta que Cuixart [presidente de la organización] considera que las elecciones las tendría que convocar el president
 Puigdemont, o sea, que no se tendrían que convocar desde fuera, y con más razón si se tienen garantías de que no habrá represión ni 155. Cuixart es partidario del diálogo, no de la cárcel, y también reclama, como Jordi Sànchez, máxima unidad. Dice que España perdió la partida el 1-O y ahora no la quieren ni la pueden perder. No sé responder a la pregunta de si Jordi Cuixart querría ser o no candidato. Habría que preguntárselo».

Josep Rull, consejero de Territorio y Sostenibilidad: «Tengo que confesar que estoy angustiado en relación con qué decisión tomar. Estamos en una situación histórica, trascendental. Cualquier filtración que se produzca de esta reunión sería una traición. El 155 tiene la vocación de acabar con todo lo que se pactó en 1977 y 1978. Nuestro nivel de credibilidad como movimiento y como Govern es muy alto; sin instituciones y solo con la calle no ganaremos. Es mejor seguir avanzando desde el control institucional y eso implica elecciones desde la unidad, la movilización y la ilusión».

Vuelve a hacer uso de la palara el president
 Puigdemont: «Es verdad que hemos trabajado mucho; el trabajo de las 
estructuras de Estado, por ejemplo, es un trabajo hecho previamente. Hay cosas clave: tener el control de las instituciones y evitar la violencia. Tengo que reconocer que me da miedo llevar al país a la preautonomía».

Oriol Soler, miembro del «estado mayor» oficioso: «No me sorprende lo que ha hecho España. Operativamente, si proclamamos la declaración de independencia, no tenemos dinero ni capacidad operativa para nada. Tenemos que reconocer que no estamos preparados para asumir el relato de que no teníamos nada a punto».

Marta Rovira, secretaria general de ERC: «Tengo que deciros la verdad tal como lo siento. Y es que estoy muy incómoda con el formato de la reunión, porque hemos esperado dos horas, aquí hay demasiada gente, porque la desconfianza va en aumento, hay filtraciones, siento una gran decepción. Mi gente me pide explicaciones. Nada de lo que hagamos detendrá el 155. Así que, de ninguna manera elecciones, porque estaremos indefensos. Si convocamos elecciones, seguiremos siendo un asunto interno de España. Y el mal rollo que hay con la CUP es culpa nuestra [se refiere a que los dos partidos y el Govern no incorporan a la CUP a estas reuniones y mantienen encuentros paralelos con sus dirigentes]. Tenemos que salvar el 1-O por encima de todo, porque el resto de las cosas ya están hechas. Hay que aguantar. Tenemos que ir a la declaración de independencia y aguantar, incluso si se produce violencia. El grupo parlamentario ha hecho su trabajo y tiene un acuerdo sobre el Pleno de mañana jueves: hacer un debate sobre el 155 y hacer una declaración de independencia declarativa, hacer después una propuesta de resolución y votar sus consiguientes efectos».

La secretaria general de ERC se pone de pie, grita y no reprime el llanto, mientras bebe agua mineral de la botella sin parar.

Se decide interrumpir la reunión con la idea de calmar los ánimos.

El president
 Puigdemont se ausenta durante un tiempo. Cuando regresa a la reunión, vuelve a intervenir en referencia a lo que había dicho Marta Rovira, que está enfrente de él, al otro extremo de la mesa: «El Estado tiene la impresión de que está 
ganando y que, además, la comunidad internacional ha dado la espalda a Cataluña. Si convocamos elecciones, no puede haber 155, hacen falta amnistías y bilateralidad. A mí me preocupa el tema de la violencia y el hecho de que no estamos preparados para hacer efectiva la declaración de independencia. Me siento incómodo con la declaración de independencia si no la puedo hacer efectiva».

Elsa Artadi, directora de Coordinación Interdepartamental de la Generalitat: «Nos hemos preparado para una guerra diferente».

El president
 Puigdemont interviene: «Seguiremos siendo más creíbles que nunca sobre nuestro independentismo. Nunca os he engañado en nada. No nos podemos permitir dejar de tener la iniciativa respecto a nuestra capacidad de convocar elecciones. Porque lo sabemos: triunfamos cuando combinamos instituciones y calle. El único camino es la independencia. Suscribo lo que propone Jordi Sànchez».

Lluís Llach: «Os creí y a mucha gente le he dado mi palabra. Soy cantante, no político. Le hemos mentido a la gente de la calle. Tengo dos convicciones. La primera es que las elecciones son el peor escenario para ellos y para nosotros. La segunda es que esta gente viene para quedarse. No evitaremos el 155. Nosotros siempre hemos sido la parte débil y por eso rendirnos no es aceptable. Las elecciones desmontan el ecosistema actual, frustran el catalanismo de los próximos veinte años, hacen que mejoren los resultados de Podemos y generan un desastre electoral para ERC y PDeCAT. President,
 no te rindas y resiste. Ir a elecciones no es aceptable. El precio de no intentarlo [la declaración de independencia] es impagable».

Puigdemont luce muy afectado por las palabras de Llach.

Lluís Corominas, presidente del Grupo Junts pel Sí en el Parlament: «Pienso en estos momentos lo que he pensado siempre: ir a la declaración de independencia y resistir. Pero si lo que ahora hace falta son elecciones porque la mayoría lo quiere, suspendemos el Pleno, lo explicamos todo y decimos la verdad. El president
 Puigdemont es quien ha de dar explicaciones. A lo mejor la única salida es convocar elecciones, pero seamos conscientes de que esto nos rompe por dentro y también de que tendremos que administrar un nuevo 
escenario, que será el de la derrota».

Marcel Mauri, como la reunión es tensa y a veces hay intervenciones rodeadas de murmullos por parte de diversos asistentes, insiste en dejar constancia de su posición exacta: «Respeto todas las opiniones y quiero que conste que solo se pueden convocar elecciones si con ello se evita el 155 y si no hay represión, y como no lo van a garantizar…».

Agustí Alcoberro, portavoz de la ANC: «Tener al presidente de la ANC en la cárcel nos dificulta las cosas. Reivindico el referéndum del 1-O como una de las grandes propuestas de la ANC. Convocar elecciones supone una rendición por incomparecencia. Subirá el voto de los Comuns y de la CUP. El catalanismo como opción política quedará tocado para diversas generaciones».

Marta Pascal, diputada del Parlament y coordinadora del PDeCAT: «No cabe duda de que el 1-O fue un éxito en el que todos colaboramos. Hay dos puntos a despejar. Primero, el president
 ha preguntado si se llega a la declaración de independencia con más gente a favor o con menos. Creo que seremos menos. No debemos encerrarnos en nuestra burbuja. Y segundo, debemos preguntarnos si tenemos a punto los elementos imprescindibles para hacer efectiva la declaración de independencia, es decir, reconocimiento del exterior, los Mossos, las finanzas, son algunos ejemplos. La gente cree que lo tenemos todo a punto, así que pido que no se engañe a nadie. Mi sensación es que desde la cárcel no haremos nada. La prisión de Sànchez y Cuixart me ha afectado mucho. También constato que el 155 nos borra del mapa. Como generación política, no tenemos derecho a dejar sin margen a los que vengan. Cuando oigo la palabra violencia, por favor, no. Es fundamental preservar las instituciones y el futuro del catalanismo, lo cual es incompatible con la declaración de independencia. Aunque las elecciones sean difíciles de entender hoy, tal vez se entiendan más adelante y, en todo caso, habrá que esforzarse para que se entienda. Haremos lo que diga el president
 Puigdemont, por respeto institucional».

Artur Mas, expresident:
 «Estoy a favor de convocar elecciones. No estamos preparados para hacer efectiva una declaración de independencia. No tenemos ni finanzas, ni 
Mossos, ni reconocimiento internacional».

Miquel Buch, presidente de la Associació Catalana de Municipis [cuando interviene Buch, Puigdemont sale de la reunión un momento]: «¿Tenemos alguna garantía de que España no nos engaña? No la tenemos y, además, tiene el pie puesto en el acelerador. Es absurdo mantener ahora un debate sobre el catalanismo del futuro. Lo que importa es el de ahora. En un escenario electoral, ¿y si ganan los unionistas? ¿Y si gana puntos el escenario del referéndum pactado de los Comuns? Eso sería una derrota en toda regla. Estamos ante una pared, hasta que no le haces un hueco, nada. Y la quiero demoler cueste lo que ­cueste».

De regreso, el president
 Puigdemont puntualiza: «Si nuestra propia gente no nos entiende, ¿qué mierda de movimiento político estamos construyendo? ¿Aceptaremos muertos y no elecciones? No me veo liderando un simulacro de República, porque no sería honesto».

A las 23:45 horas llega Xavier Vendrell y se sienta al final de la sala, junto a Marta Rovira. Ambos se susurran impresiones. Comparten confidencias. Se percibe complicidad.

Toni Comín, consejero de Salud: «Confieso que no quería intervenir, pero lo hago por lealtad. Te respetamos, president,
 pero elecciones, no. Creo que tenemos que intentarlo y no convocar elecciones. ¿Qué soportará peor la gente? ¿La rendición o la represión? Creo que perderemos las elecciones si las convocamos. En cambio, puede colapsar la economía española si hacemos las cosas bien. En el momento de la verdad, no podemos ir para atrás».

Meritxell Serret, consejera de Agricultura: «Estoy de acuerdo con Marta Rovira. El 155 solo se para si se boicotea, y no se detendrá la represión. No apoyo la convocatoria de elecciones».

Meritxell Borràs: «Me ha afectado mucho la cárcel de Sànchez y Cuixart. El panorama de bienestar económico de la gente puede desmovilizar al electorado. No nos podemos engañar ni podemos ser ingenuos y creer que el 1-O abría las puertas a un referéndum pactado».

Clara Ponsatí: «Si el hecho de convocar elecciones no frena el 155, ¿resistiremos? Hagámoslo. Estoy de acuerdo con lo que han dicho Llach y Rovira. President

 Puigdemont, te veo muy decidido. En tal caso, haz lo que tengas que hacer y tengamos a punto un plan pos-155».

Marta Rovira: «Todo el mundo sabe que implantarán un 155. Hagamos cosas simbólicas, que parezca que no nos rendimos. Resistamos. La gente no nos pide imposibles. Proclamemos la declaración de independencia, no la declaración unilateral de independencia. Hagamos algo simbólico. Por favor, no hagamos un 10-O [declaración fuera del Parlament y suspensión de la declaración]. La presidenta del Parlament leerá la declaración. Porque no nos dejarán hacer elecciones. No podremos presentar un programa electoral independentista. Pido que prevalezca el programa electoral con el que nos presentamos a las últimas elecciones, porque no volveremos a tener una oportunidad como esta, y los que lleguen dentro de diez años nos reprocharán que dejásemos pasar el momento. Convocar elecciones es una rendición y es una traición. Me hubiese gustado tener este debate mucho antes. President,
 respetaré la decisión que tomes aunque no la comparta políticamente. La gente no espera milagros, pero es seguro que unas elecciones autonómicas desmovilizarán, será devastador. Puede que no nos dejen ni presentarnos».

Lluís Puig: «Con la gente en la calle no le haremos nada a la economía española. Sea cual sea el escenario, acabaremos con una mediación. La gente ha ido entendiendo la decisión que se tomó el 10 de octubre. Si vamos a sumar, ¿en qué ganamos? Sumando gente y votos se gana, y eso se hace en las urnas».

Josep Rull: «Me pregunto: ¿aguantaremos el escenario de resistencia? Si hay elecciones, no lo podemos presentar como una rendición. La traición no es asumible. No quiero que los míos me rompan la cara».

Xavier Vendrell: «Una persona me hizo el encargo de montar la Operación Castell
 para defender el Palau de la Generalitat y, si hace falta, llevar el Govern al exilio. De ninguna de las maneras, president,
 permitiremos que pases treinta años en prisión. No permitiremos físicamente que te encarcelen. No veo ningún relato posible que haga defendible la convocatoria electoral».


President
 Puigdemont: «Dejemos de fabular. ¿Cómo 
queremos que acabe todo esto? Con un referéndum negociado. España nunca negociará y la gente se cansa de recibir bofetadas. Tengo el convencimiento de que si hacemos la declaración de independencia el escenario resultante será devastador. En cambio, con unas elecciones autonómicas podremos manejar mejor las cosas. Expliquemos la verdad. Podríamos proclamar la independencia si sumásemos cuatro millones de personas. Treinta años de cárcel no servirán de nada. El 1-O es un juego de niños ante lo que está preparando el Estado. La derrota es segura. No me veo haciendo ahora los decretos para desplegar la declaración de independencia. Si vamos a elecciones, es evidente que hará falta minimizar los daños».

Miquel Buch: «¿Tienes la garantía de que te dejarán convocar elecciones?».


President
 Puigdemont: «No hay otro escenario que elecciones. Le cedo al vicepresident
 el cargo de president
 sin ningún tipo de problemas, si cree que es necesario seguir con la hoja de ruta de la DI. Exijo control de daños».

En la cabecera de la mesa, Puigdemont está sentado entre Junqueras, a su derecha, y Turull, a su izquierda. Las palabras que ha pronunciado, algo así como un aldabonazo para sacudir a Junqueras, provocan silencio. El vicepresident
 mantiene la boca cerrada pese a haber sido interpelado directamente por el president
.

Dolors Bassa: «Algunos miembros del Gobierno nos han engañado».

Jordi Turull: «Estoy dispuesto a lo que haga falta. También a sustituir al president
 Puigdemont. Lo que está claro es que se están produciendo silencios clamorosos —dice en referencia al silencio de Junqueras y de ERC—. Necesitamos un relato compartido: defensa de las instituciones, no violencia, ir más allá y decir siempre la verdad».

Oriol Soler: «El procesismo tenía que acabar. Hay que reconocer que necesitamos más tiempo para prepararnos. Pido respeto por el president
 Puigdemont, que ha explicado la complejidad de la situación. Los que no están a favor de la decisión del president
 de convocar elecciones sería necesario que dijesen que entienden la responsabilidad del president,
 
dejando constancia de su discrepancia».

Marta Rovira eleva la voz al tiempo que se pone de pie y parece determinada a marcharse de la reunión. A su lado, Xavier Vendrell le pide que se siente y que no se vaya.

Y entonces Rovira lanza una advertencia: «Pido que con el Parlament disuelto el Govern ofrezca resistencia. Si se convocan elecciones, repensaríamos nuestra posición en el Govern. Que el tiempo os dé la razón».

Por fin, la puntualización de Marta Rovira desencadena una intervención de Junqueras, que hace un resumen: «Bueno, si convocas elecciones, puedes salir y comunicarlo a los medios, hacerlo rápido. No podemos compartir la decisión de convocar elecciones. Reuniremos a nuestra gente, pero que se asuma que ERC saldrá del Govern y que no puede compartir esa decisión. Creo que ya se puede hacer un canutazo con los periodistas que están haciendo guardia».

Artur Mas: «Sí, ya hay decisión, que se informe».

Marta Pascal: «Sí, anunciémoslo».

Santi Vila: «Esperemos, son las dos de la mañana. Será más institucional y ordenado si se hace el jueves por la mañana».

El president
 Puigdemont concluye: «Disolveré el Parlament y convocaré elecciones. Estamos en el mejor momento de la historia del independentismo, y eso no nos lo debe hacer olvidar esta decisión. Tenemos ante nosotros la seria amenaza de acabar con todo lo que hemos conseguido. Podemos resistir con la declaración de independencia, pero no tendremos reconocimiento internacional. No quiero marchar al exilio. No pido que se comparta mi decisión, pido que se respete. Tengo la garantía de que, si convoco elecciones, no habrá 155 [Esta convicción refleja sus contactos con el Partido Nacionalista Vasco, a su vez en línea con La Moncloa]. Tomo esta decisión para evitar el 155 y pido que respetéis mi decisión».

Artur Mas: «Creo, president,
 que es lo que debes hacer. No tenemos todavía la mayoría necesaria y, por tanto, carecemos de fuerza para resistir un 155 que puede ser devastador para nuestras instituciones».

Santi Vila: «Hemos adoptado la decisión correcta, president.
 La declaración de independencia rompe con cualquier principio de legalidad y creo, personalmente, que ya hemos ido 
demasiado lejos».

Joaquim Forn, consejero de Interior; Carles Mundó, consejero de Justicia, que ha mantenido en voz baja intercambio de opiniones constante con Puig a su lado, apoyando, según ha entendido Puig, la convocatoria de elecciones, y Raül Romeva, consejero de Asuntos Exteriores, no intervinieron en ningún momento.

La reunión acaba. Lluís Llach se acerca a Puigdemont y se funde con el president
 en un fuerte abrazo, mientras ambos se susurran comentarios a sus oídos.

Lluís Corominas y Rovira convocan a los diputados a una reunión del grupo parlamentario de Junts pel Sí a las 11:00 horas en el Palau de la Generalitat.

Jueves 26, por la mañana

Reunión en el auditorio del Palau de Junts pel Sí con Puigdemont, el Govern y Carme Forcadell.

Puigdemont llega con su tablet
 Samsung muy puntual. Tiene cara de no haber dormido. La tensión se puede cortar con un cuchillo. A las 10:05 horas ha mantenido una conversación con su interlocutor durante todos estos días: Iñigo Urkullu. Le explica que va a comparecer más tarde ante los medios de comunicación para anunciar la convocatoria de elecciones autonómicas.

El Govern se sienta en primera fila y detrás los diputados del grupo parlamentario. El presidente del grupo, Lluís Corominas, y Marta Rovira están en primera fila. El president
 está solo en la mesa presidencial del auditorio.

«Voy a convocar elecciones», anuncia el president,
 y ofrece las razones debatidas entre la noche anterior del 25 de octubre y las 2:30 horas de la madrugada de este jueves 26. Tiene prácticamente acabado el texto de la intervención que leerá en televisión.

Empiezan las intervenciones de los asistentes a la reunión. Son especialmente duras las de Carme Forcadell y Marta Rovira.

Dice Forcadell: «Convocar elecciones es imperdonable». Toni 
Castellà, que representa al grupo dentro de la coalición, también se posiciona en contra. El PDeCAT está dividido. Marta Pascal, Irene Rigau, Monserrat Candini y Oriol Amat defienden al president.
 Jordi Cuminal, Joan Ramon Casals y Albert Batalla se pronuncian contra las elecciones.

Puigdemont escucha con cierta ansiedad a los miembros del grupo parlamentario y no oculta su inquietud: quiere dar los últimos retoques a su discurso. Los diputados de ERC se van y los del PDeCAT se quedan. Lluís Corominas y Marta Pascal intentan explicar los argumentos del president,
 pero los diputados Cuminal, Casals y Batalla están enrocados. Violant Cervera y Ana Figueras, diputadas, lloran. Marta Pascal propone hacer un receso. Necesita reforzar su posición. Llama a Xavier Trias para ver si puede acudir de inmediato al Palau. Media hora después se reanuda la reunión.

Entretanto, el diputado Gabriel Rufián ha lanzado, a las 12:11 horas, la bomba-tuit: 155 monedas de plata
. Los diputados, al reanudar las conversaciones, comentan el hecho. Rull y Turull redoblan la presión sobre el president
 Puigdemont, salen de la reunión y se dirigen a su despacho: «President,
 convocar elecciones es la muerte del PDeCAT».

Mientras, en la reunión de los diputados del PDeCAT se deja sentir el abatimiento y la derrota. Llantos y escenas de angustia. Cuminal, Casals y Batalla anuncian que se dan de baja del partido y lo hacen público a través de Twitter. Trias, Rigau, Pascal y Lluís Guinó defienden al president
 y piden respeto hacia él y hacia su decisión.

La reunión se disuelve. Ya se han producido filtraciones a diversos medios de comunicación. La convocatoria de las elecciones parece una realidad. Se decide ir al Parlament.

Xavier García Albiol, al término de la ponencia que estudia las medidas del Gobierno para Cataluña, confirma en rueda de prensa que el Grupo Popular sigue adelante con el 155 en el Senado: «El Senado va a seguir con los procedimientos y trabajos previstos más allá de las novedades que vayan ocurriendo». En parecidos términos se expresa el portavoz en el Senado, José María Barreiro, quien ha explicado que el mecanismo de trabajo que tienen encomendado es el 155, y van a «seguir». García Albiol escribe en su cuenta de Twitter: «El 
que juega con fuego se acaba quemando».

Por su parte, Gabriel Rufián escribe en su cuenta de Twitter: «El que dude que salga a la calle y mire a los ojos de la gente, en referencia a la concentración ante la Plaza de Sant Jaume contra la convocatoria electoral y a favor de la República Catalana».

De camino al Parlament, Marta Pascal recibe una llamada de Artur Mas para que regrese a la Casa dels Canonges, al Palau de la Generalitat. Puigdemont quiere verla. En la primera sala de espera, Puigdemont está reunido con Mas, Rull, Turull, Artadi, Jaume Clotet —director de Comunicación del Govern—, Josep Rius, jefe de Gabinete del president,
 y Lluís Corominas. El president
 habla con Urkullu. «La gente está acudiendo para protestar en la Plaza de Sant Jaume. Mi grupo parlamentario está muy dividido. Ya no puedo mantener lo que acordamos anoche...».

Puigdemont explica ahora el cambio a sus interlocutores: «No voy a convocar elecciones, La Moncloa no me garantiza que esa convocatoria vaya a detener el 155. No he hablado con Mariano Rajoy, no tengo contacto con él».

Josep Rius: «Estoy en contacto con Moragas», en referencia a Jorge Moragas, director de Gabinete de Rajoy.

Marta Pascal: «Sigo pensando que hay que convocar las elecciones».

Pascal, la coordinadora del PDeCAT, está en contacto permanente con el presidente del Partido Nacionalista Vasco (PNV), Andoni Ortuzar, quien, a su vez, se mantiene en contacto directo con Mariano Rajoy en el Palacio de la Moncloa, para garantizar que la convocatoria electoral supondrá la anulación del 155 en marcha.

He aquí la versión de Andoni Ortuzar
[1]
*:


Esa mañana Rajoy no habla con el
 lehendakari Urkullu, habla conmigo. O sea: él no quería dar la sensación de que había una mediación en curso. Rajoy y Urkullu habían hablado de Cataluña, pero como hablaban de tantas cosas. Esto lo vemos así, haz esto presidente, haz lo otro. Pero cuando Rajoy vio que esto podría ser calificado como un ejercicio de mediación, primero, y, segundo, cuando ya se le piden garantías casi por escrito, que es lo que pide Puigdemont para 
asegurar que no va a haber 155, eso a Rajoy le echa para atrás totalmente. Y él evita cualquier contacto con el
 lehendakari, a quien también le llama Pedro Sánchez aquella mañana o le escribe. Rajoy se mete en su caparazón, me llama a mí y me dice: «Oye, dile al
 lehendakari que no va a haber 155, pero yo no puedo dar ni garantías ni puedo dar la sensación de que estoy en una negociación, porque eso me hunde políticamente y deja a mi Gobierno y a mi posición institucional en una mala situación». Querían, eso sí, que las elecciones se hicieran de acuerdo a la ley electoral vigente. Es muy transparente.



Yo creo que en el fondo esto fracasa porque hay una falta de confianza bestial entre La Moncloa y el Palau de Sant Jaume. No hay ni el hilo mínimo que necesitas para fiarte de lo que dice, por eso la mediación no se puede llamar tal y el
 lehendakari hace de facilitador de la relación, de intercesor, porque es que ninguno de los dos daba margen para la mediación. Puigdemont lo que quería era una garantía por escrito, a lo que Rajoy dice que no. Lo cuenta él, que habla conmigo para decirme que no. Luego hay un intento del jefe de Gabinete de Puigdemont, Josep Rius, que se conocía con Moragas, y hace una gestión que todavía es peor que lo que nos piden a nosotros porque meten más cosas dentro. Ya no es el 155, sino una declaración sobre los presos Jordi Sànchez y Jordi Cuixart, por ejemplo. Puigdemont encara esto mal, desde una posición que era imposible que saliera bien. La comunicación entre Rius y Moragas se produce cuando falla todo, y yo comunico que desde Madrid se ha cortado, que ya no hay posibilidades más que las que habían dado. Yo me hubiera fiado, o sea, yo a los catalanes les dije que me fiaría de lo que están diciendo en La Moncloa. No solo lo pienso, lo sé. Rajoy no hubiera aplicado el 155, lo sé porque de esto he hablado mucho con él. Para Rajoy era una patata caliente. Ahí hubo un error de cálculo de Puigdemont, que también, dicho en su descargo, hay que entenderlo, porque ERC no le apoyaba.


Rius habla en una habitación aparte de la reunión con Moragas y regresa: «Moragas dice que no van a hacer nada». Puigdemont apostilla: «Ya está. No podemos hacer más».

Artur Mas: «El president
 había adoptado la decisión de 
disolver y es lo correcto».

Rull y Turull insisten: «En estas condiciones, sin garantías de que no se aplicará el 155, no se pueden ni deben convocar».

Clotet y Rius también se posicionan: no a las elecciones. Elsa Artadi permanece en silencio.


President
 Puigdemont: «Poneos en contacto con Junqueras y Rovira para que vengan a verme a la residencia».

Mientras Puigdemont les aguarda, Artur Mas y Marta Pascal hacen un nuevo intento de persuadir al president
 de que debe mantener su decisión anterior.

«Has hecho el diagnóstico correcto».

«Si convoco elecciones, no podré pasear por Girona. La deslealtad de ERC ha sido muy dura para mí. Ya nada volverá a ser igual».

Llegan Junqueras y Rovira. Se acomodan en los sofás de la residencia y se ordena servir pan con tomate, jamón y queso, agua y vino tinto.

«He decidido, finalmente, no convocar elecciones», dice Puigdemont. «Vamos a la declaración de independencia tal como habíamos previsto con anterioridad».

«Los diputados ya están volviendo a sus casas y no llegarán a tiempo —dice Marta Rovira—. President,
 no sé cómo vamos a rehacer todo ahora, ya estaba hecho», añade.

Junqueras: «President,
 estos cambios de opinión hacen mucho daño».

Puigdemont: «Marta, avisa a Carme Forcadell para que convoque el Pleno».

El president
 se marcha. El resto de los participantes le siguen.

Lluís Corominas, presidente del grupo parlamentario de Junts pel Sí, informa por whatsapp
 a los diputados que se convoca el Pleno. Muchos dan la vuelta y regresan a Barcelona. Hay una enorme sensación de desconcierto.

Durante los dos días del pleno, el president
 quiere estar ligero de equipaje: ordena que no le saturen de papeles y documentos. Lluís Llach se encarga de preparar la megafonía y el atrezzo
 para los alcaldes, con el objetivo de celebrar la proclamación de la independencia; será la imagen de portada de todos los periódicos.

La presidenta Forcadell ofrece a Puigdemont intervenir en la sesión, pero el president

 permanece callado.


«Visca Catalunya»
 y «Ja som independents»,
 grita la multitud que se concentra ante el Parlament.

Mientras se aprueba la declaración de independencia, el Senado termina de perfilar en Madrid la aprobación del 155.

Al conocer la DI, Mariano Rajoy tuitea a las 3:29 horas: «Pido tranquilidad a todos los españoles. El Estado de derecho restaurará la legalidad en Cataluña. MR».

El presidente del Gobierno convoca al Consejo de Ministros esa misma tarde para aprobar los decretos de aplicación del 155 y de convocatoria de elecciones autonómicas el 21 de diciembre de 2017.

Al final de la tarde del viernes 27 de octubre, ningún consejero responde los mensajes que se envían desde el partido. Silencio absoluto.

Sábado, 28 de octubre

El Gobierno de Rajoy ha aplicado el 155 y convoca elecciones autonómicas para el 21 de diciembre de 2017. Oriol Solé es el único que contacta con el PDeCAT para informar de una reunión en Alt Empordà, en el pueblo de Vilaür, a la que asistirán Oriol Solé, David Bonvehí, Marta Rovira y Sergi Sabrià. Solé apunta que no puede hablar con nadie y que nadie le coge el teléfono. Ni Pascal ni Bonvehí tienen información del Govern. Nadie responde a los mensajes. Artur Mas ya sabe algo: Puigdemont prepara un mensaje público a lo largo del día, hecho que se concretará al mediodía.

La reunión en el Alt Empordà tiene lugar en la casa de un conocido empresario, en un espacio acogedor donde se ofrece vino y jamón a los asistentes. Puigdemont pide una lista unitaria y ERC se niega.

Hay una palabra que nadie pronuncia: «exilio».

Ningún consejero responde a los mensajes de dirigentes del PDeCAT que intentan saber qué va a pasar a continuación.

Lunes, 30 de octubre

Se reúne el Comité Nacional del PDeCAT, tras aprobarlo Puigdemont el viernes en el Parlament.

La convocatoria es a las diez de la mañana. Mientras se aguarda la llegada de Puigdemont, Josep Rius, su jefe de Gabinete, llama a la coordinadora, Marta Pascal. «El president
 irá, pero va a llegar algo más tarde». Rius vuelve a ponerse en contacto un rato después: «El president
 va con retraso. Podéis empezar». Y a la tercera, ya pasadas las 10:00 horas, Rius anuncia que Puigdemont no asistirá.

Artur Mas está mosca. Hacia la mitad de la reunión, Marta Pascal abandona el lugar para atender a los medios de comunicación. Un corresponsal francés: «Puigdemont está en Francia. ¿Qué nos puede decir?». La coordinadora está atónita.

«Me he enterado por los medios de que Puigdemont está en Francia», le dice Mas cuando Marta Pascal regresa a la reunión.

Josep Rull y Jordi Turull, presentes, abandonan la reunión antes de finalizar. En ella se decide concurrir a las elecciones, se apuesta por la lista única y se pone en marcha la maquinaria electoral.





La «ocurrencia» de la rebelión

Carles Puigdemont, el cesado president
 por aplicación del ar­­tículo 155 de la Constitución el viernes 27 de octubre de 2017, salió al mediodía del domingo 29 de octubre de su chalet de la urbanización Golf de Girona en Sant Julià de Ramis —conducido por un grupo de Mossos d’Esquadra— hacia el paso fronterizo de la Jonquera y en dirección al aeropuerto de Marsella, donde tenía previsto coger un avión a Bruselas. La noche de ese domingo, Puigdemont pidió a su escolta de Mossos que hicieran una llamada, desde el área de servicio en territorio francés, a una masía en la localidad de Vilaür, en el Alt Empordà, en la provincia de Girona. Allí, en el domicilio de un amigo personal, Puigdemont ya se había reunido el sábado 28 con David Bonvehí, del PDeCAT, Marta Rovira y Sergi Sabrià, de ERC, y Oriol Solé. Este domingo 29, cinco exconsejeros esperaban en la masía, según lo planificado, el telefonazo: Toni Comín, Meritxell Borràs, Joaquín Forn, Dolors Bassa y Meritxell Serret. Los cinco emprendieron tras recibir la llamada viaje con el mismo destino: Bruselas.

Xavier Vendrell ha organizado el traslado por grupos en diferentes coches con destino a un hotel del sur de Francia. A su vez, el mapa de países-destino, según las respectivas legislaciones y circunstancias políticas, consta de un documento elaborado por el abogado Gonzalo Boyé. Bélgica es preferente por la combinación de ambos factores.

Por su lado, Lluís Puig, exconseller
 de Cultura, ha decidido no pernoctar la noche del viernes al sábado en su domicilio, y acudirá a una reunión que también se celebra en Vilaür. Después partirá hacia territorio francés para ser trasladado el domingo 29 en coche a Bruselas. Puig volverá a Madrid el día 31 en el mismo vuelo que Joaquim Forn y Dolors Bassa, con destino al aeropuerto del Prat. Tras cavilar toda la noche con su familia, cogerá el coche y se irá a Francia, desde donde viajará en tren a París y a Bruselas, permaneciendo algunos días en la 
capital belga sin comunicación con Puigdemont.

El 8 de septiembre de 2017, la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña había presentado una querella contra el president
 de la Generalitat, Carles Puigdemont, el vicepresident
 Oriol Junqueras y los doce consejeros del Govern por presuntos delitos de desobediencia, prevaricación y malversación de fondos públicos por la firma del decreto de convocatoria del referéndum del 1 de octubre. Al tiempo, presentó una segunda querella contra la presidenta del Parlament, Carme Forcadell, y otros cinco miembros de la Mesa, por tramitar las leyes de referéndum y transitoriedad jurídica. El mismo día, el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña admitía a trámite ambas querellas y nombraba instructora a la juez Mercedes Armas.

En este contexto hay que insertar la actuación del juez Juan Antonio Ramírez Sunyer, titular del juzgado de instrucción número 13 de Barcelona, el 20 de septiembre. El juez investigaba la causa del procés
 desde febrero de 2017, cuando admitió una denuncia del abogado Miguel Durán, exdirector de la ONCE, contra el juez y exsenador de ERC Santiago Vidal a raíz de unas conferencias en las cuales el citado juez se jactaba de que el Gobierno catalán había obtenido datos tributarios de todos los catalanes de forma ilegal y que existían partidas ocultas en los presupuestos para materializar la desconexión con España. El juez Ramírez Sunyer abrió diligencias para averiguar si las afirmaciones podían suponer delito informático y de revelación de secretos, y encomendó la investigación a la Guardia Civil, en calidad de policía judicial, a cargo del teniente coronel Daniel Baena. Se ordenaron intervenciones telefónicas y se dispuso el secreto sumarial.

El juzgado 13 se convertiría en el «caballo de Troya» del procés
 durante el periodo crucial de los nueve meses que irían de febrero a octubre de 2017. Y una de sus actuaciones más espectaculares fue la llamada Operación Anubis,
 la macroopera­­ción de la Guardia Civil del 20 de septiembre: 41 entradas y más de una docena de registros en Barcelona y Cataluña, y 12 detenciones. El juez justificaba los arrestos por el «incumplimiento de la ­suspensión acordada por el Tribunal Constitucional en diversos pronunciamientos de la culminación 
de la Transición Nacional y, dentro de ello, los actos para la preparación del referéndum».

Los registros y detenciones más relevantes fueron los que se realizaron en el domicilio de Josep María Jové, secretario general de Vicepresidencia y de Economía y Hacienda de la Generalitat, el número dos de Junqueras, que fue detenido, así como en el de Lluís Salvadó, secretario de Hacienda, también detenido, y en varios despachos de la sede de la Consejería de Economía, en Rambla Cataluña 19-21. Una comitiva del juzgado 13, a cargo de la letrada de la administración de justicia, Monserrat Toro, y agentes de la Guardia Civil, acudió a las ocho de la mañana a la sede de la Consejería de Economía. Alrededor de 40.000 personas se concentraron ante la consejería en respuesta a la convocatoria de las organizaciones Asamblea Nacional de Cataluña y Òmnium Cultural para protestar contra los registros y permanecieron durante todo el día frente a la sede.

El 22 de septiembre, la Fiscalía de la Audiencia Nacional presentaba una denuncia por delito de sedición tras la manifestación del 20 de septiembre, a la que llamaba «rebelión en pequeño», según la fórmula decimonónica. Se abría así una vía paralela en la acción penal, un curso bifronte, entre el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña y la Audiencia Nacional.

El fiscal general del Estado, José Manuel Maza, aportaba con la denuncia en la Audiencia Nacional una pista sobre su orientación de fondo: sacar del ámbito del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña la acción penal contra Puigdemont y el Govern.

En una entrevista con Onda Cero, Maza afirmó el 23 de septiembre que los incidentes ocurridos en las movilizaciones ciudadanas del 20 de septiembre habían sido de «enorme gravedad», un intento de separar parte del territorio nacional del resto de España con unos medios «por lo menos, tumultuarios». Añadió que, si hasta el momento, a la Fiscalía no le había parecido «oportuno» solicitar la detención del presidente de la Generalitat por presunta malversación, la posibilidad estaba «abierta».

Por ello, explicó, la Fiscalía había denunciado un posible 
delito de sedición, tratando de actuar con proporcionalidad, pues la diferencia entre ese delito y el de rebelión estaba en el nivel de violencia que se utilizara. Maza, asimismo, advirtió al responsable de los Mossos d’Esquadra, el mayor Josep Lluís Trapero. Si no cumplía con las instrucciones de la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña respecto a impedir la votación en el referéndum del 1 de octubre, «tendrá consecuencias legales». El fiscal general aseguró que resultaba «de lo más obvio» que los distintos Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado tuvieran que coordinarse para actuar ante el referéndum. Maza explicó que «es fácil de entender que el 1-O tiene que estar preparado algún plan ante la eventualidad de que pueda haber urnas».

En este sentido, el fiscal general recordaba que la legalidad ampara en distintos supuestos que sean los jefes de las fuerzas de ámbito nacional quienes se ocupen de la organización de la actuación conjunta. «La otra opción es que cada uno actúe por libre», ironizó, y confió en que Trapero fuese «razonable».

El 27 de septiembre, a cuatro días del referéndum del 1-O, la juez Armas dictó un auto en el que se hacía totalmente cargo de la situación. La juez notificaba a la Fiscalía que debía cesar sus actuaciones en relación con el referéndum, en virtud del artículo 773.2 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que prevé esta medida cuando exista un procedimiento judicial abierto sobre los mismos hechos. En su resolución, la juez ordena a los Cuerpos de Seguridad que, de manera coordinada, impidan desde el 27 de septiembre hasta el domingo 1 de octubre que los locales de titularidad pública o en los que se presta algún servicio público se usen para la preparación de la consulta. El día 1 de octubre, indica, «se impedirá su apertura, procediendo, en su caso, al cierre de todos aquellos que hubieran llegado a aperturarse». También señalaba que la acción debe hacerse «sin afectar la ­convivencia ciudadana».

El Parlament había convocado para el martes 10 de octubre un pleno en el que se preveía la aprobación de una declaración, en modalidad todavía desconocida, de independencia de Cataluña.

El fiscal general del Estado, José Manuel Maza, convocó para 
el lunes 9 una reunión informal de todos los fiscales de lo penal del Tribunal Supremo para intercambiar ideas sobre la orientación estratégica que él ya tenía establecida.

A diferencia de lo que había sido el modus
 operandi
 del Gobierno de Mariano Rajoy ante el referéndum del 9 de noviembre de 2014 —reconvertido en «proceso de participación ciudadana» ante la suspensión ordenada por el Tribunal Constitucional—, la coordinación gubernamental sería muy diferente en 2017. En aquel evento impulsado por el Gobierno de Artur Mas votaron 2.305.290 personas, ligeramente por encima del 33% de los llamados a votar. No se registraron incidentes de orden público, ya que ni la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, cuya guardia ejercía en aquella jornada el fiscal Emilio Sánchez Ulled, ni la Fiscalía General del Estado, al mando de Eduardo Torres-Dulce, dieron orden de retirar las urnas o de impedir la votación, lo que provocó severas críticas en la derecha a Rajoy por falta de autoridad y mirar hacia otro lado.

El «equipo de crisis» estuvo formado ante el 9-N por el presidente, Mariano Rajoy, la vicepresidenta, Soraya Sáenz de Santamaría; el ministro de Justicia, primero Alberto Ruiz-Gallardón y desde septiembre de 2014 Rafael Catalá; el de Interior, Jorge Fernández Díaz; el fiscal general del Estado, Eduardo Torres-Dulce, y la abogada general del Estado, Marta Silva, con la participación puntual del presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ), Carlos Lesmes.

Cuando Sáenz de Santamaría fue nombrada en octubre de 2016, además de vicepresidenta, ministra de la Presidencia y para las Administraciones Territoriales de España, todo cambió.

Empieza, progresivamente, a convocar reuniones sin invitar más que a algunos de aquellos que habían participado en el «equipo de crisis» del 9-N. A principios de 2017, la vicepresidenta recomienda a los ministros abstenerse de opinar en público sobre Cataluña más allá de lo estrictamente oficial.

Soraya se reúne con el equipo interno de la vicepresidencia, la Fiscalía General del Estado, representada en ocasiones por Maza y normalmente por el jefe de la Secretaría Técnica de la 
Fiscalía General del Estado, José Miguel de la Rosa, quien preparaba informes y notas que permitían a la vicepresidenta hacer un seguimiento del engranaje jurídico-penal en marcha contra los miembros del Govern. Estaba también el abogado general, Eugenio López Álvarez, que reportaba a Catalá. A su vez, Félix Sanz, director del Centro Nacional de Inteligencia (CNI), estaba en estrecho contacto con la vicepresidenta, participara o no en las reuniones alguien del Centro. «Mientras Torres-Dulce arrastraba los pies, Maza era un lanzado que estaba decidido a ir varios pasos por delante de lo que el Gobierno quería», afirmaba un exministro del Gobierno de Rajoy.

El lunes 9 de octubre, Maza quiere sentar la base del objetivo estratégico que ha venido elaborando su Secretaría Técnica: poner en marcha la operación para amplificar la acción penal sobre el procés
 iniciada con la denuncia de la Fiscalía en la Audiencia Nacional sobre los hechos del 20 de septiembre como delito de sedición.

Este plan busca quitar al Tribunal Superior de Justicia de Cataluña la competencia de la investigación que ha empezado con la querella del 8 de septiembre contra Puigdemont y el Govern, por los delitos de desobediencia, prevaricación y malversación. Y al tiempo mantener la investigación del juzgado de instrucción número 13 de Barcelona como fuente en la que podrían abrevar las futuras investigaciones tanto de la Audiencia Nacional como del Tribunal Supremo.

Maza necesita confiar la investigación a un grupo de fiscales que ya comulgan con su idea. Y entre ellos cuenta con el fiscal que comparte la jefatura de una de las dos salas de lo Penal del Tribunal Supremo, Fidel Cadena, y con otros tres fiscales que, sin ostentar jefaturas, tienen la máxima categoría de la carrera —fiscal de sala— por sus servicios anteriores: Javier Zaragoza, exfiscal jefe de la Audiencia Nacional; Jaime Moreno, exjefe de la Secretaría Técnica, y Consuelo Madrigal, exfiscal general del Estado.

En el caso de Zaragoza, el fiscal general del Estado cuenta con uno de los precursores en la defensa de la competencia de la Audiencia Nacional sobre los delitos de sedición y rebelión.

Fue pionero porque, ya el 27 de octubre de 2015, cuando 
Junts pel Sí y la CUP daban un paso importante al presentar en el Parlament una propuesta de resolución, prevista para aprobar el 11 de noviembre, en la que se acordaba «declarar solemnemente el inicio de creación del Estado catalán en forma de república», Zaragoza se prepara.

El 5 de noviembre de 2015, ante la inminente declaración, Zaragoza cursaba al comisario general de Información, al jefe Superior de Policía de Barcelona, al jefe de información de la Guardia Civil, al general jefe de la zona y al comisario general de los Mossos d’Esquadra una «instrucción» en la que enumeraba los delitos que eran competencia de la Audiencia Nacional relacionados con el proceso independentista catalán. En ella mencionaba los delitos contra la forma de gobierno: la rebelión y la sedición. Y en ambos casos también se contemplaba la conspiración, la proposición y la provocación para cometer ambos delitos.

En consecuencia, señala, la competencia de la Audiencia Nacional para el conocimiento de los delitos contra la forma de gobierno debe incluir, a excepción de los casos de aforamiento especial, la ejecución de los actos constitutivos de rebelión y sedición cuando la finalidad o el propósito de los mismos sea cambiar ilegalmente la organización territorial del Estado y declarar la independencia de una parte del territorio nacional, en el caso en cuestión, de la Comunidad Autónoma de Cataluña.

A excepción, señala, de los aforados, sobre los que, por otra parte, el Estatuto de Autonomía de Cataluña confiere la competencia al Tribunal Superior de Justicia de Cataluña.

La instrucción terminaba con tres «directrices».

«Primera. Ante la existencia o conocimiento de cualquier hecho delictivo que encaje en los preceptos penales antes mencionados como competencia de la Audiencia Nacional, se procederá a elaborar de forma urgente el informe o atestado oportuno, que contendrá todos los datos necesarios acerca de su ejecución, autoría, participación, circunstancias concurrentes.

Segunda. La comunicación o informe policial a modo de notitia
 criminis
 en cumplimiento de lo previsto en el art. 284 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, se remitirá con carácter urgente al juzgado central de instrucción que se encuentre en 
funciones de guardia y al fiscal de la Audiencia Nacional que preste servicio de guardia.

Tercera. Los funcionarios policiales practicarán de forma inmediata las diligencias necesarias para acreditar los hechos delictivos y determinar las responsabilidades penales exigibles, así como cuantas les encomiende el juzgado central de instrucción competente y/o en su caso el fiscal, remitiendo a los mismos su resultado, así como los informes y atestados que elaboren sobre los hechos objeto de investigación al amparo de lo previsto en los arts. 284, 287, 295 y 297 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, y demás normativa vigente».

Zaragoza continuará la investigación desde la Fiscalía en 2016 con la colaboración del teniente coronel de la Guardia Civil, responsable de la Policía judicial, Daniel Baena. El 15 de marzo de ese año, recibe dos atestados por presuntos delitos de sedición, malversación, prevaricación y/o desobediencia que eleva la Unidad de Policía Judicial de la VII Zona de Guardia Civil de Cataluña.

Uno de ellos se refiere a la creación y funcionamiento del Centro de Seguridad de Información de Cataluña (CESICAT), el llamado «CNI catalán». El otro describe la creación de la nueva Administración Tributaria Catalana «como una de las estructuras de Estado que darán soporte al proceso unilateral de independencia».

Zaragoza firma dos decretos por los que incoa diligencias de investigación 32/2016 y designa instructor del primer atestado al fiscal Vicente González Mota, y del segundo, con el número 33/2016, a Daniel Campos.

El 28 de diciembre de 2016, Zaragoza dirige un oficio al comisario jefe del Servicio de Información de los Mossos y a la Consejería de Interior de la Generalitat en el que requiere el atestado, en cumplimiento de su instrucción del 5 de noviembre de 2016, con relación al pleno municipal de Terrassa de 22 y 23 de diciembre en el que miembros de la CUP han roto fotos del Rey en solidaridad con cinco encausados por quemar imágenes del monarca durante una manifestación de la Diada el 11 de septiembre de 2016.

Maza, a diferencia de su predecesor, Eduardo Torres-Dulce, que convocó ante el referéndum suspendido del 9-N para 
actuar contra Artur Mas al máximo órgano asesor del fiscal general del Estado en materia doctrinal y técnica, la llamada Junta de Fiscales de Sala, integrada por 26 miembros y el fiscal general del Estado, ha llegado a la conclusión de que no lo hará en el caso de la querella por delitos de rebelión y sedición. Porque lanzarse a debatir el delito de rebelión y la competencia de la Audiencia Nacional y el Supremo supondría lanzar tal toro bravo al ruedo que le resultaría muy difícil de lidiar. Prefiere un formato más reducido con los fiscales de lo Penal del Supremo en el que, además, ya lo tiene todo atado.

El 9 de octubre de 2017, el teniente fiscal Luis Navajas, número dos de la Fiscalía General del Estado, reúne en su despacho de la planta baja de la madrileña calle de Fortuny a algunos fiscales de distintas especialidades, de manera informal, antes de la reunión prevista de los fiscales de lo Penal con el fiscal general del Estado, que tampoco tiene carácter estatutario.

Están presentes, entre otros, Consuelo Madrigal; Pedro Crespo, fiscal jefe de la Fiscalía de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo; Juan Ignacio Campos, fiscal que comparte con Fidel Cadena la jefatura de la Sala Primera de lo Penal del Supremo; Fidel Cadena y Fernando Marín Castán, fiscal togado, jefe de la Sala Quinta militar.

Cadena, que regresa de Zaragoza, donde acaba de fallecer su madre la semana anterior, es quien tiene una posición formada sobre el tema del delito de rebelión y qué órgano debería asumir la competencia.

«Puede que sea una ocurrencia —explica a sus colegas en el despacho de Navajas—; yo pienso que el delito debería ser el de rebelión y la competencia para enjuiciar este delito debería ser del Tribunal Supremo, en el caso de los aforados, o de la Audiencia Nacional, para el caso de que pierdan esa condición». Cadena señala que todo el procés
 representa una subversión del orden constitucional por parte de los que se suponen son los representantes del Estado en Cataluña que han impulsado una acción contra la unidad de la nación española. Por tanto, hay que calibrar que el delito tiene resultados sobre la totalidad del territorio de España, aunque se haya producido en Cataluña. Subraya que, excepcionalmente, se puede 
distribuir la competencia en función de los delitos o la materia de que se trate.

Pedro Crespo y Juan Ignacio Campos sostienen el criterio clásico; a saber, que el juez predeterminado por ley, artículo 24.2 de la Constitución, derecho fundamental de carácter procesal, es el del lugar en el que se han cometido los delitos, a pesar de los efectos que puedan haber tenido en el resto del territorio nacional.

Consuelo Madrigal expone honestamente que no ha estudiado la cuestión, pese a lo cual le parece razonable el criterio expuesto por Cadena.

El fiscal togado militar, Fernando Marín Castán, general del cuerpo jurídico militar, apunta que es necesario tener en cuenta que el delito de rebelión también contempla una advertencia previa, esto es, que el Gobierno «intimará a los sublevados a que inmediatamente se disuelvan y retiren» (artículo 479 del Código Penal).

Este encuentro dio paso, más tarde, a la reunión de los fiscales de sala adscritos a Penal, entre ellos los cuatro jefes de sala, con el fiscal general del Estado. A la reunión acudieron Maza, Navajas, Juan Ignacio Campos, Fidel Cadena (ambos jefes de la Sala Primera), Antolín Herrero y Pilar Fernández Valcárcel (jefes de la Sala Segunda), Javier Zaragoza, Consuelo Madrigal, Eduardo Fungairiño, Jaime Moreno, Alfonso Aya y José Luis Bueren.

Los fiscales están pendientes del Pleno del Parlament en el que, previsiblemente, habrá una declaración de independencia. Para Maza este es el punto cardinal. Cadena vuelve a plantear su posición favorable a la calificación de los hechos como un delito de rebelión y pone el acento en los distintos tipos de violencia e intimidación a través del enfrentamiento de la masa humana con las Fuerzas de Orden Público. Para Cadena, los hechos de Cataluña suponen un levantamiento contra la Constitución y la unidad territorial de España. Y esta razón justifica el enjuiciamiento de los responsables por la Audiencia Nacional, si perdían su aforamiento, o el Tribunal Supremo, en el caso de que lo fueran a conservar después de la aplicación del artículo 155. Cadena señala que habría muchas dificultades para proseguir la instrucción de los hechos, iniciada el 8 de 
septiembre, en el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña.

Una minoría de fiscales, entre ellos Antolín Herrero y Juan Ignacio Campos, estima que los hechos no presentan las características del alzamiento violento y público que describe el tipo penal del artículo 472 del Código Penal. Coinciden en que será difícil, por no decir imposible, que el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña pueda llevar adelante la instrucción por las dificultades que supone el clima político de Cataluña, pero cuestionan que la competencia pueda ser de la Audiencia Nacional o del Supremo, habida cuenta de que los presuntos delitos se han cometido en Cataluña y, según la ley Orgánica del Poder Judicial y el Estatuto de Autonomía, el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña es el competente para enjuiciar a los aforados.

De la reunión salen los cuatro fiscales que Maza ya había preseleccionado para llevar adelante los trabajos de la querella y ocuparse de la instrucción de la causa. Los tres fiscales —Javier Zaragoza, Consuelo Madrigal y Jaime Moreno— ya no dependerán de sus salas Primera y Segunda y de sus jefes respectivos, sino del fiscal general del Estado.

Los cuatro mantendrán reuniones con los miembros de la secretaría técnica y con el teniente fiscal Navajas en el proceso de elaboración de las querellas.

El próximo cese de Puigdemont y de los otros aforados a raíz de la aplicación del artículo 155 sitúa a los miembros del Govern en la querella de la Audiencia Nacional al tiempo que la querella contra Carme Forcadell, que sigue siendo presidenta de la Diputación Permanente, y otros cuatro miembros de la Mesa los coloca en el Tribunal Supremo.

Siete días después de esta reunión, la magistrada Carmen Lamela, instructora en la Audiencia Nacional de la denuncia de la manifestación del 20 de septiembre como delito de sedición, citaba a prestar declaración como imputados a Jordi Sànchez, Jordi Cuixart, Josep Lluís Trapero y la intendente de los ­Mossos, Teresa Laplana.

Era el 16 de octubre de 2017.

La criminalización de «los Jordis» como los malvados de la película en los diversos ámbitos —fiscalía, judicatura y medios de comunicación— presagiaba lo peor, es decir, el envío de 
ambos a prisión provisional, y era menos claro lo que podía pasar con los Mossos. Y es lo que pasará. Lamela decreta prisión provisional.

El auto de prisión, en efecto, señala que los Jordis fueron los «principales promotores y directores» de las concentraciones de los días 20 y 21 de septiembre «alentando y dirigiendo la acción de los congregados incitándoles a permanecer en el lugar e impartiéndoles órdenes de la actuación a realizar en cada momento». Los Jordis vienen «operando dentro de un grupo organizado de personas llevando a cabo de forma continua y reiterada actividades de colaboración activa y necesaria en relación con la actuación de personas, organizaciones y movimientos dirigida a lograr fuera de las vías legales la independencia de Cataluña frente al resto de España».

El riesgo de ocultación, alteración o destrucción de pruebas se pone de manifiesto «mediante la realización de actividades semejantes a las que han motivado su investigación, dificultando e impidiendo las medidas de investigación, registros y detenciones que habían sido acordadas».

En cambio, la magistrada, aunque señala que existen indicios sospechosos en la conducta de Trapero y Laplana por no haber tomado medidas a primera hora de la mañana del 20 de septiembre, «frente a ello el señor Trapero ha ofrecido determinadas explicaciones que coinciden en parte por los dos tenientes de la Guardia Civil y por la letrada de la Administración de Justicia en sede judicial en el día de hoy». Señala que la actuación del señor Trapero en los hechos, a los que se refiere la presente resolución, «no aparece todavía suficientemente perfilada hasta el punto de poder vincular en este momento a hechos tan graves como los que esos días sucedieron, en perjuicio de lo que pueda determinarse en una fase más avanzada de la investigación». La magistrada, pues, desestima la prisión provisional de ambos eludible con fianza de 40.000 euros, que ha solicitado la Fiscalía, e impone las medidas cautelares de presentación cada quince días ante el juzgado y prohibición de salida del territorio nacional sin previa autorización judicial, y retirada del pasaporte.

Maza presentó las dos querellas con su propia firma el lunes 30 de octubre —Puigdemont ya se encontraba en Bruselas— por 
delitos de sedición, rebelión y malversación. Al describir los posibles delitos también hizo referencia a los delitos de conspiración y proposición para cometer delito de rebelión.

Ya desde ese momento había una cosa clara: Carme Forcadell y los otros miembros de la Mesa que seguían en la Diputación Permanente del Parlament disuelto por aplicación del 155 atraerían la causa al Tribunal Supremo.

Al difundir las querellas, la Fiscalía General del Estado envió a los medios de comunicación una nota titulada «Comunicado de prensa Cataluña 2017». El texto se había enviado desde el ordenador del jefe de la Secretaría Técnica de la Fiscalía General del Estado, José Miguel de la Rosa. Al abrir el archivo, en los metadatos aparecía el siguiente título, el nombre original del escrito:

«Más dura será la caída».





«Esto es el Supremo… no la Audiencia Nacional»

Veinticuatro horas después de presentar las dos querellas, en el Tribunal Supremo y en la Audiencia Nacional, el 31 de octubre el fiscal general del Estado observaba cómo se cumplimentaba un plan predeterminado: ambas ya estaban admitidas a trámite.

La Sala de Admisión del Tribunal Supremo, integrada por los magistrados Manuel Marchena, presidente de la Sala Segunda, de la Sala de Admisión, ponente del auto de admisión y futuro ponente de la sentencia, y los magistrados Luciano Varela, Andrés Martínez Arrieta, Juan Ramón Berdugo y Julián Sánchez Melgar se pronunciaron a favor de la competencia del Supremo para investigar los hechos.

El juicio sobre la competencia no era baladí. Porque los cinco magistrados que forman la Sala de Admisión serán los que integrarán el tribunal de enjuiciamiento, a los que, a su vez, se unirán otros dos magistrados para completar un tribunal de siete, número previsto para los casos importantes. Por tanto, los mismos que enjuiciarán ya se consideran competentes en el mismo momento de admitir la querella, lo cual puede ser interpretado como una contaminación a la hora de enjuiciar o una falta de imparcialidad.

Por eso, la Sala de Admisión advierte de que «la determinación de la competencia objetiva exige de esta Sala una aproximación a los hechos que son objeto de querella que nunca puede ir más allá de una valoración puramente conjetural o hipotética de su verdadera existencia».

La sala invoca la condición de aforados para afirmar su competencia, y añade la necesidad de considerar lo que es el criterio clásico: dónde se ha cometido el delito. «Pero el juicio competencial definitivo ha de hacerse acumulando al criterio personal [aforados] otro de naturaleza geográfica, a saber, el lugar de comisión del hecho ilícito». Pero reconoce que esto es 
difícil cuando la acción o el resultado del delito no se producen en un espacio territorial único.

La razón esgrimida para admitir esa competencia objetiva se basa en «los aspectos internacionales en las distintas fases del proceso independentista» que, según la Fiscalía, sitúa la ejecución de parte de los hechos imputados fuera del territorio de Cataluña.

Como los magistrados son conscientes de que los efectos de un delito no forman parte del tipo delictivo, señalan que reconocer esto es obligado, habida cuenta de que algunos de los delitos de la querella son delitos de tendencia que, por definición, no exigen que se produzca un resultado para su consumación. «En cualquier caso, el delito de rebelión adquiere —señalan— una incuestionable vocación territorial proyectada sobre el conjunto del Estado».

Unos días más tarde, el 6 de noviembre de 2017, la sección segunda de lo Penal de la Audiencia Nacional confirmaba la competencia para el delito de sedición entendido en la modalidad especial de delito contra la forma del Estado al desestimar los recursos de Jordi Sànchez y Jordi Cuixart que solicitaban la declinación de jurisdicción de la Audiencia Nacional en favor de la Audiencia Provincial de Barcelona. La resolución no fue unánime. Cuatro magistrados votaron a favor y uno en contra. El magistrado José Ricardo de Prada presentó un voto particular el 7 de noviembre de 2017 en el que cuestionaba la existencia de una sedición «especial», por así decir, contra el orden constitucional y señalaba que se trataba de un pretexto para atraer la competencia en favor de la Audiencia Nacional (ver el voto particular en el anexo documental).

Por otra parte, el hecho de que sean cuatro magistrados de los cinco de la Sala de Admisión del Tribunal Supremo que han admitido la querella y al tiempo integraron la mayoría del tribunal de enjuiciamiento explica las piruetas que dan en torno a la competencia. Se trata de evitar una aparente falta de imparcialidad.

Es un problema antiguo en el Tribunal Supremo y ya ha sido planteado por algunos magistrados, así como su posible so­­lución.

En septiembre de 2014, al defender su candidatura a presidir la Sala Segunda del Tribunal Supremo, el magistrado Cándido Conde-Pumpido —libraba una batalla perdida de antemano con el magistrado Manuel Marchena, que gozaba del apoyo de la mayoría conservadora del Consejo General del Poder Judicial— abordó el tema de la imparcialidad.

«Habría que reforzar las garantías y concretamente deberíamos asegurar una separación absoluta entre la función de instruir y la de juzgar. Los miembros de la Sala de Admisión no deberían integrarse en ningún caso en el tribunal de enjuiciamiento. Tenemos sobre esto una decisión muy importante de la sala del 61 del Tribunal Supremo. El auto de 20 de junio de 2011 dictado en el caso del juez Baltasar Garzón ya estableció que el auto de admisión puede en determinados supuestos representar una causa de incompatibilidad para participar en el enjuiciamiento, una pérdida de imparcialidad y en ese caso se acordó la recusación del presidente y de los demás magistrados».

El magistrado recordó que «como consecuencia de ello, se creó una Sala de Recursos. Sin embargo, se sigue manteniendo la posibilidad de que la Sala de Admisión participe y, además, normalmente, de acuerdo con la decisión de la Sala de Gobierno, acaba siendo el tribunal de enjuiciamiento».

Su propuesta: «Para separar completamente esta situación propondría a la Sala de Gobierno, que es la que tiene que tomar la decisión, tres modificaciones puntuales, específicas en el sistema de reparto. En primer lugar, hacer la Sala de Admisión íntegramente rotatoria. Creo que no tiene ningún sentido que el propio presidente (de la Sala Segunda) integre permanentemente una determinada sección, de la misma manera que, en el reparto de todos los demás asuntos, el presidente, que es primus inter pares,
 rota con el resto de los magistrados también en el asunto de la Sala de Admisión debería rotar con los magistrados a los que corresponde por turno. De esa manera, además, el presidente, aunque al no estar siempre en la Sala de Admisión podría participar en su caso en la Sala de Enjuiciamiento. Por tanto, haría la Sala de Admisión íntegramente rotatoria».

Además, señaló, «la segunda propuesta sería la de unificar la 
Sala de Admisión y la Sala de Recursos. En este momento existe una Sala de Admisión de causas especiales, una Sala de Recursos que resuelve los recursos contra el instructor, y luego una Sala de Enjuiciamiento. Creo que esto es demasiado complejo y la Sala de Admisión debe ser Sala de Recursos. De esta manera tenemos una sala que se encarga de toda la instrucción, de admitir y resolver los recursos, y una sala que está libre para el enjuiciamiento».

Finalmente, en tercer lugar, «los miembros de la Sala de Enjuiciamiento serían en todo caso designados por un turno absolutamente riguroso, y en ningún caso, naturalmente, los miembros de la Sala de Admisión y de la Sala de Recursos, que sería única, podrían participar en ella. Creo que con esto se ganaría en imparcialidad y también en neutralidad en el tema del enjuiciamiento de aforados, el presidente, que es primus inter pares,
 de esta ma­nera alcanzaría una mayor neutralidad y garantizaríamos una separación absoluta entre instrucción y enjuiciamiento».

Ni Marchena, cuya elección estaba cantada de antemano, ni el otro candidato, el magistrado Miguel Colmenero, se refirieron a este asunto al defender sus respectivas candidaturas.

El auto de admisión del 31 de octubre, lejos de plantear el delito de rebelión en exclusiva, deja abiertas todas las posibilidades, además del delito de malversación.

«Será a lo largo de la instrucción cuando los hechos imputados, a la vista de las diligencias de investigación acordadas por el instructor, confirmen o desmientan su realidad. Y será entonces cuando pueda precisarse —en el primero de los casos— si esos actos son susceptibles de integrar las exigencias del tipo previsto en el artículo 472 del Código Penal o, por el contrario, han de ser subsumidos en los artículos 477 y 17.1 del Código Penal, que castigan la conspiración para la rebelión, delito en el que, por definición, los elementos del tipo proyectado no llegan a tener realidad, al no superar los conspiradores la fase propiamente preparatoria».

Y, atención, señala la alternativa a la rebelión: «Se alude, con carácter subsidiario y para el caso de que no pudiera confirmarse la existencia del delito de rebelión, a un hipotético 
delito de sedición previsto en el artículo 544 del Código Penal».

La Sala, asimismo, nombra juez instructor al magistrado Pablo Llarena.

La magistrada de la Audiencia Nacional Carmen Lamela admite, a su vez, la querella por rebelión, sedición y malversación al entender que son hechos conexos a los que ya investiga por sedición contra los presidentes de ANC y Òmnium, Jordi Sànchez y Jordi Cuixart, el mayor de los Mossos d’Esquadra, Josep Lluís Trapero, y la intendente, Teresa Laplana. Y cita a todos los exconsejeros para declarar en calidad de imputados los días 2 y 3 de noviembre de 2017. A su vez, Llarena cita a Forcadell y los cinco miembros del Parlament para las mismas fechas.

La magistrada Carmen Lamela desoye las quejas de las defensas por no haber tenido tiempo suficiente para preparar la comparecencia —la querella tiene 118 folios de extensión— y ha decretado, a petición de la Fiscalía de la Audiencia Nacional, prisión incondicional para el exvicepresidente Oriol Junqueras y los exconsejeros Jordi Turull, Raül Romeva, Meritxell Borràs, Joaquim Forn, Josep Rull, Carles Mundó y Dolors Bassa. También para Santi Vila, que dimitió la víspera de la declaración de independencia, al que le ha impuesto una fianza de 50.000 euros, que le permitirá abandonar la cárcel en cuanto la haga efectiva.

Por su parte, el magistrado Llarena decide acceder a la solicitud de las defensas y el 2 de noviembre aplaza una semana las declaraciones, sin oposición de la Fiscalía.

El jueves 9 de noviembre, antes de que comiencen a declarar los querellados en el Tribunal Supremo, el magistrado Llarena mantiene una conversación con los letrados.

—Quiero deciros que no hagáis caso de lo que se está publicando en medios de comunicación estos días; no existe una posición predeterminada, esto no es la Audiencia Nacional, vamos a escuchar los argumentos y a ordenar diligencias.

Aunque el secretario tercero de la Mesa del Parlamento, Joan Josep Nuet, no ha estado presente durante la conversación entre los letrados y el magistrado, expresa públicamente su entusiasmo por la afirmación de Llarena y extrae la conclusión de que el magistrado «ha dado muestras evidentes de que 
quiere desescalar judicialmente lo que está pasando».

El mensaje de Llarena, pues, ha calado. Ese mismo día, después de más de doce horas en la sede del Alto Tribunal, el juez Llarena impuso prisión eludible con fianza de 150.000 euros para la presidenta del Parlament, en contra del criterio de la Fiscalía, que pedía para ella y para tres miembros de la Mesa —Lluís Guinó, Lluís Corominas y Anna Simó— prisión incondicional. Para Guinó, Corominas, Simó y Barrufet acordó, no obstante, fianzas de 25.000 euros. En el caso de Josep Joan Nuet, que votó en contra de la independencia, decretó libertad sin medidas cautelares. A la espera de que aportara su fianza, Forcadell fue trasladada a la prisión de Alcalá-Meco una semana después de que la Audiencia Nacional dictara prisión incondicional para el exvicepresident
 de la Generalitat Oriol Junqueras y otros siete consejeros del Govern de Carles Puigdemont, quien seguía en Bélgica.

El 18 de noviembre de 2017 ocurre lo inesperado. El fiscal general del Estado, José Manuel Maza, muere de una infección renal grave en Buenos Aires, Argentina, donde participaba en una reunión de la Asociación de Ministerios Públicos, integrada por procuradores y fiscales generales de 21 países. El magistrado del Supremo, Julián Sánchez Melgar, quien era responsable de conocer en la Sala Segunda de las actividades del CNI que afecten a los derechos fundamentales, sustituye a Maza. Manuel Marchena, presidente de la Sala Segunda, había apoyado a Maza para el puesto. Ahora, cuando el ministro de Justicia, Rafael Catalá, respalda a Sánchez Melgar frente al otro candidato que baraja el ministro: el magistrado de la Sala Segunda del Supremo Miguel Colmenero.

El magistrado instructor, Pablo Llarena, se trae entre manos una operación difícil: quiere replantear la euroorden enviada por la magistrada Lamela a Bélgica para lograr la extradición del expresident
 y los cuatro miembros del Govern que han escapado a la acción de la justicia.

Acaba de asumir, el 24 de noviembre, la causa de Junqueras y los exconsejeros —aunque «abandona» a Trapero y Laplana en la Audiencia Nacional— que instruyó Lamela durante algo más de veinte días, y ya tiene la idea de retirar la euroorden por temor a un planchazo en Bruselas: la entrega de Puigdemont y 
los demás solamente por el delito de malversación.

Llarena comparte este temor con el presidente de la Sala Segunda y futuro presidente del tribunal de enjuiciamiento, Manuel Marchena, quien le respalda totalmente en su decisión de retirar la euroorden.

El encargo del magistrado Llarena es el de hacer una instrucción exprés. Desde los tiempos de la larguísima e interminable instrucción del caso Filesa
, la red de facturas falsas montada por del Partido Socialista Obrero Español (PSOE) para financiarse ilegalmente en los años noventa, el Tribunal Supremo prefiere asumir las causas de aforados cuando los tribunales superiores de justicia ya han avanzado considerablemente en la instrucción. Es lo que ha hecho el Supremo en noviembre de 2014 respecto a la causa de los ERE de Andalucía.

Y en la causa del procés
, Llarena tiene a su disposición las investigaciones del juzgado de instrucción número 13 de Barcelona, y cuenta con el teniente coronel de la Guardia Civil Daniel Baena, que vive en lo que considera el clima insurreccional de Cataluña desde al menos 2015, cuando empezó a trabajar para el fiscal jefe de la Audiencia Nacional, Javier Zaragoza. Los atestados del equipo de Baena van a nutrir la mayor parte de las principales resoluciones de Llarena, quien instruirá la causa en realidad no tanto como juez sino como el quinto fiscal, lo que sería el fiscal en jefe de los cuatro fiscales del Tribunal Supremo.

Llarena se aparta tanto de la querella de Maza como del auto de la Sala de Admisión, que contemplaban, respectivamente, delitos alternativos al de rebelión como la sedición o la conspiración para la rebelión. El magistrado ve colmadas sus expectativas en el delito de rebelión con los atestados que le aporta Baena y con la materia prima que van descubriendo los fiscales en sus viajes a Barcelona para examinar el sumario y mantener contacto con el juez Juan Antonio Ramírez Sunyer.

Ramírez Sunyer es el instructor junto con Baena a pie de calle.

El abogado José María Macías, director general de Asuntos Contenciosos de la Generalitat de Cataluña en los años 2002 y 2003, nombrado en enero de 2015 vocal de la Comisión 
Permanente del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) tras la dimisión de Mercè Pigem —forzada por Carlos Lesmes en noviembre de 2014, conducta por la que se «disculpó» durante una conversación que ambos mantuvieron en el acto en el que juraron o prometieron los cuatro nuevos magistrados del Tribunal Constitucional, el 14 de marzo de 2017—, definió el papel de Ramírez Sunyer, con quien compartió clases, en 1990, en la Escuela Judicial Española, entonces con sede en Madrid.

El día de su muerte, el domingo 4 de noviembre de 2018, Macías escribió en el periódico digital El Español
 el obituario «Un juez extraordinario y un patriota».

«Su trabajo como juez, siempre impecable, se hizo noticiable cuando asumió la investigación inicial de los hechos que ­desembocaron en los sucesos del 20 de septiembre de 2017 en la Consejería de Economía de la Generalitat. Posteriormente, su investigación constituyó en buena medida la base de la que, a su vez, ha llevado a cabo el Juez Llarena por los acontecimientos del 1 de octubre de ese año.

Pasé los últimos meses de su vida pidiéndole que tomase la baja para que otro se hiciese cargo de su trabajo. Siempre se negó, obsesionado con culminar una investigación en la que tanto se juegan Cataluña y España».

Martes 5 de diciembre de 2017. El juez Llarena se pone la venda delante de la herida: retira, en un gesto sin precedentes y al margen de la Fiscalía, la euroorden cursada a Bélgica por la juez Lamela contra Puigdemont, Comín, Serret, Puig y Ponsatí. En su resolución admite que el sistema de euroorden no prevé previsión o regulación alguna para esta retirada. Uno de los argumentos que da no se lo cree ni él: las elecciones autonómicas que tendrán lugar en dos semanas, el 21 de diciembre, en Cataluña.

«Los investigados parecen haber mostrado su intención de retornar a España, con la finalidad de tomar posesión y ejercer unos cargos electivos para cuyos comicios se han presentado recientemente», señala.

Las elecciones autonómicas son un factor que siguen tanto Llarena como Marchena. La posibilidad de una victoria de las fuerzas constitucionalistas puede influir en la instrucción. 
Porque podría hacer desaparecer el riesgo de reiteración delictiva si desalojara al independentismo del poder.

Es esta percepción la que tiene el abogado Jordi Pina, que defiende a Jordi Sànchez, Jordi Turull y Josep Rull, después de visitar al magistrado Llarena antes de las elecciones del 21 de diciembre para hablarle de la libertad de sus defendidos. El instructor le sugiere que vuelva en enero y que ya se vería.

En efecto, Ciudadanos gana las elecciones con 1.109.732 votos o 25,2% y 36 escaños, por delante de JuntsxCat, con 948.233 votos o 21,5% y 34 escaños, y ERC, con 935.861 votos o 21,3% y 32 escaños.

Los partidos independentistas, pues, recuperan el Gobierno tras unas elecciones convocadas por Rajoy.

Y quizá la verdadera razón que cuenta para retirar las euroórdenes es otra… A saber: el desprestigio que supone estar al comienzo de la instrucción en el Supremo y que la justicia belga rechace la entrega por los delitos de rebelión y sedición y limite la extradición solamente al delito de malver­­sación.

El instructor y el presidente del futuro tribunal, Manuel Marchena, prefieren ganar tiempo y apartar el cáliz belga y otros que puedan presentarse. Por eso Llarena ha firmado también una providencia a través de la cual se anula la orden de detención internacional contra los cinco citados que limita sus movimientos fuera de Bélgica. El Supremo no quiere injerencia de la justicia extranjera en la investigación. Al menos, de momento.

El pánico manda.





Llarena versus

 Sánchez Melgar

Apenas un mes después de la retirada de la euroorden a Bélgica, Puigdemont anuncia su primera salida del país: viajará a Dinamarca el 22 de enero de 2017 para intervenir en un debate en el Departamento de Ciencias Políticas de la Universidad de Copenhague, un evento que el equipo del expresident
 ha sugerido.

Julián Sánchez Melgar asumió el cargo de fiscal general del Estado después de que Llarena retirara la euroorden a Bélgica, pero sabe por su equipo que la Fiscalía no fue consultada. Ahora, al saber que Puigdemont saldrá de Bélgica rumbo a Dinamarca, instruye a sus fiscales para que estudien las posibilidades de detener a Puigdemont en Copenhague.

Los datos recogidos en la legislación danesa entusiasman. A diferencia de Bélgica, se daría el requisito de la doble incriminación —ser delito en España y Dinamarca— para los delitos de rebelión, siendo la separación de una parte del territorio danés un delito, castigado con prisión permanente, a raíz de los problemas planteados por Groenlandia y las Islas Feroe. Según el artículo 98 del Código Penal danés, «cualquier persona que realice un acto mediante el uso de la fuerza o que amenace con poner el Estado danés o parte de este Estado bajo un régimen extranjero, o que separe cualquier parte del Estado será castigado con prisión permanente».

El domingo 21 de enero de 2018, la Fiscalía General del Estado hace público que solicitará una euroorden si se confirma que Puigdemont viaja finalmente a Copenhague. Los servicios de información españoles están al acecho. Sánchez Melgar cita a los cuatro fiscales el lunes 22 a las siete de la mañana. Los informes procedentes de Bruselas confirman que Puigdemont había cogido el vuelo Bruselas-Copenhague sobre las seis de la mañana. Pasadas las nueve, la Fiscalía entregaba a Llarena el escrito.

Sánchez Melgar se encontraba almorzando con la directora 
de la Fiscalía de la Corona británica, Alison Saunders, en el restaurante Centro Riojano, en la madrileña calle de Serrano, cuando le llamaron para informarle de que Llarena acababa de deses­­timar la solicitud de la euroorden.

Llarena señala de entrada, en su resolución, que el hecho de que Puigdemont «desvele por adelantado» su viaje a Copenhague es un «comportamiento» a tener en cuenta. ¿Por qué? «Que pueda buscar la detención que el Ministerio Público peticiona es algo que no se escapa al instructor», señala. Y añade que la conducta de Puigdemont «dibuja que la jactancia del investigado de ir a desplazarse a un concreto lugar no tiene otra finalidad que buscar la detención».

Si Puigdemont puede desplazarse sin ocultarse, ¿por qué será? Porque Llarena, el 5 de diciembre, aparte de la euroorden, también retiró la orden internacional de arresto, cuando se le recomendó por parte de los fiscales que no lo hiciera. Y si Puigdemont busca ser detenido, ¿no elegiría Cataluña?

Llarena sostiene que, en caso de ser detenido en Copenhague, Puigdemont —de acuerdo, por cierto, al propio auto del magistrado de 12 de enero de 2018, que denegaba la autorización para asistir al Parlament a Oriol Junqueras— podría beneficiarse de la delegación de voto, ya que no estaría huido por su propia voluntad, sino privado de libertad. Y, además, recuerda que los letrados del Parlament han interpretado que la investidura, pretendida por Puigdemont tras la victoria de Junts per Catalunya en las elecciones del 21 de diciembre, no puede hacerse sino con presencia física del candidato.

Todas estas especulaciones de carácter político eran hasta ahora impensables en una resolución judicial. Y mucho menos en un auto de la Sala Segunda del Tribunal Supremo. Llarena estima que tiene la discrecionalidad de aplicar la ley y que ese margen se compagina bien con la legalidad. No es, desde luego, como lo plantea la Fiscalía del Supremo, que en su nota de prensa señala: «El Ministerio Fiscal interesa expresamente su emisión [la euroorden] lo que resulta obligado teniendo en cuenta que se encuentra huido de la justicia española».

Si le imputas un delito de rebelión con hasta un máximo de 
30 años de pena, viene a decir, es que no tienes opción: estás obligado a pedir su detención, porque la legalidad no te da resquicio alguno de discrecionalidad.

Pero Llarena cree que es razonable que lo pida la Fiscalía, porque contra el vicio de pedir, según reza ese refrán tan español, está la virtud de no dar.

Ahora bien, aparte de que la euroorden le haría el juego al agent provocateur
 Puigdemont, viene a decir, el magistrado deja sin respuesta o desvía uno de los argumentos de la Fiscalía. Según la solicitud, en el caso de Dinamarca, se cumpliría el principio de doble incriminación que no se daba en Bélgica. El ar­­tículo 98 del Código Penal danés, el llamado Straffeloven,
 castiga la separación del territorio con cadena perpetua.

¿Qué le sugiere esto a Llarena? Nada dice pero, en cambio, hace un reproche que ha sido considerado desleal por parte de la Fiscalía.

«La petición del Ministerio Público se acompaña, no solo de la invocada legislación danesa conforme exige el art. 281.2 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, sino de ninguna argumentación doctrinal o jurisprudencial que —desde los hechos que se investigan— refrende su análisis sobre el ordenamiento jurídico interno de Dinamarca».

Pero la euroorden es un formulario tasado, no un tratado. No prevé «argumentación doctrinal» ni «argumentación jurisprudencial». Hechos, delitos y localización. La Fiscalía, por otra parte, no solicitaba una euroorden para los países del acuerdo de Schengen, sino solo para Dinamarca, cosa que la ley 23/2014 prevé cuando se localiza a la persona buscada.

¿Por qué? Porque si se cursaba a todos los países, ello incluía a Bélgica, lo que conducía a reabrir la causa en Bruselas, cerrada tras retirar Llarena la euroorden el 5 de diciembre.

El problema de fondo: Llarena no quiere jueces extranjeros husmeando en España a solicitud del propio Tribunal Supremo. No quiere dar protagonismo a la extradición. Quiere avanzar en la «instrucción de escritorio o departamento de documentación» que está practicando.

A todo esto, el viaje de Puigdemont a Copenhague le ha supuesto un duro debate con la profesora Marlene Wind, experta en la Unión Europea.

—España es un país democrático… Cataluña es la región más rica de España y España es un país más descentralizado, incluso, que Alemania. ¿Esto no puede ser interpretado como que quieren quitarse de encima a los pobres? ¿Están intentando hacer una limpieza étnica y crear un Estado limpio? ¿De dónde viene este ansia separatista?

Puigdemont:

—Tenemos un Estatuto de Autonomía que no hemos votado. Tampoco estoy de acuerdo con que España es un país más descentralizado que Alemania.





Quim Forn en el laberinto de Fortuny

A primeros de noviembre de 2017, el abogado Cristóbal Mar­tell se hizo cargo de la defensa del exconsejero de Interior Joaquim Forn, Quim
, designando para el día a día al letrado de su bufete Daniel Pérez. Pero desde el minuto uno, Martell aprovecha para hacer campaña a favor de su cliente en los círculos del Partido Popular en los que siente que le respetan. Martell había sido contratado en agosto de 2013 para asumir la defensa penal de Álvaro Lapuerta en el caso de los sobresueldos y la contabilidad B del PP. Lapuerta, tesorero nacional del partido entre 1993 y 2008, había sido el jefe de Luis Bárcenas, quien ya llevaba, ­cuando llegó Lapuerta, desde finales de los ochenta en el puesto con el anterior tesorero, Rosendo Naseiro, célebre por dar nombre al escándalo de financiación irregular de 1989-1990 (el caso Naseiro).
 Bárcenas, al retirarse Lapuerta, fue nombrado por Mariano Rajoy tesorero en junio 2008 contra los deseos de María Dolores de Cospedal, que tenía su candidata: Carmen Navarro.

Martell condujo una defensa muy discreta y evitó que la crisis desencadenada por Bárcenas a primeros de 2013 se convirtiese en una gangrena, algo que la memoria de Lapuerta podía, en efecto, provocar. Dirigentes del PP siempre le han agradecido su comportamiento profesional. La sección segunda de lo Penal de la Audiencia Nacional confirmó la «demencia sobrevenida» invocada por Martell, apoyada en informes periciales, suspendió el procedimiento y archivó las actuaciones contra él en el caso Gürtel
 (1999-2005) en septiembre de 2016. Lapuerta falleció en junio de 2018.

Forn había viajado con Puigdemont a Bélgica el 29 de octubre de 2017, pero regresó para hacer frente a la justicia inmediatamente después de la presentación de la querella criminal. Fue elegido diputado al Parlament el 21 de diciembre por la lista Junts per Catalunya y renunció más tarde, el 23 de enero de 2018, al acta de diputado.

En un escrito al Supremo, el abogado Daniel Pérez señala que «esa circunstancia debe incidir en el juicio de pronóstico sobre la capacidad de reiteración delictiva de Forn, en la que se fundamenta la prisión provisional acordada». Recuerda que, en su declaración ante el instructor, Forn ya fijó su posición y proyección política de «no contemplar otros cauces que no fueren los constitucional y legalmente previstos». Aseguró incluso que renunciaría a su condición de parlamentario «si advirtiese un escenario de conflicto político y jurídico distante y ajeno a esa voluntad».

Al estar preso, no puede participar en los debates de su partido y en los que se produjeran en el Parlament para «conformar una voluntad con arreglo a ese compromiso de respeto a la legalidad y el marco constitucional», señala. Además, como el magistrado le vetó la posibilidad de asistir en persona a la Cámara y solo puede delegar el voto, considera que ello le «dificulta tener control de su voluntad política y asegurar» el cumplimiento del compromiso que adquirió.

La Fiscalía informó contra la libertad de Forn. Y el magistrado Llarena denegó la excarcelación el 2 de febrero por considerar que persiste el «riesgo de reiteración delictiva», a pesar de que Forn renunciara el 23 de enero a su acta de diputado del Parlament. El instructor apunta como factores para apreciar el riesgo de reiteración delictiva «la incerteza que existe de que la voluntad política mayoritaria sea respetar el orden legal para lograr la aspiración de independencia que aún hoy comparte el investigado» y «la todavía cercana determinación con la que el investigado condujo su grave actuación delictiva».

La defensa, pues, recurrió la decisión ante la Sala de Recursos, que fijó la vista tanto para el recurso de Forn como para el de Jordi Sànchez para el 20 de marzo de 2018. La Fiscalía elevó informe el 19 de febrero, en el que solicitaba una vez más mantener a Forn y a Sànchez en prisión.

Martell siguió con su prédica en los círculos del PP a los que tenía acceso. «Forn es más útil fuera de la cárcel que dentro. Puede ser un puente hacia la moderación», explicó a sus interlocutores. «Ha prometido lo que anunció. Dijo que si no podía influir en una línea de respeto a la legalidad 
constitucional, renunciaría. Y así lo hizo», añadía.

No era Martell el único que hacía gestiones en el ámbito político. Santi Vila seguía manteniendo el canal abierto con el ministro de Justicia, Rafael Catalá. Y aunque Forn y Vila se distanciaron a raíz de la dimisión del consejero de Empresa el jueves 26 de octubre, al fracasar la convocatoria electoral que proponía Puigdemont, Laura Masvidal, esposa de Forn, sugirió a Vila que hiciera gestiones para sacar a su marido de la cárcel. Vila se puso en contacto con Catalá, quien prometió pasar el mensaje, aunque con la observación de que ya no tenía la influencia de antaño. Catalá, en efecto, transmitió a sus interlocutores que Forn podía ser un puente hacia la moderación. A la vicepresidenta Soraya Sáenz de Santamaría le llegó esta posibilidad de utilizar el caso Forn para introducir moderación en la instrucción de la causa, sobre todo para intentar mitigar los efectos de la prisión provisional, hecho que en privado la vicepresidenta no veía con buenos ojos.

El fiscal general del Estado viajaba a La Habana para participar en el XIV Encuentro Internacional de Ciencias Penales y en la reunión de la Asociación Iberoamericana de Fiscales, entre el 13 y 16 de marzo. Regresó a Madrid el domingo 18.

El lunes 19 de marzo, Jordi Pina, abogado de Jordi Sànchez, preparaba en Madrid su intervención en la vista del día siguiente sobre el recurso de libertad de su cliente, la misma en la que se vería el recurso de Forn un poco antes. Había concertado una comida con una persona que el letrado definía como influyente en el Gobierno de Rajoy y quien le había enviado mensajes con anterioridad. Su interlocutor le sugirió, este 19 de marzo, que ayudaría a la situación de su cliente si renunciaba a la política y dejaba el escaño en el Parlament, una insinuación de que podría recobrar su libertad. Pina tomó nota no sin albergar dudas sobre el mensaje, ya que de ser cierto se abriría una división entre aquellos que renunciaban a la actividad política y los que se mantenían en ella. Cantaba mucho.

Sánchez Melgar convocó a su despacho, antes de la vista sobre el recurso de libertad de Forn, al fiscal Fidel Cadena, para comentar la posición de la Fiscalía. El fiscal general del Estado 
había nombrado a Cadena coordinador de los fiscales que participaban en la investigación del magistrado Llarena. Tenía pues, toda su confianza. En esa reunión, Sánchez Melgar le explicó que existían razones humanitarias y jurídicas —Forn había dado positivo en una prueba de tuberculina en la cárcel y ya no existía riesgo de reiteración delictiva al haber renunciado a su escaño en el Parlament— y que creía necesario solicitar su libertad con una fianza de 100.000 euros. Aunque lo que le decía el fiscal general del Estado le produjo perplejidad —la Fiscalía ya se había pronunciado el 19 de febrero en su escrito a favor de que Forn siguiera en prisión—, Cadena lo recibió como una orden. De regreso a su despacho, habló con el fiscal Javier Zaragoza. «Mira lo que me ha pedido Julián», le dijo, y le explicó que le había ordenado solicitar la libertad de Forn. Cadena marchó a la vista del Supremo. Zaragoza, a su vez, fue a hablar con el fiscal general del Estado. A su modo de ver, había una fórmula que él hubiese utilizado de acudir a la vista y era la de expresar que la Fiscalía, tras explicar las razones, no se opondría a la libertad de Forn si la Sala así lo consideraba. Zaragoza salió del despacho del fiscal y envió un mensaje a Cadena con la sugerencia*. Pero ya era tarde, la vista había comenzado y Cadena había desconectado su teléfono móvil
[2]
.

En la audiencia, Fidel Cadena señaló que por «imperativo legal», invocando el artículo 25 del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, solicitaba que se dejara a Forn en libertad bajo fianza de 100.000 euros.

El artículo permitía al fiscal general del Estado impartir a sus subordinados las órdenes e instrucciones convenientes y establecía que el fiscal que las recibiera «deberá atenerse a las mismas en sus dictámenes, pero podrá desenvolver libremente sus intervenciones orales».

Cadena dijo, en primer lugar, que, según entendía, no había riesgo de reiteración delictiva, pero no aportó razones que dejasen sin efecto los argumentos en contrario de su informe de fecha 19 de febrero de 2018, cuando ya eran conocidas las manifestaciones de Forn en las que abandonaba la actividad política y renunciaba al escaño parlamentario; y, en segundo lugar, mencionó una enfermedad, a la que el abogado Martell no hizo referencia en su exposición porque suele afectar a parte 
no menor de la población carcelaria.

Por su parte, la acusación popular de Vox pidió que se le mantuviera en prisión.

Al ver el revuelo causado en los medios de comunicación por el giro de la posición, la Fiscalía General del Estado emitió un comunicado, donde se advertía la influencia del fiscal Zaragoza.

«En relación a Joaquim Forn, manteniendo las razones aducidas para acordar la medida cautelar interesada inicialmente [prisión, según el escrito de 19 de febrero], la Fiscalía no se ha opuesto a que se acuerde la prisión provisional eludible con fianza de 100.000 euros en base a los siguientes motivos.

Primero. Razones humanitarias. Se ha tenido conocimiento de la aparición de tuberculina, circunstancia esta que ha de ser tenida en cuenta.

Segundo. Renuncia el pasado 24 de enero al acta de diputado como muestra de su intención manifiesta de cese de su actividad política y, con ello, nulo impacto del riesgo de reiteración delictiva.

Tercero. Falta de reiteración delictiva derivada de sus manifestaciones y/o actuaciones desde que se inició el cumplimiento de la medida cautelar».

La Sala de Recursos, pues, lo tenía sencillo. En su auto de 22 de marzo, señaló que, a la vista de los argumentos de la Fiscalía, «en la revisión de la resolución del Instructor que ahora nos corresponde, no se aprecian razones derivadas de las mencionadas alegaciones que puedan ser consideradas suficientes para rectificar el criterio del Instructor, sin perjuicio de que el mismo, en momentos posteriores, pueda valorar esos aspectos, en relación con todos los demás que resulten de la instrucción de la causa y de la eventual modificación de las circunstancias concurrentes, para adoptar en cada momento la resolución que resulte a su criterio procedente». Sobre la tuberculina, señalaba que la Sala no tenía información al respecto.

El enfrentamiento en la Fiscalía sobre la libertad de Forn era el primero y, a la vista del curso posterior de los acontecimientos, el último enfrentamiento durante el proceso de instrucción de la causa.

En la calle de Fortuny 4, el asunto fue objeto de muchos comentarios. Corrieron informaciones. Una de ellas, por ejemplo, sostenía que el fiscal general del Estado había recibido a Laura Masvidal, esposa de Forn, quien habría aportado razones convincentes a Sánchez Melgar. Tanto Laura Masvidal como Sánchez Melgar lo han negado
[3]
*.

El informe del Grupo de Trabajo sobre Detención Arbitraria de las Naciones Unidas de 27 de mayo de 2019, precisamente, hacía una referencia a Joaquim Forn bastante enigmática. El punto 117 del informe señala: «El Grupo recibió información convincente, que no fue refutada por el Gobierno español», sobre la situación del señor Forn, detenido y acusado en este caso, y que fue persuadido de suprimir su activismo en favor de la causa independentista a cambio de ser liberado».

En un auto, el tribunal rechazó de manera tajante esta afirmación.

El día 21 de marzo, el magistrado Llarena dictaba el auto de procesamiento por delito de rebelión a trece líderes del procés:
 el expresidente Carles Puigdemont, el exvicepresidente Oriol Junqueras, y siete exconsejeros: Joaquim Forn, Jordi Turull, Raül Romeva, Clara Ponsatí, Josep Rull, Antoni Comín y Dolors Bassa; la expresidenta del Parlamento Carme Forcadell, los líderes de ANC y Òmnium Cultural, Jordi Sànchez y Jordi Cuixart, y la secretaria general de ERC, Marta Rovira. El viernes 23 les citó para notificar el auto y dar la posibilidad a la Fiscalía y acusaciones de solicitar medidas cautelares.

El 23 de marzo, el magistrado Llarena, pues, comunicaba el auto de procesamiento. Marta Rovira, que ya había decidido con anterioridad ser «madre antes que ir a prisión», no se presentó en el Supremo y huyó a Suiza. El juez ordenaba, según la petición de la Fiscalía y de la acusación popular de Vox, la prisión provisional sin fianza para los seis investigados en el procés
 que estaban en libertad provisional al notificarles el auto de procesamiento.

Jordi Turull, Raül Romeva, Josep Rull, Dolors Bassa y Carme Forcadell fueron enviados a prisión. Llarena atendía la petición de la Fiscalía al apreciar riesgo de reiteración delictiva y de fuga. La huida de Rovira había sido interpretada como un aumento del riesgo de fuga del resto de procesados.

La decisión de Llarena registraba, como mínimo, un eslabón débil en materia de derecho de participación política: frustraba, al enviarle a prisión, la segunda votación de investidura de Jordi Turull. La primera acababa de fracasar el día anterior por la abstención de la CUP.

La debilidad constitucional era evidente.

Porque, ¿qué cambiaba el auto de procesamiento en la situación que justificase impedir la investidura de Jordi Turull?

Será el Tribunal Constitucional el que finalmente tenga que resolver sobre la medida de prisión que frustró la segunda votación a la investidura de Turull.





Tribunal de Schleswig-Holstein: el que avisa no es traidor

A lo largo de la instrucción, el magistrado Llarena ha sostenido, basándose en los datos aportados por el teniente coronel de la Guardia Civil Daniel Baena, que los Mossos d’Esquadra simbolizaban una violencia potencial, aquella que representaban sus 17.000 hombres armados. Sin embargo, en su auto de procesamiento del 21 de marzo de 2018, donde defiende la calificación del delito de rebelión en exclusiva, sin referirse al de sedición, no consigue aportar pruebas sobre su teoría de la puesta de los Mossos al servicio del referéndum del 1 de octubre.

En el punto número 30 de la resolución, el instructor refleja la reunión del 28 de septiembre de 2017, en la cual Puigdemont, Junqueras y Forn reciben a la cúpula de los Mossos en el Palau de la Generalitat.

«El 28 de septiembre de 2017, los máximos responsables policiales del Cuerpo de Mossos d’Esquadra se reunieron con el presidente de la Generalidad de Cataluña, su vicepresidente, Oriol Junqueras, y el consejero de Interior, Joaquim Forn. En dicha reunión, informaron a los miembros del Gobierno que, si bien había imperado hasta entonces un pacto tácito de no violencia, la gran cantidad de colectivos movilizados en aquellas fechas (entre ellos 42 Comités de Defensa del Referéndum, estudiantes, bomberos y otros), hacía prever una ruptura respecto a situaciones pasadas y una escalada de violencia, con brotes importantes de enfrentamiento, por lo que aportaba la seguridad era eludir la votación del 1-O. Una indicación de riesgo evaluada técnicamente y desvelada por el Cuerpo de Mossos d’Esquadra, más allá de que los responsables del Gobierno presentes en esa reunión conocían sobradamente los riesgos de violencia con ocasión de los hechos acontecidos el día 20 de septiembre ante la sede de la Consejería de 
Economía.

Pese a ello, la decisión de los miembros del Gobierno fue que la votación había de celebrarse».

El magistrado confiesa, de facto,
 en una larga nota a pie de página (33) sobre esta reunión, que no ha podido llegar lejos con su investigación.

«En todo caso, la voluntad de los miembros el Gobierno presentes en aquella reunión [del 28 de septiembre de 2017] de recurrir a la violencia o aceptarla se mostraría con mayor nitidez si se acreditara que realmente ordenaron a las fuerzas del orden el incumplimiento de la ley, pues en tal coyuntura estarían impulsando el crecimiento de la movilización popular y debilitando los elementos de contención o disuasión con que cuenta el Estado de derecho.

Los jefes policiales de los Mossos d’Esquadra han declarado que informaron a su jefatura política del riesgo de movilizaciones violentas, y han asegurado también que el Gobierno de la Generalidad les respondió que el referéndum se haría pese a todo. En esa encrucijada para los Mossos d’Esquadra, sostienen que su decisión fue velar por el cumplimiento de la decisión judicial y garantizar el cierre de los centros de votación.

No obstante, un análisis sujeto a las reglas de la lógica y de la experiencia humana, permitiría concluir que los responsables políticos tuvieron que cursar a la Policía autonómica la orden de no impedir la votación, y que los responsables policiales —por esta exigencia— diseñaron un mecanismo de actuación que impedía que un agente de los Mossos d’Esquadra pudiera cumplir la decisión judicial de un modo real o eficaz».

Llarena considera prácticamente probado que los Mossos eran el brazo armado de Puigdemont, aunque concede que la voluntad de los miembros del Gobierno catalán de recurrir a la violencia o aceptarla «se mostraría con mayor nitidez si se acreditara que realmente ordenaron a las Fuerzas del Orden el incumplimiento de la ley…».

Es decir: resulta ser prácticamente un hecho, pero, eso sí, sería más evidente, claro, si se encontrase una prueba de que el Gobierno «realmente ordenó a las fuerzas policiales el incumplimiento de la ley». Sin embargo, «las reglas de la lógica 
y de la experiencia humana permitirían concluir que los responsables tuvieron que cursar a la Policía autonómica la orden de no impedir la votación…». Llarena, pues, sustituye las pruebas por las reglas de la lógica.

También existen pruebas en sentido exactamente contrario a lo que sostenía Llarena, que la Fiscalía no ha querido considerar.

Y una de ellas es que Trapero ordenó el miércoles 25 de octubre de 2017, según consta en la causa de la Audiencia Nacional, al número dos, el comisario Ferran López, tras la reunión con los comisarios de los Mossos del día anterior, que presentara al día siguiente, jueves 26, a las 10:00 horas, después de la reunión diaria, el documento que habían acordado sobre distintos escenarios previstos ante el próximo viernes 27. En dicho documento se contemplaba un dispositivo policial que se ejecutaría para asegurar el cumplimiento de las órdenes judiciales que a tal efecto se pudieran recibir, así como garantizar la seguridad ciudadana y el orden público. El dispositivo debería extenderse desde las 15:00 horas del jueves 26 de octubre hasta las 15:00 horas del sábado 28.

Y, entre otras, están las comunicaciones enviadas por Trapero al presidente y al fiscal superior del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, respectivamente, el 27 de octubre, tras la declaración de la independencia, poniendo los Mossos a su disposición para adoptar las medidas que pudieran derivarse del acto del Parlament (reproducidas más abajo).

Tras el auto de procesamiento, Llarena dictó, el 23 de marzo, una orden de detención internacional de Marta Rovira, dirigida a las autoridades de Suiza, y reactivó las euroordenes a Bélgica y Reino Unido.

La suerte parecía ahora sonreír a Llarena. Puigdemont es detenido la mañana del domingo 25 de marzo en el norte de Alemania, de regreso en coche desde Dinamarca, camino de Bélgica. «Se encuentra bajo custodia policial», confirmó un portavoz de la Policía regional del Estado de Schleswig-Holstein. El nombre de esta región dará que hablar.

Mientras Llarena sostiene sin ambages el delito de rebelión, la magistrada Carmen Lamela dicta el 4 de abril de 2018 el auto de procesamiento de Trapero, Laplana, Pere Soler, exdirector de 
los Mossos, y César Puig, exsecretario general de Interior.

«Para asegurar el éxito del proceso hacia la declaración de independencia resultaba esencial contar con la capacidad investigadora e intimidatoria de los Mossos d’Esquadra, cuerpo policial integrado por más de 17.000 efectivos armados, con el potencial efecto coercitivo que los mismos representaban», ­señala la magistrada.

Sin embargo, sostiene que no ha habido violencia. «La sedición es una rebelión de segundo grado, en cuanto el propio tipo penal solo considera reos de la misma a quienes no estén comprendidos en el delito de rebelión». Es por ello que aun cuando la Sentencia del Tribunal Supremo de 3 de julio de 1991 indica que «la rebelión tiende a atacar el normal desenvolvimiento de las funciones primarias de legislar y gobernar, y la sedición tiende a atacar las secundarias de administrar y juzgar», ello no es obstáculo para calificar jurídicamente los hechos como sedición cuando sin concurrir el elemento de la violencia (que exige la rebelión) la finalidad de los partícipes en el alzamiento sea no solo impedir la aplicación de las leyes, el legítimo ejercicio de las funciones de autoridades, corporaciones oficiales o funcionarios, el cumplimiento de sus acuerdos o de las resoluciones administrativas o judiciales, sino además declarar ilegalmente la independencia de una parte del territorio nacional».

Y añade que «la concurrencia de esta doble finalidad, sin emplear la violencia como sucede en el presente caso, nos sitúa ante una acción de sedición mucho más grave desde la perspectiva de la antijuridicidad, y, en consecuencia, un mayor desvalor del injusto, en cuanto la última finalidad de la misma, además de la propia de este tipo penal, es la prevista para los delitos de rebelión».

No puede ser, pues, más clara: «Sin emplear la violencia como sucede en el presente caso».

Llarena envía la nueva euroorden con lo que considera es la pieza fundamental: el auto de procesamiento. Sin embargo, al retirar la euroorden en diciembre de 2017 ha quedado sin efecto la orden nacional de detención que Lamela había dictado a primeros de noviembre. Un día más tarde, el 5 de abril, lejos de Madrid, el destino une a Lamela con el Tribunal de 
Schleswig-Holstein, que considera «inadmisible en principio» entregar a Puigdemont por el delito de rebelión, porque no se advierte la violencia exigida por el tipo delictivo. Los jueces piden más información antes de resolver.

El fiscal adjunto, o primer sustituto del Fiscal del Rey en Bruselas, Dirk Merckx (teniente fiscal en España), advirtió a Llarena, en carta fechada el 12 de abril, que la euroorden cursada el 23 de marzo de 2018 adolecía de un problema: no está basada en una orden de detención nacional. La jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (caso Bob Dogi) exige esa orden.

Finalmente, el 16 de mayo de 2018, la justicia belga rechazaba la entrega de Puigdemont, Comín, Puig y Serret por el defecto de forma de la falta de la orden de detención nacional. La Fiscalía del Supremo había instado a Llarena a reparar la euroorden con la emisión de una orden de arresto nacional. El magistrado se negó a hacerlo.

Entretanto, el Tribunal Supremo temía por el fallo del Tribunal Superior de Justicia de Schleswig-Holstein. Una nueva decisión preliminar de mayo de 2018 del tribunal alemán cuestionaba que el delito de rebelión cumpliera el criterio de la doble incriminación —el delito de rebelión no forma parte de los 32 delitos de entrega automática del sistema de euroorden—, por lo que solicitan a España más información. El magistrado Llarena envía una ingente cantidad de vídeos para ilustrar a los tres jueces alemanes que forman el tribunal acerca de la violencia en Cataluña.

El Tribunal de Schleswig-Holstein, finalmente, rechaza el 12 de julio extraditar a Puigdemont por rebelión, aunque admite su entrega por malversación.

Pablo Llarena está más convencido después de leer la resolución de 22 folios del Tribunal Superior de Justicia de Schleswig- Holstein de lo que estaba al leer el comunicado de cuatro folios inicial: la entrega de Carles Puigdemont para ser enjuiciado solo por malversación debe ser rechazada, es una bomba con efecto retardado sobre la investigación en curso en el Supremo.

La resolución no solo rechaza la entrega de Puigdemont por el delito de rebelión —equivalente al artículo 81 de alta traición 
del Código Penal alemán— o perturbación del orden público (125 y 125a de dicho código), sino que hace una valoración de carácter general sobre la violencia y el uso del Derecho Penal.

Según señala, la tipificación de la violencia en el delito de alta traición es que «el efecto previsto es obligar al poder estatal a responder a las demandas de los perpetradores».

Y añadió una lección magistral en tres líneas: «El trasfondo es que el derecho penal debe actuar con moderación en las disputas políticas dentro de un Estado democrático y en el orden, incluso desde las razones constitucionales».

A la luz del nuevo material aportado por Llarena hasta finales de junio y presentado por la Fiscalía de Schleswig-Holstein, los jueces Martin Probst, Matthias Hohmann y Matthias Schiemann volvieron a debatir sobre su resolución preliminar del 5 de abril de 2018, reiterada en mayo, en las que ya rechazaban la entrega por el delito de rebelión tras hacer la comprobación de la doble incriminación (delito en España y en Alemania). Esta comprobación deriva del hecho de que el delito de rebelión no forma parte de los 32 delitos de entrega automática estipulados en el acuerdo marco de la euroorden de junio de 2002, lo que obliga según la ley interna alemana a hacer el examen de la doble incriminación.

Pero Llarena añadió creativamente otros delitos posibles para el caso de que el tribunal persistiese en su negativa. De ellos, la Fiscalía de Schleswig-Holstein escogió para analizar el de perturbación del orden público.

En su resolución definitiva —irrecurrible ante el Tribunal de Schleswig-Holstein—, descartan también el delito de perturbación del orden público y discrepan con Llarena (y la magistrada Carmen Lamela) sobre el papel desempeñado por los Mossos d’Esquadra, que, según ambos magistrados, actuaron como pieza del plan de sabotaje del dispositivo montado por las Fuerzas de Seguridad durante la jornada del referéndum del 1-O.

Los magistrados reconocen, tras examinar las imágenes aportadas por el Tribunal Supremo, que durante la celebración del referéndum hubo acciones violentas contra la Policía, pero no ven «más allá» de una posible sanción a los «perpetradores reconocibles» en los vídeos, sin apreciar «por qué el orden 
constitucional del Estado español se habría visto seriamente amenazado por estas acciones individuales».

Tras leer la resolución completa y hacer consultas con personas de su confianza, el magistrado Llarena se ratifica en la idea de que se trata de una decisión inaceptable para la justicia española. Es decir, una decisión que humilla al Tribunal Supremo.

En lo que se refiere al delito de malversación, si bien el tribunal ha fallado a favor de la entrega al ser un delito que, bajo la etiqueta de corrupción, podría formar parte de los 32 delitos de entrega automática del acuerdo de euroorden, el tribunal recuerda que el castigo debe seguir la orientación del artículo 266 del Código Penal alemán, es decir: «5 años de prisión o con multa».

La aceptación de la entrega de Puigdemont exclusivamente por el delito de malversación, según Llarena, no solo debilitaría la acusación —el jefe de la rebelión no podría ser suspendido provisionalmente como diputado ni acusado por este delito, a diferencia de sus subordinados, que serían suspendidos y enjuiciados por rebelión—, sino que plantearía la posibilidad cierta de que, una vez en España, y tras ingresar inmediatamente en prisión —por el hecho de haberse sustraído a la acción de la justicia—, podría pagar la responsabilidad civil y recobrar su libertad asistiendo al juicio por malversación, mientras sus exsubordinados responderán por rebelión.

El 19 de julio es el final. Llarena ordena la retirada de todas las euroórdenes y la orden de detención internacional.

Es la capitulación de un instructor que ha desarrollado una investigación sesgada, dominada por la obsesión unilateral del delito de rebelión, con la única finalidad de acabar una instrucción en tiempo récord y favorecer un juicio oral en 2018, objetivo que tampoco conseguirá.





El salto de trapecio de Manuel Marchena

El magistrado Llarena ha dictado el auto de conclusión del sumario el 10 de julio de 2017 y ahora empieza a aplicar las consecuencias del delito de rebelión: la suspensión de los diputados procesados.

Según el artículo 384 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, «firme un auto de procesamiento y decretada la prisión provisional por delito cometido por persona integrada o relacionada con bandas armadas o individuos terroristas o rebeldes, el procesado que estuviere ostentando función o cargo público quedará automáticamente suspendido en el ejercicio del mismo mientras dure la situación de prisión». La ley equipara, pues, a aquellos procesados por rebelión con bandas armadas y terroristas.

El magistrado ha incorporado esta decisión en el mismo auto de conclusión del sumario de la causa del procés
 respecto de los procesados que han permanecido en España. En la citada resolución, el instructor declara la rebeldía de los procesados fugados y aplica la suspensión a las funciones y cargos públicos de Puigdemont y de los otros cinco diputados procesados por delitos de rebelión —Junqueras, Turull, Rull, Romeva y Sànchez—, salvo en el caso del exconsejero Toni Comín, que podría recurrir. El magistrado explica que la medida de suspensión es automática «por imperio del artículo 384 bis» y deja al Parlament la posibilidad de que los procesados suspendidos puedan ser sustituidos temporalmente por otros integrantes de sus candidaturas.

Esa suspensión provisional del escaño, según el magistrado, «no puede imponer que los grupos parlamentarios en los que se integran los procesados hayan de renunciar a su mayoría parlamentaria durante el periodo de la suspensión de los cargos; como tampoco resulta coherente que una suspensión provisional imponga, como única manera de mantener la mayoría parlamentaria, que los suspensos renuncien 
definitivamente al derecho de representar a sus electores».

Mientras se desarrolla esta batalla con el Parlament, España ya ha entrado, desde el triunfo de la moción de censura del 31 de mayo de 2018, en una nueva etapa política. Pedro Sánchez es presidente de Gobierno.

El primer día de debate de la moción, el 31 de mayo, la diputada por ERC Ester Capella lleva un mensaje de Oriol ­Junqueras, en prisión, para la vicepresidenta Soraya Sáenz de Santa­maría. La vicepresidenta acaba de llegar a su escaño. La diputada de ERC se acerca al banco azul y la saluda. La diputada ha visitado a Junqueras en la cárcel de Estremera a comienzos de esta semana. Pero el mensaje lo transmitió el líder de ERC un día antes del debate.

«Vicepresidenta, Junqueras quiere que sepas que nuestro apoyo a la moción no es nada personal contra ti, de quien guarda los mejores recuerdos, lo mismo que de Cristóbal Montoro, a quien te agradecería que se lo transmitas. Oriol quiere comunicarte que más allá de los desencuentros políticos, habéis encontrado caminos para avanzar, tanto en el control de las cuentas como en la financiación».

Soraya Sáenz de Santamaría reacciona espontáneamente: «Oriol Junqueras no debería estar en la cárcel. Se lo diré a Cristóbal»
[4]
*.

La Moncloa, jueves 2 de agosto de 2018.

Pedro Sánchez y Pablo Casado se dan cita. Es su primera reunión. El encuentro concluye sin acuerdos, informan los medios de comunicación. Sin embargo, han sellado uno muy relevante: la renovación del Consejo General del Poder Judicial para primeros de diciembre.

Casado designa al exministro de Justicia Rafael Catalá para negociar los términos de la renovación del llamado Gobierno de los jueces. A primeros de septiembre de 2018, Catalá empieza a reunirse con la ministra de Justicia, Dolores Delgado. El proceso de selección de los vocales del futuro Consejo arranca. Se trata de elegir a veinte vocales y a un presidente, que a su vez es presidente del Tribunal Supremo. Este cargo es designado por el pleno del Consejo en su sesión constitutiva, que debía celebrarse en el mes de noviembre de 2018, y se elige 
entre miembros de la carrera judicial o juristas de reconocida competencia.

Catalá tiene a su mirlo blanco. Su nombre: Manuel Marchena, presidente de la Sala Segunda del Tribunal Supremo. Ha sido aspirante a presidir el Supremo y el Consejo General del Poder Judicial en 2013, pero el veto del secretario general del PSOE, Alfredo Pérez Rubalcaba, benefició al que era su rival, Carlos Lesmes.

El exministro de Justicia sabe que Marchena será el presidente del tribunal del procés,
 pero no ve razón por la cual no pueda ser sustituido por otro magistrado. Casado le da luz verde.

Decide hablar del tema directamente con Marchena. El magistrado le señala que no hay ningún impedimento legal para modificar la composición del tribunal. Apunta que le sustituiría en la Presidencia del tribunal del procés
, por antigüedad, el magistrado Andrés Martínez Arrieta, que ya es miembro del tribunal. Aunque no existe un impedimento como tal, la jurisprudencia es contraria a cambiar la composición del tribunal o el órgano enjuiciador una vez que se ha abierto el juicio oral, en orden al principio de perpetuatio jurisdictionis.


Para Catalá tiene que ser Marchena o Marchena, a menos que el PSOE proponga a una figura que pueda rivalizar con el presidente de la Sala Segunda. Consulta con la ministra de Defensa, Margarita Robles, quien le advierte sobre el hecho de que Marchena es un miembro del tribunal y el cambio de la composición puede suponer algún problema. En todo caso, Robles apoya la iniciativa y urge a Catalá a agilizar lo más posible el consenso, ya que se aproxima la fecha del comienzo del juicio oral.

Catalá también cuenta, dentro del Gobierno de Sánchez, con otro ministro para impulsar la candidatura de Marchena: el ministro del Interior, Fernando Grande-Marlaska. El exmagistrado de la Audiencia Nacional mantiene una relación personal de años con Marchena y le ha solicitado su apoyo a su candidatura, fallida, a fiscal general del Estado.

A mediados de septiembre, Catalá decide que ha llegado el momento de poner el nombre de Marchena sobre la mesa. Da como segura la prevención de la ministra de Justicia hacia 
Marchena, quien instruyó y finalmente archivó en 2012 una causa contra el juez Baltasar Garzón —el patrocinio del Banco Santander a cursos en la Universidad de Nueva York—, con quien Delgado ha compartido muchos años de actividad como fiscal en la Audiencia Nacional.

Según Catalá, la primera reacción de la ministra es negativa, porque considera que Marchena es conservador, «muy de ustedes», es decir, del PP. La versión de la ministra es que resultaba prematuro, a esas alturas, empezar la casa por el tejado. Catalá da un paso más adelante. Para garantizar el nombramiento de Marchena, ofrece que en el CGPJ haya 11 candidatos para la izquierda y 9 candidatos para la derecha.

Lo cierto es que el nombre de Marchena se mantiene en reserva. A oídos de Pedro Sánchez llegan comentarios favo­rables. La vicepresidenta Carmen Calvo, por su parte, quiere que una mujer presida el Tribunal Supremo y el CGPJ, pero no termina de encontrar una candidata convincente.

El viernes 9 de noviembre, entrada la tarde, Catalá recibe una llamada telefónica del diario El País
. No se imagina que puede tratarse del secreto hasta entonces mejor guardado. En efecto, el periódico tiene información de que Marchena será el próximo presidente del Supremo y del Consejo General del Poder Judicial. Cogido por sorpresa, el exministro confirma la información. El País
 abre esa misma tarde la versión digital con Marchena. El revuelo lleva a Catalá a matizar a la Cadena Ser que se trata de una propuesta, que no está hecho y que, en todo caso, es un candidato de consenso, no del PP.

Al día siguiente, el sábado 10, Catalá, convencido de que la filtración del nombre de Marchena ha salido del Gobierno del PSOE o de sectores aledaños opuestos a Marchena, se reúne con la ministra de Justicia, quien le confirma, por vez primera, el respaldo del presidente Pedro Sánchez a la candidatura de Marchena. Ya había hecho efecto la prédica de los ministros Margarita Robles, Fernando Grande-Marlaska y del diputado y exsecretario de Estado de Justicia Juan Carlos Campo, quien siendo vocal del CGPJ fue uno de los que urdieron, en 2007, el nombramiento de Marchena como magistrado del Tribunal Supremo.

El lunes 12, la vicepresidenta del Gobierno, Carmen Calvo, 
confirma a primera hora de la mañana el respaldo del Gobierno y del PSOE a Marchena, sin advertir que al presidente del Supremo y del Consejo General del Poder Judicial lo eligen los vocales una vez que toman posesión. Era, pues, una confesión en toda regla que el presidente lo elegían el PP y el PSOE, y que luego los vocales harían lo que se les mandaba.

Por aquellas fechas todavía reverberaban las calificaciones jurídicas presentadas por la Fiscalía General del Estado y la Abogacía General del Estado ante el juicio oral del procés
. La Fiscalía se mantuvo en su escrito de acusación provisional en el delito de rebelión, en el que pedía 25 años de prisión para Junqueras, pero la Abogacía optó por sedición con una solicitud de 12 años de cárcel para el exvicepresident
 de la Generalitat.

El PP ya era a esas alturas un volcán. La salida de Marchena del tribunal del procés
 fue vista como una pérdida muy importante, ya que se confiaba en que apoyaría una sentencia por el delito de rebelión. Por otra parte, un sector del partido no veía con buenos ojos la negociación con la ministra de Justicia, cuya dimisión se seguía pidiendo a raíz de las grabaciones del excomisario José Manuel Villarejo, ni que el representante del nuevo PP de Casado fuera Rafael Catalá, ni que tampoco se ofreciera a cambio de la presidencia de Marchena una mayoría de 11 vocales a la izquierda. Para más inri, Catalá había pactado no objetar a ninguno de los vocales del otro campo. Y entre ellos figuraba nada menos que el magistrado de la Audiencia Nacional José Ricardo de Prada, quien había redactado precisamente aquellos párrafos de la sentencia del caso Gürtel (
1999-2005) en los que se acusaba al PP de haber creado un «sistema de corrupción institu­cional».

Para calmar a las fieras, el exministro explicó por aquellos días a algunos dirigentes, como Teodoro García Egea, secretario general del PP, que era mejor que De Prada estuviese como vocal en el Consejo General del Poder Judicial que poniendo sentencias contra el PP, y que ceder el número de vocales no supondría un problema. Lo que importaba era la autoridad de Marchena, y explicó la «aritmética» de la operación.

Ignacio Cosidó, portavoz del PP en el Senado, consideró que debía dar una explicación y habló con la dirección del partido 
sobre ello, en particular con Egea. Ese mismo sábado, colocó un mensaje en el grupo de WhatsApp en el que participaban 146 senadores.

El lunes 19 de noviembre, el diario digital El Español
 ofrecía la información sobre el whatsapp
 y la gestión de Cosidó. He aquí el texto completo del mensaje publicado a las 01:33 de la madrugada el lunes 19 de noviembre:

«El pacto previo suponía 10 PSOE + 10 PP + el presidente (magistrado del Supremo) PSOE = 21) y sin derecho a veto de los candidatos propuestos por el otro.

= (12 jueces + 8 juristas de reconocido prestigio (JRP) + 1 presidente) = 21

= (3 jueces PP Congreso + 3 jueces PSOE Congreso + 3 jueces PP Senado + 3 jueces PSOE Senado) + (2 JRP PP Congreso + 2 JRP PSOE Congreso + 2 JRP PP Senado + 2 JRP PSOE Senado) + 1 Presidente = 21

Dicho de otra manera: el PP hubiera tenido 10 vocales y el PSOE 10 vocales + el presidente = 11.

Con la negociación, el PP tiene 9 vocales + el presidente = 10, y el PSOE tiene 11 vocales.

Con otras palabras, obtenemos lo mismo numéricamente, pero ponemos un presidente excepcional, que fue vetado por Rubalcaba en 2013, y ahora no. Un presidente, gran jurista con muchísima experiencia en el Supremo, que prestigiará el Tribunal Supremo y el Consejo General del Poder Judicial, que falta le hace, y con una capacidad de liderazgo y auctoritas
 para que las votaciones no sean 11-10, sino próximas al 21-0. Y, además, controlando la Sala Segunda desde detrás y presidiendo la Sala 61. Ha sido una jugada estupenda que he vivido desde la primera línea. Nos jugábamos las renovaciones futuras de 2/3 del Tribunal Supremo y centenares de nombramientos en el poder judicial, vitales para el PP y para el futuro de España.

Lo único que puede sonar mal son los nombramientos de algunos vocales del PSOE, pero el pacto previo suponía no poner vetos a nombres para no eternizar la renovación, que tiene fecha de caducidad el 4 de diciembre. En cualquier caso, sacar a De Prada de la Audiencia Nacional es bueno. Mejor de 
vocal que poniendo sentencias contra el PP.

Otra consideración importante, es que este reparto del 50% para los próximos años supone más de lo que nos correspondería por el número de escaños o si hubiesen entrado otras fuerzas políticas.

En fin, un resultado esperanzador. Lo que leo estos días es de una ignorancia que raya el delito. Si alguien quiere más detalles, estoy encantado. Abzo fuerte».

El impacto de esta confesión en toda regla de la operación política en curso fue espectacular. Carlos Lesmes ya había sido objeto en 2014 de una impugnación por parte de la Asociación Francisco de Vitoria, desestimada por falta de pruebas, de que los vocales del Consejo General del Poder Judicial votasen a Lesmes en acatamiento de órdenes o condiciones fijadas. Pero en este caso el whatsapp
 de Cosidó era una prueba.

Al día siguiente, martes 20, Manuel Marchena difundía un comunicado que daba respuesta a las noticias acerca de su hipotética designación.

«Jamás he concebido el ejercicio de la función jurisdiccional como un instrumento al servicio de una u otra opción política para controlar el desenlace de un proceso penal —enfatizaba—. Por todo ello, anticipo públicamente mi decidida voluntad de no ser incluido, para el caso en que así fuera considerado, entre los candidatos al puesto de presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial», concluía. Catalá escribe a Marchena perplejo. ¿Por qué no le ha avisado antes de enviar el comunicado al diario El Español?
 El presidente de la Sala Segunda le explica que quería evitar que le convenciera de que no se echase atrás. Quería, pues, presentar su decisión como un hecho consumado. En la cúpula del PP, el gesto de Marchena causa irritación.

Candidatos no había más que uno. Y la caída de Marchena del trapecio sin red hizo columpiar al naciente Consejo General del Poder Judicial.





EL JUICIO

El juicio oral del procés
 empezó el 12 de febrero de 2019, casi dieciséis meses y medio después de la celebración del referéndum de autodeterminación de Cataluña el 1 de octubre de 2017, que fue suspendido cautelarmente el 6 de septiembre y declarado inconstitucional el 18 de octubre de dicho año por unanimidad en sendos Plenos del Tribunal Constitucional.

Los nueve acusados en la cárcel —Oriol Junqueras, Joaquim Forn, Carme Forcadell, Raül Romeva, Jordi Turull, Josep Rull, Dolors Bassa, Jordi Sànchez y Jordi Cuixart— llegaron al Tribunal Supremo, a las 8:00 horas, desde las cárceles de Alcalá-Meco y Soto del Real, en la Comunidad de Madrid, adonde fueron trasladados el 1 de febrero desde los tres centros penitenciarios de Cataluña en los que cumplían prisión provisional.

Los furgones accedieron al edificio por la puerta de carruajes y desde allí los acusados fueron trasladados al salón de plenillos de la planta baja, debajo de la Sala de Plenos donde se celebraría el juicio, sala en la que todos los años Su Majestad el Rey inaugura el año judicial.

Todos los acusados iban vestidos con traje, con la insignia de la Generalitat en la solapa, y, a excepción de Jordi Sànchez, sin los lazos amarillos que reivindicaban la libertad de los ­presos. Todos, menos Junqueras, Sànchez y Cuixart, llevaban corbata.

Los tres exconsejeros que estaban en libertad bajo fianza —Santi Vila, Carles Mundó y Meritxell Borràs— no llevaban ningún símbolo político en su vestimenta.

La mayoría de los acusados llegaron al Tribunal Supremo con cuadernos y documentación para consultar.
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Los siete magistrados del tribunal del procés.


En el centro, el presidente y ponente de la sentencia, Manuel Marchena, flanqueado a su derecha por los magistrados Andrés Martínez Arrieta, Luciano Varela y Andrés Palomo; y a su izquierda, por Juan Ramón Berdugo, Antonio del Moral y Ana Ferrer. Sus colegas les llamaban en los chats
 de magistrados Los Siete Magníficos,
 título de una película del Oeste americano de 1960, sobre el que se realizó un remake
 en 2016.
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Una vista panorámica de la primera sesión del juicio oral el 12 de febrero de 2019. En el centro, los 12 acusados. De espaldas, los fiscales Fidel Cadena, coordinador del grupo de cuatro fiscales, y Javier Zaragoza; las abogadas del Estado, Rosa María Seoane y Elena Sáenz; los letrados de la acusación popular de Vox, Javier Ortega Smith y Pedro Fernández. Al fondo, los abogados de las defensas: Andreu Van den Eynde, Xavier Melero, Judit Gené, Jordi Pina, Ana Bernaola, Francesc Homs, Marina Roig, Benet Salellas, Alex Solà, Mariano Bergés, Josep Riba y Pau Molins. La Sala de Plenos del Tribunal Supremo, donde a primeros de septiembre de cada año el Rey inaugura el año judicial, había sido el escenario el 25 de mayo de 1998, hacía 21 años, del juicio sobre el terrorismo de Estado del GAL (Grupos Antiterroristas de Liberación) por el secuestro del industrial Segundo Marey en Hendaya, Francia, el 4 de diciembre de 1983, la primera víctima del GAL. Once magistrados, presididos por el presidente de la Sala Segunda, José Jiménez Villarejo, juzgaron y condenaron al exministro del Interior José Barrionuevo, el exsecretario de Estado de Seguridad Rafael Vera, al exgobernador civil de Vizcaya Julián Sancristóbal y otros nueve acusados.





El caballo de Troya entró en la sala

Las actuaciones del extinto juez Juan Antonio Ramírez Sunyer, «base» de la instrucción de Pablo Llarena

La primera jornada no defraudó.

El impacto de la entrada de los doce acusados en la solemnidad de la sala decimonónica de Plenos del Tribunal Supremo ante los siete miembros del tribunal —los magistrados Manuel Marchena (presidente del tribunal y ponente de la sentencia), Andrés Martínez Arrieta, Luciano Varela, Juan Ramón Berdugo, Antonio del Moral, Ana Ferrer y Andrés Palomo—, ante los estrados de la derecha, ocupados por las acusaciones públicas de la Fiscalía —representada por los fiscales Fidel Cadena y Javier Zaragoza— y de la Abogacía del Estado, a cargo de Rosa María Seoane, y de la acusación popular del partido ultraderechista Vox, representada por los letrados Javier Ortega Smith y Pedro Fernández. A la izquierda, el largo estrado de los abogados de la defensa.

Ay, señor, con las prisas. Nada más comenzar el juicio, el presidente del tribunal, Manuel Marchena, había solicitado a las defensas que expusieran en tiempo razonable sus alegaciones sobre las cuestiones previas —vulneración de derechos fundamentales, imparcialidad de los magistrados— sin extenderse más allá de lo necesario. A continuación, el presidente se giró a la derecha y se dirigió a Andreu Van den Eynde, letrado de Oriol Junqueras, dándole la palabra. Andrés Martínez Arrieta, a la derecha del presidente, se dio cuenta del lapsus y le susurró que, al iniciarse el juicio, era la letrada de la Administración de Justicia quien debía dar cuenta al plenario de los cargos que se imputaban a los acusados.

«Les pido que hagan de jueces y no de salvadores de la patria, de eso no va este procedimiento», enfatizó el abogado Jordi Pina, que defendía a Jordi Sànchez, expresidente de la Asamblea Nacional de Cataluña (ANC), y a los exconsejeros del 
Gobierno de la Generalitat Jordi Turull y Josep Rull, después de que el letrado Andreu Van den Eynde, defensor de Junqueras y del exconsejero Raül Romeva, iniciara el alegato y confirmara lo que los magistrados ya se esperaban, a saber: que el juicio que acababa de empezar era una «causa general contra el independentismo catalán, un juicio político que viola todos los derechos que reconoce la Constitución». Van den Eynde señaló: «Esta causa atenta contra el derecho a protestar y contra la disidencia política… La causa ha supuesto una derogación de los derechos políticos, las acusaciones utilizan el lenguaje militar y se ha comparado a los procesados con terroristas. Hay un autobús del partido Ciudadanos que dice que no les den el indulto: da por supuesta la condena y pide que su ejecución se someta de forma brutal. Un autobús por España con la cara de Junqueras es del Far West,
 no del siglo XXI
».

El letrado describió los defectos de instrucción de la causa: «La fragmentación de las acusaciones es un vodevil procesal. Hay hasta cinco o seis jurisdicciones para esta causa. El procedimiento del juzgado de instrucción número 13 de Barcelona es una causa general y prospectiva contra la independencia de Cataluña, y no se puede aceptar». Por su parte, Xavier Melero, abogado del exconsejero de Interior, Joaquim Forn, señalaba el error que suponía celebrar el juicio: «Estamos aquí porque las circunstancias nos han llevado. Nunca deberíamos haber llegado aquí. Se ha vulnerado el derecho a un juicio con todas las garantías».

Las defensas subrayaron que 120 catedráticos y profesores de Derecho Penal de prestigio (lista ampliada posteriormente a 300) habían denunciado la «banalización» de los delitos de rebelión y sedición en la causa instruida por el magistrado Llarena en noviembre de 2017.

Y pusieron el dedo en la llaga —el eslabón más débil de la cadena instructora que representaba el juez Pablo Llarena— al exigir una vez más —ya lo habían hecho cuando presentaron su petición de pruebas— la incorporación de todas las actuaciones del juzgado de instrucción número 13 de Barcelona al juicio oral.

Esas actuaciones, en las que el juez Juan Antonio Ramírez Sunyer, fallecido a primeros de noviembre de 2018, delegó gran parte de la investigación del procés
 
en la Guardia Civil en calidad de Policía judicial, habían sido integradas selectivamente —las presuntas pruebas de cargo fueron elegidas como quien saca la que más le apetece de una cesta de cerezas— por los fiscales del Supremo, y terminaron convirtiéndose en la génesis y el fundamento probatorio —decenas de atestados policiales mediante— de la instrucción practicada en el Tribunal Su­­­premo.

El tribunal ya había rechazado la petición de incorporar toda la causa del juzgado número 13 en el auto de pertinencia de pruebas porque consideraba que se trataba de una solicitud genérica. Pero no era un tema menor. ¿Cuál era el problema? Que muchos de los acusados nunca formaron parte de la investigación de Ramírez Sunyer y, por tanto, se habían enterado del contenido por las diligencias que escogieron los fiscales.

Los fiscales del Tribunal Supremo entendieron que, cuando Llarena asumió gran parte de la causa del procés
 procedente de la Audiencia Nacional, el juzgado de instrucción número 13 era una mina. Y, descendiendo a sus profundidades, había tres presuntas vetas de oro: seguimientos e intervenciones telefónicas, documentos conspirativos e indicios de malversación de caudales públicos para celebrar el referéndum del 1-O.

Los fiscales viajaron en repetidas oportunidades a Barcelona para revisar el sumario y mantener largas conversaciones con el juez Ramírez Sunyer. A continuación, solicitaron al juez Llarena que pidiera los materiales escogidos para utilizarlos en la instrucción del Supremo.

Ramírez Sunyer inició sus actuaciones con la investigación del juez y senador independentista Santiago Vidal a raíz de una denuncia del abogado Miguel Durán a finales de enero de 2017 por unas declaraciones —un farol, vaya— que se echó el juez y senador.

La historia arrancaba de cuatro conferencias que impartió Vidal en noviembre de 2016 en Barcelona, Matadepera, Garcia y Granollers. Explicó al público que le escuchaba que la Generalitat tenía «todos vuestros datos fiscales» y se jactaba de que ello «es ilegal porque está protegido por la ley de bases de 
datos. Son unos datos reservados; en teoría, los que llevamos este proceso no deberíamos tener acceso a ellos, pero a veces suceden cosas. No os diremos cómo, porque no es exactamente legal».

También señalaba que había «una dotación de unos 400 millones de euros en los presupuestos de la Generalitat de 2017 para organizar el referéndum y construir las estructuras del Estado». Y apuntaba: «No os diré en qué epígrafes de los presupuestos están incluidos, porque se encuentran debidamente camuflados, ya que, si no, nos los impugnarían inmediatamente».

Y alardeaba con su propio sector, el judicial. Vidal —presunto asesor en aquellas fechas de la Consejería de Justicia— afirmó que se había realizado «un trabajo de campo», según el cual «de los 801 jueces españoles en Cataluña, sabemos cuáles comparten nuestros sueños e ideales. Sabemos perfectamente cuáles se quedarán y cuáles se irán; sabemos con qué jueces podemos contar». De acuerdo con sus cálculos, unos 300 jueces destinados en Cataluña podían jurar fidelidad en el marco de la república catalana.

El abogado Miguel Durán, exdirector de la ONCE, un sabueso político donde los haya, olió lo que se cocinaba. El 27 de enero de 2017 presentó una denuncia que recayó en el juzgado de instrucción número 13 de Barcelona. El escrito de Durán prometía ser una obra dirigida a seguir el procés
 desde dentro, una obra en busca de autor: el juez Juan Antonio Ramírez Sunyer.

Pero que ese fue el pretexto quedó claro durante la instrucción: Vidal no fue llamado a declarar hasta febrero de 2018, más de un año después de admitida la denuncia y realizadas múltiples diligencias por la Guardia Civil en Cataluña, y quedó libre sin cargos.

Durante el año 2017, las diligencias las proponía la Guardia Civil y el juez las impulsaba. En julio de ese año, precisamente ante la citación de funcionarios y cargos del Govern de la Generalitat en dicha investigación, el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña (TSJC) emitió una nota —después de consultar con el juez— en la que se aclaraba que esas diligencias y citaciones «no habían sido solicitadas por el magistrado».

En la primera sesión del juicio, varios letrados de las defensas señalaron que Ramírez Sunyer había delegado, según una providencia del juzgado, actuaciones en la Guardia Civil. Ocurrió el 20 de septiembre de 2017, cuando, al practicar más de una docena de detenciones, encontró los presuntos smoking guns
 (pistolas humeantes, o pruebas de cargo) en el domicilio de Josep Maria Jové, el número dos de Junqueras en la Vicepresidencia de la Generalitat: la ya célebre agenda Moleskine
 y un informe llamado Enfocats,
 subtitulado Reenfocando el «procés» de independencia para un resultado exitoso,
 un Power Point de 41 páginas sin autoría sobre una presunta hoja de ruta del soberanismo, que debió haber sido escrito entre septiembre y octubre de 2016.

Ramírez Sunyer orientó su instrucción justificándola en motivos sucesivos hasta incluir la rebelión y la sedición. A primeros de octubre de 2018, cuando Llarena llevaba instruyendo los mismos delitos en el Supremo y la juez Carmen Lamela había llevado la causa por sedición en la Audiencia Nacional, Ramírez Sunyer aclaró que carecía de indicios de rebelión y/o sedición.

Cuando falleció, en noviembre de 2018, según ya se ha apuntado antes, uno de sus amigos, José María Macías, miembro de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ), escribió un obituario para el diario El Español
 titulado «Ramírez Sunyer, un juez extraordinario y patriota». Allí informaba de que «su investigación constituyó en buena medida la base de la que, a su vez, ha llevado a cabo el juez Llarena por los acontecimientos del 1 de octubre». El presidente del Supremo y del CGPJ, Carlos Lesmes, le escribió una carta el 2 de noviembre a Ramírez Sunyer, dos días antes de su muerte, en la que elogiaba su vocación de servicio público: «Pero ese cumplimiento adquiere dimensiones heroicas cuando todo cuanto te rodea se convierte en hostil». Voces autorizadas sugerían que el borrador lo había preparado Macías, «abogado de Cuatrecasas. Magistrado en excedencia. Profesor de Derecho Administrativo y de UE en la UAB. Vocal del Consejo General del Poder Judicial», según consta en su cuenta de Twitter.

Y Lesmes enfatizaba: «Cambiaste el rumbo de la historia de nuestro país». Por ser el caballo de Troya del procés.


Si no había nada que ocultar, el tribunal de enjuiciamiento debería haber dado a los acusados la oportunidad de que conocieran los materiales del juzgado número 13 sobre los que habían trabajado los fiscales del Supremo.





Los Mossos, la rebelión y su ausencia en el Supremo

La negación de Llarena a incorporar a Trapero en su instrucción fue un agujero en la calificación del juez y los fiscales

Aunque todavía se andaba en el terreno de las cuestiones previas, ya se pisaba tierra firme —en el caso de que hubiera pruebas— o pantanosa —si no las había—: emergía la referencia de los fiscales al «alzamiento violento y público» (artículo 472 del Código Penal) que se exigía como conducta típica para cometer el delito de rebelión. Era el binomio violencia-rebelión que absorbería la mayor parte de las sesiones de un juicio oral que podría durar no menos, contra el optimismo oficial, de cuatro meses.

En la segunda sesión, el fiscal Javier Zaragoza atacó la resolución del Tribunal Superior de Schleswig-Holstein de abril y julio de 2018 por extralimitarse en el cumplimiento de la orden europea de detención y entrega (OEDE), la llamada euroorden. ¿Por qué? Porque examinó a fondo la calificación jurídica de la solicitud española de extradición de Carles Puigdemont, esto es, estudió si los hechos descritos encajaban en el delito de alta traición de los artículos 81, 82 y 83 del Código Penal alemán —equivalente al de rebelión en España—, cuando, según el fiscal, debía limitarse a entregarle a España automáticamente, en plan aquí te pillo aquí te mato. Y no dejó pasar aquello de los catedráticos de mayor prestigio que habían apoyado un manifiesto contra la banalización del delito de rebelión: «Lo firma un quince por ciento de los catedráticos y no precisamente los de más prestigio».

El fiscal Fidel Cadena, coordinador de los fiscales en esta causa, se adentró, sin ambages, en el componente de violencia del delito de rebelión.

Cadena, también zaragozano como Javier Zaragoza, era 
menos conocido del gran público, aunque con una dilatada trayectoria: San Sebastián, Ávila, Zaragoza y la Fiscalía del Tribunal Supremo. Por parte de esta institución, fue el encargado, por ejemplo, de la instrucción del caso contra el juez Baltasar Garzón por los presuntos pagos que habría recibido del Banco Santander a cambio de organizar un curso en Nueva York, cuyo juez instructor, mira por dónde, fue Manuel Marchena. Cadena sostuvo que no había delito, pero el instructor decidió profundizar en la investigación por cohecho impropio (recibir regalos en razón del cargo) y lo consideró acreditado —con la oposición del fiscal—, aunque terminó archivándolo en febrero de 2012 por prescripción, algo que ya habría advertido Cadena.

El fiscal Cadena —que era co-jefe de una de las dos salas de lo Penal del Tribunal Supremo, la primera— es considerado como uno de los de mayor preparación técnica de la Fiscalía. Y era uno de los fiscales inspiradores teóricos del delito de rebelión en el caso del referéndum del 1-O de Cataluña desde fechas muy tempranas, así como de la competencia del Tribunal Supremo para enjuiciar la causa. Aunque no era menos cierto que Zaragoza tenía títulos para disputarle la paternidad de la teoría y la práctica, habida cuenta de que, ya desde noviembre de 2015, cursó instrucciones, como fiscal jefe de la Fiscalía de la Audiencia Nacional, a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y a las instituciones judiciales sobre la relación entre los propósitos del independentismo y los delitos contra «la forma de Estado», apuntando los de rebelión y sedición. Desde esa época temprana, Daniel Baena, teniente coronel de la Guardia Civil y jefe de la Policía judicial de Cataluña, comenzó a investigar, junto a Zaragoza, lo que para él ya despuntaba como un «clima insurreccional» en Cataluña.

Así pues, durante la segunda sesión del juicio, el fiscal Cadena ilustró sobre la «subversión y la ruptura del orden constitucional» en las que habían incurrido las autoridades catalanas, matizando las diferencias con un alzamiento, por así decirlo, tradicional o antiguo, con las que se identifican las rebeliones o insurrecciones.

«No fue un grupo de ciudadanos que pretendiera acceder al poder, sino una comunidad autónoma que ha decidido 
separarse del Derecho para lograr sus fines. Y, junto a ello, el poder de los Mossos d’Esquadra, que se pusieron del lado de la rebelión», señaló Cadena para justificar la decisión del instructor Llarena de mantener a los nueve dirigentes independentistas en prisión provisional desde el 16 de octubre de 2019 (Jordi Sànchez y Jordi Cuixart) y desde el 2 de noviembre de 2019 (Oriol Junqueras, Raül Romeva, Jordi Turull, Josep Rull, Carme Forcadell, Dolors Bassa y Joaquim Forn).

Ese era el relato de la insurrección, pero más allá de si lo fue o no, la afirmación del fiscal Cadena suscitaba una pregunta muy simple: ¿por qué los dirigentes de esa fuerza de 17.000 hombres armados, concepto que tan socorrida y profusamente se utilizaba en el auto de procesamiento del magistrado Llarena y los escritos de la acusación, no estaban sentados en el banquillo del Supremo, ya que estuvieron del mismo «lado» que los rebeldes, Cadena dixit?


Era verdad que Cadena y sus compañeros habían solicitado que Josep Lluís Trapero, Josep Maria Jové y Lluís Salvadó fueran incorporados a la causa del Supremo, en coherencia con su calificación jurídica provisional, pero Llarena resolvió que quienes representaban la fuerza coercitiva al servicio de la rebelión no debían sentarse en el banquillo junto con los representantes del Govern y de la Mesa del Parlament. Y los fiscales, que pudieron recurrir la decisión del instructor, miraron hacia otro lado. Había que hacer piña con Llarena.

La calificación de la Fiscalía sobre los Mossos había sufrido un duro golpe a manos del juez Llarena, lo que, sin embargo, no le impidió insistir en su teoría penal. ¿No era extraño que aquellos que representaban la violencia y la intimidación por antonomasia —los Mossos d’Esquadra, a los que el instructor y los fiscales aludían con insistencia en sus escritos— hubieran sido segregados del procedimiento principal?

Y, sobre todo, ¿no era llamativo que el inspirador de la querella, el Ministerio Fiscal, no hubiera recurrido esa decisión por fragmentar una causa que los fiscales consideraban, en sus escritos, como «inescindible»?

El fiscal Zaragoza se pronunció en esta segunda jornada sobre la exigencia —planteada por las defensas— de incorporar al 
juicio todas las actuaciones —vamos, el sumario completo— del juzgado de instrucción número 13 de Barcelona, asegurando que lo que había en él, es decir, el material solicitado por los fiscales, al que el juez accedió, ya se había aportado y suponía lo más relevante de esa causa.

Pero esa era la posición del fiscal, que había podido revisar el material in situ
 durante sus periplos a Barcelona para departir con el juez Juan Antonio Ramírez Sunyer, titular del juzgado de instrucción 13.

¿Y si, teóricamente hablando, en esa causa hubiese, además de las pruebas de cargo contra los acusados, «importadas» al Supremo por el fiscal con respaldo del juez, también indicios de descargo?

La Fiscalía había jugado con ventaja en el juzgado número 13; ergo,
 no se había respetado la igualdad de armas que consagra el derecho de defensa.





Rajoy nunca consideró proponer el estado de sitio o aplicar la Ley de Seguridad en Cataluña por el 1-O

El Supremo recibió documentos confidenciales de La Moncloa

El miércoles 13 de febrero de 2019 fue un día importante en el juicio. Aunque los jueces, las acusaciones y la mayor parte de las defensas lo desconocían, el Gobierno había remitido al tribunal que juzgaba a los acusados del delito de rebelión las últimas certificaciones que acreditaban que ni el Gobierno de Mariano Rajoy ni el Consejo de Seguridad Nacional abordaron nunca la posibilidad de aplicar en Cataluña la Ley de Estado de Sitio y la Ley de Seguridad Nacional, antes, durante o después de la convocatoria del referéndum ilegal del 1 de octubre de 2017. Las certificaciones estaban avaladas por el director de Gabinete de la Presidencia del Gobierno, Iván Redondo, y la secretaria general técnica y directora del Secretariado del Gobierno, Clara Mapelli Marchena.

La Moncloa hizo llegar los documentos al Tribunal Supremo a lo largo del mes de febrero. La última comunicación fue recibida solo veinticuatro horas después de abrirse el juicio oral. Xavier Melero, abogado defensor del exconsejerode Interior Joaquim Forn, acusado del delito de rebelión, había solicitado con anterioridad esas certificaciones y el tribunal las estimó pertinentes.

El objetivo de las defensas sería demostrar que, si se hubiese apreciado el delito de rebelión que imputaba la Fiscalía del Tribunal Supremo a nueve acusados, entonces el Gobierno tendría que haber considerado la propuesta al Congreso de los Diputados de aplicar del estado de sitio o imponer la Ley de Seguridad Nacional.

Tras recibir el escrito de petición de prueba, la letrada de Administración de Justicia de la Sala Segunda del Tribunal 
Supremo, María Antonia Cao, cursó la solicitud a la dirección del Gabinete de la Presidencia del Gobierno el día 1 de febrero. La letrada pedía certificación de «si el Gobierno de España declaró el estado de sitio [en realidad solo podía proponerlo el Congreso] con motivo del proceso soberanista catalán, a fin de poder valorar la supuesta gravedad de los hechos ocurridos en Cataluña, especialmente el día 1 de octubre de 2017».

El 11 de febrero, Cao certificaba que no constaba ninguna acta sobre proposición al Congreso de Diputados de la declaración del estado de sitio ni ningún acuerdo del Consejo de Ministros de propuesta de declaración del estado de sitio con motivo del proceso soberanista catalán.

En un segundo oficio, de texto similar, solicitaba informe sobre las «disposiciones de cualquier género dictadas en el ejercicio de sus competencias» con relación a la «ley 36/2015 de 28 de septiembre de Seguridad Nacional durante 2017 y en relación con la celebración del referéndum del 1 de octubre de 2017».

Un tercer oficio de la letrada Cao pedía certificación sobre las «actas de los Consejos de Ministros celebrados en 2017 en los que se debatiera la proposición al Congreso de los Diputados de la declaración del estado de sitio… según la Ley de Es­­tados de Alarma, Excepción y de Sitio».

Iván Redondo, director de Gabinete de la Presidencia del Gobierno, respondía el 13 de febrero, con la certificación del secretario general técnico de la Dirección del Secretariado del Gobierno, que, según las actas de las reuniones del Consejo de Ministros, el Ejecutivo de Mariano Rajoy no propuso de­­clarar el es­­tado de sitio con motivo del proceso soberanista ­catalán.

Las certificaciones más sugerentes eran las que se referían a las reuniones celebradas por el Consejo de Seguridad Nacional. Esas actas tenían el sello de «confidencial».

El 6 de octubre de 2017, cinco días después del referéndum, estaba previsto celebrar en La Moncloa una de esas reuniones, que había sido convocada el 25 de septiembre, y que finalmente fue aplazada. En su punto 3 del orden del día constaba: «Informe de la vicepresidenta del Gobierno y ministra de la Presidencia sobre la situación en la Comunidad Autónoma de Cataluña». Los documentos enviados por el Gobierno al 
Supremo incluían un oficio del 30 de septiembre que comunicaba que la reunión prevista para el 6 de octubre quedaba postergada «a una nueva fecha que oportunamente se les comunicará por causas sobrevenidas».

La documentación enviada al tribunal que juzgaba a los líderes independentistas incluía, además, copia de otro oficio del 24 de noviembre de 2017 que convocaba una nueva reunión del Consejo Nacional de Seguridad para el 1 de diciembre, a las 9:00 horas, en La Moncloa. El borrador del orden del día de ese segundo encuentro rezaba: «Informe de la vicepresidenta del Gobierno y ministra de la Presidencia y para Administración Territorial sobre la situación de la Comunidad Autónoma de Cataluña».

Finalmente, se adjuntaba un oficio de 28 de noviembre de 2017 por el que se modificaba el orden del día de la reunión del citado 1 de diciembre. El informe de la vicepresidenta sobre Cataluña fue sustituido por otro «sobre ciberseguridad». Por tanto, tampoco se abordó la aplicación de la Ley de Seguridad Nacional.

¿Esta conducta documentada del más alto nivel de La Moncloa, en contacto con los Servicios y Cuerpos de Seguridad del Estado y el Centro Nacional de Inteligencia (CNI), habría sido la misma en caso de haber apreciado indicios serios de una rebelión o sedición en Cataluña?
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«Jugábamos al póquer e íbamos de farol»

Joaquim Forn ilustró el «desistimiento» y autoincumplimiento del plan independentista

Acababa de terminar el interrogatorio del exconsejero de Interior del Gobierno de la Generalitat, Joaquim Forn, por parte de su letrado, Xavier Melero. El presidente del tribunal, Manuel Marchena, levantaba la sesión hasta el próximo 19 de febrero y ordenaba el abandono de la sala. Los acusados se pusieron en pie. Forn estaba exhausto. Oriol Junqueras se aproximó al estrado de los abogados. Y le estrechó la mano a Melero. Le dio la enhorabuena, porque lo que se había escuchado durante las últimas dos horas y media iba bien para todos los acusados. Forn había obtenido permiso de Marchena para reunirse con su mujer, Laura Masvidal, y sus hijos. Afuera, en la puerta del Tribunal Supremo, el abogado Andreu Van den Eynde explicaba su estrategia: «Hemos dejado claro que es un juicio político y nunca hemos sucumbido. No vamos a dar minutos a las acusaciones…».

En efecto, Junqueras solo había contestado a su letrado y, aunque estaba en condiciones de hacerlo —habida cuenta de la soltura, espontaneidad y locuacidad que había exhibido—, prefirió no responder a la Fiscalía.

No hubiera perdido nada, pero eludió el cuerpo a cuerpo.

Forn, en cambio, concedió varias horas a las acusaciones, la Fiscalía y la Abogacía del Estado, eso sí, sin «sucumbir» a responder a las preguntas de los abogados de Vox, y ello permitió a su defensa crear una situación que solo se podía apreciar desde dentro del tribunal, que seguía con gran concentración los hechos que se relataban.

Varios magistrados, con el presidente Marchena a la cabeza, tomaban notas sin parar. Y aunque tuvieron que girar varias veces la cabeza a su izquierda para ver los documentos que entregó Melero al oficial de la sala, mantuvieron el interés por 
saber.

Fue la historia de dos realidades.

Una realidad, la narrada por la Fiscalía, sobre la rebelión-sublevación-insurrección, violencia mediante, y otra realidad, la ausencia de un plan violento, asociada a una estrategia independentista diseñada con suma pulcritud, con sus leyes aprobadas puntillosamente por el Parlament… Unas leyes que impunemente fueron incumplidas desde el momento en que debían ponerse en práctica a partir del referéndum del 1-O. El momento clave fue la suspensión por parte del Tribunal Constitucional de las sindicaturas electorales que debían dar fe de los resultados y la consiguiente amenaza de multar a sus miembros. La decisión fue acatada y desa­pareció, pues, la certificación prevista de los resultados del 1-O.

Forn ilustró, de hecho, lo que la exconsejera Clara Ponsatí, sin pelos en la lengua, lanzó al ruedo el 9 de junio de 2018 en una de las autocríticas más duras y peor digeridas por el independentismo hasta el momento: «Estábamos jugando al póquer e íbamos de farol».

«Yo me preparé para un partido de Champions, pero me encontré con un equipo diferente al que esperaba», dijo Melero horas después, en referencia a la debilidad del interrogatorio de los fiscales.

Los documentos proyectados mostraban un escenario en el que, ante el referéndum del 1-O, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en ningún momento asumieron, en los días previos, que tendrían lugar hechos de violencia generalizada más allá de algunos actos aislados. Lo que a su vez indicaba que no existían evidencias de un plan de alzamiento violento y público en ciernes. Esa construcción que sostenía la Fiscalía tenía, si se hacía caso a esos documentos, un sesgo retrospectivo.

La ausencia de esa alerta, precisamente, explicaba que el Gobierno de Rajoy ni siquiera hubiera considerado la posibilidad de proponer al Congreso la aplicación del estado de sitio y excepción, ni la Ley de Seguridad Nacional… y —se podría añadir— por esa realidad tampoco se previó que Carles Puigdemont y otros exconsejeros podían salir de España. En consecuencia, no se adoptaron las medidas policiales de control.

El juez instructor Pablo Llarena había elaborado una instrucción que, ya desde el primer momento, le pareció muy sencilla, «pan comido», como quien dice, con la Guardia Civil a su servicio, quien, a su vez, había dirigido la instrucción del juez Juan Antonio Ramírez Sunyer. Se trataba de una instrucción formada en gran parte por atestados policiales, que había sido dirigida por el teniente coronel de la Guardia Civil Daniel Baena, jefe de la Policía judicial de Cataluña.

La Fiscalía también la había asumido. Porque todo estaba conducido por una idea formalmente llevada a la práctica por la entonces vicepresidenta del Gobierno, Soraya Sáenz de Santamaría; el fiscal general del Estado, José Manuel Maza, pero bajo la inspiración del presidente de la Sala Segunda, presidente del tribunal y ponente de la sentencia, Manuel Marchena: el enjuiciamiento concebido como castigo debía tener lugar coetáneamente a los hechos. Una instrucción que se había hecho en tiempo récord para desmentir la idea de que los jueces del Supremo no sabían instruir o lo habían olvidado ya.

Los riesgos de esa apuesta se hicieron más evidentes con cada jornada del juicio. El magistrado Marchena acertó al subrayar, antes de comenzar las declaraciones, que, respecto a la acusación del delito de rebelión, solamente las piezas de prueba examinadas en el plenario permitirían llegar a la convicción sobre lo que habían formulado las acusaciones. Que en realidad era como decir «vamos a destripar las supuestas pruebas de cargo aportadas por la Guardia Civil».

Habría que señalar, asimismo, que el tribunal tiró por tierra las expectativas de que la Guardia Civil pudiera convertirse en la pieza de jaque mate de las acusaciones. Porque la comparecencia de Baena, por ejemplo, no sería en calidad de perito, sino de testigo. Y los atestados eran informes, no pruebas de cargo sagradas e indiscutibles, como Llarena y los fiscales habían asumido hasta ese momento.

Empezaba a aflorar una instrucción descuidada, «externalizada» por Llarena a otros juzgados. El juez había interpretado el papel de reina madre de la instrucción de Ramírez Sunyer, que consideraba su arma de destrucción masiva.

Lo que no quería decir, claro, que en Cataluña no había 
pasado nada.

Del mismo modo que Forn ilustró la fuerza del farol al que había aludido la exconsejera Clara Ponsatí a primeros de junio de 2018, debía ser el tribunal el que determinara qué delitos pudieron haberse cometido.

Pero lo dicho. Quizá la Fiscalía debería tomar nota del célebre verso del poeta metafísico inglés John Donne (1572-1631): «Por eso, nunca preguntes por quién doblan las campanas; doblan por ti».

Eso es: las campanas habían empezado a doblar por el delito de rebelión el 14 de febrero.





El desistimiento

La exconsejera Dolors Bassa, en línea con Forn, explicó que los planes quedaron en agua de borrajas

La exconsejera Dolors Bassa pronunció una palabra clave casi al final de su declaración: desistimiento. Explicó que, finalmente, los planes aprobados quedaron en agua de borrajas, en línea con lo ya declarado por Joaquim Forn. Y después, por primera vez en el plenario hasta ese momento, habló de la intención frustrada de Carles Puigdemont de convocar elecciones autonómicas con la presunta mediación del lehendakari
 Íñigo Urkullu.

Según esta declaración, los fiscales intentaban pintar una conjura desistida como una rebelión consumada.

Lo que para el instructor Pablo Llarena y los fiscales era la prueba suprema de la violencia como elemento típico del delito de rebelión en Cataluña —la manifestación del 20 de septiembre de 2017 en Rambla de Catalunya 19-21 y la celebración del referéndum del 1 de octubre—, ni Mariano Rajoy ni Soraya Sáenz de Santamaría lo consideraron hechos tan alarmantes como para llevar ambos asuntos al Consejo de Ministros y al Consejo Nacional de Seguridad. Y no digamos como para proponer el estado de sitio o aplicar la Ley de Seguridad Nacional: ni siquiera para examinar los pros y los contras de adoptar estas medidas. Es más: la declaración de independencia originó un intercambio de requerimiento, el 11 de octubre, entre Rajoy y Puigdemont para aclarar lo que se había resuelto el día anterior en el Parlament acerca de la declaración y suspensión de la misma, cuya última fase fue la aplicación del artículo 155 de la Constitución Española.

¿Era incompatible proponer declarar el estado de sitio o la Ley de Seguridad Nacional con aplicar la aprobación del 155? No. Pero Rajoy y Soraya Sáenz de Santamaría nunca consideraron que la situación merecía ir por el camino de esas 
medidas. Eso es lo que certificó La Moncloa al cumplimentar los oficios que le había solicitado la defensa del exconsejero Joaquim Forn.

En aquellos días decisivos, ni para Rajoy ni para Soraya ­Sáenz de Santamaría los acontecimientos habían sido rebelión o sedición.





Los TDM (Tuits de Destrucción Masiva)

Jordi Sànchez, el «enemigo público número uno de la Fiscalía», destruyó el montaje de la rebelión-sedición del 20-S y el 1-O

Cuando veías a algunos magistrados, en este caso a un fatigado Luciano Varela, tomar notas sobre el vídeo de la cámara del interior de la Consejería de Economía, en Rambla de Catalunya 19-21, la tarde del 20 de septiembre de 2017, y también sobre las fotos nocturnas que muestran el pasillo organizado durante la protesta por los registros allí efectuados para dejar pasar a los Mossos y permitir que saliera la comisión judicial, inevitablemente pensabas que allí está pasando algo importante.

Fue una pena que el presidente Manuel Marchena empleara más tiempo en explicar por qué era mejor ver los vídeos y las fotos cuando llegara la hora de abordar la prueba documental que en autorizar la proyección, que habría consumido menos tiempo. El vídeo y las fotos que muy a regañadientes se pudieron ver durante la declaración de Jordi Sànchez eran relevantes porque ilustraban las afirmaciones del expresidente de la ANC frente a las acusaciones de violencia que el fiscal Javier Zaragoza había formulado minutos antes. Y no sería igual verlas todas juntas en la fase documental, ya que todo lo que entonces se había subrayado se perdería inevitablemente en el océano de miles de documentos y vídeos que se examinaría después…

Además, Sànchez no tendría posibilidad de referirse a esas imágenes posteriormente, porque el acusado solo volvería a hablar al final del juicio, cuando hiciera uso de la última palabra.

Lo que Marina Roig, letrada de Jordi Cuixart, y Jordi Pina, defensor de Sànchez, consiguieron arrancar del tribunal tenía el valor de aplicar el célebre dicho de que una imagen vale más 
que mil palabras…, siempre que fuera en el momento preciso.

Y la imagen sobre la presunta violencia rebelde y sediciosa que poseía la Fiscalía era la de dos coches completamente destrozados, otros con daños y uno con los neumáticos pinchados —cuyos responsables no habían sido identificados—, y el hecho de que la letrada de la Administración de Justicia, Montserrat del Toro, abandonara la Consejería de Economía por un patio interior como consecuencia de su temor —lógico miedo, pero que no justificaba la acusación de rebelión y sedición— a la concentración de manifestantes en la Rambla de Cataluña.

Como en las películas clásicas de Hollywood sobre arbitrariedad policial y judicial, Jordi Sànchez y Jordi Cuixart habían sido señalados como los malos de la película desde el primer momento: los activistas que formaban la célula revolucionaria por presidir las organizaciones de masas ANC y Òmnium Cultural. Y, por ello, los primeros en ser enviados a la cárcel a mediados de octubre de 2017.

Los tuits de Sànchez del 20 de septiembre y el 1 de octubre que había exhibido el fiscal Zaragoza podrían constituir, en algunos casos, pruebas de descargo en lugar de las armas de destrucción masiva que pretendían justificar la prisión preventiva que pidió la Fiscalía de la Audiencia Nacional, primero, y la Fiscalía del Supremo, más tarde.

Hubo momentos irónicos en medio del dramatismo reinante. Como cuando el fiscal Zaragoza exhibió un correo electrónico de una persona que se había dirigido a Sànchez, a la ANC, y le proponía cerrar las calles adyacentes a los centros de votación el 1-O. Sànchez no conocía el correo y tampoco sabía quién era esa persona, pero le sugirió al fiscal que la llamase a prestar declaración. Y a continuación, mirando al presidente del tribunal, recordó el tuit de Ignacio Cosidó, portavoz del PP en el Senado, en el que, en noviembre de 2018, explicaba a sus conmilitones que con Manuel Marchena como presidente del Tribunal Supremo y el Consejo General del Poder Judicial se controlaría la Sala Segunda «desde detrás». Señaló Sànchez que Marchena no era responsable de que alguien enviase un whatsapp
 para afectar a su prestigio personal. El presidente del tribunal no artículó palabra.





Adiós, rebelión. Hola, sedición

El alzamiento violento dio paso al alzamiento tumultuario en la opción del tribunal

La violencia careció de un protagonismo especialmente relevante en los interrogatorios de la Fiscalía a Jordi Cuixart y Carme Forcadell. El hecho podría ser menor excepto por una razón: los fiscales acusaban a ambos del delito de rebelión y solicitaban para ellos diecisiete años de prisión.

El fiscal Jaime Moreno preguntó a Cuixart si los acontecimientos del 20 de septiembre de 2017 en Rambla de Cataluña 19-21, frente a la Consejería de Economía, podían haber tenido consecuencias más graves, o si un tuit del entonces presidente de Òmnium Cultural enviado durante aquella jornada, en la que recomendaba serenidad y organización, no implicaba que tenía en cuenta la posibilidad de hechos violentos o enfrentamientos.

El fiscal Moreno sabía lo que había pasado el 20 de septiembre. ¿Qué estaba sugiriendo cuando aludió a las consecuencias más graves o importantes que pudieran haber tenido lugar… y que no ocurrieron?

Que la convocatoria de miles de personas a una concen­­tración de protesta contra las detenciones autorizadas por el juzgado de instrucción número 13 de Barcelona y las entradas y registros durante ese día suponían un riesgo potencial de enfrentamiento violento, aparte de entorpecer la labor de la comisión judicial que se hallaba dentro de la Consejería de Economía.

Cuixart dijo tres palabras que causaron furor entre los magistrados, que tomaban notas a mano (Antonio del Moral) o en su ordenador (Manuel Marchena), por citar solo a dos de los siete miembros del tribunal: resistencia pasiva
 y obstruir
 u obstaculizar. Cuixart desarrolló su idea de la desobediencia civil y la aplicó en varios ejemplos.

Y los magistrados, que veían cómo hasta el momento la violencia no había llegado ni se la esperaba —de hecho, cada vez ocupaba menos tiempo en el interrogatorio de la Fiscalía—, vislumbraban que se abría un sendero hacia la sedición.

Sobre la acción del 20 de septiembre, las preguntas de Moreno apuntaban a las consecuencias que habrían podido tener lugar pero que no ocurrieron. En esa acción, como en todo acto humano, el promotor veía el resultado de lo que había hecho como cierto. Pero la manifestación protestaba contra las entradas y los registros. Tampoco impidieron, como habría sido posible de proponerse tal fin, que la comisión judicial cumpliera su objetivo.

Pero el dolo directo —consciencia o voluntad de provocar daño o perjuicio, es decir, frustrar la misión del registro— que se describió no era el único. Existía también el dolo eventual, en el que el enfrentamiento era solo probable y donde no se descartaba que pudiera producirse algún tipo de daño. Lo mismo valía para la resistencia pasiva que describió Cuixart. Una obstrucción u obstaculización podía convertirse en una coacción o intimidación.

El delito de sedición fue el que eligió la juez Carmen Lamela para enviar a Jordi Sànchez y Jordi Cuixart a prisión el 16 de octubre de 2017. Y fue el delito por el que procesó a Josep Lluís Trapero, a Teresa Laplana y a los responsables de la Consejería de Interior.

La sentencia del Tribunal Supremo del 10 de octubre de 1980, citada por Lamela en el auto de procesamiento de Trapero, señalaba «que el alzamiento ha de ser público, es decir, abierto, patente y manifiesto, y tumultuario, cuya significación etimológica equivale a agitado o desordenado, aunque la propia jurisprudencia considera que la acción delictiva también se comete cuando sea ordenado u organizado (lo cual resulta lógico, pues una acción sediciosa organizada garantiza mayores posibilidades de conseguir sus propósitos)».

En la siguiente sesión del juicio comenzaría la fase testifical, con las declaraciones estelares de Mariano Rajoy, Soraya Sáenz de Santamaría y Cristóbal Montoro. Sería el día de la acusación popular de Vox, cuyos letrados hasta entonces habían permanecido mudos en el plenario debido al rechazo de los 
acusados a responder a sus preguntas.

Rajoy y Saénz de Santamaría deberían contestar en relación a los documentos aportados por La Moncloa al tribunal el pasado 13 de febrero, según los cuales no se contempló la aplicación del estado de sitio ni la Ley de Seguridad Nacional.





  

    Soraya & Rajoy: testimonios desde la tercera fase


    Al aflorar una instrucción cogida con alfileres, críticas soterradas a la acusación


    La sesión del 27 de febrero no le fue a la zaga a la película clásica del género fantástico Encuentros en la tercera fase,
 que envejece estupendamente. Aunque Mariano Rajoy, Soraya Sáenz de Santamaría y Cristóbal Montoro no podían compararse, obvio era, con actores como Richard Dreyfuss, Teri Garr o François Truffaut. De hecho, trascendió que dichos testimonios «alucinantes» se habían comentado entre los miembros del tribunal. Los magistrados se reunían en una Sala del Supremo —que el presidente Marchena tuvo la iniciativa de mostrar a la abogada Judit Gené, defensora de Meritxell Borràs— a la hora de comer y comentaban el partido.


    Soraya Sáenz de Santamaría y el presidente del tribunal, Manuel Marchena, se conocían bien. A la luz de los documentos confidenciales que llegaron al Tribunal Supremo en los primeros días de febrero, la pregunta sobre el estado de sitio y la Ley de Seguridad Nacional era de cajón. Soraya se puso la máscara de la sonrisa y la exvicepresidenta ofreció la oportunidad de hablar de violencia.


    «Se produjeron aglomeraciones, en algunos casos con imágenes de naturaleza violenta [en referencia al 20 de septiembre de 2017]. Sufrimos mucho políticamente porque hubo un acoso masivo, generalizado y sistemático a alcaldes que recibían amenazas y coacciones… Un clima intolerable, se fracturaba la convivencia. La Generalitat tomó la decisión de seguir adelante, en una estrategia concertada, porque cada uno hacía su papel, a sabiendas de que se podía repetir la violencia del 20-S». «Sé lo que es vivir un escrache [refiriéndose a la manifestación frente a su domicilio del 4 de abril de 2013]. Lo que se vivió en Cataluña no era un escrache. Era un acoso 
violento a la Policía y la Guardia Civil».


    Entonces, ¿por qué no proponer la aplicación del estado de sitio o la Ley de Seguridad Nacional?


    «Consideramos y, era de común opinión, que cuando una comunidad autónoma atenta gravemente contra al interés general de España, el mecanismo apropiado era el artículo 155. Nunca se había aplicado en nuestro país. El estado de excepción o de sitio puede comportar la suspensión de derechos fundamentales. Era mucho más oportuno actuar con el 155», señaló.


    Eludía así la cuestión clave: ¿los indicios de violencia disponibles no aconsejaban estudiar y proponer el estado de sitio para atajar la rebelión?


    Sáenz de Santamaría, que era, en su calidad de vicepresidenta y, a partir de noviembre de 2016, también ministra de la Presidencia para las Administraciones Territoriales de España, había sido designada por Rajoy la máxima responsable del Gobierno para Cataluña.


    Al ser preguntada sobre la Operación Copérnico,
 que supuso el envío de 6.000 efectivos de la Policía Nacional y la Guardia Civil a Cataluña para impedir la celebración del referéndum del 1-O, señaló: «He leído sobre ella… Como miembro del Gobierno, no diseñaba los dispositivos de este tipo, porque no estoy ni capacitada ni soy competente ni tengo experiencia para decidir cuántos agentes son necesarios, porque en mi vida he diseñado un operativo policial… El Gobierno decidió enviar 6.000 policías y guardias civiles el 22 de septiembre de 2017 después de los hechos del 20 de septiembre ante la Consejería de Eco­­nomía».


    Pero el letrado Jordi Pina la pilló: «El barco Piolín,que transportó al contingente de policías y guardias civiles, atracó en el puerto de Palamós el 19 de septiembre, antes de la manifestación del 20 de septiembre».


    Durante la mañana, las declaraciones de la exvicepresidenta iban teniendo eco en los periódicos digitales en tiempo real.


    Mariano Rajoy entró en la sala esa misma tarde. Preguntado por el estado de sitio, señaló que un testigo ya había declarado sobre ello durante la mañana, en alusión a Soraya Sáenz de Santamaría, información a la que tuvo acceso, según señaló, 
por los periódicos digitales. Confesó, quizá sin caer en la cuenta de que un testigo no puede hablar con otro testigo ni tener acceso al contenido de su declaración.


    No se cortó el expresidente en mostrar que los dos habían preparado los mismos argumentos. Los términos de la declaración de ambos eran idénticos: había una situación excepcional, con actos violentos. «Pensábamos que el 155 era mucho más operativo y más justo, porque el estado de excepción o de sitio afecta a derechos individuales de las personas y el 155 no afectaba de la misma manera, se trataba simplemente de cesar a un Gobierno pero sin suprimir la Generalitat», explicó.


    «De lo que se trataba fundamentalmente es de que se cumpliera la ley. Y se cumplió, porque la Junta Electoral Central dijo que no se había celebrado el referéndum… Lo que hicimos fue cumplir la ley. ¿Enfrentamientos? En una situación como esa es normal que se puedan producir enfrentamientos, sobre todo cuando hay voluntad, en algunos casos concretos, de que los haya. Jamás estuve en la toma de decisión de los operativos policiales».


    Y, por primera vez en esta historia, Rajoy insinuó una disculpa. Fue tras visionarse un vídeo con las cargas del 1-O.


    «Si se hubiese cumplido la ley, si no se hubiera pretendido violentarla, no habríamos visto esas imágenes ni otras parecidas. Yo lo lamento muchísimo; todas estas imágenes, como pueden entender, no me gustan, ni estas ni otras… Si no se hubiese llamado a la gente a un referéndum ilegal y tomado decisiones quebrantando la legalidad vigente, no habríamos tenido que ver las lesiones que sufrieron algunos ciudadanos y algunos miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado». Y añadió: «Yo no negocio ni el cumplimiento de la ley ni la Constitución española ni la soberanía nacional. ¿A quién se le puede ocurrir que el presidente de un Gobierno democrático pueda negociar esto? No tiene ningún sentido. Lo peor de todo este asunto es que se sabía, eran plenamente conscientes de que eso no se iba a aceptar de ninguna manera, porque no es posible».


    Tocó a Jordi Pina, quien había propuesto la declaración testifical del lehendakari
 Iñigo Urkullu —citado para el jueves 28 de febrero—, preguntar por la mediación del 
lehendakari
 entre Puigdemont y Rajoy.


    —¿Iñigo Urkullu hizo las veces de mediador?


    —Ahí no ha habido mediador de nada.


    —¿Atendió usted a Iñigo Urkullu?


    —Yo atiendo a todo el mundo. Lo escuché y le dije lo que le he señalado antes: que yo no estaba dispuesto a negociar.


    —¿Usted personalmente atendió al señor Urkullu? Lo preciso porque viene mañana a declarar. Está usted bajo juramento.


    —Pues no sé si… Desde luego… [titubeó]. Ya puestos a tal, también me llamó el señor [Andoni] Ortuzar.


    —¿Usted personalmente atendió al señor Urkullu cuando le mandó intermediar entre el Gobierno de la Generalitat y el de España?


    —A mí nadie me mandó intermediar.


    —Vamos a ver, señor Pina —intervino Marchena—. Yo he podido oír que sí atendió al señor Urkullu porque atiende a todo el mundo.


    A continuación, el presidente del tribunal se dirigió al expresidente del Gobierno.


    —Una de las razones de la pertinencia del testimonio del señor Urkullu es que se le atribuye la condición de negociador, o una de las personas comisionadas para la búsqueda de una solución. Entonces la pregunta del letrado tiene toda la lógica. ¿Respondía a ese perfil? ¿Usted específicamente trató con él?


    —Lo he entendido perfectamente. Allí no hubo ningún mediador de nada. Las posiciones estaban claras. Y las de los otros, también. A mí me llamó mucha gente, a algunos los vi personalmente y con otros hablé por teléfono, pero entienda que es difícil recordar si hablé personalmente en La Moncloa, por teléfono o con mensajes. Pero quedémonos con lo sustancial. Todo el mundo sabe que el Gobierno no negoció esto y lo advirtió desde el primer momento.


    ¿Quizá fueron este tipo de regateos del expresidente —como anteriormente los de Sáenz de Santamaría— los que llevaron a los comentarios posteriores, dentro del tribunal, de que se había asistido a «testimonios alucinantes»?


    En todo caso, la cantidad de violencia o la intensidad de la misma —para usar el concepto de los jueces alemanes de 
Schleswig-Holstein que tanta ira había despertado en Llarena y sus colegas del Supremo en 2018— no fue suficiente para que Rajoy contemplase una propuesta más drástica. Y esto decía algo relevante sobre la rebelión que la Fiscalía intentaba reconstruir con sesgo retrospectivo, y con muchas dificultades ya desde su escrito de acusación.


    Pero fue el exministro Cristóbal Montoro quien puso la guinda. Explicó que la Generalitat seguramente tenía la intención de desviar dinero para el referéndum, pero que el control presupuestario absoluto reinante la privaba de fondos para practicar tal desviación. La lógica Montoro
 planteaba la duda de cómo se podía malversar un dinero del que no se disponía.


    ¿Y esto era la rebelión? ¿No había más en la recámara? Pues no. Esto era lo que había. Lo que para los iniciados era una evidencia —la incompetente, desaliñada y superficial instrucción del magistrado Pablo Llarena, que cogió de aquí y de allá lo que le convenía con la única referencia de la Guardia Civil— se hacía transparente para quienes siguieron las imágenes en la Sala de Plenos del Tribunal Supremo.


    Ya el escrito de acusación de la Fiscalía se hacía cargo de reflejar la debilidad de esa instrucción, pero que los errores fácticos y las debilidades afloraran ya en la primera fase del juicio, es decir, durante la declaración de los acusados, la etapa en la que los fiscales suelen comerse el juicio y entran como una división acorazada para rematar más tarde con las pruebas testificales, documentales y periciales, remitía a una situación: era difícil, por no decir imposible, reparar en el plenario el déficit o las averías de una instrucción sumarial deficitaria.


    En Estados Unidos hay 43 Estados cuyos fiscales generales (attorney general)
 son elegidos por sufragio popular con un mandato de cuatro años. Cuando los fiscales se lanzan a una acusación calculan qué posibilidades tienen de ganar. Y en el curso de la batalla, si advierten que no pueden ganar un caso, siempre echan mano de un acuerdo de conformidad (plea bargain),
 a través del cual se pactan penas menores.


    Pero aquí no funciona así.


    El instructor del Supremo, Llarena, se lanzó a la piscina apostando exclusivamente por el delito de rebelión, y el escrito 
de los fiscales nos hablaba de un ambiente de hechos presuntamente violentos o potencialmente violentos, mientras que la instructora de la Audiencia Nacional, Carmen Lamela, a su vez, ante la ausencia de violencia, no se apeó de la sedición.


    Según la magistrada, el objetivo de los que participaron no solo fue impedir el cumplimiento de las resoluciones judiciales, sino declarar ilegalmente la independencia de una parte del territorio nacional. Precisaba: «La concurrencia de esta doble finalidad, sin emplear la violencia, como sucede en el presente caso, nos sitúa ante una acción de sedición mucho más grave…».


    «Sin emplear la violencia, como sucede en el presente caso».


    Los fiscales del Supremo comenzaban a sentir las miradas críticas y cierta decepción entre sus compañeros. Quizá por esta razón, la fiscal general del Estado, María José Segarra, que no pudo ni quiso decir esta boca es mía sobre la calificación del 1-O —llegó cuando el tren ya había partido—, salió al acabar la sesión de este 27 de febrero con una declaración pública a defender a sus muchachos al declarar que la actuación de los fiscales era «absolutamente profesional» —hasta ahí podíamos llegar— y añadió que, hasta ese momento, la acusación de rebelión «tiene fundamento».


    A primera vista, no era fácil entender por qué en medio de un juicio de la importancia del procés
 la fiscal general del Estado se vio impelida a dar su voto de confianza a los fiscales que llevaban la acusación y defender la calificación del delito de rebelión. Pero si se buceaba tanto en los medios de comunicación como, sobre todo, en las aguas de la carrera fiscal, ya resultaba más explicable: había, sotto voce,
 decepción. Discreta pero segura. Y, como las meigas, críticas, haberlas haylas. Por eso María José Segarra creyó que era el momento de aportar algo de árnica a los fiscales y también al delito de rebelión.


    En todo caso, la cantidad de violencia o la intensidad de la misma —para utilizar el concepto de los jueces alemanes de Schleswig-Holstein— no fue suficiente para que Rajoy contemplase una propuesta más drástica. Y eso nos decía algo relevante sobre la rebelión que la Fiscalía intentaba reconstruir con muchas dificultades ya desde su escrito de acusación.


    Era difícil que una vista terminara con tantas expectativas en la siguiente sesión como las que se habían abierto en esta: la declaración de Iñigo Urkullu.


  




Iñigo Urkullu «el mediador de nada», según Rajoy


El
 lehendakari describió cómo hizo de puente entre Puigdemont y Rajoy


Jueves 28 de febrero de 2019, Plaza de las Salesas, Madrid. Unos minutos antes de las diez de la mañana, a sesenta metros de la entrada del Tribunal Supremo, Francesc Quico
 Homs, coordinador de las defensas en el juicio oral, comenta con su interlocutor:

—Quico, me han dicho que el lehendakari
 Urkullu está cabreado. Dice que Jordi Pina le ha propuesto como testigo en nombre de Josep Rull, y que se ha enterado cuando le han citado, porque nadie se ha puesto en contacto con él
[5]
*.

—Sí, estaba molesto. Es que me puse en contacto con su gente en su día, para informarles, y entendí que ya se harían cargo; quizá esperaban que yo hablara con él. Pero está arreglado. Anoche estuve con el lehendakari
 y quedó todo aclarado.

La noche antes del día de su declaración, Urkullu cenaba en Madrid, por la zona del Congreso de los Diputados, con, entre otros, el portavoz del PNV, Aitor Esteban, y Andoni Ortuzar, presidente del Euzkadi Buru Batzar. Se levantaba pronto para acudir a una entrevista en Antena 3 con Susanna Griso y decidió acostarse temprano. Y al acabar la cena el grupo se cruzó con Marta Pascal, excoordinadora del PDeCAT (Partido Demócrata Europeo Catalán) y senadora desde mayo de 2018. Intercambiaron comentarios. Urkullu ya se había reunido con Homs.

En el viaje a Madrid, la tarde del 27, Urkullu difundió un tuit con una foto suya en la que se le veía en camisa, sin cinturón de seguridad, mientras se trasladaba desde el País Vasco a Madrid. El lehendakari
 estaba leyendo en un iPad y al costado había un archivador con la bandera catalana, la senyera,
 en el lomo. El mensaje: Madrilerako bidean biharko testigantza prestatzen… 
De viaje a Madrid preparando la declaración de mañana.


La Asociación Pro Guardia Civil (APROGC) difundió, un par de minutos después de concluir la declaración del lehendakari,
 un tuit con la foto que había publicado el día anterior y este mensaje: «Le recomendamos a @iurkullu utilizar el cinturón de seguridad en sus desplazamientos por carretera». «Si lo ve una patrulla de @guardiacivil lo va a parar y denunciar; tenemos la manía de salvar vidas. Nos gusta proteger hasta a los que no nos pueden ni ver».

A las 10:06 horas, Urkullu, sin el archivador, ya estaba en su asiento de la sala.

Era Homs el encargado de interrogarle. Fue directamente al grano.

—Lehendakari,
 está citado en relación con la «intermediación» entre el Govern de la Generalitat y el Gobierno de España. Y quería empezar preguntándole cómo empezó esta intermediación.

—Comenzó el 19 de junio de 2017 con un encuentro que mantuve con el president
 Puigdemont en el Palau de la Generalitat. Era el día en el que se conmemoraba el trigésimo aniversario del atentado de Hipercor, al que asistí, y previamente me reuní con él durante cuatro horas. Me manifestó la situación de bloqueo absoluto en la relación entre el Govern y el Gobierno, y me solicitó que interviniera para intentar encauzarla y alcanzar una solución acordada y pactada entre ambos Gobiernos. Yo le expliqué que abogaba por la vía de la bilateralidad. Aun cuando el ordenamiento jurídico planteaba unos límites, también desde el cumplimiento de la legalidad se podía intentar la modificación del mismo con el máximo respeto a la democracia. ­Puigdemont me dijo que lo compartía y que no deseaba una declaración unilateral de independencia. Y lo comprobé el 10 de octubre, antes del Pleno del Parlament, durante y posteriormente, cuando suspendió los efectos de la misma. Los días 6 y 7 de septiembre se adoptaron resoluciones que incluso desatendían los informes del letrado mayor del Parlament, así como el del Consell de Garantías Estatutarias.

—A partir de aquí, ¿cuáles fueron sus gestiones?

—A partir del 19 de junio, ese mismo día, mantuve un 
encuentro, en el Salón de Autoridades del aeropuerto de Barcelona, con la vicepresidenta Soraya Sáenz de Santamaría, a quien relaté la reunión que había mantenido con el president
 Puigdemont. Le solicité que se lo comunicara al presidente del Gobierno, Mariano Rajoy. Expresé mi deseo de mantener una reunión con él. Al día siguiente de mi encuentro con la vicepresidenta, Rajoy se puso en contacto conmigo para fijar la agenda de esa reunión, que tuvo lugar el 19 de julio de 2017 por un espacio de dos horas. A partir de ese momento, fueron muchas las conversaciones, muchas las comunicaciones mantenidas, muchos los encuentros con diversas personas de diferentes responsabilidades del ámbito político, social, institucional, cultural, económico, empresarial, todas ellas vinculadas con la realidad de Cataluña y conocedoras de ella. Y mantuve otra conversación telefónica con Rajoy como consecuencia de la entrada el día anterior, 20 de septiembre, de las fuerzas de la Guardia Civil en la Consejería de Economía de la Generalitat. Concretamente, a partir del 4 de octubre [esto es, un día después del discurso del rey Felipe VI en el que aludió a la represión del 1 de octubre, durante la jornada de huelga general en Cataluña], del mismo modo que me lo había solicitado Puigdemont, muchas personas me piden que intervenga, y desde ese día hasta el 27 de octubre fue prolija la relación y las reuniones que mantuve con diversos responsables. Y esa es la función que yo hice, de enlace, de intercesor. Ese es el esfuerzo que yo entendía que me pidieron.

—En la reunión del 19 de julio en La Moncloa, ¿habló con el presidente fundamentalmente de la cuestión catalana?

—Sí, exclusivamente.

—¿Habló con Rajoy justo después del día 20 de septiembre?

—Sí, he relatado que tuve una comunicación con él. El día 20 de septiembre hice unas declaraciones públicas sobre la entrada de la Guardia Civil en la Consejería de Economía y el 21 tuve una conversación con Rajoy en el ínterin del Pleno de debate de política general en el Parlamento vasco. Le dije que las cosas no debían seguir tal y como estaban sucediendo y le comenté que se estaban yendo de las manos, que era necesario medir mucho los pasos que se pudieran dar, en orden a no provocar situaciones que condujeran a una fractura social. El 
presidente me contestó que en lo posible haría lo mínimo y cuidaría al máximo lo que se hiciera.

Aunque Urkullu no aludió a ello, ni Homs se lo sugirió, el discurso del rey Felipe VI del 3 de octubre, en el que advertía a los españoles que «los poderes del Estado deben asegurar el orden constitucional», justificando así la represión del 1-O, se convirtió en el factor decisivo para que surgieran las peticiones de su intervención.

—El 4 de octubre recibí una nueva llamada de Puigdemont. Y muchas solicitudes para que interviniera.

—¿Y usted qué propuestas tuvo oportunidad de hacer? —preguntó Homs.

—El 26 de agosto de 2017 mantuve otro breve encuentro con Puigdemont a raíz de la manifestación de repulsa por los atentados del 17 de agosto en Barcelona y en Cambrils. Durante el mes de septiembre hablamos telefónicamente y a partir del 4 de octubre presenté propuestas tanto al Gobierno catalán como al de Madrid. Fueron cuatro o cinco iniciativas hasta el 27 de octubre. Proponía diálogo, una distensión de tres meses, con negociación entre ambos Gobiernos representados por tres personas; un acuerdo sobre una metodología de trabajo para una mesa. También me pronuncié contra la declaración unilateral de independencia a fin de evitar la aplicación del artículo 155, con declaraciones concordantes y encadenadas de ambos Gobiernos. Puigdemont siempre se manifestó dispuesto al diálogo y encontré absoluta receptividad a los planteamientos que yo iba haciendo. Lo pude comprobar el 10 de octubre [suspensión de la declaración unilateral de independencia], como también en las comunicaciones escritas con el president
 los días 20, 21, 22 y 23 de octubre, en las que yo le hice mis observaciones y expuse mis diferencias con relación a la declaración unilateral de independencia, que yo entendía que carecía de todo valor normativo. Esto lo comuniqué también a Rajoy. Esa receptividad igualmente quedó reflejada en el acuerdo alcanzado, en la noche del 25 al 26 de octubre [convocatoria de elecciones autonómicas]; las conversaciones que mantuve con él el 26 de octubre por la mañana, a las 10:05 horas, una hora antes de la que Puigdemont había fijado para comparecer ante los medios de 
comunicación, y que luego se pospuso, hasta que a las 14:00 horas me comunicó, lamentando que las personas que se manifestaban en la plaza San Jaume se estuvieran rebelando, que estaba recibiendo presión de su propio grupo parlamentario de Junts pel Sí, y que no podía proceder a aplicar lo acordado en la madrugada respecto a disolver el Parlament y convocar las elecciones autonómicas, que era lo que yo le venía sugiriendo para intentar evitar, también, la aplicación del 155. Tratábamos de encontrar una vía de diálogo que condujera a una relación estable entre la Generalitat y el Gobierno español, algo que el presidente Rajoy, en nuestra comunicación telefónica del 21 de septiembre, me reconoció que no existía. Fui conocedor de la carta de respuesta de ­Puigdemont a Rajoy el 11 de octubre, en la que, en los últimos párrafos, él manifestaba que no había habido una declaración de independencia. La mañana del 26, después de hablar con Puigdemont, volví a tener una comunicación con el consejero de Empresa, Santi Vila, quien me refirió una conversación de esa misma mañana con el ministro de Justicia, Rafael Catalá, en la que este le solicitaba que yo interviniera ante Rajoy.

—Cuando usted lo trasladó al presidente Rajoy, ¿cuál fue la respuesta?

—Bueno, en todo momento, desde nuestra reunión del 19 de julio, mantuvo una actitud de escucha, de atención, de respuesta a las cuestiones que le planteaba; también una actitud renuente a dar cualquier paso que llevara a interpretar que de ese diálogo pudiera derivarse una negociación que traspasara los límites de la Constitución. Y en relación a la disposición de Puigdemont de convocar las elecciones estando en puertas la aplicación del artículo 155 por parte del Senado, bueno, yo intuí cuál era su postura. En suma, que no era muy dado a la aplicación del 155.

—Pero tampoco le respondió con toda la precisión…

—No.

—Pero sobre las elecciones y la no aplicación del artículo 155 no obtuvo una respuesta precisa de Rajoy. Usted tuvo la intuición de que no quería el 155, pero no le dijo nada preciso.

—Así es. Y esto es lo que transmití en el último instante a Puigdemont, quien me requería alguna garantía. Le dije que yo 
no podía ofrecer garantías. En todo caso, sí la intuición a la que me acabo de referir. Disuelto el Parlament de Cataluña y convocadas las elecciones, aunque se aprobase la aplicación del 155, que la disposición entre las fuerzas políticas mayoritarias en aquel momento hiciera que no se aplicara definitivamente. Pero no hubo una respuesta taxativa de Rajoy.

—¿Usted hubiera mediado sin tener la intuición o la convicción de que había voluntad real de diálogo por parte del president
 Puigdemont, quien le pidió su intervención?

—No.

Urkullu aclaró que su intervención no fue solicitada más que por una parte, el presidente de la Generalitat, y no por el Gobierno de Madrid, pero Rajoy expresó su deseo de que le mantuviese informado.

Después de las preguntas del fiscal Jaime Moreno, de la abogada del Estado Rosa María Seoane y del representante de Vox, Javier Ortega Smith, habían pasado treinta y nueve minutos de interrogatorio. La declaración tocaba a su fin.

Tanto el archivador como los materiales de todos los contactos y comunicaciones de la mediación de Urkullu, un hombre que toma notas y las pasa cuidadosamente a limpio, fueron confiados al Monasterio de Santa María de Montserrat, la abadía benedictina situada en la montaña de Montserrat, en la comarca del Bagés, provincia de Barcelona.





Cómo llegó el número dos de la «rebelión» a jefe de los Mossos bajo el 155

La exfiscal general del Estado, Consuelo Madrigal, preguntó al ministro Zoido por la «compra de armas de guerra»

Tocaba el turno a la declaración de Juan Ignacio Zoido, ministro de Interior durante los acontecimientos del 1-O.

Días antes, Soraya Sáenz de Santamaría había declarado que fueron los «operativos» quienes resolvieron el dispositivo policial del 1-O. Mariano Rajoy, que leyó el interrogatorio de su vicepresidenta en los periódicos digitales antes de declarar durante esa misma tarde —a confesión de parte, relevo de prueba, dice el axioma jurídico—, explicó que, incluso siendo ministro del Interior durante dos años, en 2001 y 2002, nunca se había ocupado de diseñar una operación policial y que del 1-O se hicieron cargo los «operativos». Y Juan Ignacio Zoido dijo que fueron su secretario de Seguridad, Juan Antonio Nieto, y los «operativos» los responsables de elaborar el plan de actuación, entre ellos el entonces coordinador de toda la operación, el coronel de la Guardia Civil Diego Pérez de los Cobos.

En ese estilo suyo de «pasaba por allí», Zoido dijo: «Parece que el señor Trapero no era muy colaborador, planteaba reticencias». Y es que, en la Junta de Seguridad de Cataluña del 28 de septiembre de 2017, Josep Lluís Trapero opinó, según el acta, que, ante los dos millones de personas que podían salir a la calle el 1-O, «la forma en cómo la Policía debe llevar a cabo esa orden judicial [de impedir el referéndum] es preservando la convivencia, como indica el auto judicial, y actuando con proporcionalidad, congruencia y haciendo uso de la fuerza únicamente cuando haya que repeler agresiones a la Policía o a terceras personas, y evitando causar un daño mayor al que se pretende evitar».

Y Zoido decidió, al tiempo que se estaba ejecutando el 155, 
en caliente, nombrar jefe de los Mossos a Ferran López. Eso ocurría el 28 de octubre de 2017, unas horas después de haber destituido al mayor Trapero esa misma madrugada. El nombramiento del número dos de Trapero como nuevo jefe de los Mossos tuvo lugar, pues, dos días antes de que el entonces fiscal general del Estado, José Manuel Maza, presentase la querella por rebelión o sedición, entre otros delitos, por el referéndum del 1-O.

Vale la pena recordar que, en los meses de octubre y noviembre de 2017, Trapero estuvo a punto de ingresar en prisión acusado del delito de sedición por la juez de la Audiencia Nacional Carmen Lamela.

Como número dos de Trapero, el comisario López participó en las reuniones de coordinación de la respuesta policial al referéndum, y trabajó codo con codo con el coordinador del dispositivo, el coronel Pérez de los Cobos, y con los responsables de la Policía Nacional y la Guardia Civil.

El nombramiento de Pérez de los Cobos como jefe de la operación disgustó profesionalmente a Trapero, hecho que fue manipulado para presentar al mayor como el jefe de un ejército de 17.000 hombres armados al servicio de la rebelión-insurrección, según el magistrado Pablo Llarena, la Fiscalía del Tribunal Supremo y la Fiscalía de la Audiencia Nacional, o de la sedición, según la juez Carmen Lamela.

El 22 de febrero de 2018, cuatro meses después del nombramiento de López, la periodista Pepa Bueno entrevistaba a Zoido en el programa Hoy por Hoy
 de la Cadena Ser. El nuevo jefe de los Mossos debía prestar declaración al día siguiente, 23 de febrero, ante la juez Lamela, y el lunes 26 ante el juez Llarena.

Se comentó con Zoido, fuera de los micrófonos, que Ferran López iba a defender en sus declaraciones ante Lamela y Llarena su actuación como número dos —y, por ende, la de su superior, Trapero— durante los acontecimientos de septiembre y octubre de 2017.

«¿Cómo se explica, ministro, el nombramiento de López, al que has dado luz verde?». Y esta fue la respuesta de Zoido: «El nombramiento es mío. Conté con información muy fidedigna en el sentido de que el señor López no había participado en el 
dispositivo que organizó Trapero. Cuando López vino a verme a mi despacho para agradecerme su nombramiento, le dije que solo le pedía tres cosas: actuar dentro de la legalidad, cumplir el Estatuto de Autonomía de Cataluña y acatar la Constitución española»
[6]
*.

Efectivamente, durante sus declaraciones, López reivindicó la actuación de los Mossos el 20 de septiembre de 2017 y el 1-O, es decir, se identificó con todo lo que había hecho su jefe, el mayor Trapero. Era posible que el carácter diplomático y el talante cordial de López y su relación formalmente buena con el coronel Pérez de los Cobos, por un lado, y la simpatía que le profesaba el entonces secretario general técnico del Ministerio del Interior, el mallorquín Juan Antonio Puigserver Martínez, por el otro, llevaran a Zoido a considerar que el respeto del escalafón sería una acertada decisión para calmar a los Mossos.

Zoido optó, pues, por el juego del poli
 malo y el poli
 bueno. Trapero tenía que pagar la factura, y su número dos, Ferran López, podía rendir al Ministerio del Interior unos servicios muy valiosos durante aquellos días y meses. Problema: había que segregar a Ferran López del ejército de Pancho Trapero Villa
. Y Zoido, pragmático, no vio ningún problema de principios en ello.

Existía un paralelismo entre la conducta de Zoido y la del juez Pablo Llarena. El primero no vaciló en escoger al número dos de la presunta rebelión catalana como jefe de los Mossos; el segundo, después de describir en sus autos cómo la violencia estaba representada por ese ejército de 17.000 hombres armados de los Mossos, y ello constituía uno de los fundamentos del delito de rebelión, rechazó incorporar a Trapero a la causa del Supremo sin oposición de la Fiscalía, que sí lo entendía nece­sario.

Tras dejar constancia del enigma del nombramiento de López, tocaba hablar en el juicio oral, por qué no, de armas de guerra.

Consuelo Madrigal, quien fuera fiscal general del Estado durante el Gobierno de Rajoy entre el 13 de enero de 2015 y el 4 de noviembre de 2016, fecha en la cual, a su vez, Zoido fue nombrado ministro del Interior del mismo Gobierno, preguntó al testigo por la compra de armas para los Mossos que había 
solicitado la Generalitat.

La fiscal introdujo el asunto al final de su interrogatorio. Quería saber si la preocupación del Ministerio del Interior respecto a los actos violentos en Cataluña era anterior a los hechos de septiembre y octubre de 2017, y si tuvo conocimiento de la compra de armamento para los Mossos en ese mismo año.

El exministro apuntó que en noviembre de 2016 —acababa de ser nombrado— había una solicitud pendiente de compra del armamento que frecuentemente utilizaban los Mossos, armas de guerra y municiones. Sobre este asunto, señaló, se informó, como de costumbre, al Ministerio de Defensa, cuya titular, María Dolores de Cospedal, mantenía un contacto fluido con Zoido, habida cuenta de que siempre se le presentó como un hombre de la ministra. Afirmó que se había autorizado la compra de las armas cortas y de la munición habitual, pero no de los subfusiles y «armas que llaman de guerra», Zoido dixit.


—¿Se impidió la compra? —preguntó la fiscal.

—No. Se entendió que no era necesario —matizó Zoido.

«Se impidió la compra». ¡Elemental, mi querido Watson! Era la presentación «penal», por así decirlo, de una solicitud de compra autorizada parcialmente. Querían armas de guerra y lo impedimos. Resultaba curioso que ni Madrigal ni Zoido hicieran referencia alguna al inicio de la tramitación de la compra. ¿Por qué? Porque no interesaba. El que comenzó la tramitación del asunto fue el consejero de Interior, Jordi Jané, un hombre al que la Fiscalía siempre presentó en su relato como un buen político catalán, precisamente por haberse marchado del Gobierno ante la deriva del referéndum del 1-O.

Mira por dónde, Zoido apuntó: «Hay gente buena en Cataluña».





Una rebelión… «surrealista»

El exsecretario de Seguridad Nieto no aportó «material» sobre la violencia

José Antonio Nieto Caballeros (Guadalcázar, Córdoba, 1970) no era un testigo cualquiera. No solo por el hecho de que había sido secretario de Estado de Seguridad, el número dos del ministro Juan Antonio Zoido, sino porque había estado en Barcelona en los días clave de la presunta rebelión instruida por el magistrado Pablo Llarena y la Fiscalía del Tribunal Supremo. Por ejemplo, el 28 de septiembre de 2017, cuatro días antes del referéndum, con ocasión de la reunión, por primera vez en ocho años, de la Junta de Seguridad de Cataluña, y, claro, el mismo 1 de octubre. Con anterioridad, había seguido, además, la concentración de 40.000 personas el 20 de septiembre en la Consejería de Economía, en Rambla Cataluña 19-21.

¿Qué mejor testigo de cargo de la rebelión para el Ministerio Fiscal?

Y el fiscal Javier Zaragoza le dispensó trato de testigo importante para la acusación. Eso sí, olvidó preguntarle por las armas de guerra que pretendía comprar el entonces consejero de Interior, Jordi Jané, para los Mossos d’Esquadra, y que la fiscal Consuelo Madrigal introdujo en el plenario durante el interrogatorio del exministro Zoido. Pero nadie es perfecto y el abogado Javier Ortega Smith, de la acusación de Vox, cubrió el flanco, quizá en exceso, al invocar incluso el calibre de las armas de guerra que no se adquirieron… calibre que el testigo declaró desconocer.

Nieto habló de hechos violentos, altercados, el 20 de septiembre de 2017, y dijo haberse enterado por los medios de comunicación de que en los coches de la Guardia Civil había armas largas. Que esa información no se la debían dar a él en calidad de secretario de Estado de Seguridad, sino al juez que había ordenado la entrada y el registro en la Consejería de 
Economía.

Pero, aparte de pronunciar la palabra violencia varias veces, ¿aportó alguna pieza de información nueva al tribunal para su análisis jurídico de la rebelión o sedición?

Pues pieza de información o hechos nuevos el exsecretario de Estado no reveló, pero, en cambio, corrigió a la exvicepresidenta Soraya Sáenz de Santamaría, que desde el mismo sillón del Supremo había declarado el miércoles 27 de marzo «que 93/95 policías y guardias civiles tuvieron que ser atendidos por heridas». Según Nieto, «no hubo el 1-O ningún policía hospitalizado o atendido por ambulancia medicalizada».

El interés del enfoque desenvuelto con el que Nieto abordó, por ejemplo, la reunión de la Junta de Seguridad de Cataluña, convocada el 28 de septiembre de 2017, merece cierta consideración.

Según reveló Nieto, el Ministerio del Interior no tenía muchas ganas de celebrar la reunión en el ambiente que reinaba aquellos días. Era «surrealista», explicó, reunirse con los convocantes del referéndum para ver cómo se impedía su celebración, a fin de cumplir la orden de la juez Mercedes Armas. Ellos querían realizar el referéndum y nosotros —vino a decir— intentábamos impedirlo. «Era —insistió— surrealista», pero pareció que había que reunirse y celebrar la Junta. Incluso, explicó, él y los representantes de Interior intentaron persuadir a Carles Puigdemont de que se desconvocara el referéndum y que se convirtiese en una jornada de manifestación de Cataluña por las reivindicaciones del independentismo, pero sin intentar la votación, para no desoír la orden judicial y la suspensión del Tribunal Constitucional. Vamos, una especie de Diada el 1 de octubre. Nieto proponía aquello que el ministro Catalá había llamado un evento social con «castellers y butifarradas».

Además, dijo, ya se vio en la reunión que ni se desconvocaría el referéndum ni que el mayor Josep Lluís Trapero cumpliría el mandato judicial. Y a preguntas sobre si había otros mandos discrepantes con Trapero, señaló que no le constaba, pero que había circulado que otros comisarios de los Mossos habían expresado sus discrepancias en el Palau de la Generalitat ante Puigdemont.

Según Nieto, el acta de cinco folios de la reunión del 28 de septiembre de la Junta de Seguridad no reflejaba todo lo que se dijo en ella. Con todo, vale la pena repasarla.

El acta daba cuenta de las discrepancias. Puigdemont afirmaba que «la Policía autonómica ha recibido determinados mandatos judiciales y que se prevé la participación de gran cantidad de gente en las calles y hace falta encontrar una respuesta proporcionada».

El secretario de Estado de Seguridad, Nieto, «excusa la asistencia del ministro Zoido y manifiesta su discrepancia con la forma y fondo» de la convocatoria de la Junta. Señaló que el caso estaba judicializado, porque el referéndum era ilegal, y que la Junta «debe cumplir el mandato judicial» y que «no quiere suplantar la competencia de los Mossos». También advertía de que la «coordinación en este caso» no era de la Junta de Seguridad, sino que consistía en cumplir la orden judicial. «Si el cuerpo de los Mossos necesita ayuda, el Estado se la prestará».

El coronel Pérez de los Cobos, coordinador de la operación policial nombrado por el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña (TSJC), a sugerencia de La Moncloa, claro, señaló que «no se puede confundir lo sustantivo con lo adjetivo» y que se trataba de que «los tres cuerpos policiales deben cumplir los autos… y se impida la votación». El coronel advertía que «ante el posible incumplimiento» por parte de los Mossos, actuarían las «restantes Fuerzas y Cuerpos de Seguridad».

Puigdemont señaló que «no se puede renunciar a la democracia ciudadana, que es un derecho fundamental, y que el presidente es el garante del mismo, indicando que el cumplimiento del mandato judicial no puede sobreponerse a los derechos de los ciudadanos».

El mayor Trapero, según ya se ha apuntado, afirmaba que los cuerpos policiales «tienen como misión cumplir la ley y las órdenes de las autoridades judiciales conforme a los principios de actuación legalmente establecidos. Insiste en que la previsión para el día 1 de octubre es que salgan a la calle millones de personas, por lo que considera que la forma en cómo la Policía debe llevar a cabo esta orden judicial es preservando la convivencia, como indica el auto judicial, y 
actuando con proporcionalidad y congruencia, haciendo uso de la fuerza cuando haya que repeler agresiones a la Policía o a terceras personas y evitando causar un daño mayor al que se pretende evitar».

El coronel Pérez de los Cobos «coincide con todo lo que ha dicho el mayor respecto a que la actuación… debe guiarse por los principios de proporcionalidad, congruencia y oportunidad. Pero quiere resaltar que, ante la claridad de la orden recibida de la juez para impedir la celebración del acto ilegal convocado para el próximo día 1, lo que no es de recibo, de antemano, es utilizar como excusa la posible alteración de la convivencia que podría derivarse del hipotético uso de la fuerza, en caso de resultar necesario, para —con ese pretexto— incumplir las órdenes judiciales recibidas y facilitar el desarrollo de una actividad ilegal mediante la inacción policial».

El consejero de Interior, Joaquim Forn, «manifiesta que si el mayor es el máximo responsable de la Policía autónoma y los criterios que él ha expuesto se aceptan como correctos, el resto de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad tendrían que actuar únicamente a requerimiento de los Mossos».

Pero Pérez de los Cobos apuntó que la «acción subsidiaria podría interpretarse en las distintas instrucciones de la Fiscalía, pero el auto del TSJC se dirige a todas las Fuerzas por igual, por lo que todos los Cuerpos están obligados a cumplir con el auto dictado por el TSJC sin necesidad de requerimiento previo».

Añadía el coronel una propuesta: «Hay una vía mucho más sencilla para evitar posibles altercados de orden público, el hipotético empleo de la fuerza y la alteración de la convivencia ciudadana: que sea el propio presidente el que cumpla con el mandato judicial y las resoluciones del Tribunal Constitucional, y haga un llamamiento a que no se abran los colegios el día 1».

El delegado del Gobierno en Cataluña, Enric Millo, «efectúa una petición al presidente de la Generalitat: que se desconvoque el referéndum». Puigdemont señaló que «durante estos días se han difundido múltiples noticias, muchas de ellas tendentes a crear confusión y no siempre ciertas». Firmaban el acta el coronel Pérez de los Cobos y la secretaria Marta Gordi ­Aguilar.

Una reunión de estas características nos ponía sobre aviso 
del alcance de la rebelión que vendía la Fiscalía… Una rebelión, parafraseando a Nieto, surrealista.





Una cabeza de turco en el Supremo

Las acusaciones y sus testigos colgaron al mayor Trapero en la sala del juicio oral

«La gran pregunta que nos hacíamos era: ¿cómo actuarán los Mossos? Las dudas sobre la actuación de los Mossos el 1-O venían de tiempo atrás y no eran solo nuestras, las tenía mucha gente».

El 5 de marzo de 2019 declaraba el coronel de la Guardia Civil Diego Pérez de los Cobos, quien, a iniciativa de la Fiscalía del Tribunal Superior de Cataluña y de la juez Mercedes Armas, había llegado a Barcelona el 21 de septiembre de 2017 para coordinar la operación que impediría la votación. Pérez de los Cobos aterrizó en una ciudad conmocionada por la gran manifestación de 40.000 personas de la víspera ante la Consejería de Eco­­nomía.

«El cuerpo de los Mossos acudió a todas las reuniones de coordinación, pero no siempre con la presencia del señor Trapero», señaló. «Pregunté al comisario Ferran López qué harían en caso de que el referéndum evolucionara y me dijo que siempre obedecerían los dictámenes judiciales».

El 28 de septiembre, la Generalitat convocó la Junta de Seguridad de Cataluña, que resultó una reunión kafkiana. «Aunque es paritaria —Generalitat/Gobierno—, la convocó unilateralmente el presidente de la Generalitat. Mi sorpresa fue ver al señor Trapero en la Junta de Seguridad cuando no le correspondía. No me gustó. El presidente de la Generalitat dijo, textualmente, que el bien superior era la convivencia y que un mandamiento judicial no podía pisotear los derechos de los ciudadanos. Los representantes de la Generalitat se agarraban como un clavo ardiendo a la expresión de la juez Mercedes Armas en su auto del día anterior, 27 de septiembre, según el cual la actuación policial no debía afectar a la normal convivencia ciudadana. Eso no es superfluo. Pero no puede 
paralizar la actuación policial encaminada a impedir el referéndum».

El coronel recordaba: «Le dije a Puigdemont que lo más sencillo para evitar cualquier choque era desconvocar el 1-O y él respondió que ya sabía qué hacer. Se debería haber impedido que en los centros se desarrollaran actividades que facilitarían el referéndum».

Hasta el mismo día del referéndum, el coronel ignoró, sostenía, cuál era el dispositivo previsto por los Mossos. Y esta fue su primera sorpresa.

El dispositivo que los Mossos tenían previsto, según Pérez de los Cobos, «era manifiestamente insuficiente».

Pero ¿cuándo lo conoció?

«Hasta el 1-O no supe que el dispositivo previsto por los Mossos eran dos agentes por centro de votación. No había duda de que los Mossos no impedirían el referéndum y que, por tanto, debíamos actuar.»

El coronel había acordado con los jefes policiales cuatro reuniones durante la jornada del 1-O en el Palacio Montaner, sede de la Delegación del Gobierno en Barcelona. «Había programado cuatro reuniones de coordinación, pero las suspendí todas esa misma mañana. No tenía sentido mantener la coordinación porque no había unidad de propósito por parte de uno de los Cuerpos».

«La segunda sorpresa —según el coronel— fue el grado de virulencia al que tuvimos que hacer frente cuando nuestras unidades trataron de cumplir el mandato judicial. En la mayoría de los centros había grupos de personas que con la fuerza física trataban de impedir el acceso de los cuerpos policiales. Nos encontramos, pues, con una situación más grave de lo que habíamos previsto. En algunos centros se abortó la actuación por el alto grado de agresividad y hostilidad. No hubo ninguna intervención sobre pacíficos votantes; solo sobre los que trataban de impedir el cumplimiento del mandato. No hubo ninguna carga policial».

«Hubo casos de violencia muy grave. Recuerdo a un agente en el suelo que recibió un puntapié. Nos encontramos ante grupos de resistencia perfectamente organizados. Colocaron a niños y a personas mayores en la vanguardia de las murallas 
humanas. La prioridad no era realizar detenciones, sino entrar en los locales, confiscar el material e impedir el referéndum. La actuación de los Mossos fue de pasividad absoluta y nula colaboración».

¿Se recibieron instrucciones a media mañana desde Madrid para retirarse y frenar la represión, ante la difusión de las imágenes de enfrentamientos que circularon por todo el mundo?

El coronel desmintió los rumores sobre una suerte de retirada de las Fuerzas de Seguridad después de la represión de primera hora de la mañana, un cambio que se adjudicó al delegado del Gobierno en Barcelona, Enric Millo, siguiendo órdenes de Madrid. «No hubo ninguna orden de parar la actuación. Pero hubo menos intervenciones por la tarde. El propio mandato judicial fijaba que el periodo prioritario era entre las 7:30 y las 10:00 horas. Hablé con Trapero al mediodía del 1-O y se plasmó una diferencia de criterio palpable».

Ya se sabe: los cristianos solían, tras derrotar a los turcos en las Cruzadas, colgar la cabeza de su víctima en una lanza y la paseaban ante los combatientes para que se desfogaran. De ahí que el cabeza de turco fuera el responsable de todos los males. Sí, incluso de aquellos cuyos culpables eran otros.

El mayor Josep Lluís Trapero era nuestra cabeza de turco en este Tribunal Supremo. Si, como afirmaban los testigos de la Fiscalía, ya desde que el coronel Diego Pérez de los Cobos fue nombrado coordinador de las fuerzas anti-referéndum del 1 de octubre, era evidente que Trapero y los Mossos d’Esquadra no impedirían la celebración de la consulta, ¿por qué no se organizó una alternativa para frenarlo?

Y si, como sostiene el coronel Pérez de los Cobos, él supo el 28 de septiembre que Trapero no colaboraría en la tarea de impedir el 1-O, ¿por qué no llevó el asunto al Gobierno de Rajoy para analizar un plan B?

Para acometer con éxito el plan se necesitaba, según admitió después el entonces secretario de Estado de Seguridad, una cantidad de 60.000 a 90.000 efectivos. Mariano Rajoy y Soraya Sáenz de Santamaría no querían una reedición del 9 de noviembre de 2014, el referéndum prohibido por el Tribunal Constitucional que Artur Mas convirtió en proceso de 
participación ciudadana y en el que votaron casi 2,3 millones de personas. Con el fin de evitar un segundo ridículo, sobre todo cuando el 1-O se presentaba, a diferencia del 9-N, como un referéndum en toda regla, el Gobierno de Rajoy impartió instrucciones para que en esa ocasión se abortara el intento.

Pero ni el equipo del Ministerio del Interior ni Pérez de los Cobos sabían cómo cumplir la encomienda. El rudimentario dispositivo que montaron no servía de antemano por la escasa cantidad de fuerzas que preveían para bloquear la alta cifra de previsibles votantes, si se tomaba como referencia la masiva afluencia registrada en las manifestaciones de la Diada del 11 de septiembre. No se necesitaban los informes de los agentes del Centro Nacional de Inteligencia (CNI) que dirigía Félix Sanz Roldán para saber que sería desbordante. Un organismo de inteligencia que, por cierto, había sido incapaz de averiguar cómo habían aparecido las urnas.

El dispositivo, por así decirlo, no era un plan ni, a esas alturas, tenía posibilidad alguna de triunfar. ¿Y la conducta de los Mossos? No explicaba, como se pretendía, el fracaso estrepitoso de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. La prueba era que, mientras que en el juicio estaban haciendo vudú con Trapero, su número dos en aquella pretendida rebelión, Ferran López, era nombrado número uno por los mismos que criminalizaron al mayor en las horas siguientes a la aplicación del ar­­­tículo 155 que cesaba al Govern de la Generalitat.

Se trataba de colgar la cabeza de turco de Trapero en una lanza y situarle en el banquillo de los acusados de este juicio… sin serlo en este procedimiento. Y no lo era por una maniobra del instructor Pablo Llarena, que rechazó incorporarle a la causa que se estaba enjuiciando. Y, mira por dónde, su actual compañera en la Sala Segunda del Supremo, Carmen Lamela, le había pedido que lo hiciera al pasarle los trastos del caso desde la Audiencia Nacional. Llarena, el paladín de la rebelión, dijo que no a Lamela y ninguneó a los fiscales que osaron pedírselo.

Trapero veía entonces, a la espera de su enjuiciamiento en la Audiencia Nacional, cómo su cabeza de turco había sido colgada en el Salón de Plenos del Supremo. Sería llamado a este juicio en calidad de testigo, según había anunciado el 
presidente del tribunal, Manuel Marchena, y como estaba procesado en la Audiencia Nacional, podría asistir acompañado de su letrada, Olga Tubau.

Los que fueron incapaces de dar con las urnas y de montar una operación seria para evitar el 1-O ya tenían su cabeza turco. Y los que querían vender el escarmiento tenían al jefe de la fuerza armada de 17.000 hombres y de la rebelión imaginaria… fuera del juicio. Jugaban, todo hay que decirlo, con una ventaja que debilitaba el Estado de derecho.

La cabeza de Trapero no dejaría de recibir golpes, porque, además, su letrada tampoco podría interrogar a aquellos que la vapuleaban día sí, día no. Pero Trapero no estaba inerme. Y, como ya había hecho en la investigación de la Audiencia Nacional, era capaz de desmontar gran parte de las versiones. Con solo repetir lo que había declarado ante la juez Lamela en febrero de 2018, la Sala de Plenos del Supremo podría experimentar un pequeño terremoto.





Una imagen vale por mil palabras, o ver los vídeos para calibrar la violencia rebelde o sediciosa

¿Por qué no convertir la documental en lo esencial?

El registro de la Consejería de Economía, en Rambla de Cataluña 19-21, comenzó sobre las ocho de la mañana y acabó a las nueve o nueve y cuarto de la noche del 20 de septiembre de 2017. ¿Esta duración se debió a una obstrucción de la labor de la justicia por parte de los funcionarios del interior de la consejería, o a la acción de masas tumultuarias y a la existencia de altercados en la calle? Según la letrada de la Administración de Justicia del juzgado de instrucción número 13, Montserrat del Toro, no ocurrió ni lo uno ni lo otro. Siempre en los registros, señaló, hay cierta obstrucción, pero en esta ocasión una de las funcionarias facilitó su trabajo aportando las claves de los ordenadores o proporcionándole teléfonos fijos para llamar al exterior, concretamente al juez Juan Antonio Ramírez Sunyer.

Pudo haber algún retraso por el hecho de que aquellos detenidos que estaban presentes en los registros de sus domicilios, como estipulaba la ley, no pudieran acudir a los que se estaban produciendo en sus despachos de la Consejería de Economía. Ni Jordi Sànchez ni Jordi Cuixart, que convocaron la manifestación de protesta frente a ella, obstruyeron dentro del edificio la labor de la comisión judicial y, según vio la letrada desde cierta distancia, sí dialogaron, en un despacho de la planta baja, en varias ocasiones, con el teniente de la Guardia Civil a cargo de la comisión judicial, haciendo las veces de mediadores. Tras el registro de los cuatro despachos, situados en distintas plantas, se hicieron cajas con el material que se debía trasladar al juzgado. Los miembros de la comisión judicial, según la letrada, comieron bocadillos porque, dijo, uno 
de los Mossos «se había apiadado» de los presentes.

A continuación va el relato de hechos, que también es un relato de emociones. Después de escuchar gritos y algunos cánticos —gritos y ruido, señaló—, ya de noche, la letrada quiso subir a la azotea del edificio. Alguien le recomendó que no lo hiciera: «Cuando subí, entendí por qué me lo habían dicho», apuntó la letrada. ¿Qué pudo ver? Esto: «Al mirar hacia abajo vi un mar de gente». Tomó imágenes, según explicó, con su teléfono móvil para informar al juzgado, donde estaba el juez Juan Antonio Ramírez Sunyer.

La letrada sintió miedo ante lo que había visto y estaba ­convencida de que su situación era de peligro. Se le ocurrió entonces que debían enviar un helicóptero, pero los que estaban con ella se lo tomaron a broma. Técnicamente, era imposible. Rechazó la oferta de salir por la puerta principal y, finalmente, por mediación del mayor Josep Lluís Trapero, a quien se lo «ordenó previamente el juez Ramírez Sunyer», según la letrada, consiguió salir acompañada por miembros de los Mossos a través de la azotea de la segunda planta —«que es como la cuarta», matizó—. Después de saltar un murete de algo más de un metro, pudo alcanzar la calle atravesando el teatro vecino, entre actores, poco después de medianoche.

Previamente a esta declaración, la letrada había testificado el 16 de octubre de 2017 ante la juez Carmen Lamela, en la Audiencia Nacional, por videoconferencia desde Barcelona. Entonces ya explicó que el espectáculo que pudo ver, según sus palabras, era «dantesco» y todo estaba «desbocado».

Más tarde fue citada como testigo ante el magistrado Llarena a petición de la defensa de Oriol Junqueras. En el Tribunal Supremo, el 16 de mayo de 2018, Montserrat del Toro solicitó prestar declaración como testigo protegido, detrás de un biombo, para que no se la reconociera. La Fiscalía apoyó la petición, pero los letrados de las defensas, que conocían a Monserrat del Toro por los trámites cotidianos que realizaban en el juzgado de instrucción número 13 de Barcelona, no creían que fuera necesario. Querían apreciar, mirándola a los ojos, cómo explicaba los hechos del 20 de septiembre. Finalmente, la declaración no se llevó a cabo al renunciar la defensa a la testifical.

Al escuchar el interrogatorio de la letrada Toro en el juicio —el tribunal acordó que su imagen no fuese difundida en la retransmisión televisiva—, era inevitable preguntarse si, siendo la violencia el elemento típico del delito de rebelión, no tendría más sentido que el examen de los vídeos o las fotografías —es decir, la fase documental del juicio oral que seguiría a la testifical— fuera más relevante que la percepción de los testigos.

Además, el relato de la letrada remitía a otra pregunta: ¿desafiaba la Constitución celebrar una manifestación como la del 20 de septiembre en protesta por los registros ordenados por el juez?

La comisión judicial cumplió sus objetivos, según la letrada, y, por tanto, no se obstruyó o impidió la acción de la justicia, uno de los cometidos, precisamente, del delito de sedición. Cierto era que dicho delito era de consumación anticipada, es decir, no era necesario que se hubiera frustrado la labor de la comisión judicial para que se cometiera el delito. Pero, dadas las circunstancias, en las cuales algunos de los promotores de la concentración, como Jordi Sànchez y Jordi Cuixart, a lo largo de la jornada entablaron conversaciones con los responsables de la Guardia Civil dentro de la Consejería para controlar la situación, los hechos parecían encuadrarse en el derecho de manifestación para protestar contra las detenciones y los registros del 20 de septiembre.

En esta misma sesión, el abogado Francec Homs tuvo oportunidad de preguntar a Pérez de los Cobos por la posibilidad de aplicar el estado de excepción.

El letrado le preguntó si, al ver los hechos violentos que se acumulaban después de hacerse cargo de la coordinación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad el 21 de septiembre, y de advertir las dificultades por la presunta falta de colaboración de los Mossos para impedir el referéndum, no había propuesto al Gobierno la declaración del estado de excepción.

—No —respondió el coronel.





Crónica de una misión imposible: el dispositivo policial del 1-O

El excomisario Castellví distinguió a los Mossos de los políticos

«Nos equivocamos todos».

Estas palabras las pronunció el extitular de la Comisaría General de Información de los Mossos, Manuel Castellví, al final del interrogatorio de la abogada del Estado Rosa María Seoane. La pregunta: ¿los acontecimientos del 1 de octubre de 2017 se acomodaron a su previsión de riesgos?

Tras explicar el comisario que el dispositivo final conjunto de los Mossos, la Guardia Civil y la Policía Nacional resultó «insuficiente», la abogada quiso extraer más información: ¿el dispositivo había sido «adecuado»? Y se produjo un silencio en la sala. El presidente Marchena intervino: «No hace falta que lo valore». Esto es: Castellví, vino a decir el presidente, conjeturas retrospectivas, no.

Castellví, a diferencia de sus antecesores en el sillón de cuero verde de los testigos —Sebastián Trapote, exjefe superior de Policía de Cataluña, y Ángel Gozalo, jefe de la Guardia Civil en Cataluña—, no era un hombre que hilvanara las frases con facilidad. Se notaba cómo su cerebro iba surfeando por palabras y conceptos. Encajaba en la personalidad de los espías o directores de inteligencia, por así llamar a los responsables policiales de esa materia prima tan valiosa como creativa que es la información. Se proponía Castellví navegar entre dos aguas: políticos y policías. Y decir: los Mossos, finalmente, en los últimos días previos al 1-O, se fundieron con la Guardia Civil y la Policía Nacional y crearon, ya muy tardíamente, un cuerpo de tres cabezas. Ese monstruo estaba destinado al fracaso porque estábamos ante una movilización sin precedentes, una SuperDiada, que venía gestándose desde hacía tiempo. Imparable.

Seguir a los fiscales, la Abogacía del Estado y las defensas tras 
la pista de las instrucciones de la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, primero, y del auto de la juez Mercedes Armas del 27 de septiembre de 2017, después, resultaba muy entretenido. Saber si ese auto dejaba sin efecto, o complementaba, las instrucciones anteriores, indagar en el cumplimiento de las visitas a los 2.239 centros de votación previstos sin responder a la siguiente pregunta eran ganas de marear la perdiz. Y la pregunta era esta: sabiendo por las brigadas de información, la televisión y las redes sociales que los centros de votación estaban ocupados desde antes del fin de semana del 1-O, ¿quién iba a ser el guapo —Guardia Civil, Cuerpo Nacional de Policía o Mossos d’Esquadra— que iría al TSJC a pedirle a la juez Armas una nueva y urgente instrucción, instantánea, para desalojar dichos centros inmediatamente y por la fuerza?

Ese guapo brilló por su ausencia. Todos miraron hacia otro lado, incluido el coordinador, Diego Pérez de los Cobos. Porque, en efecto, se trataba de una misión imposible…, a menos que a alguien se le pasara por la cabeza convertir Cataluña en una inmensa sala de despiece.

Los testimonios de Trapote y de Gozalo, a diferencia de esa coordinación impecable que vendió el coronel Pérez de los Cobos —premiado por Mariano Rajoy con el mando de la Comandancia de Madrid en marzo de 2018—, hablaban de una apariencia de coordinación burocrático-administrativa. Ambos desconocían, por ejemplo, el plan de los Mossos, según confesaron. Castellví aportó material a la acusación y al tribunal al depositar la responsabilidad del 1-O y de su masividad en los políticos del Govern de la Generalitat, al tiempo que buscaba descargarla de los Mossos.

Después de esto, la Fiscalía terminó la jornada de declaraciones muy satisfecha.

Los dos encuentros que tuvieron lugar el 28 de septiembre de 2017 fueron cruciales. El primero, por orden de aparición, fue la reunión de la Junta de Seguridad de Cataluña, durante la mañana, en el Palacio de Pedralbes. Pero he aquí que los comisarios de los Mossos, con Josep Lluís Trapero al frente, quien a su vez había acudido a la Junta, solicitaron también una reunión al president
 Puigdemont, quien les recibió esa misma 
tarde del 28 en al Palau de la Generalitat, junto con el vicepresident
 Oriol Junqueras y Joaquim Forn.

Según el relato que hizo Castellví, fue él, en su calidad de comisario general de Información, quien expuso la gravedad de la situación tomando como base un informe sobre riesgos. No solo, como ya había dicho Trapero en la Junta de Seguridad, se esperaba que salieran a la calle a votar más de dos millones de personas, sino también la posibilidad de que hubiera enfrentamientos y actos violentos por el choque entre la voluntad de la gente de votar y la misión de las fuerzas policiales —Mossos, Guardia Civil y Policía Nacional— de impedirlo. De hecho, se había puesto sobre la mesa la posibilidad de desconvocar el referéndum. Siempre según Castellví, fue Junqueras quien llevó la voz cantante al explicar que el referéndum era una decisión irreversible y un mandato popular. Y Puigdemont dijo que no había marcha atrás y que, si bien se ponía en el lugar de los Mossos en relación al mandato judicial del 27 de septiembre, el referéndum se celebraría. Forn, según Castellví, no habló.

Al día siguiente, viernes 29 de septiembre, el comisario Ferran López reunió a los mandos de los Mossos en el auditorio del Complejo Centro y les informó del contenido de los últimos encuentros de coordinación con Pérez de los Cobos, la Guardia Civil y la Policía Nacional, así como de las pautas de actuación que debían seguirse a cuarenta y ocho horas del 1-O, para desplegar un solo dispositivo con tres cuerpos policiales. También otro comisario hizo una exposición sobre el dispositivo.

Y de nuevo el mayor Trapero fue el centro de la jornada policial en el Supremo, cuando Castellví intentó descolgar la cabeza de turco del desastre policial del 1-O y puso el énfasis en los políticos del Govern.

Trapero, finalmente, fue citado a declarar en calidad de testigo el día 14 de marzo, y tenía el derecho, dada su peculiar posición —acusado en la Audiencia Nacional—, de negarse a declarar. Pero todo indicaba que aprovecharía esta oportunidad para defenderse.

¿Qué tenía que ganar en un juicio que no era el suyo? Sería muy difícil que su testimonio influyera en el tribunal, mientras 
que, por el contrario, sus argumentos podrían ser utilizados en la sentencia resultante del juicio de la Audiencia Nacional, previsto para enero de 2020. Al mismo tiempo, como su cabeza de turco estaba colgada en el Supremo, se esperaba que hiciera un intento de descolgarla después de tantas declaraciones contra él y los Mossos. Tanto él como su abogada deshojaban la ­margarita.





La prueba no acabaría antes de Semana Santa

Solo los testigos de la acusación desbordarían largamente finales de marzo, antes de pasar a los de la defensa

A primeros de febrero, el tribunal de enjuiciamiento tenía previsto acabar toda la prueba (testifical, documental y pericial) hacia el comienzo de la Semana Santa para oír las conclusiones definitivas en la última semana de marzo y permitir así que el presidente, Manuel Marchena, pronunciara solemnemente las tres palabras, visto para sentencia,
 a finales de abril o primeros días de mayo, en el umbral de la precampaña de las elecciones municipales, autonómicas y europeas del 26 de mayo. Este calendario, como el de empezar con las declaraciones de los acusados el 5 de febrero, que hubo de ser pospuesto, fue claramente voluntarista.

El 12 de marzo, precisamente, había hecho un mes desde que tuvo lugar la primera sesión y ya había lista de testigos de la acusación hasta el día 28. Pero, claro, no eran todos los testigos que iban a comparecer: quedaban alrededor de otros cien por parte de la acusación y varios centenares de las defensas. Después, según expresó Marchena, el tribunal había asumido el compromiso de reproducir en el plenario la totalidad de la prueba documental: vídeos, fotografías y otro material. Por último, restaría la prueba pericial. Se trataba de una misión imposible, a menos que las partes renunciaran masivamente a testigos, documentos y pericias. Y eso no iba a ocurrir.

Ya la convocatoria de las elecciones generales anticipadas al 28 de abril implicaba que la campaña, que daría inicio el 13 de abril, debería convivir con el juicio del procés
. Y también era altamente probable que las elecciones previstas para el 26 de mayo se cruzaran en el camino.

Se trataba, hasta cierto punto, de una reedición de lo que había pasado en Andalucía, cuando la campaña de las 
elecciones autonómicas del 2 de diciembre de 2018 se cruzó en el camino del juicio de los ERE y coexistió con el mismo.

En los últimos tiempos, España pasaba por una larga fase política que bien se podría denominar «Estado judicial», por lo que aquella regla no escrita del Tribunal Supremo, según la cual dicha institución se abstenía de dictar sentencias o adoptar resoluciones que pudiesen interferir las campañas electorales, iba siendo cosa del pasado.

La celeridad con la que se había instruido la causa del procés —
con un instructor que pretendió escoger las piezas que más encajaban en su puzle, acudiendo al juzgado central de instrucción número 3 de la Audiencia Nacional y al juzgado de ins­­trucción número 13 de Barcelona— recomendaba introducir sosiego en la práctica de la prueba y, por tanto, se debería intentar llevar con normalidad las campañas electorales.

La idea de reproducir toda la prueba documental no era una apuesta baladí. El asunto de la violencia tipificaba el delito de rebelión, así como el alzamiento tumultuario lo hacía con el de sedición. En este caso, las imágenes valían más que las palabras. Hasta ese momento, las preguntas de la acusación habían girado en torno a si se preveían tensiones o hechos violentos, tanto para el 20 de septiembre de 2017 frente a la Consejería de Economía como en la votación del 1 de octubre. Pero lo que realmente importaba no era lo que podía haber ocurrido, sino lo que realmente pasó. No se trataba de reconstruir una conjetura —palabra muy utilizada por el magistrado Marchena para objetar preguntas de la Fiscalía o de la Abogacía del Estado—, sino enjuiciar los hechos realmente existentes.

Y aunque el delito de rebelión o sedición, por las elevadas penas solicitadas, estaba en el centro del juicio, tampoco el delito de malversación parecía ser, a la luz de las primeras testificales, el paseo militar que parecía desde Madrid.





Ser o no ser Trapero, esa era la cuestión

El comisario Emili Quevedo insiste en separar a los Mossos del Govern y recalcó la tarea imposible de impedir la votación

Ser o no ser. Esa es la cuestión. ¿Cuál es más digna acción del ánimo, sufrir los tiros penetrantes de la fortuna injusta u oponer los brazos a este torrente de calamidades, y darles fin con atrevida resistencia?

WILLIAM
 SHAKESPEARE
, Hamlet,
 acto III, escena I. Circa 1600.

Ya había sufrido el mayor Josep Lluís Trapero «los tiros penetrantes de la fortuna injusta»; ¿opondría su voz «a este torrente de calamidades en atrevida resistencia»?

En román paladino: ¿declararía como testigo, «asistido» de su letrada, el jueves 14 de marzo de 2019, a las cuatro de la tarde, en el Tribunal Supremo?

Si uno se alejaba de la primera fase del «torrente de calamidades» sucedidas en el juicio —lo que se ha llamado colgar la cabeza de turco de Trapero en el Supremo sin dejarle, arbitrariamente, sentarse en ese banquillo— y se acercaba al día 14, las declaraciones de los comisarios Manuel Castellví (incluyendo sus precisiones ante las defensas) y Emili Quevedo fueron el equivalente a una montaña rusa, al cabo de cuyas vueltas el Pancho Villa
 de la presunta rebelión catalana podría considerar que su declaración tenía más posibilidades de ayudarle que de perjudicarle. Al fin y al cabo, se estaban sentando las bases de la sentencia del tribunal superior, el Supremo, que sería, de hecho, el punto de partida del juicio por los mismos hechos en el tribunal inferior, la Audiencia Nacional, previsto para comenzar en enero de 2020.

El magistrado Llarena aceptó las peticiones de la defensa de Joaquim Forn durante el período de instrucción y citó a declarar como testigos a los comisarios Ferran López, Manuel 
Cas­tellví, Juan Carlos Molinero y Emili Quevedo. Pero denegó la comparecencia de Trapero por considerarla «exorbitante», es decir, «excesiva» o «exagerada», según el Diccionario
 de la RAE, y le confinó a la Audiencia Nacional.

Resulta que consideras a los Mossos d’Escuadra como la prueba del presunto delito de rebelión porque representan la amenaza potencial de 17.000 hombres armados, y vas y dices que sentarse en «tu» banquillo del Supremo es irrazonable o anormal. El tribunal de enjuiciamiento, por su parte, podría haberlo subsanado, pero rechazó acumular a Trapero y a los otros acusados en la Audiencia Nacional.

El trampantojo descrito por la Fiscalía, que hacía de los Mossos el brazo armado del referéndum —por activa o por pasiva, por acción u omisión, lo mismo daba—, se había desdibujado al aflorar detalles de la reunión del 28 de septiembre de 2017 por la tarde, a posteriori
 de la Junta de Seguridad de Cataluña.

Esa tarde, mientras el coronel Diego Pérez de los Cobos reunía a los responsables de la Guardia Civil, Ángel Gozalo, y de la Policía Nacional, Sebastián Trapote, el mayor Trapero urgía a su vez una reunión de los comisarios de los Mossos con Puigdemont. Acompañaban a Trapero los comisarios Ferran López, Castellví, Molinero y Quevedo. Si bien Pérez de los Cobos llamó por teléfono, varias veces, a López, el comisario no contestó. Por Gozalo se supo que después se enteraron de que esa tarde, desde temprano, Ferran López y los demás estaban reunidos en el Palau de la Generalitat.

Al día siguiente, 29 de septiembre, López mantuvo dos encuentros diferentes, uno más reducido y otro más amplio, con la cadena de mandos de los Mossos para explicarles las pautas de actuación conjunta con la Guardia Civil y la Policía.

¿Adónde llevaba todo esto? Según explicó el comisario de planificación Quevedo en su declaración, desde el 26 de septiembre Trapero realizó serios esfuerzos, sin éxito, para que Puigdemont evitara lo peor, ya que los Mossos tenían su plan y actuarían en consecuencia. Trapero creyó hasta el último momento que contaba con los efectivos necesarios, pero esa no era la idea que Quevedo le había transmitido. Para el comisario de planificación, impedir el referéndum exigía 30.000 o 
40.000 efectivos, es decir, los 7.850 Mossos previstos más los 6.000 refuerzos de la Guardia Civil y la Policía Nacional eran totalmente insuficientes.

Era el momento de que Trapero aclarara todavía más las cosas. Debía pensar en la sentencia y cuáles eran sus posibilidades de influir, si las tenía, en la imagen de los hechos que podía hacerse el tribunal, más allá de las caricaturas.





Trapero anticipó su defensa ante 
Los Siete Magníficos


Por obra del instructor Pablo Llarena, el mayor se vio obligado a defenderse en calidad de testigo en el juicio

En chats de jueces y magistrados, a los miembros del tribunal del procés
 se los conocía como Los Siete Magníficos,
 una ­alusión, consciente o no, a aquella película de Hollywood de 1960 en la que el sheriff
 reunía a un grupo de pistoleros para ayudar a un pequeño pueblo de la frontera con México contra un grupo de bandidos. Y finalmente a las 11:00 horas del jueves 14 de marzo, Josep Lluís Trapero comparecería en calidad de testigo a petición de la acusación popular de Vox y las defensas de Jordi Sànchez, Joaquim Forn y Jordi Cuixart. Ni la Fiscalía del Supremo ni la Abogacía del Estado lo habían pedido. Podría negarse a hacerlo, pero quienes le conocían bien aseguraban que no perdería la oportunidad de anticipar su defensa. Tenía más que ganar que de perder.

A esas alturas, Trapero ya había declarado tres veces, de forma más bien breve, ante la magistrada Lamela: el 6 y el 16 de octubre de 2017 y el 23 de febrero de 2018. Y aunque la magistrada envió a prisión a Jordi Sànchez y a Jordi Cuixart el 16 de octubre, dejó al mayor en libertad sin fianza, sin imponer la petición de 50.000 euros de la Fiscalía.

Tanto el coronel Diego Pérez de los Cobos como los atestados de la Guardia Civil en los que se había basado la instrucción señalaban a Trapero como la bestia negra o responsable del fracaso del dispositivo policial-judicial que debería haber impedido la votación del 1 de octubre, si bien Mariano Rajoy y Soraya ­Sáenz de Santamaría habían declarado que el referéndum no tuvo lugar. Era el responsable, afirmaban, de mantener hasta el final una operación clara y conscientemente diseñada para permitir la votación mediante las malas artes del disimulo.

Los Mossos deberían hacer como si

 impedían el referéndum, permitiendo, en realidad, su celebración. Por activa o por pasiva, los Mossos de Trapero representaban el mal y a los malos.

El comisario Ferran López, jefe de los Mossos desde la aplicación del artículo 155 de la Constitución, había declarado en calidad de testigo en la Audiencia Nacional y en el Tribunal Supremo, defendiendo la actuación del cuerpo en aquellas circunstancias. Los comisarios Manuel Castellví y, sobre todo, Emili Quevedo, junto con informaciones más precisas sobre la relación de los Mossos con la cúpula del Govern —como la reunión del 28 de septiembre por la tarde en el Palau de la Generalitat—, habían perfilado un cuadro que con su declaración podía completar Trapero.

La sentencia del Supremo estaba en marcha. Sería la «madre» de todas las sentencias relacionadas con los hechos del 20 de septiembre y el 1 de octubre de 2017, en la Audiencia Nacional, en la Audiencia Provincial de Barcelona —la causa que llevaba con casi 50 imputados el juzgado de instrucción número 13— y en el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña. Además de ser dictada por la cúspide de la justicia penal española —la Sala Segunda del Supremo—, sería también la primera en establecer los hechos probados y consagrar las calificaciones jurídicas y sus penas. Y serían esos hechos por los que responderían en su día Puigdemont y los demás consejeros declarados en rebeldía.





Trapero provocó un terremoto en el Supremo al repetir lo que ya declaró en la Audiencia Nacional

Los Mossos tenían el plan de detener a Puigdemont y al Govern el 27-O

La sesión del 14 de marzo fue la de mayor protagonismo e intervención del tribunal a través de su presidente, Manuel Marchena, del total de las 52 que duró el juicio oral.

El mayor Josep Lluís Trapero declaraba a solicitud de la acusación popular de Vox y las defensas de Joaquim Forn y de Jordi Sànchez y Jordi Cuixart.

Según el denominado perímetro Marchena
 —a saber, las instrucciones impartidas por el presidente sobre cómo deberían versar los interrogatorios—, la parte que citaba al testigo establecía el perímetro fuera del cual las otras partes, que no habían solicitado la testifical, debían abstenerse de preguntar. Todos, abogados, magistrados y juristas, coincidían en una cosa: era un interrogatorio made in
 Marchena, porque nunca se habían puesto en práctica tales limitaciones.

Y he aquí que el abogado de Vox, Javier Ortega Smith, no planteó a Trapero aquellas preguntas que podrían haber interesado a la Fiscalía; por ejemplo, ¿qué había pasado en las reuniones que mantuvieron los comisarios de los Mossos con el president
 de la Generalitat y otros miembros del Govern los días 26 y 28 de septiembre de 2018? Aquello, pues, que Trapero ya había declarado en la Audiencia Nacional.

El fiscal Javier Zaragoza intentó salirse del perímetro Marchena
 y preguntó a Trapero por ambas reuniones. El testigo respondió sin reticencias al fiscal, pero el abogado Jordi Pina le pasó un escrito a la abogada Judit Gené para Xavier Melero, abogado de Forn, que sí había estado presente en ambos encuentros.

«Disculpe, señor presidente —dijo Melero—. El tema es de indudable interés, pero a la vista de lo peticionado por la acusación popular que plantea la prueba, y a la vista de su interrogatorio, las preguntas del fiscal en este punto parece que desbordan el marco de la testifical».

Marchena pidió un receso de un par de minutos para consultar in situ,
 delante de la sala, con los seis miembros del tribunal a izquierda y a derecha tapándose los labios con la mano. Y, finalmente, aprovechó la hora de comer para anunciar una suspensión de dos horas, hasta las cuatro de la tarde.

Al reanudarse la sesión, Marchena comunicó la decisión: «La sala, para dar respuesta a la situación que había motivado con anterioridad el receso que se ha convertido en suspensión, quiere simplemente indicar que, tras deliberar todos sus integrantes y por unanimidad, ha adoptado una decisión. Simplemente, indicar que entiende que el hecho concreto de que esta pregunta o, mejor dicho, que este testigo, el señor Trapero, haya sido propuesto exclusivamente por la acusación popular, sitúa tanto al Ministerio Fiscal como a la Abogacía del Estado en los mismos límites que se derivan de la interpretación que venimos haciendo, y que por otra parte es constante en la jurisprudencia de esta sala del artículo 708 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. En consecuencia, la pregunta que se quiso introducir por el Ministerio Fiscal sobre aspectos relacionados con la reunión que tuvo el señor Trapero, o las dos reuniones a las que asistió, se considera que son preguntas que desbordan los límites de, digamos, el desarrollo de la prueba testifical, tal y como han sido planteados en esta prueba por quien disponía de ella, que era la acusación popular».

Tanta vacilación, solemnidad y deliberación en este asunto escondía una realidad: el presidente del tribunal tenía especial interés en conocer la versión de Trapero sobre dichas reuniones. Y no lo tenía difícil para satisfacer su deseo.

El fiscal Zaragoza no pensaba soltar a su presa y reformuló su interrogatorio. Preguntó a Trapero sobre si hubo avisos por escrito al Govern. El mayor empezó a responder y apuntó: «Y en la reunión…». Zaragoza aprovechó la brecha: «¿Qué 
reunión?», inquirió.

Pero Melero seguía la bola y observó: «¡La acusación se va por la puerta y entra por la ventana!».

Marchena volvió a avisar al fiscal. Zaragoza protestó, pero todavía hizo un último intento. «¿En alguna ocasión, antes, durante las reuniones que tuvieran, si las tuvieron…, con ­Puigdemont, dijo él que si se producía violencia el 1 de octubre declararían la independencia?». El fiscal no pudo acabar el enunciado. Marchena le retiró definitivamente la palabra.

La onda que provocó el terremoto llegó con Xavier Melero, abogado de Forn, quien preguntó, antes de poner fin a su interrogatorio, casi como quien no quiere la cosa, si el 27 de octubre de 2017, después de las declaraciones en el Parlament de Cataluña, se puso a disposición del fiscal superior de Cataluña, José María Romero de Tejada, y del presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña. «Usted y evidentemente el Cuerpo de Mossos d’Esquadra».

—El día 27 de octubre, el día de la declaración, yo llamo a la una y media o las dos al fiscal superior [Romero de Tejada] y al presidente del TSJC y les comento por teléfono que el Cuerpo está a disposición de ambos porque tuvimos conocimiento de lo que había sucedido en el Parlament y, aunque desconocíamos, digo personalmente, la trascendencia jurídica —qué era aquello y qué delitos podían haberse cometido—, creíamos que tenía cierta gravedad y nos poníamos a disposición del órgano judicial, especialmente por si ordenaban algún tipo de acción en ese sentido, acciones que, por cierto, teníamos previstas desde dos días antes.

—¿Acciones como cuáles?

—La detención del president
 y de los consellers,
 evidentemente si se nos ordenaba, de acuerdo con un dispositivo que habíamos preparado.

Pero ese terremoto no fue tal para Melero y las defensas. ¿Por qué? Porque el 23 de febrero de 2018 el mayor Josep Lluís Trapero había prestado su tercera declaración ante la magistrada Carmen Lamela en la Audiencia Nacional. Allí explicó los dos hechos que en esos momentos repetía en el Supremo y que cayeron como una bomba de racimo en el tribunal de enjuiciamiento:

1. Los Mossos tenían un plan días antes de la declaración de la independencia, el 27 de octubre de 2017, para detener al president
 Carles Puigdemont y a todo el Govern en caso de que tuviera lugar ese desenlace, como así ­ocurrió.

2. En dos reuniones celebradas el 26 y el 28 de septiembre de 2017 en el Palau de la Generalitat a solicitud de Trapero, los comisarios de los Mossos, con el mayor a la cabeza, explicaron que adoptarían las medidas policiales para cumplir el mandato judicial de la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, primero (26 de septiembre), y el de la juez Mercedes Armas (27 de septiembre) para impedir el referéndum ilegal.

Trapero, pues, estaba explicando al tribunal que todo el mecanismo de coordinación el 1-O voló por los aires ante la percepción anticipada de que el dispositivo de los tres Cuerpos (Mossos, Guardia Civil y Policía Nacional), fundido en un único operativo a partir del 27 de septiembre, pudiese impedir la votación de más de dos millones de personas el 1 de octubre.

El coronel de la Guardia Civil Diego Pérez de los Cobos, coordinador de la operación y de los tres Cuerpos, al confirmar que parte importante de los 2.239 centros de votación estaban ocupados desde días antes, no había acudido nuevamente a la juez Armas para actualizar las instrucciones de su auto del 27 de septiembre e intentar, a través de una nueva resolución judicial urgente, frustrar la votación in extremis
. Es decir, todos asumieron que la idea de evitar un nuevo ridículo al Gobierno de Mariano Rajoy —tras el vivido el 9 de noviembre de 2014— no podría conseguirse, tal como había encomendado el Ejecutivo.

Como ya habían manifestado otros miembros de los Mossos, Trapero narró ese jueves 14 de marzo que había solicitado una reunión a Carles Puigdemont para exponerle la posición de los Mossos ante el referéndum del 1-O, y su decisión como Cuerpo de impedir el referéndum ilegal. Tras su celebración el 26 de septiembre, el mayor y los comisarios no salieron conformes, habida cuenta de que el Govern seguiría adelante con la votación.

El día siguiente, 27 de septiembre, un nuevo hecho influyó en el ánimo de los comisarios, y es que la juez Mercedes Armas dictó un auto en el que cursaba instrucciones para impedir la votación. Trapero solicitó, pues, un segundo encuentro y pidió, además de la presencia de Puigdemont y Forn, la del vicepresident
 Oriol Junqueras y de la presidenta del Parlament, Carme Forcadell, que no fue convocada.

El 28 de septiembre, Trapero, Ferrán López, Manuel Castellví, Juan Carlos Molinero y Emili Quevedo explicaron que el 1-O podrían salir a la calle más de dos millones de personas y que 15.000 efectivos policiales no serían suficientes para impedir la votación, lo que plantearía problemas de orden público. Trapero citó los requerimientos del Tribunal Constitucional y el mandato de la juez Armas, y expresó su malestar con las declaraciones públicas de Forn que alentaban a ir a votar. Puigdemont se limitó a decir: «Hagan el trabajo que tengan que hacer».

El mayor también narró, en sus respuestas a Melero, que el 27 de octubre de 2017 llamó, cerca de la una o las dos de la tarde, al presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña (TSJC), Jesús Barrientos, y al fiscal superior, José María Romero de Tejada, para poner los Mossos a su disposición.

«Desconocíamos la trascendencia de lo que había ocurrido en el Parlament —explicó Trapero—, pero era un hecho de cierta gravedad. Por si había algún tipo de actuación… En ese sentido —precisó—, teníamos prevista la detención del president
 y los consejeros…».

Ya terminaba la declaración de Trapero. Olga Tubau, su letrada, comenzaba a recoger los papeles en los que había tomado notas.

Y Marchena no dejó pasar la ocasión. No podía resistirse a plantear a Trapero aquella pregunta que había prohibido a Javier Zaragoza.

—Mire, señor Trapero —dijo mientras jugueteaba con un bolígrafo en su mano derecha—, antes de marcharse… La Ley de Enjuiciamiento Criminal, en el artículo 708 en su párrafo segundo, dice textualmente que el presidente por sí o a excitación de cualquiera de los miembros del tribunal podrá 
dirigir a los testigos preguntas que estime conducentes a depurar los hechos sobre los que se declare. Usted ha declarado sobre una reunión que promueve a la que acuden responsables políticos, responsables de medios, vamos, de la fuerza que usted dirigía. Se habló también de la presencia del señor Castellví. Simplemente, es una pregunta encaminada a depurar esos hechos que han sido objeto de respuesta por su parte, exactamente qué preocupación motiva que usted convoque o que exprese el deseo de que esa reunión se produzca. ¿Qué mensaje quiere usted transmitir a esos responsables políticos y qué respuesta obtiene? Exclusivamente es eso.

—¿La reunión del 28? —pregunta Trapero.

—Sí. Ha hablado de dos reuniones. Exactamente, ¿qué es lo que motiva que usted tome la iniciativa?

—La del 26 de septiembre, junto con otros mandos, Juan Carlos Molinero y Ferran López, creo que esto lo he dicho, el president
 de la Generalitat y el conseller
 Forn. Bueno, nosotros habíamos recibido las instrucciones de la Fiscalía. Las estábamos comentando. Pido esa reunión al conseller
 Forn porque entiendo que se mantiene el posicionamiento del Gobierno de la Generalitat [de celebrar el referéndum], les decimos que el Cuerpo tiene que cumplir esas órdenes y les instamos al cumplimiento de la legalidad. No salimos de esa reunión especialmente satisfechos. Y la segunda, el 28, ya tuvo otro cariz porque habíamos recibido la orden de la juez Armas. Vemos que eso [el referéndum] no se estaba parando y hablo con los mandos, los comisarios superiores Molinero y Ferran López, y les propongo una reunión, que se la pedí a Forn. Eso pasa la tarde del 27 [el mismo día en que la juez Armas cursa su auto dando instrucciones para impedir la votación]. Les propongo que hay que dar una imagen de Cuerpo, de dónde se encuentra la cúpula del Cuerpo, para que no tengan [el Govern] ningún tipo de confusión. Están de acuerdo. Incorporamos también al comisario Quevedo, que no había podido venir a la del 26 de septiembre, y como uno de los temas era el de seguridad, también decidimos, creo que a instancias del comisario Molinero, que viniera el comisario Castellví. Llamo esa tarde-noche a Forn. Le digo: «Conseller,
 no estamos bien». A raíz de la reunión del día anterior, 26 de septiembre, tenemos 
la necesidad de trasladar una serie de mensajes como mandos del Cuerpo, y le pido una reunión formal con la presidenta del Parlament, con el president
 de la Generalitat y con el vicepresidente. Me dijo: «Te diré algo en cuanto pueda», y fue a las ocho de la mañana del 28 de septiembre, muy temprano. «Será hoy, pero te diré la hora más tarde». Cuando llegamos al Palau, no acudió la presidenta del Parlament. Desconozco si se lo dijeron. Nosotros transmitimos un mensaje, bueno, varios. Empecé diciendo que íbamos como cúpula del Cuerpo y les trasladamos nuestra preocupación por el orden público y la seguridad ciudadana, en el sentido de que iba a haber muy probablemente dos millones de personas en la calle y 15.000 policías, o 12.000, actuando, y que eso necesariamente iba a ocasionar, desde nuestro punto de vista, conflictos graves de orden público y de seguridad ciudadana. Les emplazamos al cumplimiento de la legalidad, de las órdenes judiciales; les dijimos que evidentemente nosotros las íbamos a cumplir, que no se equivocasen. Tenía importancia para nosotros la presencia de la presidenta del Parlament porque el emplazamiento a cumplir con la legalidad iba más allá del asunto del referéndum. Les dijimos que el Cuerpo de Mossos evidentemente no iba a quebrar nunca con la legalidad de la Constitución, que no acompañábamos el proyecto independentista, que estábamos molestos con las declaraciones que habían hecho algunos de los responsables políticos, del conseller
 Forn, pero especialmente de una que se había conocido esa misma mañana, creo que de Turull. Les dijimos que deberían ser conscientes de que habíamos sido notificados personalmente por el Tribunal Constitucional y, por tanto, se nos estaba colocando en una posición en la que podíamos correr riesgos personales. Creo que no me he dejado nada. Y en la exposición de Castellví, después de mi primera intervención, centro el tema en que en algunas zonas había unos cuarenta colegios en los que se podían concentrar personas o grupos con una actitud diferente de lo que se esperaba en la mayor parte de los colegios donde se desarrollaría el referéndum ilegal.

Trapero había terminado su respuesta.

Marchena miró a su derecha:

—La defensa del señor Forn o del señor Junqueras, ¿quieren 
hacer alguna pregunta, algún matiz, alguna pregunta?

Melero propuso al presidente preguntar: «¿Después de la exposición que efectuaron a los miembros del Govern obtuvieron a cambio alguna recriminación, reproche o directiva para orientar su actividad?».

Marchena formuló la pregunta: «¿Recibieron algún tipo de directiva en contra de lo que usted acaba de comentar?».

«“Hagan el trabajo que tengan que hacer”. Esa fue la respuesta del president
 Puigdemont», respondió Trapero.

Marchena ofreció la palabra a la defensa de Junqueras, que no hizo preguntas, y se dio por terminada la declaración.

Hacía semanas que la teoría de que los Mossos fueron el brazo armado de la rebelión/sedición se había desmoronado en el juicio, y Trapero le había dado el golpe de gracia con sus palabras.

Lo más grave era que la Fiscalía sabía que estas declaraciones estaban en la Audiencia Nacional desde el 23 de febrero de 2018 (y el contenido de las reuniones desde el 18 de diciembre de 2017, según un escrito de la abogada Olga Tubau en esa fecha) y había fingido desconocerlas.

La noticia, pues, de la sesión del jueves 14 de marzo fue que se había producido un terremoto… con unas informaciones que Trapero y su letrada aportaron a la Audiencia Nacional el 18 de diciembre de 2017. El escrito que había dirigido Trapero tanto al presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, Barrientos, como al fiscal superior, Romero de Tejada, era este:

Habiendo tenido conocimiento de la aprobación de la declaración de independencia por parte del Parlamento de Cataluña en la tarde del día de hoy, y desconociendo las consecuencias jurídicas de esta declaración y sobre quiénes pueden recaer, este Cuerpo policial se pone a disposición de este Tribunal Superior de Justicia de Cataluña para dar cumplimiento a las órdenes que en relación con estos hechos se puedan derivar. Del mismo modo, le comunico que el Cuerpo de Mossos continuará garantizando la seguridad ciudadana y el orden público en Cataluña.

A su vez, el 25 de octubre, el brazo derecho del mayor Trapero, el comisario Francisco Javier Gámez Martín, escribía a Ferran López recordándole —por indicación de Trapero— que 
debía presentar un documento con el «dispositivo policial» para cumplir las órdenes judiciales que se podrían recibir. Se refería así a la detención de Puigdemont y los miembros del Govern.
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Dame los hechos, yo te daré el derecho

La Fiscalía parecía justificarse más a sí misma que al delito de ­rebelión

La fase de declaraciones de los agentes de la Guardia Civil, en línea con el escrito de acusación de la Fiscalía del Tribunal Supremo, parecía ir más dirigida a justificar por qué el instructor y los fiscales habían acusado por el delito de rebelión que a fundamentar los elementos en los que se apoyaba la rebelión como tal. Los atestados y sus explicaciones no eran neutrales: estaban imbuidos por una militancia de larga duración a favor de la existencia de esa rebelión. Era la profecía autocumplida.

Parecía que en la instrucción no había funcionado el célebre aforismo latino de la práctica judicial: Da mihi factum, dabo tibi ius
. Es decir, «dame los hechos, que yo te daré el derecho».

Los agentes que participaron en la investigación del juzgado de instrucción número 13 de Barcelona —la «base», según escribió José María Macías, miembro de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, de la instrucción de Pablo Llarena en el Supremo— se dirigían hacia los acontecimientos con el Derecho —la calificación jurídica— en la frente. Los hechos tenían que encajar en el puzle predeterminado de la re­­belión.

En ese rompecabezas, los Mossos representaban la ficha del nuevo ejército de la república catalana en ciernes. Y era un hecho tan probado que, cuando la defensa del mayor Josep Lluís Trapero solicitó, el 18 de diciembre de 2017, una serie de diligencias para acreditar la conducta de los comisarios de los ­Mossos durante las reuniones del 26 y 28 de septiembre de 2017 en el Palau de la Generalitat ante Carles Puigdemont, Joaquim Forn y Oriol Junqueras, el fiscal de la Audiencia Nacional se limitó a impugnarlas con el argumento de que aquello que se decía no era relevante, aunque sí lo era lo que se 
hacía. La magistrada Carmen Lamela las denegó porque no eran necesarias para acreditar los indicios ya existentes. Y la Sala de lo Penal confirmó ese rechazo. Sin embargo, la narración de esos hechos provocó un terremoto en el Tribunal Supremo.

Cuando te quieres quitar de encima una diligencia, todo se remite a sugerir un lugar común: el plenario del juicio oral.

La teoría de que los Mossos habían sido el ejército al servicio de Puigdemont volvió a la sala del juicio después de testificar Trapero y los Mossos. El agente de la Guardia Civil que examinó el documento Enfocats
 y la agenda Moleskine
 de Josep Maria Jové explicó que en la agenda se hablaba de los Mossos d’Esquadra como una estructura de Estado. Aunque, en realidad, lo único que aparecía escrito en las notas de Jové era una referencia a la «situación Berga/informes mossos por actos concretos… MHP [Muy Honorable President], Los Mossos harán siempre lo que digan los jueces. No habrá ninguna orden del D. [epartamento de Interior]».

¿No parece esto más una prueba de descargo que de cargo contra los Mossos al servicio del Govern de la Generalitat? ¿Y por qué los agentes de la Guardia Civil lo usaban como un indicio incriminatorio contra la Policía autonómica?

Xavier Melero, abogado de Joaquim Forn, preguntó al agente si no «recordaba» ese hecho; es decir, le hizo ver que su análisis pasaba por alto el único punto referido a los Mossos en las notas examinadas.

El agente respondió que no recordaba. Pero ¿cómo no recordar la única referencia a los Mossos? ¿No sería más cierto que se había olvidado porque iba en contra de la tesis de la rebelión?

El tribunal había hecho un uso muy limitado de su capacidad para aclarar matices y afirmaciones. La más relevante, precisamente porque fue una excepción, había sido la pregunta del presidente Manuel Marchena al mayor Trapero sobre las reuniones del 26 y 28 de septiembre de 2017 en el Palau de la Generalitat.

Pero ¿por qué el tribunal no ejercitaba una conducta más proactiva en el esclarecimiento de las situaciones descritas? ¿Por qué separar la prueba documental de la testifical? ¿Por qué no alternar testigos y vídeos y documentos en tiempo real?

Las prisas son malas consejeras, suele decirse, y en este juicio debería prevalecer lo que fuera mejor y más eficaz para saber lo que sucedió verdaderamente.





El fin del juicio, para julio, y la sentencia, en septiembre-octubre

En abril, excepto el lunes de Pascua, se volvería a tres sesiones semanales

A la luz de la cantidad de testigos que aún debían declarar y a falta de presentar las pruebas documental y pericial, el juicio del procés
 se extendería, según cálculos informales realizados por la Secretaría de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, hasta el mes de junio, incluso en la hipótesis de que las partes pactasen renunciar a los testigos, cosa que no ocurriría más allá de en casos puntuales. En el mes de abril se volverían a celebrar tres sesiones por semana: martes, miércoles y jueves. Con una excepción: la sesión del lunes de Pascua, 22 de abril.

La prolongación del juicio tampoco era una sorpresa, vista la cantidad de pruebas que el tribunal de enjuiciamiento había admitido. El juicio debería avanzar en medio de dos procesos electorales, las generales «sobrevenidas» del 28 de abril, y las municipales, gran parte de las autonómicas y las europeas previstas para el 26 de mayo. Se trataba de la «nueva normalidad española», donde se cruzaban los acontecimientos judiciales y políticos.

Mientras tanto, las declaraciones de agentes de la Guardia Civil en calidad de testigos iban dejando caer la lluvia fina de la existencia de «odio» y «actos violentos» durante el 1 de octubre, una lluvia a través de la cual los fiscales giraban sus rostros hacia el tribunal para comprobar sus reacciones, si gesticulaban o tomaban notas, que era una manera de calibrar el efecto de los interrogatorios.

Los agentes, empero, daban algunas pistas relevantes sobre la operación policial del 1-O. La explicación ofrecida por quien fuera su coordinador, el coronel Diego Pérez de los Cobos, y del jefe del Cuerpo Nacional de Policía, Sebastián Trapote, era que la intervención de esas fuerzas tuvo lugar por la defección de 
los Mossos d‘Esquadra el mismo domingo 1-O. Sin embargo, uno de los agentes admitió que los briefings
 convocados por la ­Guardia Civil tuvieron lugar el día anterior, el sábado 30 de septiembre.

La tesis del abogado defensor de Joaquim Forn parecía abrirse camino. Cuando Xavier Melero preguntó al sargento primero G3722B si conocía la instrucción cursada por la Secretaría de Estado de Interior, la 4/2017, según la cual en caso de concentraciones importantes de personas era necesario solicitar auxilio a la Policía autonómica catalana, y señalaba que era necesario salvaguardar la seguridad de policías y personas atendiendo a la convivencia ciudadana, el agente dijo desconocer dicha instrucción y señaló que el 30 de septiembre había participado en una reunión de trabajo —el briefing—
 en la que se les explicaron las pautas de actuación para el día siguiente.

Por tanto, ni la Guardia Civil y ni Policía Nacional habían actuado de forma improvisada frente a la pasividad o la colaboración encubierta de los Mossos con la votación, lo que habría precipitado, según la versión de Pérez de los Cobos, la irrupción de las fuerzas procedentes de Madrid.

Esa intervención fue planificada de manera preventiva, y la previsión era que los Mossos se situarían junto a las fuerzas del referéndum. La idea de que el contingente de 6.000 efectivos que se trasladaron el 20 de septiembre a Cataluña ya tenía previsto actuar de la manera que lo hicieron llevó a Melero a preguntar al secretario de Estado de Seguridad, José Antonio Nieto, el 4 de marzo de 2019, por los resultados. Es decir, si aun rebajando las cifras de daños a la mitad (400 heridos entre los votantes, 90 policías lesionados y 100 centros cerrados) había merecido la pena.

Nieto afirmó que sí porque de ese modo se había logrado evitar la imagen de que el referéndum tuvo lugar. Eso fue lo que Mariano Rajoy declaró el 1-O. Solo tenía validez lo que la Junta Electoral había dictaminado: no hubo referéndum.





Treinta y ocho días que conmovieron al mundo

«El período insurreccional en Cataluña», según el teniente coronel Baena

El escritor norteamericano John Reed escribió Diez días que conmovieron al mundo,
 la obra en la que se basó el director de cine Sergei Eisenstein para rodar Octubre,
 la película sobre la revolución rusa, y para quien el libro del escritor norteamericano era «la intromisión de la mirada móvil, secreta y ubicua en el mismo núcleo de los hechos».

Daniel Baena, teniente coronel de la Guardia Civil a quien, bajo el nombre de Tácito,
 se había considerado usuario de la cuenta red@maquiavelo1984, vehículo de mensajes contra el independentismo —circunstancia que él negaba—, había sido responsable de los atestados de la Guardia Civil en la instrucción de la causa del procés
 para los jueces Juan Antonio Ramírez Sunyer, titular del juzgado de instrucción número 13 de Barcelona, Carmen Lamela, a cargo del juzgado central de instrucción número 3 de la Audiencia Nacional y, finalmente, para el magistrado Pablo Llarena en la Sala Segunda del Tribunal Supremo.

Baena estaba convencido de que Cataluña vivió «un período insurreccional» de treinta y ocho días entre el 20 de septiembre y el 27 de octubre de 2017, la noche que el Senado aprobó la aplicación del artículo 155 de la Constitución. Y desde primeros de noviembre de 2015 se había dedicado en cuerpo y alma a armar el puzle de lo que él consideraba una futura e inevitable insurrección.

Cuatro días antes de que el lunes 9 de noviembre de 2015 el Parlament aprobase la declaración para iniciar el proceso de desconexión, es decir, el proceso de independencia y constituyente de un nuevo Estado para Cataluña, el fiscal jefe de la Audiencia Nacional, Javier Zaragoza, enviaba, según se ha 
dejado constancia, a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y a los Mossos un escrito de instrucciones.

Eso fue el 5 de noviembre de 2015. Ya se daba por hecho en la citada instrucción que el Tribunal Constitucional suspendería esa declaración, tal como sucedió el 11 de noviembre. En su escrito de instrucciones, el fiscal jefe de la Audiencia Nacional defendía la competencia de dicho tribunal para enjuiciar delitos contra la forma de gobierno, entre los que se incluían los de rebelión y sedición.

«La Audiencia Nacional podría ejercer su competencia en este caso, si se ejecutan actos constitutivos de rebelión y sedición, cuando la finalidad o el propósito de los mismos sea cambiar ilegalmente la organización territorial del Estado y declarar la independencia de una parte del territorio nacional, en el caso en cuestión, de la Comunidad Autónoma de Cataluña», seña­­laba.

Y Baena fue uno de los que comenzó a trabajar en la aplicación de esas instrucciones cuando algunos ayuntamientos expresaron su solidaridad con la declaración del Parlament.

Un detalle sugerente. Durante el interrogatorio de Baena, habría sido lógico que quien estuviera en el estrado fuera de la acusación, el fiscal Zaragoza, pero no fue así. El interrogatorio lo condujo Consuelo Madrigal, quien preguntó a Baena cuándo comenzó a investigar los hechos.

He aquí la respuesta:

«El fiscal jefe de la Audiencia Nacional ordena a los tres cuerpos policiales, a raíz del inicio del proceso de soberanía, y se habla allí, en aquella orden, ya en noviembre de 2015, de posibles delitos de sedición, rebelión y malversación. El fiscal nos abre la puerta a investigar la inversión de dinero público en estructuras de Estado para cuando el Estado de Cataluña fuera independiente». Baena, cuidadoso, no dice quién era el fiscal jefe de la Fiscalía de la Audiencia Nacional.

¡Bingo! ¿Por haber trabajado en aquellos días de 2015, entre otros Cuerpos de Seguridad, con la instrucción recibida del fiscal Zaragoza quizá la Fiscalía consideró inoportuno que fuera Zaragoza quien hiciera el interrogatorio? Y, sin embargo, ¿quién mejor que Zaragoza para hacer las preguntas a Baena?

Blanco y en botella. Zaragoza habría sido el fiscal perfecto 
para interrogarle… si Baena no hubiese estado bajo sus órdenes. La Fiscalía, pues, prefirió que Zaragoza hiciera mutis por el foro.

Baena prosiguió:

«Lo que primero hacemos es, eminentemente, una investigación económica, recopilar contratos, contrataciones, contrato marco, ver por qué se está utilizando ese dinero público. Este es el primer objetivo. Evidentemente, no vamos buscando sediciosos, sino que tratamos la malversación y, escuche, quizá vemos algunas diligencias. Nosotros no investigamos el Pacto Nacional por el Referéndum, ni ninguna entidad social. Investigamos personas que hacen cosas, no entidades».

El relato aportado por Baena, quien subrayó la existencia de un «clima insurreccional» en Cataluña y lo que él consideraba el desarrollo de un inevitable conflicto con el Estado, no ilustró, empero, sobre la violencia insurreccional, presupuesto, por así decirlo, del delito de rebelión. Durante el «período insurreccional» que se abrió, según Baena, con la concentración del 20 de septiembre de 2017 frente a la Consejería de Economía y terminó el 27 de octubre, el teniente coronel no promovió la necesidad de intervención de la fuerza policial para desalojar a la «masa», por ejemplo, ese mismo 20 de septiembre. Lo estudió, según había admitido, pero decidió que no era necesaria, aunque contaba con la autorización judicial para hacerlo.

Sin embargo, apuntó: «Aquí [el 20-S] el clima que se vivía, ya que yo diseñaba muchos de los dispositivos de la Policía judicial, de acciones que teníamos que hacer, era un clima que podíamos calificar, de acuerdo con los objetivos, con el número de acciones, con la extensión donde se producían, de claramente insurreccional. El período insurreccional fue del 20 de septiembre hasta la aplicación del 155».

«Aquellos días, los policías que tuviéramos un mínimo de responsabilidad sabíamos que, en esa situación, cualquier incidente pequeño podía derivar en una escalada incontrolable, y afortunadamente no fue así. Pero que no fuese así no quiere decir que las circunstancias y la sensación que teníamos los tres cuerpos policiales de que aquello era un polvorín es 
incuestionable», prosiguió.

Donde Baena no pudo reprimir su euforia fue en la explicación de las pruebas de cargo:

«Nos quedamos ciegos de corroboración con la agenda y después con el documento Enfocats
. En el despacho del señor Lluís Salvadó [entonces secretario de Hacienda de la Generalitat], se encontraron una serie de medidas para implementar el día 2 de octubre, que era cuando se declararía la independencia. Tanto es así que, cuando esto sucede, el Parlament ordena al Govern aplicar una serie de medidas —creo que son catorce— que coinciden con las que tenía Salvadó en su despacho: agencia tributaria catalana, agencia de ciberseguridad, DNI, fronteras… Toda aquella infraestructura básica para que un Estado sea autosuficiente en el momento de la desconexión. Porque la clave de todo era la desconexión».

El teniente coronel no culpó a Oriol Junqueras, Raül Romeva o Jordi Sànchez por haber hecho llamamientos a cometer acciones violentas. Describió, eso sí, tensión en las casas cuartel donde se alojaban las familias de los guardias civiles, «asedios» y «escraches».

Mientras se desarrollaba la declaración de Baena, el presidente Manuel Marchena interrumpió varias veces, sobre todo a las defensas, para quitar hierro al empeño de escarbar en lo que decía el autor y supervisor de los atestados. «No los vamos a tener en cuenta, valen para lo que valen», dijo. Uno no se resistía a preguntarse qué pensaría Baena al escuchar esas palabras del presidente del tribunal. O cuando Marchena apostilló: «Tuvieron su sentido cuando lo tuvieron, sirvieron para ese trabajo…».

En efecto: los atestados tuvieron su sentido para la instrucción exprés
 de Pablo Llarena y de los fiscales del Supremo. ¿Qué sería del escrito de acusación sin ellos?

Cuando la letrada Ana Bernaola, colaboradora del letrado Jordi Pina, señaló que una afirmación sobre Jordi Sànchez formulada por Baena en la sala no aparecía en el atestado, Marchena apostilló: «Es más sano que se diga aquí que esté en el atestado, desde el punto de vista procesal».

Pues eso, ¿qué pensaría el teniente coronel? Porque sus atestados, que, según Marchena, valían para lo que valían, 
sirvieron para la instrucción sumarísima del instructor Pablo Llarena.

Habían servido, pues, para mucho.





María José Segarra versus

 Consuelo Castro

¿Qué calificación iba ganando? ¿La de la fiscal general del Estado o la de la abogada general del Estado?

A esas alturas del juicio, después de la declaración testifical del autor y supervisor de los atestados de la Guardia Civil, el teniente coronel Daniel Baena, y la de distintos agentes del Cuerpo, la pregunta que viene a la cabeza es esta: ¿qué acusación iba ganando la batalla en el juicio del procés,
 la rebelión de la fiscal general del Estado, María José Segarra, o la de sedición de la abogada general del Estado, Consuelo Castro?

Pero ¿se podía hablar de «la calificación de María José Segarra»? ¿Reflejaba la calificación de rebelión el convencimiento de la actual fiscal general del Estado?

María José Segarra tomó posesión del cargo el 4 de julio de 2018 y fuentes judiciales señalaban que para esas fechas «todo el pescado estaba vendido» en lo que se refería a la calificación jurídica de los acontecimientos del procés.
 Desde el inicio de la instrucción, los cuatro fiscales —Consuelo Madrigal, Javier Zaragoza, Fidel Cadena y Jaime Moreno— habían cerrado filas en cuanto a que los hechos se incardinaban en el delito de rebelión.

Ese frente único se sometió a una prueba inesperada el 20 de marzo de 2018, cuando el entonces fiscal general del Estado, Julián Sánchez Melgar, sugirió que en la vista de la Sala de Recursos sería conveniente proponer la libertad de Joaquim Forn, o no oponerse a ella, como respuesta a la solicitud de excarcelación solicitada por el que entonces era su abogado, Cristóbal Martell. El fiscal Fidel Cadena, que recibió la sugerencia de Sánchez Melgar, planteó en la vista que proponía la libertad por imperativo legal, es decir, por instrucciones de su superior jerárquico. Era un pésimo mensaje para la Sala de Recursos encargada de resolver la petición de libertad que 
hablaba mucho del ambiente que existía en la Fiscalía. Y un golpe bajo inesperado para el fiscal general del Estado.

Por su parte, la acusación popular de Vox había solicitado mantener la prisión provisional para Forn, y esta fue la opción por la que finalmente se decantó la Sala de Recursos, que no advirtió una justificación de la libertad por parte de Cadena.

El hecho sirvió para hacer más indestructible la piña, si cabía, de los cuatro fiscales en torno a la calificación de rebelión. Aparte de la prisión provisional, ese delito implicaba otra medida: la aplicación del artículo 384 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que suspendía a los acusados de su condición de diputados del Parlament, una vez que el auto de procesamiento del instructor Llarena adquiriese firmeza.

Y aunque la nueva fiscal general Segarra tuviese sus dudas sobre la calificación, algunas fuentes jurídicas señalaban que comprendió de entrada algo evidente: era muy difícil que una fiscal que procedía de la Fiscalía de Sevilla abriera el melón frente a cuatro fiscales de Sala —generales de división de la carrera— que habían participado en la instrucción y que, además, aquilataban una experiencia en posiciones muy relevantes durante su trayectoria.

Es más: apenas aterrizó, recibió el mensaje. Sería rebelión o rebelión. La sola hipótesis de plantear una calificación alternativa en el escrito de acusación fue rechazada de plano, en consultas informales o intercambios, porque, se dijo, no sin razón, que sería interpretado como una admisión de debilidad e inseguridad. En todo caso, siempre habría tiempo para introducir teóricamente esa posibilidad en las conclusiones definitivas, pero por aquella época los fiscales estaban seguros de que Marchena estaba con ellos.

Por el lado de la Abogacía General del Estado, en cambio, la situación fue diferente. Consuelo Castro tomó posesión de su cargo más tarde que la fiscal general Segarra, el 5 de septiembre de 2018.

En principio, el Gobierno de Mariano Rajoy había solicitado la personación en la causa del procés
 solamente por el delito de malversación, y durante la instrucción tampoco el entonces abogado del Estado, Edmundo Bal Francés, intervino especialmente —más allá de formular alguna pregunta— para 
determinar el perfil de los hechos, es decir, si se podían traducir en una calificación de rebelión o sedición.

La ministra de Justicia, Dolores Delgado, consideró que la tipicidad del delito de rebelión exigía el alzamiento violento, tal como reza la ley, y desde un principio, según esas fuentes, no identificó esa violencia, o una intensidad superior a desórdenes públicos y tumultuarios en los hechos que se iban a enjuiciar. La abogada general del Estado, Consuelo Castro, estaba de acuerdo con la ministra. Calificaría, pues, por sedición.

¿Cuál era la carta de triunfo del instructor Llarena y de la Fiscalía del Tribunal Supremo? Los informes del teniente coronel Baena. Sin embargo, dichos atestados, según había señalado el presidente del tribunal, «sirvieron para lo que sirvieron» —es decir, para procesar— y no se tendrían en cuenta para la sentencia, porque esta se basaría en lo que se hubiera escuchado en el plenario.

Daba toda la impresión de que, mira por dónde, Dolores Delgado y Consuelo Castro iban ganando claramente el partido a María José Segarra, aunque no fuera del todo justo atribuir a la fiscal general del Estado la apuesta por el delito de rebelión al ciento por ciento.





La sentencia del procés,

 modelo para armar

El delito de sedición, clave en el desenlace

La idea que transmitía la querella presentada por la Fiscalía General del Estado el 30 de octubre de 2017 era que en ella se planteaba casi exclusivamente el delito de rebelión. Pero se trataba de una idea errónea. Ni el entonces fiscal general, José Manuel Maza, ni la Sala de Admisión del Tribunal Supremo consagraron esa pretendida exclusividad a la rebelión. Fue el magistrado instructor, Pablo Llarena, y los cuatro fiscales del Supremo quienes optaron por esa «exclusiva».

Y volver a las fuentes aportaba, según la opinión de algunos magistrados consultados, algunas pistas para armar la sentencia del juicio del procés.
 La querella firmada por Maza según esas fuentes había sido el resultado de un trabajo a varias manos. A lo largo de más de cien páginas, desarrollaba la historia del procés
 y subrayaba: «Debe concluirse que los días previos y posteriores al de la celebración del referéndum, y desde luego, el mismo día 1 de octubre de 2017, constituyeron una insurrección, un levantamiento violento alentado por los querellados, en el que el sector de la población partidario de la secesión, enardecida por sus dirigentes, desobedeció públicamente y mostró su resistencia colectiva a la autoridad legítima del Estado, tratando de impedir por la fuerza el cumplimiento de las resoluciones judiciales mediante una actuación propiciada e impulsada por los querellados, para la preparación y celebración del referéndum, y la consiguiente consagración de Cataluña como una república independiente».

Pero, en la página 108, apuntaba: «En todo caso, de entenderse que algún elemento del delito de rebelión no concurre en los hechos objetos de esta querella, estos serían constitutivos de un delito de sedición».

Sin embargo, el límite no estaba en ese delito. «De otra parte, 
debe tenerse en cuenta también que el artículo 477 del Código Penal castiga la provocación, la conspiración y la proposición para cometer el delito de rebelión, extendiendo así la intervención penal a los actos preparatorios. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 548, el precepto es igualmente aplicable al delito de sedición».

La Sala de Admisión del Tribunal admitió la querella a trámite el 31 de octubre de 2017, señalando que «será a lo largo de la instrucción cuando los hechos imputados, a la vista de las diligencias de investigación acordadas por el instructor, confirmen o desmientan la realidad. Y será entonces cuando pueda precisarse —en el primero de los casos— si esos actos son susceptibles de integrar las exigencias del tipo previsto en el artículo 472 del Código Penal, o, por el contrario, han de ser subsumidos en los artículos 477 y 17.1, que castigan la conspiración para la rebelión, delito en el que, por definición, los elementos del tipo proyectado no llegan a tener realidad, al no superar los conspiradores la fase propiamente preparatoria».

Las penas en la provocación, conspiración y proposición para la rebelión y la sedición serían castigadas con uno o dos grados menos respecto a las respectivamente previstas (inhabilitación aparte), pero no dejarían de ser relevantes, especialmente para el Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

Muy a su pesar, el Tribunal del Supremo ya había to­mado la temperatura europea a través de los tribunales de Schleswig-Holstein (Alemania) y de Bruselas (Bélgica), que habían hecho públicos respectivos posicionamientos respecto a las solicitudes de extradición, la primera de ellas rechazada por cuestiones de fondo (Carles Puigdemont, en el caso de rebelión) y la otra por defectos de forma (Puigdemont, Toni Comín, Lluís Puig y Meritxell Serret). Todo ello condujo al instructor Llarena a retirar todas las euroórdenes en julio de 2018, con el respaldo de Marchena.

Por otra parte, era predecible que el presidente del tribunal, Manuel Marchena, buscaría una sentencia de Estado,
 es decir, por unanimidad, sin votos particulares. Por tanto, la pena sería decisiva. Una pena compatible con su acogida «razonable» ––sin alimentar el escándalo— en la Unión Europea.

Para reducir esa pena en hasta dos grados, era preciso abrir la puerta prevista de la conspiración, tanto en la querella de Maza como en el auto de admisión, y fuentes jurídicas apuntaban a que Marchena, como ponente en esa Sala de Admisión, había dejado abiertas todas las posibilidades: rebelión, sedición, conspiración para la rebelión.

La conspiración para la rebelión (artículo 477 del Código Penal) podría rebajar las penas máximas a siete años de prisión. Lo que, a su vez, en aplicación del reglamento penitenciario (artículo 100.2), facilitaría, descontando dos años de prisión provisional, obtener enseguida el tercer grado y permisos de salida al cumplir una cuarta parte de la condena, manteniendo, por supuesto, la pena de inhabilitación.

Aunque la sedición sería, según las mismas fuentes, una sentencia fácil de armar, planteaba un doble problema: considerar como delito independiente el de malversación, lo que elevaría la pena, y dejar sin justificar la aplicación del artículo 384 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que condujo a suspender a los diputados en el Parlament de acuerdo con la acusación de re­­­belión agravada.

La conspiración para la rebelión mataría los dos pájaros de un tiro: el delito de malversación (dentro del delito de rebelión) y la suspensión de los diputados dictada al amparo del delito de rebelión.

Pero había dos problemas para condenar por conspiración para la rebelión: exigía el requisito de un plan violento y desde el punto de vista procesal ninguna de las acusaciones había incluido ese delito en sus escritos.

Condenar por conspiración para la rebelión podía suponer, aun siendo un delito de la familia de la rebelión, vulnerar el principio acusatorio. Es decir: los acusados no habían podido defenderse frente a este delito.





Esperando a Ferran, la «apuesta del 155»

«En ningún caso se simuló el dispositivo para hacer creer que se cumplía el mandato judicial», declaró Ferran López ante el juez Llarena el 26 de febrero de 2018

«Hubo casos de obstaculización entre nosotros y la Guardia Civil, pero en la mayoría fue de pasividad. Tenían instrucciones de que se apartaran, de no colaborar», declaró el comisario jefe de la brigada de información de la Jefatura de Policía de Catalunya, Juan Manuel Quintela, al describir la conducta permisiva de los Mossos d’Esquadra el 1 de octubre de 2017. Estas afirmaciones deberían haber sido replicadas en la sala del juicio por el comisario de los Mossos, Ferran López, el número dos del mayor Josep Lluís Trapero durante aquellos días… y el hombre al que el ministro del Interior, Juan Ignacio Zoido, nombró en la madrugada del 27 al 28 de octubre de 2017, con la aplicación del artículo 155 de la Constitución en caliente, jefe de los ­­Mossos en sustitución del defenestrado Trapero.

Pero no, ¿qué estamos diciendo? Ferran López aportó en diferido
 su respuesta al comisario Quintela cuando, el 26 de febrero de 2018, declaró ante el magistrado instructor, Pablo Llarena, en el Tribunal Supremo. Antes, el viernes 23 de febrero, había prestado declaración testifical ante la magistrada Carmen Lamela, titular del juzgado central de instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

López, el hombre que trabajó codo con codo con al coronel de la Guardia Civil Diego Pérez de los Cobos a partir del 25 de septiembre, rechazó, ante las preguntas de la Fiscalía, hacer una descripción parecida a la que había hecho el comisario Quintela. En aquella declaración estuvieron presentes la fiscal Consuelo Madrigal y el fiscal Jaime Moreno. En la de López, Javier Zaragoza sustituyó a Madrigal.

En aquellos días de febrero de 2018, López ya llevaba cuatro meses como jefe de los Mossos. Y explicó que todas las 
decisiones adoptadas en aquellas jornadas, incluyendo el dispositivo del 1-O, fueron de carácter colegiado.

«Que cuando dice colegiado quiere decir que las decisiones se tomaban de acuerdo entre sus miembros, aunque el cuerpo de Mossos sea jerarquizado…», se puede leer en su declaración ante el magistrado Llarena. Y añadió: «Que cuando el plan presentado pareció insuficiente se incrementó en cerca de 700 agentes más el operativo. Que al declarante el plan le parecía suficiente, hicieron lo que podían hacer con los efectivos con los que contaban».

López, a preguntas de los fiscales, insistió: «En ningún caso se simuló el dispositivo para hacer creer que se estaba cumpliendo el mandato judicial».

También se abordó en aquella declaración el contenido de las reuniones en el Palau de la Generalitat, los días 26 y 28 de septiembre de 2017, con el president
 Puigdemont y Joaquim Forn en la primera, y con ellos dos y Oriol Junqueras en la segunda. En estos encuentros, Trapero y los comisarios transmitieron que no había por parte de los Mossos «connivencia en la preparación del referéndum» y que «tenían una resolución judicial que les vinculaba, y que las declaraciones [del consejero Joaquim Forn] les colocaba en una posición que les incomodaba».

Todos los argumentos expuestos el 2 de abril en el plenario del juicio oral fueron, precisamente, abordados en aquella declaración. Por ejemplo, las afirmaciones del comisario Quintela sobre el marcaje de los Mossos a miembros de la Guardia Civil y la Policía Nacional.

«Que no es cierto —declaró López entonces— que se dieran instrucciones para hacer seguimientos a los cuerpos policiales el día 1 de octubre, pero sí es preceptivo que los Mossos, en ese centro de votación, informen de la llegada de agentes de Policía y Guardia Civil».

Ferran López también tuvo que responder a preguntas de carácter personal que le formuló el letrado Javier Ortega Smith, por la acusación popular de Vox.

«Que el declarante no votó el 1 de octubre, estuvo en el Centro de Coordinación desde las cuatro de la mañana, y, además, no hubiera votado porque estaba prohibido», rezaba 
su declaración ante el magistrado Llarena el 26 de febrero de 2019.





«Si hay incidentes el 1-O, declararé la independencia»

El comisario Ferran López aseguró que Puigdemont lo dijo en la reunión del 28 de septiembre de 2017

Cuando parecía que las declaraciones sobre la reunión de los comisarios de los Mossos d’Esquadra con Puigdemont, Junqueras y Forn del 28 de septiembre de 2017 ya no iba a deparar sorpresas, llegó, el 3 de abril de 2019, el testigo comisario Ferran López, jefe de los Mossos hasta el 14 de junio de 2018, y soltó una bomba. Llevaba una hora de declaración, había ratificado lo que ya declaró en la instrucción, es decir, que los Mossos no simularon un dispositivo para facilitar la votación, y ofreció una versión diametralmente opuesta a la del coronel Pérez de los Cobos sobre la jornada del 1-O y las relaciones entre los Mossos y las otras Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

López señaló que los Mossos nada tenían que ver con las posiciones del independentismo. Al contrario, subrayó que los dirigentes políticos dejaron en «desamparo» al Cuerpo.

«Nos encaminábamos a escenarios de severas dificultades; estaban avisados, pero se quiso transitar por ese camino. No descubrimos nada, les dijimos que era más que seguro que el 1 de octubre habría incidentes, la naturaleza de los cuales desconocíamos, no sabíamos si serían organizados», relató López sobre la reunión del 28 de septiembre.

Y siguió: «El clima de tensión y polarización de los dos bandos llevaba a una situación crítica. Preveíamos alta movilización y resistencia pasiva, pero con elementos altamente inestables [posibles enfrentamientos en los centros de votación con la Policía]. Cuando hay mucha temperatura, poca humedad y mucho viento, un incendio es más que probable… Informamos a los políticos de que habría confrontación y que era evidente y seguro que de una forma u 
otra habría incidentes el 1-O».

Asimismo separó al cuerpo policial del Gobierno independendista: «Los Mossos d’Esquadra nunca colaboraron con la preparación, organización o ejecución del referéndum». Pero dejó claro que, a pesar de sus discrepancias con algunas declaraciones del exconsejero Forn, en las que daba a entender que los Mossos facilitarían el referéndum, nunca recibió instrucciones del extitular de Interior para facilitar la votación. «Forn nunca pidió nada a la Jefatura de la Policía, pero le dijimos que lo que había dicho era un error porque proyectaba una posición de los Mossos que no era la correcta, y nos colocaba en una situación que no era en la que realmente estábamos instalados».

Y en un momento dado de la declaración, sobre las 11:00 horas, narró la reunión de 28 de septiembre de 2017 en el Palau de la Generalitat y la respuesta del entonces president
 Puigdemont:

«Si se produce este escenario [incidentes y disturbios entre votantes y policías], yo declaro inmediatamente la independencia», contestó.

El fiscal Javier Zaragoza, frustrado con su interrogatorio de Trapero, no podía estar más sorprendido. López se lo había puesto fácil.

—¿Así lo dijo?

—Así lo recuerdo perfectamente —replicó López—. Es difícil de olvidar. No supe si era una boutade
 o una expresión que obedecía a nada —añadió.

Antes del receso para el almuerzo, Xavier Melero propuso al tribunal practicar la diligencia de careo prevista por la Ley de Enjuiciamiento Criminal entre el imputado Ferran López y el testigo Pérez de los Cobos. El tribunal avanzó que analizaría la iniciativa, pero, después del receso, Manuel Marchena anunció que resolverían más adelante sobre ello, habida cuenta de que quedaba mucho juicio por recorrer.

La diligencia de careo es un recurso para averiguar quién dice verdad, aunque cada vez se utiliza menos. Técnicamente, las versiones de Pérez de los Cobos y López merecían un careo, incluso con la dificultad que implicaba que el primero era tes­tigo con obligación de decir verdad, y el segundo, imputado —
aunque en otro procedimiento—, con el derecho a no declarar contra sí mismo.

Si el tribunal hubiera vuelto de almorzar con la solución favorable al careo, se habría roto la dinámica somnolienta en la que estaba sumergido el juicio oral. Era fácil deducir que los tribunales no asumen diligencias solo al efecto de cambiar el ritmo de la vista oral. Claro que no, pero era una diligencia pertinente y, accediendo a ello, el tribunal habría mostrado su sensibilidad ante esta situación. En el caso Segundo Marey
, víctima del GAL, en la misma sala, los careos entre el exministro José Barrionuevo y el exgobernador civil de Vizcaya Julián Sancristóbal, y con el secretario de los socialistas vizcaínos Redondo Terreros, había dado excelentes resultados probatorios en junio de 1998.

No era, desde luego, la única dinámica que se tendría que corregir. Como ya se ha mencionado anteriormente, había otra muy relevante que afectaba a la estructura del juicio: la decisión de separar las diligencias teóricamente documentales —los vídeos, por ejemplo— y las declaraciones testificales. Es decir, no se podía interrogar sobre un vídeo a un testigo y pedir al tiempo que se proyectara en la sala, con lo que se reducía la posibilidad de contradicción. El papel de la defensa siempre es minar la credibilidad de un testigo y difícilmente puede ejercitar ese derecho si se organiza la sesión plenaria en compartimentos estancos.

También la idea de que las partes que no hubieran propuesto a un testigo debían limitarse, si desean hacer preguntas, a escarbar solo en aquella materia que dichos testigos ya habían contestado a los que propusieron su declaración, suponía un giro copernicano respecto a lo que dictaba la ley, además de una innovación, según ya se ha apuntado. Y fuente de potenciales problemas a la luz de la proporción o ratio de preguntas pertinentes/impertinentes.

Nada es inmutable. Y esta dinámica se podría cambiar en cualquier momento. A menos que la Sala de Plenos del Tribunal Supremo en la que se celebraba el juicio hubiera contagiado a los magistrados ese carácter decimonónico que se advertía jornada tras jornada.





Está pasando, lo estoy viendo…

El sempiterno problema del cruce entre la prueba testifical y la prueba documental

«Permítaseme hacer una observación general: la prueba de una inteligencia de primera clase es la capacidad para retener en la mente dos ideas opuestas al mismo tiempo y seguir conservando la posibilidad de funcionar».

Esta percepción, una de las más célebres de The Crack-Up (El derrumbe),
 antología de escritos de Francis Scott Fitzgerald, cobraba fuerza cuando uno estaba en la Sala de Plenos del juicio o cuando optaba por seguir el desarrollo de la sesión a través de las pantallas dispuestas en los salones adyacentes para los medios de comunicación.

Uno veía que el presidente del tribunal escribía en su ordenador y no dejaba de redactar durante toda la sesión. Al tiempo, intervenía con frecuencia para corregir, precisar o simplemente objetar a las preguntas que formulaban a los testigos las acusaciones y las defensas.

La relación con los fiscales era especialmente agresiva. Buscaba teatralizar espontáneamente los cortes de preguntas. Intentaba dar la imagen de que se elevaba por encima de las partes. Y así se lo explicó a los fiscales. Tenían que entender que era un juego.

Es decir, mientras volcaba en el ordenador sus ideas sobre lo que creía de interés en las declaraciones testificales, mantenía la mente alerta para guardar la necesaria observancia de las normas procesales.

¿Qué redactaba Marchena? ¿La ponencia de la sentencia? Porque él era, además de presidente del tribunal, el ponente, esto es, el magistrado que sometería su propuesta de ponencia a consideración de los magistrados tras las deliberaciones del tribunal, una vez finalizara el juicio.

Pero como en todo juicio relevante, la ponencia sería el 
resultado de un método progresivo de elaboración. Marchena necesitaba ir apuntando en su ordenador los elementos que iban a nutrir, ante todo, el relato fáctico de los hechos.

El juicio se estaba grabando íntegramente y ya no había, como antaño, actas de todo lo que se decía. Por tanto, el magistrado ponente no podía confiar en que era posible acudir a esas actas en caso necesario, y tampoco podría visionar todo el juicio, centenares de horas, para elaborar su ponencia. Marchena tomaba notas de lo que su mente captaba como esencial para ilustrar el relato. Días después vería en la pantalla, si era necesario, aquello que había apuntado para refrescar.

Esa manera de realizar dos trabajos al mismo tiempo —el equivalente de las dos ideas opuestas en la mente a las que alude Scott Fitzgerald— requería de orden, esto es, del desarrollo del juicio por capítulos: declaración de los acusados, de los testigos, visión de los vídeos (fase documental) y, finalmente, informes de los peritos.

Si en la fase testifical, muy amplia a raíz de haber decidido tomar declaración a más de quinientos testigos, las defensas pretendían mermar o destruir la credibilidad de ciertos testigos introduciendo, por ejemplo, documentos o vídeos, se rompería el orden antes señalado. Y para mantener ese orden, el tribunal se zambulliría en la prueba documental por completo…, una vez acabaran de desfilar por la sala los aproximadamente 350 testigos pendientes.

¿Adónde conducía esta situación? Pues a una de las escenas que tuvo lugar el día 4 de abril —que se podría titular «está pasando, lo estás viendo»—: el incidente dialéctico entre el abogado Jordi Pina (defensor de Jordi Sànchez, Jordi Turull y Josep Rull) y el presidente Marchena.

Pina tenía a su lado a la abogada Ana Bernaola con un ordenador donde miraba un vídeo, preparado por su colaboradora, a medida que interrogaba a los guardias civiles que intervinieron en los incidentes y los enfrentamientos que tuvieron lugar en los centros de votación el 1 de octubre.

El letrado preguntó por una escena en la que varios agentes tiraban al suelo a una persona que quería votar, mientras seguía por el rabillo del ojo derecho la pantalla del ordenador.

«No se tiró a nadie al suelo —explicó el agente—. Se puso a 
una persona con las manos hacia adelante para dialogar y la fuerza actuante lo arremetió, y esa persona se cayó al suelo y continuaron la marcha».

Pero Pina quería indagar: «¿Puede ser más preciso? Es que lo estoy viendo».

«Es que lo estoy viendo». He aquí el tema de fondo. Pero el tribunal, por boca de Marchena, había resuelto que la sala no podía ver, en esta fase, con testigos, los vídeos propuestos y ya admitidos, que eso ya se vería en la fase documental.

Marchena, al oír a Jordi Pina, no se cortó y restableció la autoridad.

«Lo que podemos hacer es que testifique usted en vez del testigo. Esto no es serio, señor Pina. Usted normalmente se comporta como un letrado serio, pero en este momento no se ha comportado como un letrado serio».

El letrado había colocado su mensaje, «lo estoy viendo», pero ahora retrocedía: «Tiene usted razón, pero señoría…».

Marchena lo frenó en seco: «Ya está. Como tengo razón, mejor lo dejamos y hace otra pregunta. No me dé explicaciones, porque a lo mejor agravan su actitud».

Vamos, como el maestro dirigiéndose al niño en la clase después de un incidente.

En esta misma sesión, el comisario Juan Carlos Molinero cerraba las comparecencias de los mandos de los Mossos, y explicó que el dispositivo de coordinación policial quedó sin efecto desde primera hora del día 1 de octubre: «El comisario Ferran López acudió sobre las 10:00 horas a la Delegación del Gobierno para reunirse con el coronel Diego Pérez de los Cobos y los comisarios de la Policía Nacional y la Guardia Civil. Pero ellos no acudieron. Pérez de los Cobos decidió anular ese primer encuentro y los otros tres programados a lo largo del día».

Narró después, en respuesta al abogado de la acusación popular de Vox, Javier Ortega Smith, las reuniones de los días 26 y 28 de septiembre de 2017 en el Palau de la Generalitat.

—Por parte del president
 Puigdemont no hubo una respuesta concreta a nuestra preocupación sobre la situación de enfrentamiento que podría producirse el 1-O. Nos dijo que tomaba nota de ello y que él tenía un mandato que cumplir y 
que entendía que nosotros tuviéramos un mandato judicial que cumplir. Pero no hubo una respuesta.

—¿No recuerda usted que dijera que declararía la independencia de Cataluña si se producía esa situación de violencia? —preguntó Ortega Smith.

—El día 28, cuando ya habíamos dado prácticamente por finalizada la reunión, diría que casi nos estábamos levantando de la mesa y vistiéndonos, recuerdo que el mayor Trapero hizo una última reflexión: «Espero, president,
 que el domingo no haya ninguna desgracia importante que tengamos que lamentar». Creo recordar que el president
 respondió que, si se daba esta situación límite y se producía alguna desgracia, «pues posiblemente procederé a declarar la independencia de Cataluña».





Sentencia para principios de octubre

Cinco claves por las cuales la ponencia no iría por rebelión pura y dura

El plan original —puro wishful thinking—
 era que el viernes 12 de abril terminara la fase de plenario del juicio oral para permitir a las acusaciones y defensas elaborar sus conclusiones definitivas y exponerlas en la última semana del mes. Era deseable dictar a continuación el «visto para sentencia», antes de la precampaña de las elecciones municipales, autonómicas y europeas del 26 de mayo de 2019.

Era un proyecto imposible, ya se había previsto interrogar a más de 500 testigos, contando incluso con las renuncias habituales a algunos de ellos, y todavía faltaba la fase documental y pericial del juicio.

Si ya éramos pocos…, a las elecciones del 26-M se habían sumado ahora las generales anticipadas al 28 de abril.

Pero la dinámica en que había entrado el juicio durante las últimas semanas respondía a aquel dicho de que todo el pescado estaba vendido. Es decir: no habría, desde el punto de vista de las pruebas, ninguna de carácter decisivo o fundamental.

Había una razón elemental que llevaba a pensar que Marchena no propondría en su ponencia una condena por el delito de rebelión: la violencia exigida —la conducta típica del delito— no había estado presente hasta esos momentos en el juicio… Y podríamos añadir: ni se la esperaba. Esa era una razón, pues, muy poderosa. Devastadora, si cabe.

«La idea de que pequeños actos violentos o enfrentamientos que se van sumando terminarán por configurar un levantamiento público y violento, como describe la ley, es errónea. El esfuerzo de describir esas situaciones, tal como lo estamos viendo, no puede lograr llenar el vacío: el alzamiento público y violento», apuntaba Nicolás García Rivas, catedrático 
de Derecho Penal de la Universidad de Castilla La Mancha, que precisamente había defendido su tesis sobre el delito de rebelión militar en el Código Penal español.

García Rivas era uno de los más de 120 catedráticos y profesores de Derecho Penal que en noviembre de 2018 firmaron el manifiesto «La banalización de los delitos de sedición y rebelión».

Marchena, en su calidad de ponente, y los seis magistrados que le acompañaban tendrían que enfrentarse al mismo problema que ya abordaron los tres jueces alemanes del tribunal de Schleswig-Holstein en julio de 2018. Al definirse sobre el delito de alta traición, equivalente al de rebelión en España, asumieron una resolución del Tribunal Supremo Federal alemán:

«Para el delito general de coacciones, la idoneidad de los medios de coacción para motivar a la persona amenazada a someterse a los deseos del perpetrador no es solo una condición de hecho, sino también normativa; no se aplica si cabe esperar que la persona amenazada haga frente a la amenaza con una autoafirmación prudente», señalaba. «No se puede prescindir de esa valoración normativa de los medios de coacción en el caso del delito de coacción de órganos constitucionales colegiados. Por tanto, el efecto coactivo de la violencia o la amenaza de violencia deja de aplicarse en la medida en que pueda y deba esperarse de los órganos constitucionales debido a su obligación especial para con el público en general, que se resistan a situaciones de presión también en el contexto de ­disputas políticas encarnizadas. Si el Gobierno de un estado federado se ve obligado a cumplir determinadas exigencias políticas mediante actos de violencia contra terceros o contra la propiedad, estos actos de violencia solo constituyen violencia en el sentido del artículo 105 del Código Penal [Hechos punibles contra órganos constitucionales…], si la presión que ejercen alcanza un grado tal que un Gobierno responsable pueda sentirse obligado a rendirse a las exigencias de los autores de la violencia para evitar daños graves a la comunidad o a los ciudadanos», añadía.

Recordemos aquí que el Gobierno de Mariano Rajoy no percibió ninguna rebelión ni sedición. La prueba era que nunca 
consideró, según las certificaciones aportadas por La Moncloa al Tribunal Supremo en el mes de febrero, la propuesta al Congreso para declarar el estado de sitio ni al Consejo de Seguridad Nacional la aplicación de la ley de Seguridad Nacional. En otros términos: los presuntos actos que la Fiscalía incardinaba en rebelión o la Abogacía del Estado en sedición habían sido controlados con el anuncio de la aplicación del artículo 155 de la Constitución.

La segunda razón por la que la ponencia de Marchena no iría por el delito de rebelión era la conveniencia de condenar con una pena que no llevara a escandalizarse a los Gobiernos de la Unión Europea y resucitar los prejuicios sobre los demonios del pasado en España. Por ejemplo, los 25 años que pedía la Fiscalía para Junqueras.

El tercer motivo, iba de suyo, era que debía prevenirse cualquier reacción negativa contra la falta de proporcionalidad en el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH).

El cuarto motivo era de carácter interno del propio tribunal. Se trataba de una sentencia de Estado.
 Las resoluciones del Tribunal Supremo, desde la admisión a trámite de la querella del fiscal general del Estado hasta las decisiones de la Sala de Recursos y el respaldo total a la instrucción del magistrado Pablo Llarena, habían presentado un frente monolítico, sin discrepancias. En ese frente patriótico había que incluir, también, la unanimidad con la que el Tribunal Constitucional abordó, parsimoniosamente, para decir lo mínimo, la resolución de los recursos de amparo contra las resoluciones del Supremo. Esta parsimonia impedía a las defensas acudir al Tribunal Europeo de Derechos Humanos por falta de agotamiento de la vía interna, hecho que había provocado antes de la Navidad, en diciembre de 2018, una huelga de hambre de los presos Turull, Rull, Sànchez y Forn en el módulo penitenciario de Terrasa. Para no «obstaculizar» o interferir el desarrollo del juicio oral.

Pero todo ello, teóricamente, no prejuzgaría lo que pudiera pasar a la hora de debatir la calificación jurídica de los hechos. El magistrado ponente debería tener en cuenta, pues, el objetivo de esa unanimidad y el deseo de evitar votos particulares como un requisito esencial. Y el delito y la 
proporcionalidad o la pena, a la que hemos aludido, eran fundamentales para forjar esa unanimidad.

El quinto motivo era de naturaleza personal. Manuel Marchena cumpliría el 3 de noviembre el período de cinco años desde que tomara posesión como presidente de la Sala Segunda, o Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, en 2014, aunque era muy probable, por supuesto, que fuera reelegido por otros cinco años. Ya había «renunciado» a convertirse en presidente del Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, en noviembre de 2018, después de hacerse público el whatsapp
 enviado por Ignacio Cosidó, pero el puesto seguía esperando a un nuevo presidente y Marchena querría volver a ser el candidato. Dependería de cómo respiraran el PSOE y el PP.

Por todas estas razones, el ponente tendría que elevarse por encima de todas las facciones, y la sentencia del procés,
 convertirse en su magnus opus.
 Podría internarse para conseguirlo en el laberinto de la sedición tras aparcar la rebelión.





Masa y poder

La Fiscalía quiso ilustrar la violencia con la «masa de acoso»


La masa,
 podría haber titulado la crónica de lo que sucedió en el Tribunal Supremo el 15 de abril de 2019, en la que prestaron declaración el comandante M29100C, secretario de los atestados policiales; el número dos del teniente coronel de la Guardia Civil Daniel Baena, responsable máximo de esos escritos que sirvieron de base a la instrucción del magistrado Pablo Llarena, y otros agentes de la Policía Nacional que intervinieron durante la jornada del 1-O y, como resultado de ello, sufrieron lesiones. La palabra más utilizada, en efecto, fue «masa», para narrar la resistencia de los ciudadanos que se empeñaron en votar e impidieron la acción policial-judicial para frustrar el referéndum.

Al escuchar a los agentes decir tantas veces la palabra-concepto «masa» en la Sala de Plenos, ¿cómo resistir la tentación de evocar a Elías Canetti (Bulgaria, 1925-Suiza, 1994) y la que él consideraba su obra más importante, en la que trabajó durante larguísimos años? Sí, Masa y poder,
 el libro publicado en 1960 —veintiún años antes de obtener el Premio Nobel de Literatura—, en el que el escritor de origen búlgaro describía los diferentes tipos de «masa» y las estrategias de poder. Había vivido en Fráncfort entre 1921 y 1924, durante la descomposición de la República de Weimar, y después se instaló en Viena.

El secretario de los atestados —«escribir, eso es lo que nosotros hacemos bien», según el comandante de la Guardia Civil a preguntas de las defensas— explicó que comenzó a trabajar en los delitos de sedición y rebelión en 2015, en uno de los procedimientos de la Audiencia Nacional.

Fue precisamente el fiscal Javier Zaragoza quien interrogó al comandante, aunque hubiera optado por «borrarse estratégicamente» el 26 de marzo, cuando compareció Baena. 
En 2015, Zaragoza era fiscal jefe de la Audiencia Nacional y el 5 de noviembre de ese mismo año cursó, como ya hemos señalado, una «instrucción» a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado —incluidos los Mossos—, un documento de carácter preventivo ante la inminente declaración del «proceso de desconexión» por parte del Parlament, hecho que ocurrió el 9 de noviembre. El fiscal jefe de la Audiencia Nacional afirmaba en esa «instrucción» la competencia de dicho tribunal para enjuiciar delitos contra la forma de gobierno, dentro de los cuales mencionaba los de rebelión y sedición. Y Baena y el comandante se pusieron entonces manos a la obra para aplicar esas instrucciones cuando algunos ayuntamientos expresaron su solidaridad con la declaración del Parlament.

El comandante, como su superior, Baena, estaba convencido de que salía a la caza de la sedición-rebelión que se estaba gestando y de que aquello terminaría por ser una realidad: el llamado «período insurreccional» en Cataluña. Y aunque ambos empezaron a trabajar en esa instrucción en noviembre de 2015, tres años más tarde, en 2018, incorporaron en sus atestados, de forma retrospectiva —para «dar contexto», explicaría en su declaración el comandante—, la organización de cada Diada desde el 11 de septiembre de 2012 hasta la actualidad.

Todo eso habría confluido, inevitablemente, en el levantamiento rebelde, no como levantamiento violento según prescribía el Código Penal para el delito de rebelión, sino como una inducción de situaciones violentas —la violencia provocada— que, sumadas todas ellas, habrían servido al líder carismático, Carles Puigdemont, para declarar la independencia.

Todo encajaba. Y para ello era necesario que jugase un papel la «masa de acoso», una de las categorías de Canetti. Y que, de hecho, por supuesto sin referirse a ella, habían venido a describir guardias civiles y policías.

En un interesante ensayo, la catedrática de la Universidad de Granada Sultana Wahón Bensusan recuerda la experiencia personal que impulsó a Canetti a escribir Masa y poder.


Canetti había tomado parte en una movilización de masas a 
raíz de la matanza de obreros tiroteados en Viena el 15 de julio de 1927, lo que desembocó en el incendio del Palacio de Justicia. Tal como Canetti recordaba su vivencia personal de masa, las riadas de personas que confluyeron en el Palacio de Justicia no se concentraron allí ni para dar muerte a una víctima ni para enfrentarse a un grupo de enemigos armados. Tenía que tratarse, entonces, de otro tipo de masa.

Lo más cerca que habría estado Sigmund Freud de reconocer la existencia de esta otra clase de masa fue ese momento de la Psicología de las masas
 en el que escribió que «bajo la influencia de la sugestión, las masas son también capaces del desinterés y del sacrificio por un ideal». Pero, «para Canetti, que también en esto habría discrepado de Freud, no se trataba de un fenómeno de sugestión inducido por la figura de un líder poderoso, ni menos aún de una cuestión de desinterés o sacrificio por un ideal, sino de algo tan interesado y tan poco abnegado, pero a la vez tan comprensible, como lo que él denominaba inversión»
. En los capítulos de Masa y poder
 que Canetti dedica al tema del poder, «se llama así al proceso por el cual los sometidos a un sistema de órdenes o de poder pueden, llegado el caso, tratar de invertir la situación, rebelándose contra los que sentirían como sus opresores».





Cuando la cantidad no deviene calidad

A vueltas con la masa violenta

Los agentes de Policía se sucedían uno tras otro en la silla de testigos con la misma plantilla de argumentos —el 1-O, la masa
 era violenta y los Mossos d’Esquadra se escondían, eso en el mejor de los casos—, pero la acumulación y repetición no superaba lo que ya era más de lo mismo. Y aunque saltaba a la vista el esfuerzo de enfatizar y consolidar esa violencia, los materiales no daban de sí.

Por ejemplo, un policía explicó que en la Escuela Oficial de Idiomas de Lleida, las gentes «habían colocado mesas y pupitres como formando una barricada».

La palabra barricada
 o el verbo atrincherar
 surfeaban entre los breves relatos: los choques y enfrentamientos en los colegios de votación se envolvían con un lenguaje bélico, revolucionario. Pero la fuerza de las palabras no puede sustituir a la de los hechos.

La cantidad de testigos y la repetición de los mismos insultos, el clima de odio y los botes de refrescos arrojados, cuando no eran vallas, sobre los agentes, difícilmente conseguían transformarse en la calidad de la violencia típica del delito de rebelión, es decir, el sempiterno alzamiento violento y público.

Se trataba de tres conceptos: alzamiento, violento, público. Y de una violencia idónea cuya intensidad era proporcionada al fin que se buscaba en la rebelión que defendía la Fiscalía, es decir, la violencia idónea para el intento de subvertir el orden constitucional y separar a Cataluña de España por la fuerza. Un orden que se había garantizado con la aplicación del artículo 155 de la Constitución, que por cierto no había conocido desafío alguno —ni trincheras ni barricadas, vaya—, creando la situación apropiada para convocar elecciones autonómicas ¡en sesenta días!

Después de los testigos de la Fiscalía y de los citados por la 
Abogacía del Estado y la acusación de Vox, debían llegar a la misma silla los de la defensa, para debilitar a sus antecesores.

El cansancio se dejaba sentir. Benet Salellas, abogado de Jordi Cuixart, al oír por enésima vez salir de los labios de un agente de Policía la palabra masa
 con esa pronunciación que evocaba la existencia de peligro, preguntó:

—Cuando habla de masa, ¿se refiere a ciudadanos manifestándose frente a los colegios?

El presidente del tribunal Manuel Marchena ya estaba incómodo.

—Estoy intentando saber qué es masa —apuntó el abogado.

—La pregunta no es pertinente. Llevamos veinte sesiones y usted quiere informarse sobre la masa en términos policiales. Quiere debatir con el testigo para ver lo que es masa… —contestó Marchena.

—Que conste mi protesta.

¿Y cuál era el problema? Las defensas podían pedir al testigo aclaraciones y matizaciones. Pero el motivo para utilizar sistemáticamente la palabra masa
 era evidente: la identificación conceptual con una situación prerrevolucionaria o revolucionaria, con el alzamiento violento y público de la rebelión o el alzamiento público o tumultuario de la sedición.

La masa.

Al fin y al cabo, ¿no se preguntaba Ortega en su obra más famosa (La rebelión de las masas,
 1930) «por qué las masas intervienen en todo y por qué solo intervienen violentamente»?

Circulaba en esos días el rumor de que el tribunal deseaba que los informes sobre conclusiones definitivas fueran muy concisos y breves. Sin embargo, aunque el presidente del tribunal solía cortar aclaraciones o precisiones en esta fase testifical, precisamente con el argumento de que las partes ya podrían explayarse en sus informes finales. Por tanto, cuando llegara el momento se suponía que no pondría limitaciones de tiempo a la exposición.

Un juicio de estas características no se iba a despachar con informes exprés,
 exigencia que, por otra parte, carecía de justificación legal.





El protagonismo de las defensas-porras

La Fiscalía preguntó a los testigos por el uso de las armas de defensa policial

Durante el interrogatorio de los policías que acudieron a los colegios de votación el 1 de octubre de 2017, los letrados de los acusados se interesaron por el uso de las defensas,
 que es como se denomina al material o a las armas de defensa policiales. Y no es que en días sucesivos dejaran de hacerlo, porque, en varios casos, los fiscales también preguntaron a sus testigos si habían hecho uso de las defensas —
las porras, en román paladino— y las razones por las que lo hicieron.

El asunto de los colegios de Lleida se trató de forma monográfica: la Escuela Oficial de Idiomas, el centro sanitario del barrio Cappont, el instituto Capparella o el Centro de Formación de Adultos Juan Carlos I.

Los agentes de la Unidad de Intervención Policial (UIP) de la Policía Nacional, los antidisturbios,explicaron que las actuaciones, por ejemplo, en Cappont, se realizaron en dos fases. Había, relató uno de los agentes, doscientas personas. Al principio, intervenían «con mucha calma para evitar cualquier lesión», luego se vieron obligados a replegarse. «Nos rodearon. A la salida tuvimos que sacar la defensa reglamentaria. Me golpearon cuando estaba de espaldas». Y el agente tuvo que ir al médico. A su vez, según el testigo, los dos agentes de los Mossos que había en el exterior mantuvieron en todo momento una actitud pasiva. «Se apartaron a un lateral y no hicieron nada».

La fiscal Consuelo Madrigal preguntó por el uso de las defensas a varios testigos que intervinieron en el Instituto Capparella o en el Centro de Formación de Adultos Juan Carlos I. En todos los casos, los agentes responsabilizaron a la gente, a su resistencia agresiva, a lo que podríamos llamar la masa de acoso
.

También el fiscal Jaime Moreno indagó sobre esas defensas. «¿En algún momento vio si se usaron las defensas?», preguntó Moreno. «Particularmente, yo sí la usé. En mi caso fue para intentar reconducir a la gente y, al ver que recibía golpes por todos los lados, tuve que defenderme», respondió el agente.

Es posible que estas declaraciones, aparte de ilustrar lo que la Fiscalía presentaba como el clima de violencia intimidatoria del presunto delito de rebelión, también reflejaran el deseo de los protagonistas, los policías, de justificar las imágenes de represión que ya habían dado la vuelta al mundo y que el tribunal iba a proyectar en la sesión documental que seguiría a la fase testifical. Que frente a una resistencia «totalmente organizada», según la definió uno de los testigos, no cabía, en última instancia, más alternativa que el uso de las porras.

En los días siguientes, la Fiscalía debía interrogar al exdirector general de la Policía, Albert Batlle, y al exconsejero de Interior, Jordi Jané, entre otros políticos que abandonaron el Govern ante la deriva del referéndum. Los fiscales intentarían conseguir lo que ya buscaron en la instrucción: mostrar que abandonaron la Generalitat por discrepancias con el curso independentista rebelde que culminaría con la convocatoria del referéndum del 1-O.

Mientras tanto, ya se hacían cálculos sobre qué pasaría después de dictarse la sentencia a primeros de octubre de 2019. Los acusados, antes de acudir al Tribunal Constitucional (TC), deberían presentar el preceptivo recurso de nulidad de la sentencia ante el propio Tribunal Supremo, trámite que se sustanciaría a finales de 2019 y primeros de 2020. Y, tras una resolución negativa para los recursos, quedaría abierta la vía al TC.

El recurso ante el Constitucional podía resolverse a finales de 2020 o primeros de 2021. En esas fechas, agotada la justicia española, se podrían elevar los recursos ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, que necesitaría cuatro o cinco años para resolver.

En función de las penas que estableciera la sentencia, y teniendo en cuenta que para entonces —octubre de 2019— los acusados ya habrían permanecido dos años en prisión provisional, las defensas estaban capacitadas para invocar el 
reglamento penitenciario que estipulaba las diferentes modalidades de régimen abierto.

El artículo 100.2 del reglamento penitenciario contempla el principio de flexibilidad, que permite adoptar para cada penado un modelo de ejecución, combinando aspectos característicos de cada uno de los grados de clasificación. Ello permitiría la incorporación progresiva al llamado medio abierto de penados clasificados en segundo grado de tratamiento. Y, last but not least,
 el indulto tan socorrido al que se aferraban como pieza de jaque mate el PP y Ciudadanos contra el PSOE. Aquellos que indultaron a José Barrionuevo y a Rafael Vera por los crímenes del GAL (el Gobierno de José María Aznar) ahora pretendían ahorcar con esa soga a Pedro Sánchez. Marchena, desde antes del juicio oral, pensaba que el indulto no se plantearía como tal, ya que el artículo 100.2 del Reglamento Penitenciario de 1996 permitía resolver la situación de los presos, según comentarios realizados en privado pocos días antes de empezar de juicio oral.

Pero esa breva, la del indulto, no caerá. El reglamento penitenciario ocupará su lugar.





La recta final, entre el 20 de mayo y Sanfermines

Tras los testigos de la defensa, se aproximaban las fases pericial y documental

María Antonia Cao, letrada de la Administración de Justicia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, tenía marcado en su agenda el lunes 20 de mayo como la fecha en la que debería acabar la fase testifical propuesta por las defensas de los acusados. Al día siguiente no habría sesión, porque Jordi Sànchez, Oriol Junqueras, Jordi Turull y Josep Rull, diputados electos presos, tomarían posesión de sus escaños en el Congreso de los Diputados, y Raül Romeva, senador electo, lo haría en el Senado. Todos a la misma hora, las diez de la mañana, la misma en la que solían acudir al Supremo.

La letrada veía ya cierta luz al final del túnel, es decir, el «visto para sentencia», la frase más esperada del juicio oral iniciado el pasado 12 de febrero. A partir del 20 de mayo, empezaría el interrogatorio de los peritos, que, en principio, no se prolongaría más allá de dos sesiones.

A continuación, según marcaba la agenda de la citada letrada, se dedicarían tres jornadas —más de veinte horas en total— para la tan esperada fase documental: la proyección de vídeos sobre la votación durante la jornada del referéndum —un hecho que nunca existió, según declararon en el juicio Soraya Sáenz de Santamaría y Mariano Rajoy— del domingo 1 de octubre de 2017. Y más esperada aún porque durante todo el juicio las defensas habían intentado confrontar a los policías y a los guardias civiles con esas imágenes y el tribunal se había opuesto pertinazmente a simultanear los vídeos con los testigos, aplazando para la fase documental la proyección in toto.


Una vez consumadas las fases pericial y documental, el tribunal debía emplazar a todas las partesa preparar sus informes para exponer in voce
 
las conclusiones definitivas en el plenario. Y, en ese punto, el de los informes, se había producido un cierto malestar.

Un mes antes había corrido en algunos círculos de la Fiscalía General del Estado la versión de que el tribunal había dispuesto que los informes no podrían durar más de cuarenta y cinco minutos. Los cuatro fiscales tenían previsto dividirse el trabajo de tal forma que pudieran abordar capítulos diferentes de la calificación jurídica. Si limitaban su tiempo a cuarenta y cinco minutos, sería una misión imposible.

Pero no, finalmente no fue así. Llegó una voz tranquilizadora a la Fiscalía desde la Sala Segunda del Tribunal Supremo: todos tendréis tiempo suficiente. Aunque sin pasarse.

La tensión del juicio, paradójicamente, parecía haberse ­desinflado durante la fase testifical de las defensas. Paradójicamente, porque a primera vista el relato de la represión policial durante la jornada del 1-O hacía anticipar un clima de enfrentamiento.

Si durante la testifical de policías y guardias civiles, los interrogatorios de la acusación buscaban —y obtuvieron— relatos minuciosos sobre el clima de odio, insultos, escupitajos, lesiones, cuidados médicos y bajas laborales, es decir, todo aquello que pintara un cuadro de provocación y deshumanización de los votantes, la narración veloz de los votantes como testigos de la defensa —casi una exhalación que recorrió la Sala de Plenos— mostraba una economía de relato y una dramatización mucho menor que las de sus represores.

De esta fase —en la que los magistrados tomaron aparentemente muy pocas notas, al contrario de lo que se pudo observar durante los testimonios de policías y guardias civiles— quedaría en la memoria, sin duda, el frenazo del presidente del tribunal al fiscal Fidel Cadena, el miércoles 8 de mayo, en su intento de censurar la voluntad de votar de una señora jubilada:

—Vamos a ver, señor fiscal —dijo Marchena—. Ella, en principio, es libre de decidir si vota, no vota, si lo considera legal, si lo considera ilegal. No puede usted, en la pregunta, formularle un reproche por haber ido a votar.

Por lo bajo, Cadena farfulló:

—No estoy formulando ningún reproche.





«¡Correcto. Mucho mejor!»

El actor Manuel Marchena desbordó en la recta final al personaje de presidente que había creado para presidir el juicio

Da la impresión de que la tensión acumulada a lo largo de tres meses de juicio buscaría una válvula de escape un día u otro, y esa fecha del calendario fue esta: el martes 14 de mayo. ¿Qué pasó? Como se trataba de un tribunal cuyo presidente ejercía una intervención permanente, sin tregua, la pregunta sobre qué había pasado se reducía a lo siguiente: ¿qué le había pasado a Manuel Marchena?

La apostilla final de Marchena al letrado Benet Salellas, después de que este anunciara que no haría más preguntas a la testigo, la filósofa y ensayista Marina Garcés, resume bastante lo que pasaba: «¡Correcto. Mucho mejor!».

Los juicios que se celebran en España, ¿son como el juicio del procés?
 ¿Se desarrollan a imagen y semejanza del que estaba teniendo lugar en el Tribunal Supremo? ¿En qué se diferencian?

En el sistema español, los miembros del tribunal, incluyendo a su presidente, suelen escuchar y tomar notas. Y cuando tienen que resolver alguna cuestión procesal se retiran a deliberar de forma ordenada. Y, finalmente, hablan por sus sentencias. En el juicio del proceso se retiraron a deliberar una sola vez.

En otros países, los presidentes pueden ser intervencionistas según el modelo que ha creado Marchena, pero no es menos cierto que en esos casos el que dicta la sentencia no es el juez, sino el jurado.

En nuestro caso, el presidente de la Sala de Admisión de la querella criminal por rebelión ha sido el presidente de la Sala Segunda, Marchena; el presidente del tribunal de enjuiciamiento, Marchena, elaboró, finalizada la fase de instrucción, las ponencias que resolvían los recursos de las 
defensas; el presidente del tribunal, según el personaje diseñado para la ocasión por Marchena, intervenía activamente en las sesiones del juicio de manera permanente, y last but not least,
 sería Marchena quien después de pronunciar el «visto para sentencia» actuaría como ponente de la sentencia que sería debatida por el tribunal, una ponencia resultado a su vez de las deliberaciones.

El presidente del tribunal se había hecho un traje a medida a través del cual buscaba transmitir, con un tono versallesco, cierta imagen dirigida a desmentir o cuestionar tópicos sobre la justicia española, sobre todo en Cataluña. Su relación campechana con los letrados de las defensas, la búsqueda del equilibrio a través de la declaración de preguntas impertinentes que muchas veces ha sacado de quicio a los fiscales, sus comentarios coloquiales… En fin, nadie ha podido ignorar la escenificación, ladrillo sobre ladrillo, del decorado y de su propio personaje en la sala de sesiones.

La dinámica de la intervención permanente, fundamentada legalmente hasta los mínimos detalles, hace que en circunstancias como las que tuvieron lugar en los interrogatorios del 14 de mayo, el presidente no pueda limitarse simplemente a apuntar, sin carga alguna, como quien no quiere la cosa, expeditivamente y con economía de palabras, sin enredarse, que el interrogado debe contestar directamente a lo que se ha preguntado, dejando al margen cualquier circunloquio. Marchena había tenido un mal día en la interpretación de su personaje durante la representación número 44.

Eso significaban las tres palabras: «¡Correcto. Mucho mejor!». ¿Quién en una pelea o enfado no ha dicho estas palabras alguna vez llevado por la ira del momento al sentirse contrariado? Pero Marchena no debería habérselo permitido. No él. Y al final estos incidentes han hecho chirriar la imagen hilvanada durante meses.

El lunes 20, al reanudarse las sesiones, terminaría la fase testifical de las defensas.

Marchena pidió a defensas y acusaciones que permanecieran en la sala junto al tribunal para analizar un problema de «intendencia». Un presidente más distendido que durante la 
sesión ese mismo día 14 explicó que el 22 y el 23 de mayo tendría lugar la fase pericial según dos bloques: malversación y utilización de los locales el 1-O; los días siguientes serían dedicados a la prueba documental (papeles y vídeos). Las partes tenían que elevar un listado sobre lo que deseaban examinar y proyectar.

Y luego se abriría una pausa breve para que la Fiscalía y las acusaciones elaboraran sus escritos definitivos y los presentasen en la sesión; pausa y turno para la exposición de defensas. La exposición podría hacerse apelando, si se prefería, a una división temática. Se había estimado que durante una jornada hablarían las acusaciones y después, entre dos y tres jornadas, las defensas.

La Fiscalía del Tribunal Supremo había anunciado, en petit comité,
 que estaba dispuesta a renunciar a 200 vídeos de los 300 que habían sido aceptados como prueba documental.

El turno de última palabra de los acusados estaba previsto, tentativamente, según el calendario provisional, para el 7 de junio. Con estas fechas, el juicio podría quedar «visto para sentencia» ese 7 de junio o la semana siguiente, el 12 de junio.

En principio, todo hacía pensar que la sentencia no estaría lista hasta finales de septiembre o primeros de octubre de 2019.





Del Estado de derecho al Estado judicial

El creciente poder político de los jueces dominó la apertura de la XIII Legislatura

Aunque los protagonistas del acto de constitución de las Cámaras el 21 de mayo de 2019 fueron Oriol Junqueras, Jordi Sànchez, Josep Turull y Josep Rull, en el Congreso, y Raül Romeva, en el Senado, quien dominó la escena, detrás de los bastidores, fue el poder judicial y, por así decirlo, constitucional.

Entre, por un lado, la situación generalizada de alertapor la fórmula escogida por los diputados independentistas para jurar o prometer la Constitución, y por el otro, la exhortación permanente, antes del acto, durante y después del mismo, por parte de Albert Rivera —y de Pablo Casado, antes y después—, a que la Mesa del Congreso suspendiera ipso facto
 a los cuatro diputados en aplicación del artículo 384 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, fue posible advertir los rasgos del llamado Estado judicial.

Porque la actividad judicial y constitucional previa o en paralelo —y la posterior, claro— al acto de las Cámaras completaba el cuadro de la situación. Mientras se desarrollaba la ceremonia en el Congreso, el pleno del Tribunal Constitucional admitía a trámite el recurso de amparo del grupo socialista catalán en el Parlament contra la resolución que había bloqueado el nombramiento de Miquel Iceta como senador autonómico, primer paso para que fuese presidente del Senado.

En un libro titulado Die Heimliche revolution vom rechtstaat zum richterstaat
 (La revolución secreta del Estado de derecho al Estado judicial), el jurista alemán Bernd Rüthers, profesor emérito de la Universidad de Constanza, examinaba, en 2016, la expansión del poder político de las instituciones judiciales, especialmente de los jueces del Tribunal Constitucional. Los 
tribunales superiores, según el autor, habían ido modificado muchos principios consagrados por el Estado democrático de derecho a través de interpretaciones, como quien no quiere la cosa, de la ley fundamental. Rüthers había escrito sobre ello en un ensayo titulado «Estado democrático de derecho o Estado de la oligarquía judicial», para el Anuario de Derecho Constitucional Latinoamericano. Apuntaba «los riesgos de un Estado en proceso de convertirse en un Estado oligárquico de los jueces».

Si este proceso había sido una «revolución secreta» en Alemania, lo que estaba ocurriendo en España podría ser calificado como una «revolución transparente». La revolución transparente del Estado de derecho al Estado judicial.

La Sala Segunda del Tribunal Supremo se había erigido en árbitro de la situación política, situándose en el centro de la escena por dejación —o encargo puntual, sin conocer el alcance de su encomienda— del Gobierno de Mariano Rajoy en la fase penal del procés
 (querella criminal, instrucción sumarial y juicio oral), después de que el Tribunal Constitucional fuera dotado por la reforma que ese mismo Gobierno impulsó en 2015, antes de las elecciones generales, de la fuerza de choque para actuar (capacidad de hacer cumplir sus resoluciones) y desarrollase, en relación a Cataluña, su facultad conminatoria (aunque no aplicase todavía la de inhabilitar que le confirió la reforma).

Sin duda, la palanca de la «revolución transparente» que conducía al Estado judicial en la última fase era el enjuiciamiento del referéndum del 1 de octubre de 2017, habida cuenta de que se consideraba que el Parlament catalán era una pata del proceso de rebelión/sedición. Por ello se sentaba en el banquillo a su entonces presidenta, Carme Forcadell.

Las prisiones preventivas de los parlamentarios catalanes ya supusieron, durante la instrucción, una intervención judicial sobre la actividad parlamentaria (aplicación del artículo 384 bis e instrucción del juez Pablo Llarena al Parlament, para solventarlo creativamente mediante la delegación de voto). Y esas prisiones, que se mantuvieron contra viento y marea, en el momento en que algunos de ellos adquirieron la condición de 
diputados o senadores, sin «suplicatorio retrospectivo», incrementaban dicha intervención.

La clase política, por otra parte, había adquirido cierta adicción a fundamentar sus estrategias en la acción de las instituciones judiciales y de los jueces. Sin ir más lejos, la moción de censura de Pedro Sánchez de finales de mayo de 2018 se basó en la sentencia del caso Gürtel,
 donde se apuntaba «el sistema de corrupción institucional» creado por el Partido Popular y el grupo de Francisco Correa. Esa adicción la expresaban en estos momentos Rivera y Casado, para quienes lo más relevante era expulsar del Congreso y del Senado a los dirigentes independentistas presos elegidos el 28-A.

Se querían poner unas medallas cuando, en realidad, lo que la Mesa del Parlament iba a hacer, con casi total seguridad, después de unas sesudas exhortaciones, era aplicar la suspensión con un dictamen de los letrados de las Cámaras. Las elecciones europeas del 26 de mayo de 2019 no harían otra cosa que exportar el problema político-judicial que hasta ese momento se había limitado a las fronteras españolas.





El embrollo de la malversación

¿Por qué la causa del Supremo carecía de informe pericial propio sobre este presunto delito?

En su escrito de conclusiones provisionales de 2 de noviembre de 2018, la Fiscalía del Supremo solicitó la práctica de una prueba pericial con el siguiente enunciado genérico: «Pericial mediante examen de los siguientes peritos: 1) Sobre determinación de los fondos públicos destinados a la organización, preparación, logística, financiación y ejecución del referéndum ilegal, los funcionarios del Ministerio de Hacienda que a continuación se citan: María del Carmen Tejera Gimena, Sara Izquierdo Pérez y Teresa Cecilia Hernández Guerra».

Esta prueba pericial sobre malversación fue admitida por el tribunal, mientras que las defensas de los acusados solicitaban la aportación al juicio oral, como prueba documental, de un informe de 8 de noviembre de 2018 que daba respuesta a un requerimiento del 13 de septiembre del juzgado de instrucción número 13 de Barcelona.

La Abogacía del Estado apoyó esta iniciativa, pero propuso su aportación como prueba pericial, no documental. El tribunal, pues, resolvió la incorporación de dicho informe en calidad de prueba pericial al tiempo que debía comparecer para responder a preguntas sobre este documento la interventora general, Mercedes Vega.

Las defensas de los acusados esperaban recibir el informe pericial que asociaban, lógicamente, con el escrito de Fiscalía del 2 de noviembre ya citado. ¿En qué juzgado de este país no hay un informe pericial por escrito cuando se accede a hacer esta prueba? Sin embargo, en una conversación informal del fiscal Jaime Moreno con letrados de la defensa, al preguntarle cuándo recibirían el informe sobre malversación para poder presentar un informe contrario o contrapericial, el fiscal 
explicó que no existía tal informe pericial y que en las semanas que quedaban para empezar la prueba no se aportaría ninguno.

El martes 14 de mayo de 2019, en la reunión de «intendencia» con todas las partes, Josep Riva, letrado del exconsejero de Justicia Carles Mundó, uno de los acusados de malversación, planteó que sin informe se creaba una indefensión. El presidente, Manuel Marchena, le invitó a suscitar la cuestión al abordarse la prueba pericial.

Y eso es lo que hizo Riva.

Marchena contestó en nombre del tribunal que no era así, pero, ante la insistencia de otras defensas, el presidente anunció «un receso de diez minutos», sin decir que se trataba de una interrupción para deliberar con sus colegas. Y, al regresar, Marchena anunció que el tribunal «confirmaba» la inexistencia de indefensión para comenzar la prueba pericial de las cuatro funcionarias de Hacienda. Señaló que los tribunales de juicios con jurado desconocían los informes periciales.

Más allá del debate sobre si la ausencia del mentado informe creaba indefensión, como plantearon las defensas, o si el jurado de un juicio desconocía los informes periciales, como arguyó Marchena, y habida cuenta de que ese no era un tribunal de jurado, ¿qué diría el hombre razonable
 —por utilizar una figura empleada a menudo en el mundo jurídico y judicial anglosajón— sobre la ausencia de dicho informe?

La primera circunstancia que podría señalar era: ¿por qué una instrucción sumarial como la del magistrado Pablo Llarena no había contado con su propio informe pericial para luego ser ratificado, como sería normal, en el juicio oral?

La segunda: ¿por qué el Supremo tenía que basarse en un informe pericial dirigido del juzgado de instrucción número 13 de Barcelona, cuya incorporación, para más inri, habían solicitado las defensas?

La malversación es un delito muy relevante, tal como lo defendió el magistrado Pablo Llarena ante el tribunal de Schleswig-Holstein, al que debió aportar ingente documentación cuando solicitó la extradición de Carles Puigdemont. Claro que ya no consideró importante perseguir la presunta malversación —sin importarle el deber de un juez de perseguir el delito— cuando los jueces alemanes denegaron la 
extradición por el delito de rebelión y aceptaron entregarlo a España «solo» por malversación.

El que no existiera un informe pericial era revelador por sí mismo. ¿Quizá porque ni el juez instructor ni los fiscales querían pillarse en este asunto, habida cuenta de que la investigación todavía no estaba cerrada, por ejemplo, en el juzgado de instrucción número 13 de Barcelona? Alguna explicación tenía que haber.

Pero era un agujero negro.

El escrito de acusación de la Fiscalía estaba poblado de cifras de presunta malversación, y fueron aportadas a los fiscales en los atestados que elaboró el equipo del teniente coronel Daniel Baena en consulta técnica con el equipo de las funcionarias que declararon sobre la pericia (no escrita).

Las únicas cifras que se barajaron durante las declaraciones procedían del informe pericial aportado al juzgado de instrucción número 13 de Barcelona, en el que se apuntaba la existencia de presuntos gastos comprometidos para el referéndum de 812.624.78 euros. De esta cantidad se habrían pagado 196.906,90 euros, y los restantes 615.717,83 no habían sido abonados.

Lo que se trataba de discernir era: a) si esos gastos comprometidos y aquellos pagados eran para organizar el referéndum —el director de Servicios del Departamento de Justicia, Ángel Cortadelles, declaró que el consejero de Justicia, Carles Mundó, dio órdenes de no realizar gasto alguno para el referéndum—; b) si la no prestación de servicios suponía o no la existencia de gasto, y c) en el caso de la campaña de publicidad Civisme,
 si la publicidad de la Generalitat sobre el referéndum, considerado «un fin no público», en medios públicos era malversación.

Finalmente, el tribunal tendría que resolverlo sin demasiada ayuda de la prueba que había sido practicada. Ya por entonces se especulaba con la idea de que el tribunal optaría por la teoría de las expectativas económicas y el enriquecimiento injusto de los años cincuenta del siglo pasado. Aunque el encargo de la Generalitat se anulara, pervivía un derecho de quién prestó el servicio.





Yo, Marchena

Batet salió del conflicto artificial con una suspensión que correspondía al Tribunal Supremo

La crónica de una suspensión anunciada de los diputados acabó con el desen­­lace que todo el mundo conocía de antemano: Oriol Junqueras, Jordi Turull, Josep Rull y Jordi Sànchez no podrían ejercer sus funciones en el Congreso de los Diputados. Ningún misterio.

Había sido, grosso modo,
 una repetición de la jugada practicada en el Parlament catalán tras la comunicación promovida el 9 de julio de 2018 por el auto de conclusión del magistrado instructor Pablo Llarena.

Pero si la suspensión acordada por el Parlament fue la respuesta al requerimiento de Llarena, la del 27 de mayo de 2019 no fue el resultado de, por así decirlo, ninguna promoción jurisdiccional del tribunal de enjuiciamiento.

No. Fue la respuesta de la Mesa del Congreso a una carta de dieciséis líneas escrita el día 22 del mismo mes por el presidente de la Sala Segunda del Supremo y del tribunal de enjuiciamiento del procés,
 Manuel Marchena, a la que le enviara la flamante presidenta del Congreso de los Diputados, Meritxell Batet. En ella le solicitaba un informe sobre el asunto de la suspensión.

Esas líneas del tribunal del procés
 tuvieron el efecto de un úkase,
 como se denominaban en la antigua Rusia a las decisiones imperiales o gubernamentales. En ellas, Marchena decía que la «configuración constitucional» del Supremo hacía inviable aportar un informe al Congreso para proceder sobre el artículo 384 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, según el cual los procesados por rebeldía que estaban en prisión debían ser suspendidos en el ejercicio de sus cargos.

En román paladino: que el tribunal no podía salirse de su función jurisdiccional y que solo actuaba a través de autos y sentencias en la causa del procés,

 como en cualquier otra, y que la Mesa del Congreso no era parte en el procedimiento.

Al tiempo, Marchena recordaba que había enviado al Congreso un auto de fecha 14 de mayo, lo que era una pista en toda regla que hizo llegar al Congreso, porque en dicha resolución denegaba la solicitud de suplicatorio planteada en un escrito de los diputados presos electos. En él, Marchena hacía referencia a aplicar el artículo 21 del reglamento del Congreso. Es decir, saltaba de una medida cautelar de naturaleza penal, el 384 bis, bajo su situación de dominio de la causa, al derecho parlamentario bajo dominio de la Mesa del Congreso. Sin embargo, la referencia de Marchena al artículo 21 era inviable. Porque, según este, se podía suspender a un diputado cuando «concedida por la Cámara la autorización objeto de un suplicatorio y firme el auto de procesamiento, se hallare en situación de prisión preventiva y mientras dure esta».

La Cámara no autorizó nada, habida cuenta de que no se había pedido suplicatorio alguno. Y el tribunal resolvió —en respuesta a la solicitud de los diputados presos— que no debía haberlo porque ya fueron suspendidos con anterioridad y que se estaba en una fase avanzada del juicio oral. Con todo, dicha decisión no era firme, porque había sido recurrida ante el propio tribunal y podía ser objeto de recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional.

Se hacía evidente, pues, que el artículo 21 sugerido por Marchena era inservible para resolver el asunto en el Congreso. Y mucho más inservible lo era el Reglamento del Senado en el caso del senador Raül Romeva. Porque el artículo 22.1 de dicho reglamento era todavía más preciso que el 21 del Congreso: «Los senadores no podrán ser inculpados ni procesados sin la previa autorización del Senado, solicitada a través del correspondiente suplicatorio. Esta autorización será también necesaria en los procedimientos que estuvieren instruyéndose contra personas que, hallándose procesadas o inculpadas, accedan al cargo de senador». Describía, pues, el caso de Romeva.

¿Por qué un asunto cuyo final era de todos conocido y que se hubiera resuelto, como pedía la Fiscalía del Supremo, con una 
simple comunicación al Congreso —en realidad, lo que solicitaba la presidenta Batet— se convirtió en una tormenta?

Había dos razones.

Una, política: Marchena quería evitar a toda costa aparecer como el facilitador de la investidura de Pedro Sánchez —una percepción atrabiliaria, pero difundida por los medios de comunicación— mediante la modificación de la nueva mayoría de diputados provocada por la suspensión.

La segunda derivada era de carácter legal: el auto del 14 de mayo hubiera permitido abordar el tema tabú, es decir, la contradicción que suponía el hecho de que los cinco diputados independentistas presos suspendidos por el 384 fueron autorizados a presentarse a las elecciones.

Eran elegibles…, pero solo para volver a suspenderles sus derechos.





El duro regreso a las tablas


Los fiscales exhibieron falta de «control» del sumario del
 procés y alejamiento de la práctica forense


A la adquisición de conocimientos para que los abogados ejerzan su profesión se le llama práctica forense. Nadie duda de que los cuatro fiscales del procés —
miembros desala del Tribunal Supremo— poseían esos conocimientos. Pero lo que había aflorado durante el juicio era que se mantenían, desde hacía años, muy alejados de la práctica forense; esto es, les faltaba agilidad por no participar durante años en los procesos de instrucción y en juicios orales. Una agilidad que no proporcionaban ni la preparación del correspondiente informe referido a un recurso de casación ni su defensa en la vista.

Habían desarrollado trabajo de despacho y, en el caso de uno de ellos, Javier Zaragoza, fiscal jefe de la Audiencia Nacional entre 2006 y 2017, su práctica forense se había concentrado en la persecución de terroristas de ETA y yihadistas, si bien a partir de noviembre de 2015 había puesto en la mirilla de su actividad la sedición y la rebelión independentista y republicana, los delitos «contra la forma de gobierno» en España.

Los errores de los fiscales durante diversas sesiones del juicio, en relación con tuits o localización de documentos, eran un indicio del duro regreso a las tablas, sí, pero también de la peculiar instrucción exprés del magistrado Llarena, quien basó su trabajo en los atestados y en la guía intelectual del entonces teniente coronel de la Guardia Civil Daniel Baena, marginó a los fiscales de la instrucción y no atendió algunas de sus puntuales recomendaciones de carácter procesal.

El 27 de mayo de 2019 dio comienzo la nueva y tan esperada fase del juicio oral, la documental. «Por las acusaciones se trata de que hagan una exposición de documentos, exposición que puede consistir en una transcripción o enumeración de 
aquellos que crean que el tribunal debe tener en consideración para el desarrollo de esta prueba», señaló Marchena.

La fiscal Consuelo Madrigal procedió a enumerar unos cuantos documentos y se dejó sin citar prácticamente la mayor parte del material presentado por escrito.

Entonces Xavier Melero, letrado de Joaquim Forn, muy cartesiano, terció: «No estoy entendiendo el trámite». Preguntó si lo que no había leído la fiscal se quedaba fuera. Y Marchena señaló que lo que enumeraba la fiscal era lo que «ha de ser incorporado a la apreciación probatoria». Madrigal, a su vez, preguntó hasta qué punto tenía que concretar, a lo que Marchena, frío, respondió: «No puedo especificar al fiscal lo que tiene que hacer».

Cuando tocó el turno a la Abogacía del Estado, Rosa María Seoane, cauta, preguntó si podía dar por reproducidas las noventa y dos páginas que enumeraban documentos y vídeos, a lo que Marchena respondió que debía leerlo todo. A media mañana, la abogada no había leído más de treinta de los noventa y dos folios, aunque el presidente ordenó el receso cotidiano. Quedaba la pesadilla de hora y media de lectura de Seoane, pero Melero acabó con ella al anunciar —no problem—
 que se daba por informado del listado sin necesidad de escuchar más…

Le siguieron otras defensas del listado. Y Consuelo Madrigal pudo respirar.





Rebelión. 
La película


Los vídeos confirmaron la ausencia de violencia idónea para justificar la acusación

La primera sesión documental de la vista oral proyectó los vídeos que ilustraban la construcción del delito de rebelión que había elaborado la Fiscalía del Supremo.

Se trataba de exhibir una «nueva forma» de violencia —los hechos descritos en el documento de acusación de los fiscales— que se ajustaba a la frase literal del artículo 472 del Código Penal, según el cual «son reos del delito de rebelión los que se alzaren violenta y públicamente» para, entre otros fines, «declarar la independencia de una parte del territorio nacional».

Los vídeos proyectados eran, pues, la interpretación que hacían los fiscales sobre el requisito de alzamiento violento y público, habida cuenta de que no había antecedentes sobre la comisión de este delito, excepto el golpe de Estado del 23-F, que llevó al Consejo Supremo de Justicia Militar, primero, y al Tribunal Supremo en casación a condenar en 1983, por delito de rebelión militar consumado, al teniente coronel de la Guardia Civil Antonio Tejero, al general Jaime Miláns del Bosch, al general Alfonso Armada, y a un coronel, un comandante, diez capitanes y ocho tenientes del Ejército.

Aunque había sido el instructor Pablo Llarena quien puso el énfasis en el hecho de que los Mossos d’Esquadra eran el equivalente a un ejército de 17.000 efectivos al servicio del plan de rebelión del Govern de la Generalitat, los fiscales habían elaborado la teoría de la «violencia inversa».

Y eso era lo que intentaron demostrar en la sesión del 28 de mayo: los ciudadanos que fueron a votar el 1-O de 2017, al oponer resistencia con sus cuerpos en el suelo, los brazos en alto y las «murallas humanas», obligaron a la Policía y a la Guardia Civil a reprimirlos.

En otras palabras, la «violencia inversa», por provenir de los votantes, fue la causante de los actos de violencia que protagonizaron policías y guardias civiles. Actos de los cuales, según la Fiscalía, los Mossos se «borraron». Por eso los vídeos solo mostraban una cara de la moneda: la resistencia activa o pasiva de los votantes. Era eso: la violencia inversa.

Cuando se proyectaran los vídeos propuestos por las defensas, el tribunal podría apreciar la otra cara de la moneda: la represión pura y dura.

Pero la Fiscalía habría conseguido mostrar al tribunal, al proyectarse primero los vídeos de la «violencia inversa», o resistencia, por qué sobrevino, a continuación, la reacción policial, cuya brutalidad saltaría en las imágenes.

Muchos de estos vídeos fueron enviados a Alemania por el magistrado Llarena en dos remesas, y fueron visionados durante largas horas en dos sesiones —la primera, correspondiente al envío de abril; la segunda, en julio de 2018— por los jueces alemanes del Tribunal Superior de Schleswig-Holstein, Martin Probst, Matthias Hohmann y Matthias Schiemann.

Ya en la primera sesión determinaron que los vídeos no reflejaban la violencia idónea típica del delito de rebelión, que en Alemania se llama alta traición, y no era suficiente para extraditar a Carles Puigdemont. Eso dijeron en una resolución de 5 de abril de 2018. Llarena entonces envió más vídeos con sus correspondientes explicaciones y, después de estudiar el material, los jueces volvieron a plantear sus reservas en el mes de mayo, y resolvieron ratificar, el 12 de julio de 2018, las reacciones iniciales y denegaron la extradición de Puigdemont por el delito de rebelión.

En su resolución, los jueces alemanes señalaban: «En la medida en que la solicitud de extradición se basa en escenas tumultuosas en varios colegios electorales, no es evidente que estas escenas fueran idóneas para crear tal escenario [que las instituciones españolas no habrían podido resistir la presión ejercida por los acontecimientos el día de la votación]. Los actos individuales en los lugares descritos y otros actos lesivos en detrimento de la Policía Nacional descritos en el informe de investigación, reconocibles en el material fotográfico 
proporcionado, por sí mismos indican la comisión de delitos diferentes, en concreto, delitos de agresión, delitos de resistencia o también delitos de quebrantamiento de la paz».

Y precisaba: «Sin embargo, más allá de la responsabilidad penal aceptable de los incidentes individuales y de los autores identificables en las grabaciones de vídeo presentadas, el tribunal no ve que el orden constitucional del Estado español se haya visto seriamente amenazado por estas acciones individuales ni por qué».

Y lo que los seis ojos de los jueces alemanes de Schleswig-Holstein vieron en abril y julio de 2018 lo pudieron ver los catorce ojos de los siete magistrados del tribunal de enjuiciamiento.

La ausencia de esa «violencia idónea», que parece la típica del delito de rebelión del artículo 472 del Código Penal, cuando habla de alzamiento violento y público, la completaban los fiscales con la ya mencionada «violencia inversa», que, según se podría comprobar en el escrito de conclusiones definitivas, vendría subrayada en negrita, por así decirlo, con la transcripción de la conversación del 28 de septiembre de 2017 en el Palau de la Generalitat, aquella en la que el mayor Josep Lluís Trapero y el comisario Ferran López, cuando ya se terminaba la reunión, al ponerse de pie, advirtieron a Puigdemont de que la tensión de dos millones de personas acudiendo a los centros de votación podía provocar hechos violentos. A lo que, como ya vimos, el president
 contestó, según la versión de ambos ante el tribunal:

—Entonces declararé la independencia.

Esa era la interpretación de la violencia típica que los fiscales proyectaron en la sala. Esa era la concepción del delito de rebelión que los fiscales habían considerado un hecho probado a lo largo de los cuatro meses de juicio oral, cuando el presidente Manuel Marchena dijera: «Visto para sentencia».





La Fiscalía consagró la «insurrección»

Su informe definitivo citaba catorce veces la palabra «violencia» contra ocho en su escrito provisional

La Fiscalía del Supremo citó catorce veces la palabra «violencia» en el informe de conclusiones definitivas presentado el 29 de mayo, al tiempo que utilizaba siete veces la palabra «violentos», cuando en su informe provisional del pasado 2 de noviembre de 2018 hacía referencia a ambos conceptos en ocho y seis ocasiones, respectivamente.

Y, al mismo tiempo, hablaba ahora de la situación «claramente insurreccional» en Cataluña desde los días 19-20 de septiembre al 27 de octubre de 2017.

Es decir, los fiscales Javier Zaragoza, Consuelo Madrigal, Fidel Cadena y Jaime Moreno consideraron que la prueba practicada había ilustrado la conducta típica del delito de rebelión, cuando el artículo 472 del Código Penal afirmaba que «son reos del delito de rebelión los que se alzaren violenta y públicamente» para, entre otros fines, «declarar la independencia de una parte del territorio nacional».

Ya en su escrito provisional señalaban, según reprodujeron literalmente en su nuevo informe definitivo, que «bajo el manto de términos aparentemente menos conflictivos en el lenguaje político como “unilateralidad” y “desconexión”, en realidad se estaba cristalizando de forma abierta y ostensible una insurrección patente, manifiesta y exteriorizada contra el orden jurídico establecido, perfectamente organizada desde el poder constituido de la Comunidad Autónoma, completamente al margen de las vías legales…».

En el nuevo informe consideraban que el teniente coronel de la Guardia Civil Daniel Baena —el verdadero y auténtico autor intelectual de todos los presupuestos fácticos de la teoría de la rebelión— había sido todavía más acertado en el juicio oral. Por eso reprodujeron, prácticamente, en la página 134 de su nuevo 
escrito, la declaración que Baena había prestado un mes y medio después de iniciado el juicio.

Señalaban los fiscales: «Durante el período temporal comprendido entre el 19-20 de septiembre y el 27 de octubre, la situación fue claramente insurreccional, ya que a los aproximadamente 80 incidentes con enfrentamientos y hostilidades que se produjeron en los diferentes centros de votación frente a la actuación de las Fuerzas de Seguridad del Estado el mismo día 1 de octubre, deben sumarse 47 actos de acoso en cuarteles de la Guardia Civil, 23 actos similares en comisarías de Policía y edificios públicos del Estado, 11 en alojamientos y hoteles de funcionarios policiales, 47 ataques a sedes del Partido de los Socialistas de Cataluña, y los graves incidentes que se produjeron los días 19 y 20 de septiembre».

Los fiscales destacaban en letra negrita, como todos los párrafos nuevos introducidos, uno de los relatos aportados al juicio por el mayor Josep Lluís Trapero y el comisario Ferran López sobre la reunión que solicitaron al entonces president
 Carles Puigdemont el 28 de septiembre de 2017, contraviniendo el auto de Mercedes Armas.

«Como no puede ser de otro modo, ello pasa, necesariamente, por adoptar todas aquellas medidas que impidan la consecución del referéndum, sin afectar la normal convivencia ciudadana, además de garantizar que el resto de administraciones con sede en Cataluña no se vean afectadas por las decisiones o los actos de los querellados del Govern, en su claro afán por la celebración de un referéndum, suspendido por decisión del Tribunal Constitucional», señalaba la magistrada.

Y continuaba: «Los mandos policiales [Trapero, López y los comisarios de los Mossos] pidieron a sus responsables políticos que desconvocaran el referéndum para evitar que se produjeran choques y enfrentamientos con las fuerzas del orden.
 Pese a ello, la decisión de los miembros del Govern fue seguir adelante con el referéndum, dando instrucciones a los mandos de los Mossos d’Esquadra para que facilitaran su realización a pesar de su manifiesta ilegalidad, y para que acomodaran su actuación al cumplimiento de ese objetivo. Al finalizar la reunión, el procesado rebelde, entonces presidente de la Generalitat, manifestó a todos los presentes que si el 1 de 
octubre había violencia declararía la independencia».

Esta narración tergiversaba el contenido de la reunión a la luz de la versión de Trapero, López y los demás comisarios, quienes declararon al tribunal que ni Puigdemont ni Forn dieron instrucciones a los Mossos «para que facilitaran su realización a pesar de su manifiesta ilegalidad, y para que acomodaran su actuación al cumplimiento de ese objetivo». Todo lo contrario. Según declararon en calidad de testigos, Puigdemont les dijo que él asumía que debían hacer su trabajo por mandato judicial y que lo comprendía. Y, además, sugería que Puigdemont estaba promoviendo una «violencia deliberadamente provocada» con el fin de justificar la declaración de la independencia.

A pesar de las catorce veces que se citaba la palabra «violencia», en el informe de los fiscales no había siquiera un renovado esfuerzo por presentar un relato de la violencia idónea, la típica, del delito de rebelión. Los fiscales salían del juicio prácticamente como habían entrado. Del mismo modo que la abogada del Estado, Rosa María Seoane, mantenía, porque faltaba el elemento típico de la violencia del delito de rebelión, la acusación por sedición.





La Fiscalía a Marchena: «¡No vaya usted por la sedición, tentativa o conspiración!»

El fiscal Javier Zaragoza ofreció el titular: «Dieron un golpe de Estado»

La alineación entre los cuatro fiscales era evidente. El fiscal Javier Zaragoza, más ducho en tratar con medios de comunicación, aportaría los titulares y Fidel Cadena, el coordinador del grupo, la dogmática jurídico-penal. Serían, pues, los delanteros. Y Jaime Moreno y Consuelo Madrigal reforzarían a los delanteros. Moreno, con unas fintas dirigidas a la cabeza del tribunal, Manuel Marchena, y Madrigal, centrándose en el delito de malversación.

Zaragoza sabía cómo captar la atención y el interés de los periodistas. Y sus frases coparon el espacio informativo con este titular: «Dieron un golpe de Estado… Junqueras fue el principal motor de la rebelión».

Estas fueron otras de sus afirmaciones:

«Los principales subordinados de Junqueras, Lluís Salvadó y Josep Maria Jové, fueron los encargados de toda la infraestructura y el desarrollo de estructuras de Estado».

«Se ha intentado liquidar la Constitución española de 1978».

«No solo no hay derecho moral a la secesión, sino que hay una obligación cívica y legal a defender la Constitución».

«Se han amparado en el supuesto derecho a la autodeterminación, sin apoyo nacional ni internacional».

«Se persigue incumplir y desobedecer reiteradamente las resoluciones judiciales, incluso las que prohíben un referéndum ilegal».

«Dieron un golpe de Estado, quisieron sustituir un orden judicial por otro con métodos ilegales».

«Lo que sucedió en Catalunya entre marzo de 2015 y octubre de 2017 es lo que en terminología del jurista Hans Kelsen se llama golpe de Estado».

«No hacen falta armas ni militares ni un estado de sitio para la rebelión».

«En este concierto para delinquir había tres pilares con un papel muy importante: el parlamentario, el poder ejecutivo del Govern y las asociaciones civiles».

«Jordi Sànchez y Jordi Cuixart, los reyes y señores del orden cívico de Barcelona que impartían órdenes a los Mossos».

«La movilización popular es una de las armas imprescindibles para empujar el procés».


«El Govern quiso convertir a los Mossos en una estructura de Estado para controlar todo el territorio».

«Forn puso en marcha un plan de actuación de los Mossos con el fin de simular que se cumplía el mandato judicial y facilitar el referéndum como querían las autoridades políticas de la Generalitat».

«Todo el diseño fue un montaje».

«Junqueras es uno de los promotores más importantes de estos hechos delictivos. Es el motor principal de la rebelión».

«Los llamamientos a la participación en el referéndum son continuos, hasta en 14 o 15 ocasiones, en medios de comunicación».

«Celebrar un referéndum contraviniendo el orden constitucional es delito, aunque se haya despenalizado la celebración de las consultas».

«Lo anormal es que se concentraran más de 40.000 personas que provocaron tensión y agresiones y que dos señores se convirtieran en señores del orden público hasta el punto de dar órdenes a los Mossos y condicionar las actuaciones de la Guardia Civil».

«Había una situación de excepción. La había meses antes. Se estaba expulsando la Constitución de Cataluña. Y la normalidad democrática se impuso el 20 de octubre de 2017».

Las de Jaime Moreno:

«La violencia se plasmó en tres momentos: la necesidad de celebrar el 1-O con la oposición de 6.000 agentes, evitar la investigación de un juez que había tocado la médula de la organización del referéndum y hostigar a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado».

«Los Mossos actuaban bajo las órdenes del Govern».

«El 1-O se celebró a pesar de los más de 7.000 agentes enviados porque hubo una resistencia activa y física. Hubo una resistencia pasiva que se tornó en activa en muchos lugares. Hemos oído intentos de arrebatar el arma reglamentaria».

«No hubo ni una sola llamada a la calma por parte de ningún dirigente».

«Todos eran conscientes de que, con seguridad, iba a haber enfrentamientos. Es un dolo directo: “para que no se aborte el referéndum, me enfrentaré”».

«No bastaba con convocar, saber que ha provocado enfrentamientos y no desconvocar. Se ha exigido un paso más, que es exaltar a defender los colegios».

Las de Consuelo Madrigal:

«Al referéndum se dedicaron tres millones de euros que provenían del fondo de contingencias».

«Aunque TV3 hubiera emitido el anuncio gratuitamente, que no ha sido así, igualmente tiene un gasto que pagamos todos los contribuyentes».

«Turull batió el récord de velocidad al conseguir en tres días hábiles la financiación de la campaña de Civisme».


«El material [del referéndum del 1-O] llegó con el logotipo de la Generalitat de Catalunya en tres palés sin albarán ni orden de entrega».

Y las de Fidel Cadena:

«La rebelión ataca los cimientos del Estado social y democrático. Es un delito contra la Constitución, no contra el orden público».

«El referéndum fue como cien sediciones diferentes animadas por un plan u hoja de ruta».

«No solo utilizar energía física implica violencia, también oponer resistencia».

«El Rey hizo un llamamiento a la Generalitat para que respetara el orden constitucional».

«La pasividad de los Mossos no es irrelevante; ha sido organizada por el poder político».

«La mayoría de los Mossos habría cumplido la ley, pero se utilizó el Cuerpo como poder político».

«El delito se consumó en el momento del levantamiento, aunque no se haya cumplido el objetivo».

«Los que mostraron resistencia son los responsables de toda la violencia».

Los fiscales del Tribunal Supremo se habían jugado el juicio oral a una sola carta: la rebelión pura y dura. Se comentó que llegaron a contemplar en sus reuniones la posibilidad de una calificación provisional flexible con las alternativas de sedición y conspiración para la rebelión. Pero la alternativa de sedición ya estaba servida por la Abogacía del Estado y la conspiración podía transmitir el mensaje de que bajaban la guardia.

Conclusión: decidieron apostar por la rebelión. Una rebelión con la «aplicación de la violencia cuando era necesario hacerlo», según explicaron Javier Zaragoza, Jaime Moreno y Fidel Cadena.

Y, al tiempo, atacaban la teoría de que los hechos de septiembre y octubre de 2017 en Cataluña —lo que denominaron «insurrección», como había apuntado el teniente coronel de la Guardia Civil Daniel Baena— constituían sedición, delito que, destacaron, se incardinaba en el capítulo de los delitos contra el orden público, mientras que la rebelión lo estaba, subrayaron, entre los delitos contra la Constitución.

La Abogacía del Estado mantenía la acusación por sedición y fue muy interesante seguir el fuego cruzado entre Fiscalía y Abogacía del Estado sobre el tema crucial que debía llevar al tribunal a optar por la sedición o por la rebelión: la «violencia idónea». Para los fiscales estaba claro como el agua; para la abogada del Estado, en cambio, era evidente que en la rebelión faltaba la violencia como instrumento principal o «estructural».

La intervención más hábilmente diseñada para llegar a las entrañas del tribunal fue la del fiscal Jaime Moreno. Lució la creatividad que le había faltado en la fase documental, donde brilló por su despiste respecto a fechas y lugares de los vídeos que había propuesto proyectar.

Moreno y Marchena compartían una historia de actividad profesional común. Coincidieron en la Secretaría Técnica de la Fiscalía General del Estado en la etapa de Jesús Cardenal y, más tarde, en la Fiscalía del Tribunal Supremo, hasta que el actual presidente de la Sala Segunda, el entonces fiscal Marchena, se incorporó a la Sala Segunda como jurista de reconocido 
prestigio. En febrero de 2017, durante el enjuiciamiento de Francesc Homs por la consulta del 9-N de 2014 en el Tribunal Supremo, Marchena ejerció como presidente del tribunal y ponente de la sentencia, mientras que Moreno representó a la Fiscalía.

Moreno vino a decir: «Manolo, sé cuál será el núcleo del debate del tribunal. Te lo resumo en cinco puntos». Y desarrolló la idea de la rebelión sin violencia «grave», o la teoría de la violencia inversa, cuya responsabilidad, explicó, fue del Govern por incitar a los ciudadanos a ir a votar y a defender los lugares de votación contra la intervención de policías y guardias civiles. Ese fue el momento de la violencia «necesaria», y el Govern, según Moreno, no dudó en practicarla alentando a las «masas» y haciendo gala de dolo directo. El punto de vista privado de Moreno era que resultaba difícil encajar los hechos en el tipo de rebelión como está redactado el artículo 472 del Código Penal.

En uno de esos momentos «creativos», Moreno dijo que las víctimas no habían sido, por un lado, 93 miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y, por el otro, 1.000 ciudadanos que intentaban ejercer su derecho al voto. «Los lesionados, las víctimas, fueron 1.093», señaló.

Los fiscales habían diseñado sus intervenciones en atención a la historia profesional de Marchena, es decir, a su trayectoria en el Ministerio Fiscal. Y en particular Fidel Cadena vino a decir: «Manolo, ni se te ocurra ir por sedición, tentativa de rebelión o conspiración. No nos arrebates la victoria».

Cadena empezó a sentir cierto temor de que el tribunal abandonara a la Fiscalía en el delito de rebelión a poco de comenzar el juicio oral, cuando Marchena, en la búsqueda del equilibrio, objetó de manera reiterada, y a veces abrupta, las preguntas de los fiscales y les quitaba la palabra. «No será que Manolo nos va a dejar a los pies de los caballos con la rebelión», comentó en privado.

Su intervención, pues, fue una clase de dogmática jurídica sobre la rebelión, que era, explicó, un «delito de resultado cortado». ¿Qué quería decir? Que se consumó con el alzamiento y no se necesitó alcanzar el objetivo buscado.

Y es que tanto la tentativa de rebelión, que puede ser acabada 
o inacabada (la tentativa reemplaza a la antigua «frustración»), como la conspiración para la rebelión supondrían rebajar en uno o dos grados la pena de rebelión, lo que podría dejar las penas en una franja de cuatro a ochos años, según los casos. Y si se descontaban los dos años de prisión preventiva —el 16 de octubre de 2019 en el caso de Jordi Cuixart y Jordi Sànchez, y el 2 de noviembre de 2019 para casi todos los demás— y se aplicaba el artículo 100.2 del reglamento penitenciario, según se ha comentado, la situación personal de los encausados conocería un cambio sustancial en relativo poco tiempo más.

Pero quizá la solución pasaba por otra alternativa al alcance del tribunal. Supongamos que, con el 472 del Código Penal en la mano, no se conseguía unanimidad en torno a la idea de la violencia idónea y se veía factible una condena por sedición, como planteaba la Abogacía del Estado. Las penas, aun siendo menores, todavía serían altas, sobre todo porque mientras en la rebelión el delito de malversación es absorbido por la modalidad de rebelión agravada, en el de la sedición se computa como delito independiente, aunque la Abogacía del Estado proponía la malversación como instrumento —concurso medial— de la sedición.

¿De dónde vendría esa solución? Estaba en la mano de los abogados plantearla. Xavier Melero lanzó la piedra al estanque, pero más que una piedra fue una roca. A saber: la eximente completa del delito —de sedición o de rebelión— por haber sido resultado del ejercicio de los derechos fundamentales de manifestación, reunión y expresión. Era una roca porque una absolución completa era imposible.

Pero había una vía intermedia para bajar notablemente la pena: la eximente incompleta.

En sus informes, los fiscales recordaron a Marchena su sentencia del 17 de marzo de 2015 sobre el asedio al Parlament cuando iba a tener lugar el debate de los recortes sociales en junio de 2011, situación que obligó al president Artur Mas y a la presidenta del Parlament, Núria de Gispert, a ser trasladados a la Cámara en un helicóptero por los Mossos.

En aquel tribunal participaron otros dos miembros que también lo eran del tribunal del procés:
 Luciano Varela y Juan Ramón Berdugo. El magistrado Perfecto Andrés Ibáñez fue 
designado ponente, pero al orientarse la mayoría por condenar a los absueltos, optó por un voto particular y cedió la ponencia, que recayó en Marchena.

Y el tribunal tumbó la sentencia de la Audiencia Nacional, cuyo ponente fue el magistrado Ramón Sáez, que absolvía a los 19 acusados por obstaculizar a los diputados cuando intentaban ejercer el derecho de representación parlamentaria. Tanto la Fiscalía como el Parlament y el Govern de la Generalitat actuaron como acusación contra los manifestantes en la Audiencia Nacional. Y pidieron su condena en el recurso de casación ante el Supremo en 2015.

Para el ponente Ramón Sáez la eximente debía ser completa y por ello absolvió. Pero el Tribunal Supremo consideró que no había ninguna eximente, que el derecho de manifestación y protesta impedía ejercer el derecho de representación política a los parlamentarios.

El Tribunal Supremo condenó a ocho acusados a tres años de prisión por un delito contra las instituciones del Estado, con la accesoria de inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena. Había, empero, una solución intermedia: una eximente incompleta equidistante respecto a las posiciones extremas de Sáez y de Marchena. Por aquellas fechas, hacia junio de 2019, el Tribunal Constitucional se aprestaba a dictar sentencia sobre el recurso de amparo de tres recurrentes contra la sentencia del Supremo sobre el asedio al Parlament. El magistrado Cándido Conde-Pumpido, designado ponente, precisamente, proponía transitar la tercera vía: aplicar eximente incompleta. Suponía, claro, tumbar la sentencia del Supremo. Pero los magistrados consideraron que no era el momento adecuado de propinar un palo al ponente de la sentencia del procés
 —Marchena— y se decidió aplazar sine die
 la resolución del amparo.

En el juicio del procés,
 la Fiscalía del Supremo exigía la aplicación de los criterios de dicha sentencia del asedio bajo la forma de un delito de rebelión.

¿Haz justicia aunque perezca el mundo, que dirían Zaragoza, Cadena, Moreno y Consuelo Madrigal?

No. Haz justicia para salvar al mundo.





Absolución versus

 defensa técnica con eximentes

Los letrados de los acusados atacarán la rebelión, la sedición y la malversación

Siendo realistas, ¿había posibilidades de que prosperara la absolución de todos los acusados? No. Entonces, ¿era posible, sin renunciar como pretensión de principios a la absolución, esgrimir en una defensa de carácter técnico y pragmático las circunstancias eximentes o atenuantes previstas en el Código Penal que permitirían rebajar la pena —la que se resolviera— hasta en dos grados?

Era posible.

Aunque los letrados de los doce acusados se orientaran hacia la solicitud de la absolución total, las preguntas planteadas parecían razonables y el ejercicio de la profesión llevaba a tenerlas en consideración en el momento de las conclusiones definitivas.

Ya se sabía por los escritos presentados que las defensas combatirían la existencia misma de los delitos que habían descrito las acusaciones, sin abrir ninguna ventana, por ejemplo, a la admisión de un delito de pena menor —sedición—, que, con eximentes incompletas, pudiera reducir drásticamente la pena respecto al delito más grave, el de rebelión.

Pero los letrados no estaban solos en el cuestionamiento jurídico del delito de rebelión. La abogada del Estado, Rosa María Seoane, que mantenía la acusación por sedición, dedicó los últimos diez o quince minutos de su informe de conclusiones a demostrar —no sin eficacia— que la violencia no era el método «estructural» del Govern de la Generalitat para conseguir el objetivo de la independencia de Cataluña respecto a España.

La conducta de los Mossos d’Esquadra y la manipulación de 
su actuación por parte de la acusación de la Fiscalía del Supremo, que escogió aquellas sospechas que parecían reforzar su calificación y desechar las que la desmentían, serían objeto de un análisis detallado por parte de la defensa de Joaquim Forn.

Pero, aparte del elemento de la violencia y de la ineficacia del concepto de violencia «inversa» —creatividad del instructor y de los fiscales que endosaba a los votantes los hechos violentos del 1 de octubre—, el asunto de la sedición tenía interés desde el punto de vista jurídico.

Para abordar su núcleo se podía acudir al derecho fundamental de reunión y manifestación, que la doctrina del Tribunal Constitucional equipara al derecho de expresión. Y porque, tanto en la concentración de protesta del 20 de septiembre de 2017 frente a la Consejería de Economía como en la movilización del 1 de octubre para votar, era posible defender ese derecho de expresión, reunión y manifestación llevado a sus puntos más extremos.

Los letrados habrían podido, pues, apoyarse de manera persuasiva en la ingente jurisprudencia del Tribunal Constitucional y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de Estrasburgo sobre esos derechos, tanto en el denominado «efecto desaliento» en el ejercicio de los derechos humanos como, decisivamente, en el «principio de proporcionalidad».

Ambos temas fueron objeto de la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el recurso de amparo presentado por los miembros de la Mesa Nacional de Herri Batasuna contra la sentencia del Tribunal Supremo en noviembre de 1997, que condenó a los miembros de la Mesa, como autores de un delito de colaboración con banda armada, a penas de siete años de prisión por su conducta durante la campaña electoral de Herri Batasuna en las elecciones generales de marzo de 1996 y la difusión de vídeos y octavillas.

El Tribunal Constitucional señaló: «Hemos reiterado que la difusión de estas ideas e informaciones y este modo de participación en la actividad política no constituyen un ejercicio lícito de las libertades de expresión, de información y de participación política y, por ello, no están tuteladas por esos derechos constitucionales y, por ello, pueden ser objeto de 
sanción penal; sin embargo, también hemos señalado que es indudable que las conductas incriminadas son actividades de expresión de ideas e informaciones y constituyen una forma de participación política y, en consecuencia, una sanción penal desproporcionada puede producir efectos de desaliento respecto del ejercicio lícito de esos derechos. En suma, aun admitiendo la legitimidad del recurso a la vía penal, la pena no puede proyectarse con la dureza que el tipo previene sobre la universalidad de los componentes del órgano dirigente de una asociación política que, si bien extralimitándose, han actuado en un ámbito en el que las formaciones políticas deben operar con la mayor libertad, sin más limitaciones que las estrictamente necesarias para preservar la libertad de los ciudadanos».

Y añadía: «… Aunque los mensajes objeto de sanción contenían elementos intimidatorios y los recurrentes no fueron ­condenados por el ejercicio lícito de las libertades de participación, de expresión y de información, sino por colaboración con banda armada, a partir de esta sola constatación no cabe excluir que el establecimiento de ciertos tipos penales o ciertas interpretaciones de los mismos pueda afectar a los citados derechos, siquiera sea indirectamente. Esto es así porque el hecho de que se expresen ideas, se comunique información o se participe en una campaña electoral de forma ilícita y, por consiguiente, sin la protección de los respectivos derechos constitucionales, no significa que quienes realizan esas actividades no estén materialmente expresando ideas, comunicando información y participando en los asuntos públicos. Precisamente por ello, una reacción penal excesiva frente a este ejercicio ilícito de esas actividades puede producir efectos disuasorios o de desaliento sobre el ejercicio legítimo de los referidos derechos, ya que sus titulares, sobre todo si los límites penales están imprecisamente establecidos, pueden no ejercerlos libremente ante el temor de que cualquier extralimitación sea severamente sancionada».

Las eximentes y atenuantes, como las meigas, haberlas haylas. Había que ir a por ellas en una defensa que debía ser tan técnica como pragmática.





R.I.P. rebelión

El abogado de Forn dio la estocada final a la «rebelión posmoderna» montada por los fiscales

Sí. Requiescat in pace
 el delito de rebelión.

El abogado Xavier Melero martilló el 10 de junio con firmeza, sin violencia verbal, no carente de ironía, el clavo final en el ataúd de lo que llamó la teoría de la rebelión posmoderna,
 pegada con cola por la Fiscalía del Supremo y el instructor Pablo Llarena, quienes fueron, a su vez, respaldados, oportunamente, por la Sala de Recursos del Supremo, durante la pretendida investigación exprésdel referéndum del 1-O.

Y lo hizo con la prueba que el 14 de marzo de 2019, y días posteriores, quebró el castillo de naipes de los fiscales: la declaración del mayor Josep Lluís Trapero, un testimonio seguido por los que prestaron los comisarios de los Mossos d’Esquadra, en especial el de Ferran López, «el hombre del 155», el número dos de Trapero nombrado por el ministro del Interior Juan Ignacio Zoido como nuevo jefe de los Mossos.

Pocas veces había existido una coincidencia tan excepcional en un juicio oral. Y la protagonizaron Xavier Melero, el abogado que representaba a Joaquim Forn, el hombre que había tratado con los Mossos, que era un avezado creyente en el Derecho Penal, y el presidente del tribunal de enjuiciamiento, Manuel Marchena, quien advirtió la importancia del interrogatorio a Trapero aquel 14 de marzo, y usó por primera y última vez en las sesiones el artículo 708 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para hacer preguntas al mayor al finalizar el turno de preguntas de las defensas.

El cruce entre Melero y Marchena abonó, durante aquella jornada, la tierra para enterrar el delito de rebelión. Mientras que la sesión del 10 de junio fue el oficio del funeral propiamente, en las palabras precisas de Melero.

La Fiscalía —como pusieron boca arriba los letrados Andreu 
Van den Eynde y Jordi Pina— no se había limitado a acusar, lo que era su deber, sino que había hecho trampas procesales. Los fiscales fueron muy valientes con los acusados y con sus defensas, pero no con el instructor Llarena, quien los ninguneó una y otra vez, ya fuera cuando rechazó la incorporación de Trapero, Jové y Salvadó a la causa del Supremo sin explicación razonable alguna, o cuando los dejó al margen de la tramitación de las euroórdenes, asunto que era competencia de la Fiscalía.

Pero hubo una trampa aún más relevante. Y era que la Fiscalía del Supremo conocía por la Fiscalía de la Audiencia Nacional que, al menos prima facie,
 la teoría de Llarena y de la juez Lamela —a saber, que la rebelión/sedición se apoyaba en la existencia de 17.000 hombres armados, los Mossos— estaba averiada. Porque, tras las reuniones del 26 y 28 de septiembre en el Palau de la Generalitat, según explicó, Trapero ordenó trazar un plan para detener a Carles Puigdemont y los miembros de su Govern.

Estos datos ya suponían un quiebro del andamiaje de dos jueces y de los fiscales. Pero, como dice aquel adagio que ahora le prestaban los periodistas a fiscales y jueces —«no permitas que la realidad te estropee una buena noticia»—, las Fiscalías de la Audiencia Nacional y del Supremo, y los jueces, los ignoraron. Bueno, no del todo. Porque el fiscal Pedro Rubira, tras escuchar la declaración de Trapero en febrero de 2018 y conocer que, después de las citadas reuniones, el mayor dio instrucciones para diseñar un operativo dirigido a la posible detención de Puigdemont y de los miembros del Govern…, las consideró de tal gravedad que solicitó a la juez Lamela libertad con fianza de 50.000 euros. Fue cuando dijo: «Además, hoy ha habido un dato relevante. Nos hemos enterado de la reunión que hubo entre miembros de los Mossos patrocinada por el declarante con respecto al señor Carlos Puigdemont. Si el investigado hubiera cooperado más activamente, entendemos que habría evitado mucho trabajo a la Administración de Justicia».

¿Sostenella y no enmendalla? Peor. Fue el final de la bancarrota de la rebelión y el comienzo de una nueva construcción: la violencia inversa. La rebelión posmoderna, Melero dixit
.

Por esta razón, la Fiscalía no pidió la declaración de Trapero ni la de los comisarios. ¿Para qué? ¿Para qué ilustrar al tribunal sobre las reuniones del 26 y 28 de septiembre? No, gracias.

Pero he aquí que cuando Ferran López declaró que los comisarios advirtieron sobre la posible tensión o hechos violentos el 1-O y que Puigdemont replicó: «si hay incidentes de violencia, declararé la independencia», la Fiscalía vio la luz: ¡Eureka! Puigdemont había pronunciado la palabra «violencia». Esto permitió, en su escrito de conclusión final, tergiversar la reunión y afirmar que los Mossos recibieron órdenes para permitir el referéndum y simular un dispositivo para facilitarlo.

Pero que los Mossos mencionaran los posibles hechos violentos fue un McGuffin
 hitchcokiano usado por los fiscales para distraer la atención. Porque lo importante era que si los Mossos no eran el instrumento del Govern, la teoría de la rebelión se venía literalmente abajo. Una cosa ya era segura, desde incluso antes de la respuesta de Trapero a la pregunta de Marchena el 14 de marzo: la prueba de alzamiento violento y público había brillado por su ausencia en el juicio.

Y, si era así, tampoco debería funcionar una faena de aliño con tentativas ni conspiraciones, que también exigirían la intervención de la violencia en el plan preparatorio.

Esto era lo que había.





Visto para sentencia

Catarsis en la sala entre acusados, magistrados, fiscales y abogada del Estado

El turno de última palabra envolvió a la Sala en un ambiente especial. En realidad, se podría decir que el punto de partida fueron las palabras de Joan Segarra, el abogado de Santi Vila, al terminar su alegato.

«No puedo finalizar mi informe sino sumándome a los agradecimientos del resto de compañeros y añadiendo mi reconocimiento, mención especial, al excelentísimo señor Luciano Varela, magnífico jurista y firme defensor de las garantías del derecho de defensa, que culmina su trayectoria con este juicio», dijo Segarra, lanzando una mirada a Varela a la derecha del estrado del tribunal. «Muchas gracias señorías, mucha suerte y gracias, excelentísimo señor Varela», volvió a insistir Segarra clavando sus ojos en el magistrado. Se había jubilado el 9 de mayo de 2019 al cumplir 72 años, pero como formaba parte del tribunal, según establece la ley, se le prorrogó el mandato hasta terminar el juicio.

Los turnos de última palabra profundizaron en ese clima. Oriol Junqueras tenía muy claro su mensaje para los cinco minutos que empleó. «Creo que lo mejor para todos sería devolver la cuestión al terreno de la política, de la buena política, de donde nunca debería haber salido, al terreno del diálogo, la negociación y el acuerdo».

Fueron Josep Rull y Jordi Turull quienes sensibilizaron el ambiente. Sus frases y su manera de exponer tocaron una fibra delicada, aquella que delataba un juicio especial. Con un reloj sobre la mesa, sin papeles, Rull dijo antes de finalizar: «Hasta ahora, con mi encarcelamiento, ustedes han decidido que yo no pueda ver crecer a mis hijos, a Bernat, de 10 años, y a Roger, de cuatro, pero sea cual sea el sentido de la sentencia que acaben dictando no van a impedir que les deje la dignidad de haber 
defendido unas ideas legítimas y nobles».

Turull, por su parte, explicó con un torno reflexivo, sin acritud, que la acusación había «buscado un escarmiento», pero añadió que en sus palabras «no hay espacio para el rencor ni el resentimiento por muchas sandeces que se hayan dicho, ni por injusta que sea esta prisión». Al recordar a su familia y a sus hijas, ­Turull rompió a llorar, bebió agua y dijo: «Llegué a esta bancada como acusado por mi actividad política, y sí, por mis ideas. Estoy aquí por mis ideas, porque no renuncié a mi actividad política».

Inspirado en Joan Segarra respecto al magistrado Varela, añadió Turull: «Me sumo a los mejores deseos al magistrado por su jubilación».

Tras el último turno de última palabra, pronunciado por el acusado Carles Mundó, el presidente del tribunal, Manuel Marchena, dijo:

—Muchísimas gracias a todos. Visto para sentencia. Abandonen la sala, por favor.

La exhortación a salir de la sala del juicio, en rigor, se refería al público. Todos los acusados se pusieron en pie, al igual que sus letrados, los magistrados y los representantes de la acusación. Los abogados defensores saludaron a los magistrados. Jordi Pina y Xavier Melero se acercaron a Luciano Varela y a Manuel Marchena.

—¿Pensáis hacer lectura pública de la sentencia? —preguntó Melero.

—No tenemos intención de hacerlo —replicó Marchena. La idea, a tenor de la respuesta, parecía indicar que era lo último que se les hubiera ocurrido.

Melero, que no quería perder su vuelo a Barcelona, se marchó inmediatamente.

Los magistrados, los letrados, los dos fiscales presentes y la abogada del Estado aprovecharon el final para relajarse, una vez caído el telón que cerraba cuatro meses de representación para millones de personas, seguidoras de las 52 sesiones del juicio con una adicción digna de las series de Netflix.

Luciano Varela, todavía con toga, bajó del estrado y se cruzó con Carles Mundó. Ambos se dieron la mano. Varela se acercó a Jordi Sànchez, expresidente de la ANC, junto a la mesa desde 
donde se prestaban las declaraciones. Jordi Pina estaba de espaldas a su cliente hablando con los fiscales Fidel Cadena y Jaime Moreno, quienes le expresaron su pesar por haberse conocido en tales circunstancias.

El magistrado Varela saludó a Sànchez —según contó este más tarde a su letrado— y le dijo algo así como «es usted un buen hombre», al tiempo que le proponçia hacerse una foto con el teléfono. Sànchez, sorprendido, y no sin humor, dijo que no faltaría más, pero con una condición: que también quería esa foto, y que se tomara con el teléfono que le prestaban sus letrados durante las sesiones para comunicar con sus familiares.

Varela y Sànchez, pues, le entregaron sus móviles al magistrado Juan Ramón Berdugo, quien se encargó de inmortalizar ese momento en el que posaban uno junto al otro. A su vez, el presidente Marchena, muy aficionado a la fotografía, no se perdió la escena, sacó su móvil y captó la fotografía del magistrado haciendo la foto de Varela y Sànchez. Jordi Pina, que se había perdido la primera parte, en ese momento se dio la vuelta y pudo ver, atónito, toda la escena.

Por su parte, la magistrada Ana Ferrer y la abogada del Estado Rosa María Seoane, que no pudo reprimir una furtiva lágrima, expresaron a Jordi Turull la emoción que sintieron al escuchar sus palabras. Seoane dijo que ella también tenía hijos. La abogada del equipo de Pina tranquilizó a la abogada del Estado.

La magistrada Ferrer, a su vez, dijo a Turull que le habían gustado sus palabras dedicadas a Luciano Varela.

El turno de última palabra, pues, había desencadenado una catarsis.

En el pasado, este turno permitía al acusado —que solamente declaraba al comienzo del juicio y permanecía por imperativo legal callado durante todas las sesiones— encarar al final su autodefensa, o defensa personal, ya que hasta ese momento era siempre su abogado quien la ejercitaba.

Pero ese turno de última palabra ya no es, normalmente, lo que era. Porque, en la práctica, los acusados lo utilizan no tanto para su defensa, técnicamente hablando, sino para transmitir al 
tribunal un mensaje más emocional antes de que el presidente declare el juicio visto para sentencia.

Durante los juicios de etarras, los tribunales cortaban a los terroristas que usaban ese turno para lanzar un mensaje político acorde con su ideología. Sin embargo, el presidente del tribunal, Manuel Marchena, tenía decidido no interferir porque sabía que, indudablemente, dada la naturaleza del juicio, los mensajes políticos serían inevitables. Al fin y al cabo, se había insistido a cada instante en que la ideología independentista no era materia de enjuiciamiento.

Quien hizo uso de la última palabra en el sentido antiguo —esto es, rebatir con precisión y convicción al fiscal y a las acusaciones después de permanecer callada durante todo el juicio— fue la expresidenta del Parlament, Carme Forcadell.

Separada de los otros seis miembros de la Mesa del Parlament —a quienes el Supremo había enviado al Tribunal Superior de Justicia de Cataluña para ser juzgados solo por desobediencia—, Forcadell también fue enjuiciada también por el delito de rebelión.

Y ella se encargó de reforzar la defensa realizada por su letrada, Olga Arderiu, con un ataque a los fiscales por presentar lo que calificó de pruebas falsas solo por tratarse de quien era ella, por su trayectoria independentista.

La situación de Forcadell en el juicio había terminado de manera muy diferente a su situación al comienzo de la instrucción en el Supremo. Mientras los miembros del Govern acusados de rebelión fueron enviados a prisión incondicional por la magistrada de la Audiencia Nacional Carmen Lamela, el 2 de noviembre de 2017, el magistrado del Tribunal Supremo Pablo Llarena, tras tomar declaración a la entonces presidenta en funciones del Parlament, el 9 de noviembre de dicho año, dictó prisión, sí, pero eludible con fianza de 150.000 euros, que la imputada abonó tras pasar la noche en la cárcel de Alcalá-Meco. A los otros miembros de la Mesa, Llarena les exigió una fianza menor, de 25.000 euros.

Los acusados se preguntaban, tras pasar por la prueba emocional del turno de última palabra, si lo que acababan de decir podría tener algún impacto en Los Siete Magníficos, como 
algunos de sus colegas llamaban a Marchena y a los otros seis magistrados que formaban el tribunal. El tono emotivo de los doce turnos de última palabra, empero, tuvo un efecto: la catarsis —situación absurda o angustiosa en el sentido kafkiano— entre acusados, magistrados, fiscales y la abogada del Estado. O síndrome de Estocolmo, esa reacción psicológica de complicidad entre víctimas y victimarios, tras convivir mañana y tarde durante 52 sesiones entre el 12 de febrero y el 12 de junio de 2019.

Judit Gené, abogada de Meritxell Borràs, vivió la catarsis así: «Recuerdo la sensación del final, después del visto para sentencia, de despedirse, casi acariciarse, entre todos, menos los letrados de Vox. Me impactó mucho, sobre todo, que eso ocurriera con los propios acusados, con Rull, Sànchez y Turull. Los fiscales tuvieron palabras muy cordiales para Forn, a quien le dieron la mano. Sé que la magistrada Ana Ferrer se aguantó las lágrimas, igual que yo, porque yo también lloré durante la última palabra de Rull, cuando hablaba de su familia y de sus hijos. Y con Ana Ferrer nos miramos y sonreímos porque nos emocionamos las dos a la vez. Y recuerdo mucho la despedida abajo, después del encuentro con los magistrados, cuando estaban todos los familiares y los presos, antes de que se los llevaran. Todas las esposas llorando, Forn acariciando el pelo de su hija llorando con desesperación. Se acababa el juicio y ahora otra vez a la cárcel. Y cada uno de ellos, al despedirse de los policías que les vigilaban, les presentaron a sus hijos».





Tras los huesos del diplodocus

La negativa del Supremo a ordenar el 384 bis, indicio de que no optará por el delito de rebelión

El escritor francés Gilles Perrault ha dicho que investigar sobre una historia pasada es un poco como ir en busca de un diplodocus; uno encuentra aquí y allá un hueso, y, si es afortunado y perseverante, se llega a reconstituir una apariencia de esqueleto. Pero el público, ironiza Perrault, no siente más que un moderado entusiasmo por los esqueletos. Por esta razón, el autor suele sentirse tentado de hermosear la cosa, pegar sobre los huesos una piel seductora y colocar el esqueleto en un decorado del cual se espera que, con un poco de suerte, se parezca en algo a la fauna de la prehistoria
[7]
*.

Algo de esto ha ocurrido con la sentencia del procés
. Todos los indicios vertidos en el juicio oral apuntaban a un desenlace: condena por sedición.

Y uno de los huesos que así apuntan al diplodocus es la conducta ante la aplicación del artículo 384 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal de suspensión de los diputados por el delito de rebelión.

El tribunal del juicio oral del procés
 ha obviado ya desde su resolución del 14 de mayo de 2019 cualquier referencia a la necesidad de aplicar el artículo 384 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal a los diputados electos —acusados y juzgados por rebelión— en las elecciones del 28 de abril de 2019, ha persistido en negarse a comunicar al Congreso de los Diputados y al Senado que debía hacerlo y tampoco ha querido hacerlo respecto a Oriol Junqueras, elegido eurodiputado el 26 de mayo de 2019, a quien han prohibido, por resolución del pasado viernes, acudir el lunes 17 de junio ante la Junta Electoral Central (JEC) para acceder al cargo.

Esta conducta se separa de la suspensión adoptada indiciariamente en instrucción durante 2018 —respecto a los 
diputados elegidos al Parlament— por el magistrado instructor, Pablo Llarena.

Es decir: con la prueba ya practicada —que el tribunal califica de «situación privilegiada» en su auto— para valorar la situación tras concluir el juicio, los magistrados han decidido olvidarse del 384 bis que equipare a los procesados «rebeldes» en prisión preventiva con bandas armadas y terroristas.

El primer indicio de la separación apuntada tuvo lugar en la larga resolución del 14 de mayo, según la cual el tribunal consideraba innecesario solicitar el suplicatorio al Congreso de los Diputados —retroactivo a esas alturas— que pretendía el abogado Jordi Pina, que representa a Jordi Turull, Josep Rull y Jordi Sànchez.

El tribunal hacía una referencia indirecta a la prisión preventiva en la que ya endosaba cualquier decisión al Congreso, al que el presidente del tribunal, Manuel Marchena, cursó la resolución.

«El propio artículo 21 del Reglamento del Congreso de los Diputados prevé la situación de que un diputado se halle en situación de prisión preventiva y que ello implique la suspensión de sus derechos y deberes parlamentarios.»

El 21 de mayo de 2019, la nueva presidenta del Congreso, Meritxell Batet, solicitó un informe sobre el curso que debía seguirse respecto a la aplicación del 384 bis de suspensión de los diputados. Marchena respondió el 22 de mayo con un oficio de catorce líneas en el que consideraba «inviable» informarle sobre el asunto y le remitía a las cuatro líneas del auto del 14 de mayo sobre el artículo 21 del Reglamento del Congreso.

Pero he aquí que los fiscales del Tribunal Supremo, Javier Zaragoza y Fidel Cadena, cursaban escrito el mismo 22 de mayo —el día en que Marchena descartaba informar a Batet— en el que pedían, precisamente, que comunicara la necesidad de proceder a esa suspensión.

«El Ministerio Fiscal interesa de la Excma. Sala que, una vez hayan tomado posesión de sus escaños y consolidado sus derechos de participación política, se comunique a la Mesa del Congreso de los Diputados, respecto de los procesados por delito de rebelión y presos preventivos, como miembros de esa Cámara, Oriol Junqueras, Jordi Turull, Jordi Sànchez y Josep 
Rull, y a la Mesa del Senado, respecto del procesado por delito de rebelión y preso preventivo, Raül Romeva, como miembro de la misma, que deben proceder a la aplicación inmediata del artículo 384 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal a los efectos de la suspensión de los mismos en el ejercicio de sus derechos y deberes como diputados y senador respectivamente, debiendo proceder aquellas Mesas a adoptar las medidas precisas para dar plena efectividad a la previsión legal.»

Los fiscales, coherentes con el hecho de que confirmaban su acusación por el delito de rebelión, no veían ninguna razón para que el Tribunal Supremo se abstuviera de comunicar al Congreso y al Senado que suspendieran inmediatamente a los cinco parlamentarios elegidos el 28 de abril.

Sin embargo, el Tribunal Supremo endosó la decisión al Congreso, que suspendió no de acuerdo al reglamento, como sugería Marchena, sino directamente en aplicación del 384 bis, camino que siguió el Senado.

La misma conducta ha mantenido con Junqueras, pero, en este caso, al no tener quien le suspenda inmediatamente, el Tribunal Supremo siguió la orientación de los fiscales y prohibió al eurodiputado electo que asumiera el cargo, lo que planteaba un potencial conflicto constitucional por posible vulneración del artículo 23 de la Carta Magna, que consagra el acceso en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos.

La resolución del tribunal del procés
 de primeros de julio de 2019, por la cual se elevó al Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) el caso Junqueras
 —limitado a la prohibición de acudir a jurar/prometer el acta de eurodiputado el 17 de junio de 2019 ante la Junta Electoral Central—, contiene siete líneas sugerentes.

Esas líneas permiten seguir el rastro de otro hueso
 del diplodocus. Su importancia reside en que es una descripción de cosecha propia, es decir, no se atribuye en el auto judicial a las acusaciones.

En la página 5 del auto se pueden leer estos dos párrafos sobre el 1-O y el 20 de septiembre de 2017.

«La celebración del referéndum estuvo presidida por una amplia movilización ciudadana. Se produjeron incidentes de los cuales se derivaron lesiones padecidas por ciudadanos y agentes de la autoridad que trataban de cumplir la expresa prohibición judicial de celebración de ese referéndum», puntualiza sobre el referéndum del 1-O.

Y a continuación, al describir la concentración del 20 de septiembre de 2017 ante la Consejería de Economía, en Rambla de Cataluña 19-21, la resolución reseña así lo ocurrido: «Con anterioridad a esas fechas [1 de octubre], el 20 de septiembre del mismo año se sucedieron movilizaciones de miles de personas que querían obstaculizar la práctica de detenciones y registros que habían sido acordadas por la autoridad judicial».

¿Rastros o más bien surcos, como quien no quiere la cosa, del camino que habían seguido las deliberaciones en curso dentro del tribunal del procés,
 sobre las calificaciones jurídicas de sedición y rebelión?

Y, por cierto, las palabras «violencia» o «hechos violentos» brillan por su total ausencia en la resolución; ni siquiera aparecen de manera oblicua o lateral.

Pero aparte de perseguir en la resolución del 1 de julio los rastros del diplodocus —el contenido de lo que sería la futura sentencia—, la maniobra de la cuestión prejudicial quedaba meridianamente en evidencia.

Los tribunales nacionales del ámbito de la Unión Europea presentan lo que se llaman cuestiones prejudiciales en las que exponen las dudas sobre un asunto que resulta vital clarificar antes de dictar una sentencia.

El auto del tribunal del procés
 pone de relieve el alcance de la pretendida cuestión prejudicial elevada al TJUE: que no trata de una consulta sobre la totalidad del procedimiento del procés,
 sino de un aspecto lateral.

«El objeto de la cuestión prejudicial se suscita en la pieza de situación de privación de libertad. Su tratamiento procesal es autónomo, aunque siempre en relación de dependencia con la causa principal», señala. Y explica: «Está relacionada con la concesión de un concreto permiso penitenciario de salida de naturaleza extraordinaria», en referencia a la denominada «pieza de situación personal».

Y advierte lo que de verdad se propone: «De ahí que no condicione el contenido de nuestro pronunciamiento a la hora de dar respuesta a la pretensión acusatoria que se ejerce».

Es decir: la cuestión prejudicial no se elevaba dentro de la pieza principal del procedimiento cuyo único asunto pendiente era dictar la sentencia. El tribunal encapsulaba el caso Junqueras
 en la denegación del «permiso penitenciario», lo que suponía limitar el alcance de la consulta propuesta por la defensa de Junqueras. Era una apariencia de cuestión prejudicial. Porque no ponía en práctica lo que sostenía el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE): suspender el procedimiento hasta conocer el resultado de la sentencia del TJUE sobre la cuestión prejudicial planteada.

Porque, ¿qué pasaría si el Tribunal de Justicia de la Unión Europea llegase a considerar que Junqueras había adquirido la inmunidad parlamentaria al ser elegido el 26 de mayo de 2019 y que, por tanto, no podía dictarse sentencia y ejecutarla, aunque los hechos fuesen anteriores a su elección sin solicitud de autorización previa (suplicatorio) al Parlamento Europeo? Teóricamente no podría ser condenado. Y debería quedar en libertad.

Pero el ardid de presentar la cuestión como un «incidente procesal» permitía eludir esa situación.

Ya había sido enjuiciado. Pero, en cambio, estaba pendiente la sentencia. ¿Se permitiría el tribunal suspender el dictado de sentencia para el «motor principal» de la rebelión, o lo que a esas alturas ya era la sedición in pectore?


Eso no iba a ocurrir. Para ello se trataba de reducir la cuestión a la denegación del «permiso penitenciario»; la ingeniería permitía orillar el problema de la inmunidad y sus efectos potenciales sobre el procedimiento.

La contradicción no podía ser más evidente. Si había dudas sobre la relación del permiso penitenciario y su inmunidad como para elevar una cuestión prejudicial, ¿cómo no iban a existir dudas sobre si se le podía condenar en la sentencia?

El auto del Tribunal Supremo se apartaba del modelo de preguntas que el TJUE espera en una cuestión prejudicial. Al Tribunal de Justicia de la Unión Europea le irritan especialmente las preguntas laberínticas, plagadas de 
argumentos subordinados e hipótesis alternativas, que buscan condicionar el pronunciamiento.

El TJUE convocó la audiencia para el 14 de octubre de 2019 a fin de examinar la cuestión prejudicial, a saber, si Junqueras era eurodiputado desde el momento de ser elegido y si por ello gozaba de inmunidad ante el procedimiento penal, lo que a su vez hubiera requerido al Supremo solicitar autorización al Parlamento Europeo para actuar contra él.

Y el tribunal del procés
 —para evitar prorrogar mediante un nuevo auto los dos años de prisión provisional de los Jordis, que vencían el 16 de octubre— dictó la sentencia el mismo 14 de octubre.

El tribunal envió el texto de la sentencia la misma mañana del 14 de octubre al TJUE y aclaró que mantenía su interés por la cuestión prejudicial. Una cuestión que, por tanto, ya había sufrido una mutación: era postjudicial.

Pero el abogado general del TJUE, encargado para el asunto, Maciej Szpunar, tomó nota de la situación.

En sus veintisiete páginas de conclusiones, expuestas el 12 de noviembre de 2019, un mes después de escuchar los argumentos del fiscal Fidel Cadena y del abogado Andreu Van den Eynde —quienes, según se confesaron, acudían por primera vez ante el TJUE—, y de los representantes de Vox de la Comisión Europea y del Parlamento Europeo, el abogado polaco asumió las argumentaciones de la defensa de Junqueras, pero también aquellas que la defensa de Puigdemont y de Comín habían planteado en un recurso contencioso-administrativo en España.

Junqueras, sostiene, debía haber sido reconocido como eurodiputado desde el momento de su elección el 26 de mayo. «La adquisición del mandato parlamentario de los diputados europeos resulta únicamente del voto de los electores y no puede estar supeditada al ulterior cumplimiento de formalidad alguna», señalaba el abogado general, quitando relevancia a lo que estipula la legislación española, es decir, al acto de jurar o prometer la Constitución de forma presencial.

«Los votantes eligen diputados, no “aspirantes a diputados”. Su decisión, expresada en el voto, no está sujeta a “validación” o a “confirmación alguna”», subrayaba. Añadía que el 
Parlamento Europeo debería poder pronunciarse sobre la situación de un eurodiputado como era el caso de Junqueras.

Pero, sobre todo, el abogado general dejaba constancia de que el Tribunal Supremo había vaciado de contenido la cuestión prejudicial y que, por ello, albergaba dudas sobre si el TJUE debía pronunciarse, es decir, responder al asunto de la inmunidad de Junqueras. Por la sencilla razón de que la sentencia le había inhabilitado. Ya no era eurodiputado.

He aquí su razonamiento: «El hecho de que el mismo día de la vista en el presente asunto se haya dictado la sentencia condenatoria definitiva del recurrente [Junqueras] en el procedimiento principal ha puesto en entredicho el propio objeto de ese procedimiento y, por consiguiente, el de la petición de la decisión prejudicial. Así pues, en la medida en que la sentencia de 14 de octubre de 2019 conlleva la anulación del mandato del recurrente en el litigio principal, no veo sentido alguno a examinar si procedía concederle el permiso de que se trata, pues su eventual promesa o juramento sería, en todo caso, inoperante. Por ello, albergo dudas sobre la competencia del Tribunal de Justicia para responder a las cuestiones prejudiciales en este asunto».

El TJUE, pues, tendrá que dictar sentencia —el 19 de diciembre de 2019— y, aunque finalmente resuelva que la cuestión prejudicial se ha convertido de facto en postjudicial, podría asumir algunas de las conclusiones del abogado general, en cuyo caso los beneficiarios directos serían los eurodiputados electos Puigdemont, Comín y Ponsatí, quienes a su vez podrían solicitar en sus respectivos procedimientos de extradición que la justicia, antes de resolver, eleve a su vez cuestión prejudicial nuevamente ante el TJUE. A diferencia de Junqueras, al estar los tres en situación procesal de rebeldía, el tribunal del procés
 no ha dictado sentencia sobre ellos y, por tanto, no están inhabilitados, lo que despejará en su caso las dudas expuestas por el abogado general sobre Junqueras por haber sido inhabilitado.

Los huesos
 de la resistencia a aplicar el 384 bis —una vez que el tribunal ya intuía el camino de la sedición por el que se iba a transitar— y el relato de hechos que elevaría el Tribunal Supremo ante el TJUE sobre la cuestión prejudicial de la 
inmunidad de Junqueras se acumulan a las pruebas e indicios que han anegado el juicio oral sobre lo que sería el desenlace: sedición.

La sentencia del procés
 estaba prevista para la primera quincena de octubre. A las informaciones procedentes del Tribunal Supremo en ese sentido se unió el fiscal Javier Zaragoza, quien el 17 de septiembre de 2019 anunció en Buenos Aires, durante la conferencia anual de la Asociación Internacional de Fiscales, que «la sentencia se dictará en el mes de octubre, creo que en los primeros diez días, cerca de la festividad del Pilar del doce de octubre».

Pero, además de conocerse las fechas aproximadas de la sentencia, el Gobierno de Pedro Sánchez mantenía contactos frecuentes con el presidente del Consejo General del Poder Judicial, Carlos Lesmes, a través de la vicepresidenta, Carmen Calvo.

En noviembre de 2018 tuvo lugar el intento fallido de renovar el Consejo y esos contactos con Lesmes continuaron.

El Gobierno tuvo indicios de que la sentencia iría por sedición, incluso que las penas máximas podrían ser inferiores a dos dígitos, desenlace que suponía el triunfo de la calificación impulsada por la ministra de Justicia, Dolores Delgado, a través de la Abogacía General del Estado, frente a la rebelión defendida por la Fiscalía del Supremo.

Sánchez, a la vista de este calendario, decidió que ser investido presidente con los apoyos obtenidos en mayo de 2018 para su moción de censura, con una nueva abstención de ERC, era una opción explosiva. La posibilidad de que la sentencia y las reacciones políticas provocasen la caída de ese Gobierno y se precipitasen unas segundas elecciones le llevó a considerar que era mejor convocarlas directamente. Optó, pues, por tirar la moneda y arriesgarse.

Sánchez resolvió emprender una orientación dura frente al independentismo, y especialmente frente a Carles Puigdemont y las protestas contra la sentencia durante la precampaña y campaña de las elecciones del 10 de noviembre.

En los días previos a conocerse la sentencia, el Gobierno de Pedro Sánchez transmitió a la Fiscalía y al presidente del CGPJ 
su «compromiso» de dar un impulso a la extradición de Puigdemont.

Tales mensajes llegaron al Tribunal Supremo.

El 14 de octubre, nada más notificarse la sentencia del procés,
 el magistrado Pablo Llarena, a cargo de los acusados en situación de rebeldía, reactivó la euroorden a Bélgica para detener exclusivamente a Puigdemont a través de un escrito de 58 folios, sin traducción al francés o al neerlandés, que resumía la sentencia cuya tinta todavía estaba fresca. El Supremo había captado el mensaje enviado días antes por Pedro Sánchez.

En el debate de los cinco candidatos a la Presidencia del Gobierno, el 4 de noviembre, Sánchez reprochó al líder del Partido Popular, Pablo Casado: «A ustedes se les fugó Puigdemont». Y añadió: «Yo me comprometo, hoy y aquí, a traerlo de vuelta a España y que rinda cuentas delante de la justicia».





LA SENTENCIA





No a la rebelión, sí a la sedición
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La sentencia de Marchena & Varela

Las filtraciones interesadas procedentes del Tribunal Supremo han pretendido que el magistrado Luciano Varela es el malo de la película de la sedición. En otras palabras: que ha sido el autor de la orientación del tribunal del procés
 hacia la sedición.

Esa versión ha buscado descargar en el magistrado jubilado la responsabilidad por la decepción que amplios círculos judiciales, fiscales, políticos y mediáticos han sentido por el «abandono» de la calificación del delito de rebelión.

Problema: no es la versión correcta de los hechos. El tribunal del procés
 se propuso llegar a una sentencia por unanimidad, lo cual prima facie
 requeriría excluir el delito de rebelión. Pero en las dos semanas que siguieron al término del juicio oral, entre el 12 y el 20 de junio, las deliberaciones se encaminaron hacia la sedición espontáneamente por unanimidad. En la primera de esas semanas, los magistrados querían dejar despejada la ponencia de sedición. Pero uno de ellos, Andrés Martínez Arrieta, propuso aplazar la decisión para revisar una vez más las pruebas principales hasta la semana siguiente. En la última semana de junio ya no había ninguna discusión. Antes de partir de vacaciones, los siete magistrados habían resuelto condenar por sedición.

No fue la autoexigencia o propósito de unanimidad, por tanto, como podía pensarse con anterioridad, la que condujo a bajar el pulgar en relación con el delito de sedición, sino la prueba practicada en el juicio. No se necesitó ningún pacto ni compromiso.

Marchena y Varela fueron nombrados magistrados de la Sala Segunda del Tribunal Supremo en 2007, en una transacción dentro del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ). Los muñidores de esa transacción fueron los vocales Adolfo Prego, exmagistrado del Supremo, hombre próximo al Partido Popular, y Juan Carlos Campo, del partido Socialista Obrero Español. El PSOE vetaba a Marchena que era entonces fiscal de 
la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, y el PP no quería a Varela, a quien Mariano Rajoy identificaba con un grupo de Jueces para la Democracia que había provocado el cese anticipado de su padre, Mariano Rajoy Sobredo, como presidente de la Audiencia Provincial de Pontevedra en 1986.

Mira por dónde, los siete magistrados del tribunal del procés
 llegaron a la sedición con los mismos argumentos de la exconsejera Clara Ponsatí, huida de la justicia en Escocia.

Pero fue el ponente, Manuel Marchena, quien tuvo la iniciativa de proponer el delito de sedición tras las primeras deliberaciones posteriores al «visto para sentencia» del 12 de junio de 2019. En la Fiscalía del Supremo no existe la más mínima duda de que las filtraciones sobre la «autoría» de Varela han sido intentos de desviar la responsabilidad aprovechando la circunstancia de que Varela, que cumplió 72 años en mayo de 2019, ya está jubilado.

«Estábamos jugando al póquer [con el Gobierno español]. Íbamos de farol», declaró el 8 de junio de 2018 la exconsejera Clara Ponsatí, en un acto organizado por la Asamblea Nacional de Cataluña en la Queen Mary University de Londres, unas manifestaciones que dejaron en estado de shock al independentismo. Ponsatí ya había explicado en noviembre de 2017 que el Govern de la Generalitat carecía de medios para poner en práctica las leyes que había aprobado el Parlament sobre transitoriedad jurídica y nuevas estructuras del Estado catalán independiente.

Mira por dónde, sin citarla, claro, la idea del farol es lo que la sentencia describe en su relato de hechos probados. En lugar de farol denominan como «ensueño», «quimera», «señuelo» y «fingido liderazgo» la política del Govern de la Generalitat, al establecer que, si bien se descarta la rebelión por razones objetivas como la ausencia de «violencia instrumental, preordenada y funcional», hay razones subjetivas muy relevantes.

Y es que los líderes independentistas eran plenamente conscientes de que todas las leyes aprobadas y al objetivo mismo de la independencia no eran más que un medio para suscitar movilizaciones (el «derecho a decidir» se convirtió en 
«derecho a presionar», apunta), a fin de conseguir sentar en la mesa de negociación al Gobierno de Rajoy.

Allí donde la Fiscalía del Supremo veía un plan para separar a Cataluña de España y subvertir el orden constitucional, los magistrados venían a decir: ¿cómo es posible, señores fiscales, que os hayáis tomado en serio que su plan era conmover los cimientos del Estado español?

Los magistrados desmontan pieza por pieza la rebelión imaginaria que habían construido el exfiscal general del Estado, José Manuel Maza —quien sí contempló, alternativamente, el delito de sedición, según recuerda la sentencia—, el magistrado Pablo Llarena, quien se orientó en exclusiva hacia el delito de rebelión, y la defensa cerrada de la rebelión que han hecho en el juicio los «cuatro fiscales del Apocalipsis», como les llaman algunos compañeros.

No, señores fiscales, no fue un golpe de Estado, viene a sostener la sentencia.

¿Por qué? Pues por esto: «Bastó una decisión del Tribunal Constitucional para despojar de inmediata ejecutividad a los instrumentos jurídicos que se pretendían hacer efectivos por los acusados. Y la conjura fue definitivamente abortada con la mera exhibición de unas páginas del Boletín Oficial del Estado que publicaban la aplicación del artículo 155 de la Constitución a la Comunidad Autónoma de Cataluña», se lee en la página 269. Por ello, precisamente, Rajoy no propuso al Congreso aplicar el estado de sitio ni optó por la Ley de Seguridad Nacional.

Hablar de «conjura», ¿puede ser un acto fallido que está remitiendo al delito de conspiración para la rebelión (artículo 577 del Código Penal)? Entre las curiosidades de la sentencia destaca el hecho de que no hay una sola referencia al documento o pistola humeante que había dejado «ciegos de corroboración» al teniente coronel Baena y a su equipo, según declaró en el juicio: el documento Enfocats.
 Si en los autos del magistrado Llarena y en los escritos de la Fiscalía es una prueba fundamental, en toda la sentencia no se menciona siquiera una vez.

Problema con una posible condena por el delito de conspiración para la rebelión: ninguna de las partes acusó por 
este delito y el tribunal puede, por esa razón, haber descartado esta posibilidad de condenar por conspiración para la rebelión, con penas más bajas que las del delito de sedición, para no vulnerar el principio acusatorio aunque fuesen delitos homogéneos.

Pero el rigor de entomólogo con el que Manuel Marchena descuartiza la «quimera» y el «ensueño» del plan de independencia y la declaración «ineficaz» de independencia del 10 de octubre de 2017, suspendida ipso facto para negociar, sufre un desequilibrio analítico evidente al abordar la sedición definida como sedición consumada.

«La sedición no alcanza a toda turbación de la paz o la tranquilidad pública», señala no sin razón la sentencia en la página 279. Pero a continuación califica como sedición consumada lo que pasó por dos hechos: la manifestación del 20 de septiembre ante la Consejería de Economía en Rambla Cataluña y el 1 de octubre.

¿Y estos hechos bastan para definir un alzamiento tumultuario? ¿No hay un intento de compensar la destrucción, sin complejos, de la teoría de la rebelión, con una sentencia por sedición?

No se prueba que los dos acontecimientos sean eslabones de la misma cadena sediciosa. Y es que no se prueba porque no se puede.

La manifestación del 20 de septiembre no obedece a un plan de alzamiento tumultuario «instrumental, preordenado y funcional», para usar el método que desarma el delito de rebelión. Esa concentración es una reacción ante una decisión judicial de entradas y registros. Y es una protesta. Si la intención hubiese sido impedir la acción de la comisión judicial (delito de sedición), pues no era difícil conseguirlo con 40.000 personas frente a la consejería.

Y entre el 20 de septiembre y el 1 de octubre, ¿se mantiene la sedición? ¿Hay acaso una continuidad o el «clima insurreccional» que ha consagrado el autor de los atestados teniente coronel Daniel Baena? No.

Por tanto, hay un abuso o caída de la sentencia en una interpretación extensiva del delito de sedición. Y el tribunal evitó entrar en un asunto que ya estaba sobre la mesa del 
Tribunal Constitucional desde el mes de junio de 2019: el recurso de amparo contra la sentencia condenatoria del Supremo sobre el asedio al Parlament.

La Sala Segunda, preocupada por lo que el Tribunal Constitucional podía resolver, y las presiones internas en el TC, lograron aplazar la decisión sobre el asedio —la ponencia había recaído en el magistrado Cándido Conde-Pumpido— para no «influir en la sentencia del procés
 prevista ya entonces para octubre.

Pero la Sala Segunda obtuvo un borrador de la ponencia y pudo conocer la ponderación que planteaba Conde-Pumpido entre el derecho de manifestación y el derecho de los parlamentarios a realizar su cometido. Esa ponderación —más la aplicación de la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos sobre la segunda instancia— llevaban —y llevarán— a anular la sentencia del Supremo sobre el asedio.

Pero los argumentos podían haber sido utilizados para relativizar la sedición, aplicar eximentes incompletas y, en definitiva, rebajar las elevadas penas del delito de sedición.

Esta ponderación, ausente en la sentencia, era una oportunidad muy importante.

El peligro que implica la adopción de normas legales penalizadoras para el ejercicio de derechos fundamentales como el de expresión, reunión y manifestación, se conoce como doctrina o efecto de desaliento.
 La fuente de esta doctrina se encuentra en Estados Unidos con la jurisprudencia del Tribunal Supremo conocida como chilling effect,
 que declaró inconstitucionales normas que pueden desalentar a los ciudadanos a ejercitar sus derechos ante el temor de ser sancionados por infringir una norma cuyo alcance resulta impreciso, por la amplitud o por la vaguedad con que aparece definida. Estas circunstancias obligan al legislador a respetar el amplio espacio que requiere la libertad de expresión, y a buscar alternativas legales menos restrictivas, al tiempo que deberían llevar a la justicia a ponderar siempre los derechos de expresión, reunión y manifestación con otros derechos en cuestión. La doctrina del chilling effect
 es jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) de Estrasburgo.





Epílogo

Luces y sombras de una sentencia histórica

La sentencia dictada por el Tribunal Supremo el 14 de octubre de 2019 será considerada durante mucho tiempo una pieza histórica, no solo por su intrínseca importancia política, sino porque aborda el análisis de figuras penales que rara vez se asoman a las bases de datos jurisprudenciales. Ha habido que desempolvar zonas de nuestro Derecho punitivo olvidadas por la doctrina durante decenios para descubrir delitos que no solo adolecen de graves defectos técnicos (pues los tipos de la rebelión y sedición se caracterizan por un lenguaje abigarrado y antiguo, impropio del siglo XXI
), sino, sobre todo, de una inspiración autoritaria que los invalida como instrumentos normativos protectores de la Constitución y del orden público en un Estado democrático como el nuestro.

1. No hubo rebelión (artículo 472 del Código Penal). El valor superior del pluralismo y la libertad ideológica

La sentencia considera no probado el delito de rebelión. Hace ya dos años, más de cien penalistas firmamos un Manifiesto titulado Legalidad penal y proceso independentista,
 que denunciaba la utilización forzada de esta figura delictiva, el delito más grave contra la Constitución, precisamente porque no se apreciaba en el procés
 la violencia estructural requerida por el legislador. Ningún caso se hizo a aquel alegato; tanto la querella presentada el 30 de octubre de 2017 por el entonces fiscal general del Estado, José Manuel Maza —fallecido poco después—, como el auto de imputación dictado por Pablo Llarena con fecha de 9 de noviembre de 2017, mantuvieron a ultranza la acusación por el delito de rebelión. Conviene tener 
en cuenta que la decisión de mover esa pieza en el tablero procesal provocaba un doble efecto de gran relevancia jurídica. En primer lugar, se atraía hacia la Audiencia Nacional/Tribunal Supremo la competencia sobre dicho procedimiento —alejándolo de su juez natural, ubicado en Cataluña—
[8]
; en segundo lugar, se aplicaría a los acusados el artículo 384 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que decreta la suspensión automática en sus funciones a los cargos públicos imputados por terrorismo o rebelión. Así pues, la imputación por este delito adquiría gran trascendencia jurídica y política.

Para fundamentar los indicios racionales de haberse cometido un delito de rebelión, los escritos citados (y cuantos autos vinieron después, durante la tramitación del procedimiento) mantuvieron la concurrencia de los elementos objetivos y subjetivos requeridos en el artículo 472 del Código Penal, realizando una descripción de este tipo penal —desde siempre catalogado como delito de consumación anticipada y de resultado cortado—, un tanto peculiar: «La característica fundamental de estos delitos —se decía— estriba en que el tipo subjetivo adelanta la consumación. Es la presencia de ánimo lo que colorea la antijuridicidad. Puede afirmarse con un sector de la doctrina que estos delitos tienen “un mínimo objetivo”: el alzamiento público, y un “máximo subjetivo”: el ánimo subversivo del orden constitucional»
[9]
.

Lo peculiar de este análisis del tipo consistía en que asumía una versión de su estructura radicalmente contraria al principio de culpabilidad, que exige situar el eje de la desvaloración jurídico-penal en el hecho y no en la intención. Con tal inteligencia, el Tribunal Supremo solo tendría que demostrar la consistencia de este ánimo y un «mínimo» de alzamiento y de violencia para construir el entramado típico. Este modo de ver los delitos que contienen elementos subjetivos del injusto pertenece, en realidad, a épocas remotas de la doctrina española, en la que Polaino Navarrete y Quintano Ripollés aludían a ese mínimo objetivo —el primero— y a que «lo teleológico es lo decisivo y fundamental», el segundo. En mi libro sobre la rebelión militar ya critiqué esas posiciones doctrinales, que abren la puerta a castigar la mera disidencia. Allí dije: «Durante el franquismo, la subjetivización del delito político alcanzó quizá su máxima expresión»
[10]

. Sorprende mucho que la Fiscalía General del Estado, a las alturas de 2017, mantenga opiniones convergentes con las de aquella época dictatorial.

Por lo que se refiere al elemento objetivo, es decir, al alzamiento público y violento, la querella entendió que la violencia requerida no tenía por qué ser física, bastando la violencia psíquica o intimidación: «La concurrencia de violencia física puede no ser necesaria cuando el alzamiento, por sus características y por el número indeterminado de personas implicadas, es de tal dimensión que tiene capacidad intimidatoria suficiente para disuadir de una posible actuación a las fuerzas del orden sabedoras de que cualquier oposición a los planes rebeldes tornará el alzamiento en violento y belicoso». Siendo así, solo era necesario constatar la concurrencia de una amenaza para los poderes del Estado, tal y como se describe en el mismo escrito de acusación: «Las movilizaciones y las concentraciones tumultuarias desarrolladas en oposición a las órdenes de las autoridades judiciales, las convocatorias masivas para impedir a los agentes de la autoridad cumplir con sus funciones, los actos de acoso en forma de escraches a los miembros de la Policía Nacional y de la Guardia Civil en sus lugares de trabajo y de descanso, ejemplifican cómo por parte de los querellados no se buscaba ­simplemente contar con el apoyo de los ciudadanos para llevar a cabo su proyecto independentista dentro de la legalidad constitucional, lo cual no sería objeto de reproche alguno, sino de llamamientos directos o indirectos, a través de las entidades soberanistas, a la movilización popular o ciudadana como medio intimidatorio y violento para conseguir el fin secesionista […] La actitud de abierta oposición contra el orden legal y constitucional de una multitud de personas movilizadas creaban una fuerza intimidatoria suficiente
 para, por sí solo, impedir a las fuerzas del orden establecido de actuar o disuadirles de ello ante el peligro de que ese movimiento insurrecto
 de la multitud pueda degenerar en abierta violencia, como así ocurrió en algunos episodios relatados, en los que agentes de la autoridad hubieron de replegarse para evitar esas indeseadas consecuencias».

Esta caracterización de la conducta típica de la rebelión no se comparte en modo alguno. En mi libro La rebelión militar
 expliqué largamente la tesis de fondo sobre la necesidad de requerir una insurrección (no un «alzamiento» normativo como el que se produjo en Cataluña en 2017)
[11]
, que es el presupuesto para la declaración del estado de sitio en la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio: «Cuando se produzca o amenace producirse una insurrección o acto de fuerza contra la soberanía o independencia de España, su integridad territorial o el ordenamiento constitucional, que no pueda resolverse por otros medios, el Gobierno, de conformidad con lo dispuesto en el apartado cuatro del artículo ciento dieciséis de la Constitución, podrá proponer al Congreso de los Diputados la declaración de estado de sitio» (art. 32). En el juicio oral del procés
 se le preguntó al entonces presidente del Gobierno y a la vicepresidenta si se habían planteado la declaración de dicho estado, que es competencia del Congreso a instancias del Gobierno. La respuesta negativa a esta cuestión era un argumento más contra la calificación de aquellos sucesos como rebelión, pese a la insistencia de la Fiscalía
[12]
.

Y por lo que se refiere al elemento subjetivo, es decir, la constancia de que los alzados tenían intención de lograr la independencia de Cataluña, era patente no solo por la aprobación en el Parlament de las leyes (inconstitucionales) de transitoriedad y del referéndum a primeros de septiembre de 2017, sino mucho antes de ese momento, ya que «el proceso independentista —sostuvo el fiscal general del Estado— ha estado perfectamente planificado
 desde la aprobación de la Resolución 1/XI —9 de noviembre de 2015—, no siendo los sucesivos y plurales actos de desobediencia a los autos y sentencias del Tribunal Constitucional, sino concreciones de lo que ya se declaraba en la misma: el no sometimiento de las instituciones políticas catalanas dominadas por sectores independentistas a la jurisdicción del Tribunal Constitucional y, por tanto, la no sujeción a la Constitución». De hecho, a lo largo de la instrucción de esta Causa Especial, el Supremo ha construido el discurso sobre la concurrencia de la rebelión apoyándose de manera muy especial en la seriedad de la amenaza independentista, constatable ya antes, con la publicación del 
Libro blanco de la Transición Nacional de Cataluña,
 en septiembre de 2014 o incluso más atrás. En efecto, el auto de 23 de marzo de 2018 detalla el desarrollo del proceso independentista desde el 19 de diciembre de 2012, tras las elecciones de noviembre de ese mismo año, cuando Junqueras y Mas firman un «Acuerdo para la transición nacional y para garantizar la estabilidad del Govern de Catalunya» y se nombra, en marzo de 2013, a los miembros del «Consejo asesor para la transición nacional». Dicho Consejo emitió 18 informes reunidos en el Libro blanco
 citado, que es la auténtica guía para alcanzar la independencia. El juez instructor recuerda que dicho Libro blanco
 constituye una prueba contra los imputados y recoge algunos pasajes del mismo especialmente significativos, como este (pág. 34): «El apoyo de la sociedad civil movilizada podría constituir igualmente un factor decisivo para este objetivo. En caso de que esta presión por la negociación no tuviera éxito, la alternativa que le quedaría a la Generalitat para hacer efectiva la voluntad popular expresada a favor de la creación de un Estado independiente sería la de declarar unilateralmente la independencia». Así pues, el relato forense demuestra que existía una intención clara de separarse de España y que fueron utilizados medios de variada índole para lograr ese propósito. El elemento subjetivo quedaba así indiciariamente probado, al menos en fase de instrucción.

La sentencia deshace este hilo argumental solo parcialmente. Comparte la tesis de que la violencia requerida por el artículo 472 del Código Penal no tiene por qué ser física, sirviéndose de una amplia aunque poco convincente argumentación: «Sin necesidad de recurrir a interpretaciones jurisprudenciales históricas que han espiritualizado al máximo esa expresión —hasta identificarla con la violencia sobre las cosas, vis in rebus—,
 lo cierto es que en el Código Penal, el uso ordinario del adjetivo «violento» comprende no solo acciones que se proyectan sobre la personas, con exigencia de un contacto físico, sino también la violencia compulsiva, equivalente a la intimidación grave. El empleo de violencia psíquica no puede descartarse como elemento integrante del delito de rebelión. No postulamos una interpretación analógica llamada a subsanar deficiencias de técnica legislativa que pueden alentar 
la crítica por una hipotética infracción del principio de taxatividad. Se trata, simplemente, de atender al fin de protección del tipo penal, que autoriza una conclusión que abarque en la incriminación sublevaciones planeadas de forma incruenta pero intimidatoria, o alzamientos que no llegan a consumar su objetivo y que no realizan actos de violencia física de cierta entidad». La excusatio non petita
 sobre la analogía desenmascara el proceso argumental. En efecto, este desconoce que una mera interpretación sistemática de la ley obliga a separar nítidamente violencia
 e intimidación,
 porque 38 preceptos del Código contienen una mención a ese binomio como medio para la comisión del delito (robo y violación son quizá los más conocidos). Eso quiere decir, le guste o no al Tribunal Supremo, que el intérprete no puede saltarse a la torera las diferencias entre uno y otro medio comisivo, extendiendola violencia más allá de su legítimo radio de acción. Si tuviera razón el Supremo, sobraría la mención a la intimidación en esos 38 preceptos. No es así. Sin embargo, dado que a la postre no se condena por rebelión, concluiré aquí este alegato.

Pese a la aparente novedad de esta exigencia, pues se incluyó la expresión «alzarse violentamente» en fase de tramitación parlamentaria, a impulso de los partidos nacionalistas, que ya en 1995 atisbaban la posibilidad de que se les aplicase un delito como el de rebelión, si en el futuro pretendieran organizarse políticamente —pero sin violencia alguna— para lograr la independencia de España
[13]
. Y echando la vista atrás, en realidad ya los comentaristas de los Códigos decimonónicos (Pacheco, Viada) consideraban que la rebelión debía ser armada, porque en otro caso no cabría un «alzamiento» real contra el Gobierno, que disponía de la fuerza armada para reprimirlo. En mi monografía sobre la rebelión, defendía ya, con la redacción anterior (que solo hablaba de «alzamiento público»), la necesidad de interpretar restrictivamente el delito, exigiendo que el alzamiento fuera armado, recurriendo a argumentos sistemáticos relacionados con las disposiciones que acompañan desde antiguo a la rebelión referidas a la necesidad de intimar a los rebeldes y de ofrecerles rebajas de pena a cambio de «deponer las armas» (art. 480 del Código Penal)
[14]

. Es decir, que nunca se ha concebido una rebelión no violenta, máxime porque existía en paralelo otra «rebelión impropia» que podría servir para castigar intentos de golpe de Estado sin insurrección
[15]
. Precisamente por ello, cuando Companys fue juzgado en 1935 a causa de su proclamación independentista del 6 de octubre de 1934, el Tribunal de Garantías Constitucionales se partió casi en dos precisamente porque los votos particulares disidentes de cinco magistrados sostuvieron que la proclamación «estaba fuera de su competencia y evidentemente violó la ley de manera formal, pero no por ello constituía un alzamiento»
[16]
.

Creo que uno de los pasajes de la sentencia que más ha sorprendido a amplios sectores del mundo jurídico —y aun de la sociedad en general— es la forma en que explica que sí existió «algo» de violencia (intimidación, más bien), pero que no fue suficiente para integrar el delito de rebelión, y, además, que dicha violencia no fue «funcional» para lograr la meta separatista. El Tribunal Supremo parte aquí de una catalogación del tipo como delito de resultado cortado, en el que la finalidad va más allá de la conducta descrita, pero añade que se requiere una conexión teleológica entre ambos elementos: «No basta la constatación de indiscutibles episodios de violencia para proclamar que los hechos integran un delito de rebelión. La violencia tiene que ser una violencia instrumental, funcional, preordenada de forma directa, sin pasos intermedios, a los fines que animan la acción de los rebeldes». En efecto, comparto la idea de que la parte objetiva del delito, cuyo ingrediente fundamental es la violencia, debe quedar enlazada con la parte subjetiva, en este caso la finalidad independentista. Dicho enlace se establece mediante una conexión de peligro —como he defendido en varios trabajos—: el núcleo de la conducta típica debe mostrar un peligro real y objetivo
 de consecución de alguno de los fines rebeldes. No basta, por tanto, con un «mínimo objetivo», como decía la querella de Maza; el alzamiento público debe ir acompañado de la violencia necesaria para poner en peligro el sistema constitucional democrático, definido a través de alguna de las siete finalidades recogidas en el artículo 472 del Código Penal y que comienza por la de «Derogar, suspender o modificar total o parcialmente 
la Constitución».

En mi estudio sobre este delito que data de 2016
[17]
, ya dije que «la lesividad de la conducta es decisiva para determinar su idoneidad para la consecución de los fines típicos, unos fines cuyo logro queda fuera del tipo objetivo, de manera que —como veremos— el tipo se consumará con la mera verificación del alzamiento, es decir, con la realización de esa conducta (delito de mera actividad) sin que se exija además la verificación del «resultado», que queda simplemente expuesto como objeto de la finalidad típica. Por ello, habrá que interpretar siempre el término «alzamiento» en el delito de rebelión en función de la capacidad del mismo para alcanzar dichos fines
[18]
. En consonancia con ello, en la sentencia, esta lesividad se transmuta en idoneidad,
 caracterizada así: «La violencia penalmente relevante del delito de rebelión es solamente aquella que se vincula al tiempo de producirse directamente con el objetivo que constituye la finalidad típica […]. Lo que, correlativamente, supone la exclusión de relevancia penal en los casos, si no de ineficiencia, sí de inidoneidad o ineficacia considerable, ya ex ante,
 que impediría afirmar que se ha colmado la exigencia típica de dar principio a la ejecución». Así pues, no se verifica la relación teleológicaque se requiere para el surgimiento del citado delito. Si hubo masa de fuerza
—como se sugiere en el auto de 21 de marzo de 2018— no era ningún movimiento creado ex ante
 con ánimo violento. Más bien se trataba de ir a votar (algo completamente distinto) y de apoyar en el resultado de esa votación la declaración de independencia, en cumplimiento de lo previsto en el artículo 4.4 de la Ley 19/2017, de 6 de septiembre, del referéndum de autodeterminación, suspendida por la STC 114/2017, de 17 de octubre.

Esta parte de la sentencia culmina con un pasaje de escasa calidad forense: el que se dedica a considerar los fines de los independentistas como una «mera ensoñación» o un «artificio engañoso creado para movilizar a unos ciudadanos que creyeron estar asistiendo al acto histórico de fundación de la república catalana y, en realidad, habían sido llamados como parte tácticamente esencial de la verdadera finalidad de los autores». Esta afirmación, que no se corresponde con ningún 
descubrimiento extraordinario a lo largo de la práctica de la prueba en las sesiones del juicio, descalifica completamente los planteamientos de la Fiscalía General del Estado y del magistrado instructor cuando hablaban de un plan perfectamente organizado para la secesión. ¿En qué quedamos? ¿Hubo coordinación de fuerzas políticas y sociales, como se afirmó para mantener la prisión preventiva, o todo respondía a un deliberado engaño para seducir a la población en un proceso meramente «estético»?

2. Pero tampoco hubo sedición (artículo 544 del Código Penal). La relevancia del derecho de reunión en el Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

El abigarrado tipo penal de la sedición (art. 544 del Código Penal) dice así: «Son reos de sedición los que, sin estar comprendidos en el delito de rebelión, se alcen pública y tumultuariamente para impedir, por la fuerza o fuera de las vías legales, la aplicación de las Leyes o a cualquier autoridad, corporación oficial o funcionario público, el legítimo ejercicio de sus funciones o el cumplimiento de sus acuerdos, o de las resoluciones administrativas o judiciales»
.

En mi opinión, los hechos que se desarrollaron en Cataluña en septiembre y octubre de 2017 no coinciden con el tenor literal de este precepto; y debe recordarse que, más allá de las opiniones políticas sobre la deslealtad constitucional de los dirigentes separatistas, la aplicación estricta de la ley penal es uno de los ejes fundamentales de un Estado de derecho, como reconocen no solo nuestra Constitución (artículo 25.1), sino el Convenio Europeo de Derechos Humanos (artículo 7), la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea (artículo 49.1), la Convención Universal de Derechos Humanos (artículo 11.2) o el artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. No se trata, pues, de una mera opinión, sino de un derecho del máximo rango, cuya reivindicación puede llegar al Tribunal de Estrasburgo
[19]
.

El fallo de la sentencia del Tribunal Supremo entronca con las primeras resoluciones de la Fiscalía de Barcelona y de la 
Audiencia Nacional, que —a diferencia de la Fiscalía General del Estado— calificaron los hechos ocurridos frente a la Consejería de Economía el 20 de septiembre de 2017 como delito de sedición. Así, la denuncia presentada dos días después por el fiscal jefe de la Audiencia Provincial de Barcelona y el consiguiente auto del Juzgado Central número 3 de 16 de octubre de 2017, afirmaban: «La finalidad inmediata de las personas que protagonizaron los actos de los días 20 y 21 de septiembre de 2017 antes descritos, estaba orientada a impedir que funcionarios de la Administración de Justicia y de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado pudieran desarrollar sus funciones en cumplimiento de la Ley y de las resoluciones dictadas por una autoridad en el seno de un procedimiento judicial. La finalidad última de estas movilizaciones es conseguir la celebración del referéndum para conseguir la proclamación de una república catalana independiente de España, siendo conscientes de que desarrollan una actuación al margen de las vías legales impidiendo la aplicación del ordenamiento jurídico en su conjunto, y en particular, de la norma fundamental de todos los españoles, la Constitución».

Dado que son aquellos hechos protagonizados por 40.000 personas los que dan pie a la condena por sedición, conviene concretar la razón por la cual se produjo esa gran concentración. Esa mañana habían comenzado una serie de intervenciones de la Policía enviada por el Ministerio del Interior —afincada en el puerto de Barcelona, en una extravagante e impropia operación del Ministerio del Interior dirigida por un incapaz Zoido— para colaborar o sustituir a los Mossos d’Esquadra dependiendo de la actitud de estos ante la prohibición del referéndum. La concentración tuvo una finalidad directa: protestar por esa intervención de una policía «no catalana» y contra la detención de cargos políticos del Gobierno catalán, ordenada por el juzgado de instrucción número 13 de Barcelona junto al registro de la Consejería de Economía.

Como puede extraerse del informe elaborado por los ­Mossos d’Esquadra a raíz de aquellos hechos, los dirigentes independentistas que se encaramaron a los coches destrozados de la Guardia Civil (Jordi Sànchez y Jordi Cuixart) procuraron 
organizar el orden de la concentración, por mucho que alentaran también la protesta ciudadana; ambas cosas son no solo compatibles, sino habituales en cualquier concentración organizada por partidos, sindicatos o colectivos dotados de cierta estructura: sus dirigentes coordinan la seguridad al tiempo que alientan a los concentrados con arengas y proclamas. De hecho, en el juicio oral pudieron verse imágenes de esos dirigentes conversando con la Guardia Civil y los Mossos de manera pacífica; asimismo organizaron el cordón de seguridad para permitir la entrada y la salida de personas —lo que no era fácil con 40.000 personas concentradas— y actuaron, en fin, con un afán reivindicativo pero absolutamente permisivo con la tarea encomendada a la comitiva judicial dirigida por la LAJ (Letrados de la Administración de Justicia). El que esta se sintiera intimidada por la presencia de decenas de miles de personas resulta totalmente lógico, humanamente hablando, pero no sirve como sustrato fáctico para la apreciación de una amenaza por parte de los manifestantes, como erróneamente sostiene la sentencia. Su afán por salir de la Consejería por el tejado no fue consecuencia de ninguna provocación, sino de su propio temor o incomodidad por la presencia de una gran cantidad de personas concentradas en actitud pacífica pero reivindicativa.

Calificar esa manifestación como «alzamiento público y tumultuario» supone desconocer por completo que el artículo 21 de la Constitución española reconoce «el derecho de reunión pacífica y sin armas» y que se trata de un derecho cuyo ejercicio no requiere autorización previa alguna. Reunión pacífica no quiere decir silenciosa
[20]
. El Tribunal Constitucional ha sentenciado en numerosas ocasiones que ese derecho puede ejercerse de manera ruidosa e incluso molesta para el resto de los ciudadanos porque supone una proyección de la libertad de expresión y, por ende, un cauce para la participación política. Aunque son muchas las sentencias del Alto Tribunal que reconocen el vínculo entre ambos derechos, es quizá en la STC 110/2006, de 3 de abril (FJ 3), donde de un modo más acabado se explica ese vínculo: «Este Tribunal, en diversas sentencias, entre las que cabe destacar las SSTC 124/2005, de 23 de mayo, 195/2003, de 27 de octubre, 
42/2000, de 14 de febrero, 66/1995, de 8 de mayo, y 55/1988, de 28 de abril, ha caracterizado el derecho fundamental de reunión reconocido en el art. 21 de la Constitución Española como una manifestación colectiva de la libertad de expresión
 efectuada a través de una asociación transitoria de personas, que opera a modo de técnica instrumental puesta al servicio del intercambio o exposición de ideas, la defensa de intereses o la publicidad de problemas y reivindicaciones, y cuyos elementos configuradores son el subjetivo (agrupación de personas), el temporal (duración transitoria), el finalista (licitud de la finalidad) y el real y objetivo (lugar de celebración). El relieve fundamental que este derecho (cauce del principio democrático participativo) alcanza en sus dimensiones subjetiva y objetiva dentro de un Estado social y democrático de derecho como el proclamado en la Constitución ha determinado, incluso, que para muchos grupos sociales este derecho sea en la práctica uno de los pocos medios de los que disponen para poder expresar públicamente sus ideas y reivindicaciones (FJ 3). En este sentido, en apoyo a ese vínculo, cabe citar las siguientes sentencias: STC 85/1988 (FJ 2); 66/1995 (FJ 3); 42/2000 (FJ 2); 196/2002 (FJ 4); 195/2003 (FJ 3); 284/2005 (FJ 3); 90/2006 (FJ 2); 110/2006 (FJ 3); 163/2006 (FJ 2); 301/2006 (FJ 2); 170/2008 (FJ 3); 37/2009 (FJ 3); 38/2009 (FJ 2)».

En lugar de desarrollar ese conflicto y de extraer las consecuencias naturales derivadas de la preferencia del derecho de reunión, la sentencia argumenta (¿) que nadie fue imputado por el delito de manifestación ilícita (artículo 514 del Código Penal) [FJ 17.5.2]. Una respuesta evasiva y oblicua por cuanto tampoco se acusó a ninguno de los 40.000 «alzados» como meros ejecutores del delito de sedición por el que finalmente han sido condenados los líderes independentistas. Si estos dirigieron la sedición, ¿dónde están los sediciosos?… Quizá tenga que ver con este «olvido» la idea de que nuestro sistema jurídico ampara ese tipo de manifestaciones. Así, por citar un antecedente próximo, en el caso del escrache a la vicepresidenta del Gobierno, Soraya Sáenz de Santamaría, la Audiencia Provincial de Madrid (auto 81/2014, de 29 de enero) extrajo de manera convincente la resultante jurídica de ese conflicto entre prohibición penal y derecho de reunión, al 
considerar que el requisito de comunicación previa no constituye solicitud de autorización y que este derecho fundamental, por tratarse de una «manifestación colectiva de la libertad de expresión» y «cauce del principio democrático participativo», «estrechamente vinculado al pluralismo político» (en expresiones recogidas de la jurisprudencia constitucional y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en el caso Partisi y otros c. Turquía,
 31.7.2001), solo puede restringirse de manera muy excepcional. Tanto es así que el Tribunal Europeo ni siquiera admite su limitación por la mera sospecha de que puedan producirse altercados, tal y como sentenció en el caso
 Schwabe y M. G. v. Alemania
 (1 de diciembre de 2011), en relación con las manifestaciones de protesta contra una reunión del G8 en la que se veían pancartas que exigían la libertad de los detenidos en días anteriores. No podía prohibirse aunque grupos de extremistas pudieran practicarla (§ 105). En nuestro ordenamiento jurídico, la «ley mordaza» (LO 4/2015, de 31 de marzo) califica como infracción leve la falta de comunicación previa de la concentración (artículo 37.1), sujeta a una multa de entre 100 y 600 euros. Así pues, cuando la sentencia que se comenta desvía la atención hacia el delito de manifestación ilícita, está utilizando un recurso dialéctico fácilmente contrarrestable. En otro lugar de ella, el Tribunal Supremo dice: «Una decisión judicial que etiquetara como delictiva una reunión de protesta frente a decisiones que afectan a la libertad personal o que diera tratamiento penal a los discursos políticos de ruptura con el orden constitucional vigente, no estaría amparada por los valores democráticos que definen y delimitan la función jurisdiccional» (pág. 377). Pues justamente es eso lo que ocurre en esta resolución.

Y en relación con los hechos del día 1 de octubre, aunque la descripción que realizan los autos de esta Causa Especial hace hincapié en que el día de la votación se unió una masa de dos millones de personas, alentadas por los partidos y asociaciones separatistas (lo que según la sentencia generó un alzamiento «para impedir, por la fuerza o fuera de las vías legales […] el cumplimiento de las resoluciones judiciales» —en concreto, el auto del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de 27 de 
septiembre, que obligaba a las fuerzas policiales a impedir precisamente la celebración del referéndum—, dicha versión difiere de lo que aparece probado en el fundamento fáctico de la misma sentencia: que dicho referéndum fue convocado el día 9 de junio de 2017, lo cual significa que el llamamiento a votar no se realiza el 27 de septiembre o un día posterior «para»
 eludir la prohibición contenida en dicho auto o cualquier otra resolución judicial o del Tribunal Constitucional posteriores al 6 o 7 de septiembre, ni tampoco para impedir cualquier otra cosa, sino exactamente para activar el mecanismo jurídico previsto en el ar­­tículo 4.4 de la Ley 19 y lograr así la independencia de Cataluña. Y esa falta de conexión teleológica entre la conducta objetiva y la finalidad (en la que tanto hincapié se hace en la sentencia con respecto a la rebelión) no aparece aquí en modo alguno, por la sencilla razón de que el supuesto alzamiento —que no fue tal, porque ir a votar no encaja en el sentido literal posible del término «alzarse»— no podía tener como objetivo algo que emergió al mundo jurídico con posterioridad (me refiero a ese auto del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de 27 de septiembre). Con otras palabras: aunque el 27 de septiembre se dictase el auto del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña que ordenaba impedir la celebración del referéndum, como quiera que la convocatoria de este era previa, no puede decirse que los dos millones de personas acudieran a los colegios el 1 de octubre para oponerse a la ejecución del auto, porque todo estaba organizado ya mucho antes de que ese auto se dictara. Y conviene recordar que el peso de la antijuricidad de la conducta sediciosa reside en preordenar la algarada con la finalidad de impedir la ejecución de un acto, en este caso, judicial.

Por lo demás, la sentencia le dedica cierta atención al efecto defensivo que pudiera tener la lejana derogación del delito de convocatoria ilegal de referéndum, verificada por la LO 2/2005, de 22 de junio, cuya Exposición de Motivos decía que dicha conducta «no tiene la suficiente entidad como para merecer el reproche penal, y menos aún si la pena que se contempla es la prisión. El Derecho Penal se rige por los principios de intervención mínima y proporcionalidad, según 
tiene señalado el Tribunal Constitucional, que ha reiterado que no se puede privar a una persona del derecho a la libertad sin que sea estrictamente imprescindible. En nuestro ordenamiento hay otras formas de control de la legalidad diferentes de la vía penal. Así, el ejercicio de las potestades de convocar o promover consultas por quien no las tiene legalmente atribuidas es perfectamente controlable por vías diferentes a la penal».

Esta intachable explicación es tratada con cierto desprecio en la sentencia ahora comentada al minusvalorar su efecto de contención sobre la punibilidad de las conductas enjuiciadas. Dice que los «hechos enjuiciados son algo más que un conflicto competencial entre autoridades estatales —centrales y autonómicas— que pugnan por la competencia para organizar o prohibir una consulta popular. En el presente caso, de lo que se trataba era de hacer posible un referéndum que condujera, con la ayuda de la movilización ciudadana, a destruir las bases fijadas por el poder constituyente». Pero afirmar tal cosa supone desconocer que el delito de convocatoria ilegal de referéndum fue introducido a instancias del Gobierno Aznar y de su mayoría absoluta parlamentaria para penalizar la operación política secesionista del Gobierno vasco, por aquel entonces embarcado en el Plan Ibarretxe. No se trataba, pues, de prohibir al alcalde de una ciudad la convocatoria de una consulta sobre la iluminación navideña (como parece sugerir la sentencia en una argucia jurídica de corto vuelo), sino de un delito eminentemente político. La despenalización de 2005 tenía, por tanto, una orientación de descriminalización de referéndums convocados para la separación de una parte del Estado español, exactamente igual que el del 1 de octubre de 2017. Y si dicha convocatoria se había despenalizado, tenían razón las defensas al proclamar que mucha menos sanción penal merecería el hecho de alentar la votación.

3. El delito de sedición como manifestación de un Derecho Penal autoritario. Propuesta de derogación

En los Comentarios al Código Penal publicados en 2007 —mucho antes de que se iniciara el procés—

 ya sostuve que el delito de sedición debería pasar a mejor vida
[21]
. Desde un punto de vista estrictamente normativo, ese delito adolece de un doble defecto constitucional que convierte en inviable su supervivencia en un Estado democrático de derecho. En primer lugar, carece de la taxatividad necesaria para cumplir el mandato de certeza que se inserta en el principio de legalidad penal reconocido en el artículo 25.1 de la Constitución española. En palabras del Tribunal Constitucional, la garantía material del principio de legalidad «es la exigencia de predeterminación normativa de las conductas infractoras y de las sanciones correspondientes con la mayor precisión posible, para que los ciudadanos puedan conocer de antemano el ámbito de lo proscrito y prever, de esta manera, las consecuencias de sus acciones. La garantía material implica que la norma punitiva permita predecir con suficiente grado de certeza las conductas que constituyen infracción y el tipo y grado de sanción del que puede hacerse merecedor quien la cometa, lo que conlleva que no quepa constitucionalmente admitir formulaciones tan abiertas por su amplitud, vaguedad o indefinición, que la efectividad dependa de una decisión prácticamente libre y arbitraria del intérprete y juzgador»
 (SSTC 78/2019, de 3 de junio, 146/2017, de 14 de diciembre, 139/2014, de 8 de septiembre, 145/2013, de 11 de julio, 135/2010, de 2 de diciembre). Eso es exactamente lo que ocurre con el delito de sedición, aplicado en contadísimas ocasiones en los últimos decenios y que cuenta con antecedentes tan dispares y escasos como la imputación a los 84 controladores aéreos que abandonaron el servicio en diciembre de 2010 (absueltos en sentencia de la Audiencia Provincial de Palma de Mallorca de 8 de noviembre de 2018)
[22]
, o la de un grupo de vecinos de Letur (Albacete) concentrados para evitar por la fuerza el saqueo de los pozos de agua (absueltos también por el Tribunal Supremo en sentencia de 3 de julio de 1991). Pero también podría aplicarse a un grupo de vecinos que se concentra para evitar un desahucio (resolución judicial), lo mismo que a una masa de ciudadanos que pretende impedir la aplicación de una ley. La penalización arbitraria de hechos como estos indica que el tipo penal carece 
de la suficiente predeterminación y también que adolece de una falta de lesividad que le hace incompatible con el derecho fundamental de reunión.

Por lo que se refiere a los antecedentes históricos abiertamente autoritarios de esta figura, cabe recordar que, hasta el vigente Código Penal, la sedición acompañó a la rebelión entre los delitos contra el orden público. Ese hermanamiento ha concluido, dado que solo la sedición permanece entre estos y debe considerarse que el concepto constitucional de orden público, único compatible con la protección penal, se limita a identificarlo con el orden en la calle o la tranquilidad pública. Sin embargo, el modo en que el Tribunal Supremo ha interpretado el delito del artículo 544 del Código Penal de un modo que recuerda su inspiración decimonónica. Por lo demás, esa es una razón de peso para propugnar su desaparición del Código Penal vigente.

La historia del orden público en la España contemporánea, desde 1812, está repleta de arbitrariedad y militarismo. Lo primero porque durante estos dos siglos, prácticamente hasta que se promulgó la vigente Constitución —con el paréntesis, si acaso, de la Segunda República—, «orden público» era simplemente «orden», es decir, el «orden político», también llamado «seguridad interior del Estado», cuya preservación estuvo encomendada de manera especial y extraordinaria al Rey (y, por delegación, al Ejército), con una fórmula repetida literalmente en las sucesivas Constituciones decimonónicas: «La potestad de hacer ejecutar las leyes reside en el Rey, y su autoridad se extiende a todo cuanto conduce a la conservación del orden público en lo interior
 y a la seguridad del Estado con lo exterior, conforme a la Constitución y a las leyes» (art. 170 de la Constitución de 1812; art. 45 de la Constitución de 1837; art. 43 de la Constitución de 1845; art. 69 de la Constitución de 1869; art. 50 de la Constitución de 1876). Esta fórmula arbitraba la intervención regia sobre todo lo concerniente al orden público (léase «Guerras carlistas», pero también meras algaradas callejeras), en su condición de jefe del Ejército y de co-soberano de acuerdo con la doctrina tradicionalista española.

De ahí que, en segundo lugar, la historia del orden público sea 
también la historia de su «militarización», un sesgo castrense que se aprecia con solo observar que la Guardia Civil, encargada de su preservación por antonomasia, mantiene desde su fundación el carácter militar, lo que ha incidido enormemente en la atribución a la jurisdicción militar de los conflictos de orden público y de los delitos contra el mismo, entre los que siempre ha estado la sedición. Por otra parte, las leyes creadas para preservarlo, singularmente la de 1870, preveían que los capitanes generales pudieran declarar el estado de guerra
 «luego que se hubiese manifestado la rebelión o sedición»,
 declaración a partir de la cual la autoridad militar asumía todos los poderes (legislativo, ejecutivo y judicial), en virtud de la cláusula constitucional antes reseñada, y disponía a su antojo de todos los resortes del Estado, incluidos juicios sumarísimos y penas gravísimas por la mera disidencia política. Todavía resuenan en el Ateneo madrileño las palabras pronunciadas por Cánovas el 10 de noviembre de 1890: «El Ejército será por largo plazo, quizá para siempre, robusto sostén del orden social
 y un invencible dique contra las tentativas ilegales del proletariado, que no logrará por la violencia otra cosa que derramar inútilmente su sangre».

Por si este cúmulo de antecedentes no fuera suficiente para catalogar la figura de la sedición como anacrónica y castrense, la reforma del Código Penal de 1963 (año de creación del Tribunal de Orden Público) reformó el artículo 222 para decir: «serán castigados como reos de sedición: […] 3. Las huelgas de obreros» (sic). La tosquedad del legislador franquista no dejaba lugar a dudas sobre el carácter represivo-político del precepto, que se acentuaba al comprobar que también se castigaba a los funcionarios que parasen «con el fin de atentar contra la Seguridad del Estado», en una clara demostración del totalitarismo reinante. En plena Transición, fue cuestionada la vigencia de este precepto y el Tribunal Constitucional, en su fundamental sentencia sobre el derecho de huelga (STC 11/1981, de 8 de abril), lo dejó materialmente derogado.

Todos los antecedentes relatados servirían solo para alimentar la erudición histórica si no hubieran irrumpido de manera directa en la argumentación de la sentencia del Tribunal Supremo de 14 de octubre de 2019. En efecto, los siete 
magistrados tratan de dotar a la sedición de un contenido de ofensividad penal
[23]
 que trascienda a lo que es la mera algarada constitutiva de desórdenes públicos; intentan inyectar un plus de daño social que justifique las duras penas de prisión que van a imponer y recurren a un concepto de orden público que se aleja del democrático y material «orden en la calle»
[24]
 para espiritualizar el bien jurídico protegido definiéndolo como «normal funcionamiento de las instituciones». De este modo, confunden el orden público con el orden político, y lo hacen a plena conciencia, pues enseguida aluden en su apoyo a la finalidad subversiva que define al terrorismo, ubicado también entre los delitos contra el orden público. Sin embargo, al recurrir a esa «mistificación» los magistrados incurren en un grave defecto valorativo, porque recogen la definición que dio de esa expresión la Ley de Orden Público de 1959, eje de la represión franquista: «el normal funcionamiento de las instituciones públicas y privadas, el mantenimiento de la paz interior y el libre y pacífico ejercicio de los derechos individuales políticos y sociales, reconocidos en las Leyes». Si se tiene en cuenta que estamos ante un régimen represor de las libertades, donde los derechos civiles son una quimera, la expresión «paz interior» solo puede tener el sentido de aherrojar a los ciudadanos y de expulsar a los disidentes imponiéndoles largas penas de prisión. Lo mismo cabría decir de ese «normal funcionamiento de las instituciones», equiparable a «funcionar sin disidencias». En suma, un concepto autoritario y puramente represivo que retoma el Tribunal Supremo para justificar las penas severas impuestas a los líderes del procés.


Por todo ello, el delito de sedición debe ser derogado en una próxima reforma. No se me escapa que en su virtud serían «despenalizados» todos los líderes independentistas catalanes condenados como sediciosos, aunque permanecería la condena por malversación de caudales públicos, en su caso. Pero, en un sistema democrático, las leyes no se redactan intuitu personae,
 sino buscando que el cuadro general de delitos y penas sea un reflejo fiel y actual de las conductas que la sociedad considera intolerables. Esa actualización debe alcanzar a esta parte de nuestro Código Penal, que quizá por su escasa aplicación ha 
permanecido lejos de los focos y ha acumulado una decrepitud que se compagina muy mal con los valores democráticos que propugna nuestra Constitución. En el Código Penal deben permanecer conductas que la sociedad considera hoy intolerables, como los desórdenes públicos, en tanto representen una extralimitación del derecho de reunión y manifestación. También debe quedarse el delito de atentado, si bien convenientemente depurado, porque la reforma de 2015 ha ampliado el tipo hasta extremos rechazables, castigando el acometimiento violento o intimidatorio contra un representante de la Administración encargado de ejecutar las potestades públicas de coacción o coerción. Pero ese espacio de necesaria penalización puede cubrirlo un subtipo agravado del delito de desórdenes públicos que exija la obstaculización del ejercicio de funciones públicas, o bien un subtipo agravado del delito de atentado que sancione con mayor pena la realización en grupo del acometimiento o resistencia, siendo esta —en mi opinión— la opción más deseable.

Finalmente, junto a la desaparición de la sedición, habría que reformar también el delito de rebelión, reduciendo su abigarrada tipicidad a la insurrección violenta para derogar la Constitución o modificarla sin seguir las normas previstas en el Título X, o bien para declarar la independencia de una parte del territorio nacional. Al introducir el requisito de la violencia se erige una barrera contra el castigo de la mera disidencia y se señala, además, un medio especialmente idóneo para lograr el éxito del hipotético golpe de Estado.

NICOLÁS
 GARCÍA
 RIVAS


Catedrático de Derecho Penal

Universidad de Castilla-La Mancha





ANEXOS





[image: Imagen 73]


[image: Imagen 74]


[image: Imagen 75]


[image: Imagen 76]


[image: Imagen 77]


[image: Imagen 78]


[image: Imagen 79]


[image: Imagen 80]


[image: Imagen 81]


[image: Imagen 82]






1 Ausl (A) 18/18 (20/18)

[image: Imagen 83]


Tribunal Regional Superior de Schleswig-Holstein

Resolución

En el asunto de extradición referente

El ciudadano español

Reclamado,

Procuradores: 1.

2.

Después de escuchar al fiscal general del Estado de Schlewig-Holstein y atender a sus solicitudes en los puntos 1.) y 3.) al Reclamado y sus procuradores, la Sala Penal del Tribunal Regional Superior de Schleswig-Holstein resuelve a 12 de julio de 2018 en Schlewig lo siguiente:

1.) Se declara admisible la extradición del Reclamado de la República Federal de Alemania al Reino de España por el delito de «malversación de caudales públicos» («corrupción») mencionado en la orden de detención europea de la Sala Segunda del Tribunal Supremo español de 23 de marzo de 2018.

2.) La extradición por la acusación de «rebelión» a que se hace referencia en la misma se declara inadmisible.

3.) La intención de fiscal general de autorizar la extradición 
del Reclamado no se cuestiona en la medida en que la extradición es admisible.

4.) La orden de extradición de la Sala del 5 de abril de 2018 sigue en vigor. Se rechaza la moción de dictar nuevamente orden de prisión extradicional. Las condiciones de la decisión de suspensión en su versión actual siguen vigentes.

5.) El Tesoro reembolsará al Reclamado dos tercios de sus gastos necesarios.

Fundamentos:

I.

Con la presentación de una orden de detención europea dictada por la Sala Segunda del Tribunal Supremo de España en Madrid el 23 de marzo de 2018 (asunto no 20907/2017), las autoridades del Reino de España solicitan la detención y extradición del Reclamado a efectos de su procesamiento.

Según la información de la orden de detención europea, las autoridades españolas acusan al Reclamado, en su calidad entonces de presidente del Gobierno regional de Cataluña, en relación con la celebración y financiación de un referéndum sobre el futuro estatus jurídico de Cataluña el 1 de octubre de 2017, de haber cometido con su conducta los delitos de «rebelión» y «malversación de fondos públicos» o «corrupción». En cuanto a los detalles de las acusaciones, la Sala se remite a su auto del 5 abril de 2018, por el que ordenó la detención con fines de extradición del Reclamado, si bien suspendió de inmediato su ejecución con condiciones. Con sujeción a estas condiciones, el Reclamado se encuentra actualmente en libertad en un lugar de Alemania conocido por la Sala.

El Reclamado no ha aceptado el procedimiento simplificado de extradición y no ha renunciado al cumplimiento del principio de especialidad.

El fiscal general considera que la extradición del Reclamado es admisible por ambos cargos. En cuanto a la acusación de «rebelión», el examen revelaría que esta conducta también 
sería punible con arreglo a la legislación alemana, a saber, como alta traición de conformidad con el art. 81, apdo. 1.1 del Código Penal (StGB), si bien, en todo caso, como quebrantamiento grave de la paz de conformidad con los arts. 125, apdo. 1.1, y 125 a, párr. 1 del StGB. En cuanto a la acusación de «corrupción», se trataría de un «delito de catálogo» en el sentido del art. 2, apdo. 2 de la Decisión marco relativa a la Orden de detención europea, de tal modo que habría que omitir un examen que fuera más allá de esta constatación. En todo caso, esta conducta también sería punible, con arreglo al Derecho alemán, como malversación de fondos de conformidad con el art. 266 del StGB.

La Fiscalía General del Estado de Schleswig-Holstein solicita:

1. Que se rechacen las objeciones del Reclamado contra la orden de extradición del 5 de abril de2018;

2. Que se declare admisible la extradición del Reclamado de la República Federal de Alemania a España por los delitos especificados en la orden de detención europea dictada por el Tribunal Supremo de España en Madrid el 23 de marzo de 2018;

3. Que no se formulen objeciones contra la intención de la autoridad competente de no poner obstáculos a la autorización;

4. Que se reformule la orden de extradición del 5 de abril de 2018 y se ordene la ejecución de la detención con fines de extradición.

El Reclamado solicita:

Que se declare la inadmisibilidad de la extradición; y

Que se levante la orden de detención extradicional y las condiciones asociadas.

Considera que los hechos descritos por las autoridades españolas, calificados de «rebelión», no constituyen un delito con arreglo al Derecho penal alemán. Aunque la acusación de «corrupción» se calificaría como tal, en realidad solo cabría considerarlo como un delito de malversación de fondos y, 
como tal, no constituye un «delito de catálogo», por lo que debe examinarse la punibilidad con arreglo al Derecho alemán. Este examen permitiría, en todo caso, concluir la incertidumbre de las acusaciones formuladas, ya que la información contradictoria facilitada a posteriori por las autoridades españolas ya no sería suficiente para establecer con exactitud qué acusaciones se están formulando contra el Reclamado. En última instancia, el Reclamado sospecha que el Estado español abusará de los procedimientos penales para, en realidad, perseguirle por razones políticas.

II.

Como ya hizo en su auto del 5 de abril de 2018, la Sala se ve motivada a hacer una observación preliminar:

Con los muchos años de experiencia de la Sala en materia de extradición, la orden de detención europea presentada por las autoridades españolas puede calificarse de bastante atípica. En el epígrafe de la orden de detención europea en que debe especificarse el delito según «el momento y el lugar de comisión del delito y el tipo de implicación de la persona reclamada» da comienzo una descripción de 17 páginas sobre la evolución histórica de los esfuerzos independentistas de Cataluña y de la implicación en este proceso de diversas organizaciones e instituciones públicas y políticas. La descripción de los hechos comienza en la primavera de 2015, si bien el Reclamado habría cometido los dos delitos de que se le acusa entre el 6 de septiembre de 2017 y el 1 de octubre de 2017.

La resolución del Tribunal Supremo español del 21 de marzo de 2018 sobre «el auto de procesamiento y otras medidas», que, según la referencia de la orden de detención europea, sirve de base nacional para esta última y es de obligada consulta para comprender las acusaciones formuladas contra el Reclamado, consta de 70 páginas. En esta se describe, en primer lugar, el desarrollo histórico, esta vez a partir de 2012. Además, esta resolución no afecta solo al Reclamado, ya que están acusadas un total de 25 personas de diversos delitos que se habrían cometido en diferentes momentos y mediante diferentes 
acciones. Trece de ellos, entre ellos el Reclamado, serían culpables de «rebelión». Otros doce habrían cometido actos de «desobediencia». De estas 25 personas, 14, entre ellos el Reclamado, habrían cometido «malversación y desfalco de fondos públicos» mediante una pluralidad de actos.

Además de estos documentos iniciales, las autoridades españolas han facilitado más información en el curso del procedimiento. Esto se hizo inicialmente a petición de la Sala, después de que un documento en español hubiese sido traducido dos veces y se constatasen discrepancias entre las traducciones al alemán. En este contexto, cabe destacar, desde el punto de vista de la Sala, que el fiscal general solicitó de inmediato las aclaraciones necesarias de manera encomiable. Lo mismo cabe decir de la voluntad del poder judicial español de dar respuesta a la cuestión planteada.

En este contexto, sin embargo, resulta obvio y comprensible que todas las partes en el procedimiento necesitaron para la inspección, el examen y la evaluación del material presentado bastante más tiempo del habitual en los procedimientos «normales» de extradición sobre la base de una orden de detención europea. Esto explica que se haya sobrepasado el plazo de 60 días mencionado en el art. 17, apdo. 3 de la Decisión marco relativa a la Orden de detención europea (RB-EUHb) y en el art. 83C, apdo. 1 de la IRG para la adopción de una decisión sobre la extradición.

III.

En la orden de detención europea emitida por el Tribunal Supremo español el 23 de marzo de 2018, las autoridades españolas presentaron los documentos de extradición necesarios (art. 83a IRG). En particular, esta orden de detención europea no es inválida porque careciese de una orden de detención nacional subyacente. En el epígrafe correspondiente del formulario de la orden de detención europea se menciona el «auto de procesamiento del 21 de marzo de 2018» como base, como ya se ha mencionado. Esta es la decisión de incoación del Tribunal Supremo español, que fue enviada junto con la orden de detención europea y a la que posteriormente se hizo referencia como tal. Según las aclaraciones complementarias del Tribunal Supremo del 17 de 
mayo de 2018 y 28 de mayo de 2018, también incluye una resolución sobre la prolongación de la orden de prisión preventiva del Reclamado. Así pues, en el sentido del art. 8, apdo. 1 c de la Decisión marco relativa a la Orden de detención europea (RB-EUHb), existe «otra resolución judicial ejecutiva con el mismo efecto jurídico» (como una orden de detención). La Sala no tiene motivos para cuestionar esta afirmación del Tribunal Supremo español. No cabe duda de que esta decisión proviene de una autoridad judicial competente para la adopción de tales resoluciones (véase también Hackner en Schomburg/Lagodny/Gleß/Hackner, Internationale Rechtshilfe in Strafsachen, 5.ª ed., considerando 9 sobre el art. 83a de la IRG). Además, esta clasificación jurídica es plausible y comprensible para la Sala, ya que el art. 207, apdo. 4 del Código Procesal Penal alemán (StPO) prevé una reglamentación paralela. Según esta disposición, en el marco de la incoación del procedimiento principal, también debe adoptarse una decisión sobre la orden o la prolongación de la prisión preventiva contra el demandado.

La orden de prisión preventiva, en forma de mantenimiento de la orden de detención dictada, se refiere a su vez a la orden de detención nacional dictada por el Juzgado Central de Instrucción n.º 3 de Madrid el 3 de noviembre de 2017. Esta decisión es la que se menciona en la decisión de incoación del procedimiento como «medida cautelar personal». También resulta inofensivo que la acusación hecha contra el Reclamado en aquel momento fuera diferente en los detalles de lo que ahora se refleja en la decisión de incoación. Es una experiencia conocida en el trabajo diario de la Sala que una sospecha inicial existente al comienzo de una investigación pueda ampliarse, cambiarse o incluso atenuarse en el curso de investigaciones posteriores. Esto debe tenerse en cuenta en cada caso mediante la reformulación de las acusaciones en la decisión que se adopte sobre la prolongación de la prisión preventiva.

Esto es también lo que ocurrió en el presente caso, como se desprende de la información complementaria facilitada por el Tribunal Supremo español el 28 de mayo de 2018. Cabe señalar que, en esencia, se trataba siempre de la misma acusación en el sentido de un acto procesal (art. 264, apdo.1 del StPO), a saber, 
la actuación del Reclamado en relación con el referéndum del 1 de octubre de 2017.

IV.

En cuanto al fondo del asunto, la Sala considera que su examen preliminar, reflejado en su auto del 5 de abril de 2018, se confirma tras un examen final exhaustivo de la solicitud. En detalle, se aplica lo siguiente:

1. En la medida en que las autoridades españolas acusan al Reclamado de haber participado en una «rebelión», su extradición resulta inadmisible.

a) De conformidad con el art. 3, apdo. 1 de la IRG, una extradición solo es admisible si se da la denominada «doble incriminación», es decir, si el acto también constituye un delito con arreglo al Derecho alemán, cumpliendo un supuesto delictivo de las leyes penales (alemanas). La propia redacción de la ley deja claro que no es suficiente si el supuesto delito solo se aproxima a la responsabilidad penal con arreglo al Derecho alemán. Es más, esto también debe darse. Si se considerara de otra manera, en el sentido de un punto de vista «menos estricto» (como se ha hecho en el debate público), el resultado sería un control de «ordre public» más estricto de conformidad con el art. 73 de la IRG; una consecuencia que la Ley de Asistencia Judicial Internacional en Materia Penal (IRG) precisamente trata de evitar (véase la exposición de motivos del borrador de ley para el art. 3 de la IRG-E, BT-Drs. 9/1338, págs. 36 y ss.).

El requisito de la doble incriminación también se ajusta a lo dispuesto en el art. 2, apdo. 4 y en el art. 4, apdo. 1 de la RB-EUHb, ya que el delito imputado no constituye un delito de catálogo en el sentido del art.2, apdo. 2 de la RB-EUHb y, en la medida en que se da tal circunstancia, la Decisión marco permite que la legislación nacional vincule el requisito de la doble incriminación fuera del ámbito de estos delitos, lo que 
ha ocurrido en Alemania con el art. 81, apdo. 4 de la IRG. No obstante, en el ámbito de los delitos de catálogo no se incluye la rebelión ni el posible delito de quebrantamiento de la paz. Hasta la fecha, el Derecho comunitario no ha ampliado la lista para incluir los delitos imputados al Reclamado, lo que sería posible en virtud del art. 2, apdo. 3 de la RB-UEHb.

En todo caso, para permitir el examen necesario, se debe realizar una llamada «trasposición lógica» (art. 3, apdo. 1, 2.ª variante de la IRG) (véase, respecto a la trasposición, el auto de la Sala del 5 de abril de 2018, págs. 6, 7). Esto tiene en cuenta el hecho de que el ordenamiento jurídico del Estado requirente (español) y el ordenamiento jurídico del Estado requerido (alemán) no valoran idénticamente los hechos con arreglo al Derecho penal. Esto significa que los hechos en que se basa la orden de detención europea y la solicitud de extradición deben evaluarse en relación con el Derecho penal alemán para determinar si la responsabilidad penal también se deriva de una disposición del Derecho penal alemán que se corresponda a su vez con el Derecho español.

En este contexto, las estrictas normas del Derecho de revisión alemán, por ejemplo, en el caso de que se examine la fundamentación de una sentencia, demuestran ser inútiles para el examen de la doble incriminación, ya que no hacen justicia a la situación de enfrentamiento entre los diferentes sistemas jurídicos inherente a la ley de extradición (BGHSt 27, 168, 173). La Sala no tiene que decidir en el presente caso si, por el contrario, la capacidad de subsunción de los hechos bajo «cualquier» norma penal es suficiente (según Lagodny en Schomburg/Lagodny/Gleß/Hackner, Internationale Rechtshilfe in Strafsachen, 5.ª ed., considerando 13 respecto al art. 3 de la IRG), si debe exigirse una congruencia jurídica de las disposiciones penales (Kubiciel en Ambos et al., Rechtshilferecht in Strafsachen, considerando 26 respecto al art. 3 de la 
IRG) o si, en caso necesario, habría que llevar a cabo un examen aparte de la proporcionalidad sobre la base de la interpretación legal del Reclamado. Por esta razón, no es necesario presentar la cuestión ante el Tribunal Supremo Federal, ya sea solicitada por el Fiscal General de conformidad con el art. 42, apdo. 2 de la IRG o iniciada de oficio por la Sala de conformidad con el art. 42, apdo. 1 de la IRG.

En vista de la obligación fundamental de extraditar (art. 79, apdo. 1 de la IRG, arts. 3 y 4 de la RB-EUHb) y de la interpretación de las normas nacionales en general conforme al Derecho comunitario, la Sala no limita el examen de la doble incriminación al aspecto de la alta traición, sino que lo amplía a la cuestión de si los hechos denunciados pudieran ser punibles con arreglo a «cualquier» norma alemana, incluso si no existe una congruencia (completa) de valor entre los delitos de alta traición y, por ejemplo, el quebrantamiento de la paz. Sin embargo, el nuevo examen de la Sala sobre la base de los hechos presentados por las autoridades españolas y el Fiscal General también ha demostrado que, con arreglo a la legislación alemana, el Reclamado no puede ser acusado ni de alta traición ni de quebrantamiento de la paz:

b) El delito de alta traición debe cometerse «violenta y públicamente» de conformidad con el artículo 472 del Código Penal español, y «con violencia» de conformidad con la disposición penal alemana correspondiente, el art. 81 del StGB.

Es dudoso que el Reclamado persiguiera el objetivo de la independencia de Cataluña del Estado central español «con violencia» en este sentido. De los documentos entregados se desprende que el Reclamado quería conseguir la legitimidad de una secesión por medios democráticos, es decir, mediante la celebración de una votación. En este sentido, la resolución de incoación del 21 de marzo de 2018 (pág. 57, números de página citados aquí y más adelante 
según la traducción al alemán) admite también que no se trata de una acusación de ejercicio de la violencia «pensada desde el principio como un instrumento para lograr la independencia». En este contexto (resolución de incoación, pág. 31) también se menciona que hasta el 28 (¡!) de septiembre de 2017 «prevaleció un pacto tácito de no violencia». La violencia ejercida en parte de la votación por grupos autónomos (resolución de incoación, ibíd.) no era el medio por el que el Reclamado deseaba lograr la independencia de Cataluña. No está claro que el Reclamado en aquel momento fuese consciente de que no existía perspectiva alguna de conseguir la independencia de Cataluña por medios democráticos y legales como un referéndum, de tal manera que la única salida fuera un golpe de Estado violento.

En cualquier caso, sin embargo, la responsabilidad penal por alta traición no se da porque los acontecimientos del 1 de octubre de 2017 no han alcanzado el nivel de violencia que sería necesario para cumplir el elemento constitutivo no escrito de la «idoneidad» de la violencia para lograr su propósito. Este requisito de idoneidad no solo se encuentra en el art. 81 del StGB, sino también, al parecer, en el derecho penal español, como demuestran las explicaciones sobre la «idoneidad» del uso de la violencia en la decisión de incoación (pág. 56).

En lo que respecta a la responsabilidad penal por alta traición de conformidad con el art. 81 del StGB, la Sala ya señaló en su auto del 5 de abril de 2018 que el concepto de violencia utilizado por igual en los arts. 105 y 81 del StGB presupone un nivel cualificado de violencia cuyo efecto previsto es capaz de obligar a la autoridad del Estado a responder a las demandas de los autores (por ejemplo, véase BGHSt 32, 165 y ss. –«Startbahn West»).

El telón de fondo es que, en un Estado democrático y en un orden social democrático, el derecho penal debe ejercer moderación en los conflictos políticos 
únicamente por razones constitucionales y que, en comparación con la protección de los intereses jurídicos individuales con el Estado y sus instituciones, los autores potenciales se enfrentan a un destinatario que es mucho más difícil de influenciar (Laufhütte/Kuschel en Leipziger Kommentar-StGB, 12.ª ed., considerando 17 respecto al art. 81 del StGB). Por esta razón, la jurisprudencia del Tribunal Supremo Federal califica como un caso de alta traición la pretendida «lucha revolucionaria» con víctimas y la causación de condiciones caóticas (BGHSt 6, 336, 340), pero no las manifestaciones, los llamamientos a boicots o las huelgas per se, sino solo si estos llevan a la parálisis de toda la vida pública (BGHSt 8, 102, 106). El Tribunal Supremo Federal mantuvo esta jurisprudencia en su sentencia sobre «Startbahn West».

No cabe duda de que el delito de alta traición constituye un delito de emprendimiento en el sentido del art. 11, apdo. 1, n.º 6 del StGB y, por lo tanto, no puede depender del éxito de un ataque de alta traición. El Fiscal General tiene razón al decir que una disposición penal entendida de esta manera seria ineficaz porque, al final, solo tendría un carácter simbólico. Por otra parte, el desplazamiento del umbral de punibilidad asociado a un delito de emprendimiento conlleva el riesgo de criminalizar el discurso público en una fase temprana, incluso si las manifestaciones y la presión (también política) que ejercen, sin duda, están protegidas por los derechos fundamentales. No en vano, las manifestaciones son siempre también un elemento de presión. Por lo tanto, al evaluar el efecto de las medidas coercitivas utilizadas, es particularmente importante evaluar las obligaciones del Estado y sus instituciones y la idoneidad de las medidas coercitivas utilizadas para causar las consecuencias; esta evaluación, en el sentido de un éxito potencial de la violencia, no es solo una condición fáctica, sino también normativa (BGHSt 32, 
165, 174). El hecho de que, según el fiscal general, no pueda hacerse una declaración clara en el presente caso de que la violencia utilizada carecía de esa idoneidad no es suficiente.

No obstante, incluso después de un examen más detallado, la Sala no puede hacer una valoración positiva de que las instituciones españolas no habrían podido resistir la presión ejercida por los acontecimientos del día de las elecciones:

En la medida en que la solicitud de extradición se basa en escenas tumultuosas en varios colegios electorales, no es evidente que estas escenas fueran idóneas para crear tal escenario. Los actos individuales en los lugares descritos y otros actos lesivos en detrimento de la Policía Nacional descritos en el informe de investigación, reconocibles en el material fotográfico proporcionado, por sí mismos indican la comisión de delitos diferentes, en concreto, delitos de agresión, delitos de resistencia o también delitos de quebrantamiento de la paz. Sin embargo, más allá de la responsabilidad penal aceptable de los incidentes individuales y de los autores identificables en las grabaciones de vídeo presentadas, la Sala no ve que el orden constitucional del Estado español se haya visto sido seriamente amenazado por estas acciones individuales ni porqué.

El mismo día de las elecciones hubo 2.259 colegios electorales repartidos por toda la región, según la información proporcionada. Se produjeron enfrentamientos en las calles delante de 17 de estos colegios electorales. Ese día, solo 58 de los 6.000 agentes de la Policía Nacional desplegados en toda la región resultaron heridos en esos enfrentamientos. Además de estos sucesos, ni la orden de detención europea ni la resolución de incoación indican acontecimientos el día de las elecciones que puedan calificarse idóneos para provocar un golpe de Estado. En cualquier caso, según el contenido de estos documentos de extradición, no se han producido 
batallas callejeras a gran escala, incendios provocados o saqueos desencadenados directamente por el referéndum del 1 de octubre de 2017. No fue necesario utilizar gas lacrimógeno ni cañones de agua. No hubo ningún uso de armas de fuego.

Tampoco se deduce de la información complementaria facilitada por el Tribunal Supremo de España el 26 de abril de 2018 que «en los últimos días de septiembre y los primeros días de octubre de 2017» se produjeran diversos disturbios en toda Cataluña. Por ejemplo, se dice que ha habido manifestaciones a gran escala y amenazas contra empresarios que alojaron o abastecieron a la Policía Nacional. Además, se habrían bloqueado en todo el país carreteras y vías de ferrocarriles, entre otros, con la ayuda de cientos de tractores o mediante la quema de barricadas.

La Justicia española no vincula estos hechos, ni temporal ni causalmente, directamente con el referéndum del 1 de octubre de 2017. Tampoco se utilizan para justificar ni la decisión de incoar el procedimiento ni la orden de detención europea. No se utilizan para justificar la responsabilidad penal personal del Reclamado. A este respecto, como ya se ha mencionado, la resolución de incoación (pág. 57) se limita a afirmar que, aunque el Reclamado y los demás iniciadores no habían planeado desde el principio la violencia como instrumento para lograr la independencia, sí se habían empeñado en la celebración del referéndum (a pesar de la advertencia dada por los acontecimientos del 20 de septiembre de 2017) y habían aceptado el riesgo de que se produjeran actos de violencia en relación con el referéndum.

Por último, tampoco se sigue acusando al Reclamado y a otros políticos catalanes de haber instado a la Policía autonómica catalana a «asegurar» la celebración del referéndum. En la medida en que esto podría verse como una llamada a bloquear a las fuerzas policiales del Gobierno central, ya no está claro que el Reclamado y otros hayan instado a la Policía 
autonómica catalana a atacar a la Guardia Civil o a la Policía Nacional; la orden de detención europea y la orden de incoación de 21 de marzo de 2018 tampoco comunican tales incidentes. A este respecto, contrariamente a lo que el fiscal general ve en su petición, no es posible afirmar que el Reclamado desease ejecutar vulneraciones violentas de la ley contra 6.000 agentes de la Policía Nacional utilizando una fuerza superior de 17.000 agentes de la Policía regional. Inicialmente, es poco probable que el número de 17.000 agentes de Policía en este contexto sea correcto. Según la Orden de detención nacional española del 3 de noviembre de 2017 (ver pág. 4), esta era más bien la dotación total de la Policía regional catalana. De la decisión de incoar el procedimiento de 21 de marzo de 2018 (nota 52, letra e, pág. 34) se desprende que el 1 de octubre de 2017 solo se desplegaron 7.000 policías regionales, con la acusación adicional de la justicia española contra el Reclamado de que había desplegado deliberadamente un número menor de policías (que los 12.000 desplegados en otras elecciones) para que los controles fuesen lo más ineficaces posible.

Es posible que, en la medida en que la Policía regional se limitó a ser pasiva o no cooperar, pudiese haberse dificultado de esta manera en casos individuales el despliegue de las fuerzas centrales frente a los manifestantes y los visitantes a los colegios electorales y, por lo tanto, el objetivo de impedir que se celebrara el referéndum. En este sentido, sin embargo, la Sala no considera que la celebración del referéndum (aun siendo inconstitucional) tuviera que traducirse inevitablemente en una escisión de Cataluña o incluso en un mero menoscabo de la función estatal española más allá de esta situación. Puede ser que los aliados del Reclamado hayan visto esto como un paso intermedio necesario hacia la independencia completa. Sin embargo, el Reclamado en concreto solo consideraba esto como un preludio a las negociaciones.

c) En lo que respecta a la punibilidad por quebrantamiento de la paz, la Sala considera que varios acontecimientos locales podrían dar lugar a este delito. También es fundamentalmente correcto que, con arreglo a la legislación alemana, el (co)autor y organizador de tales actos no tiene que estar necesariamente en el lugar de los hechos.

aa) No obstante, para determinar si el organizador de un gran acontecimiento ha cometido un quebrantamiento de la paz (al menos en virtud del Derecho alemán) debe establecerse, en primer lugar, si el acontecimiento que dio lugar o en cuyo contexto se produjeron los actos de violencia subsiguientes estaba permitido o prohibido.

El Tribunal Supremo Federal explicaba, entre otros, en la mencionada sentencia «Startbahn West» (BGHSt 32, 165, 179) lo siguiente: «Sin embargo, aquellos que convocan seriamente una manifestación pacífica no deben ser condenados como autores de un quebrantamiento de la paz por el simple hecho de que grupos violentos se unan al evento, incluso si ya habían contado con su ocurrencia en el momento de su convocatoria, si bien deseaban llevar a cabo el evento en aras de sus objetivos, cubiertos en cualquier caso por el ordenamiento jurídico, es decir, bajo la premisa de la aceptación de los disturbios». Esta es también la posición de la Sala. Si las cosas fueran diferentes, muchos acontecimientos importantes aprobados por el ordenamiento jurídico y deseados por la sociedad y la política (como los partidos de fútbol o, en Alemania, la cumbre del G-20 en Hamburgo) ya no podrían organizarse porque no se pueden descartar disturbios al margen de estos acontecimientos.

Por lo que se refiere a la calificación jurídica del referéndum celebrado el 1 de octubre de 2017, la orden de detención europea (pág. 6) establece que la Ley 19/2017 sobre la celebración del referéndum del 6 de septiembre de 2017 fue «suspendida» por decisión del Tribunal Constitucional al día siguiente, es decir, el 
7 de septiembre de 2017. Solo el 17 de octubre de 2017, aproximadamente dos semanas y media después de la jornada electoral, el Tribunal Constitucional declaró el referéndum «inconstitucional y nulo».

Si solo se quisiera ver en la decisión preliminar del Tribunal Constitucional el anuncio de que el referéndum sería «hasta entonces ineficaz» y, por lo tanto, su resultado no podría considerarse válido sin más preámbulos, se podría considerar que la celebración del referéndum en sí, a pesar de esta decisión, carece probablemente de sentido, pero sigue estando permitida. En este caso, el Reclamado estarla exenta de castigo bajo la ley alemana si la medida descrita se aplicara sin más preámbulos. Porque, como se ha dicho en el apartado b) anterior, las autoridades españolas acusan al Reclamado de no más que de los disturbios y actos de violencia acaecidos durante el referéndum.

Si, por otro lado, y este parece ser el entendimiento de la Justicia española y probablemente también lo más obvio, uno quisiera asumir que la orden provisional no solo dejó sin sentido el posible resultado de las elecciones, sino que también contenía una prohibición de la celebración del referéndum en sí, habría que asumir que la votación del 1 de octubre de 2017 fue un acto ilegal.

bb) En este caso, la cuestión de la responsabilidad penal del Reclamado por quebrantamiento de la paz se respondería de conformidad con los demás principios formulados por el Tribunal Supremo Federal en la mencionada sentencia «Startbahn West», entre otros.

Por consiguiente, la punibilidad por quebrantamiento de la paz también se aplica al «emisor de órdenes, organizador o líder espiritual ausente» de los actos de violencia, al menos «si y en la medida en que los actos de violencia o amenazas perpetrados por la muchedumbre correspondan a su voluntad y se cometan bajo su mando, es decir, le sean atribuibles como un acto propio de acuerdo con los principios 
generales» (BGHSt 32, 165, 178 y ss.). A este respecto, «la persona que controla desde fuera, por ejemplo, quien ha elaborado todo el plan de batalla de la violencia, pero no lo ejecuta después» también es punible por quebrantamiento de la paz (loc. cit. con referencia a la fundamentación de la ley). Esta punibilidad también incluye la actividad del «marionetista, emisor de órdenes o líder espiritual» en los preparativos de los disturbios y que continúa en la ejecución de los hechos (Krauß en Leipziger Kommentar- StGB, 12.ª ed., considerando 70 respecto al art. 125 StGB).

Sin embargo, incluso según este baremo, el Reclamado no sería culpable de un quebrantamiento de la paz. En la causa antes mencionada, el Tribunal Supremo Federal pudo pronunciarse sobre la actitud interna del acusado de intentar bloquear por completo el aeropuerto de Fráncfort: «La ejecución del bloqueo total era su preocupación personal. Señaló este objetivo a sus seguidores con palabras seductoras» (BGHSt 32, 165, 180). Y antes de eso: «El acusado sabía que no sería capaz de lograr un bloqueo continuo de las numerosas entradas y salidas simplemente por la presencia pasiva de los 5.000 a 10.000 participantes que se esperaban. Para hacer cumplir eficazmente el bloqueo hasta la noche, aceptó que la multitud que seguía su convocatoria levantaría barricadas, las defendería contra las fuerzas policiales utilizadas para el desalojo y resistiría activamente a los agentes de Policía que querían mantener las entradas libres» (loc. cit.).

La situación era diferente en este caso. El Reclamado no tenía la voluntad de que se cometiesen disturbios. Por el contrario, ha insistido repetidamente en la necesidad absoluta de una acción pacífica. No fue un «líder espiritual» de la violencia. Según las autoridades españolas, no existía un «plan de batalla» elaborado por él. Para él y sus aliados, no se trataba de bloquear a la Policía Nacional o incluso de crear condiciones 
similares a las de una guerra civil en las calles, sino simplemente de permitir que el mayor número posible de votantes participara en un referéndum, que (como se ha explicado) no era más que una mera preparación para futuras negociaciones políticas. Esto, como tal, podría haber sido inconstitucional y, por lo tanto, ilegal. Y la Sala también asume que las fuerzas centrales, en su opinión, querían impedirlo legalmente. Sin embargo, desde el punto de vista del iniciador de un referéndum, esto no tenía que significar la inevitabilidad de escenarios violentos en el sentido de un quebrantamiento de la paz. También debería haber asumido que las autoridades centrales podrían haberse limitado simplemente a declarar ilegales e ineficaces los resultados de dicho referéndum o, en caso necesario, a ordenar misiones policiales destinadas a impedir una escalada.

El Reclamado también carecía de la opción de controlar lo que había sucedido, lo que es necesario para determinar la punibilidad del «organizador». Esta es la regla para establecer una participación perpetradora, requerida por los principios generales en el sentido de que «la violencia o las amenazas perpetradas por la muchedumbre…» deben ser atribuidas al perpetrador «de acuerdo con los principios generales como un acto propio» (BGH también en la sentencia «Startbahn West» BGHSt 32, 165, 178). Según la versión actual del artículo 125 del StGB, esto equivale esencialmente a la participación en la comisión del delito en lo que respecta a la promoción objetiva y, como tal, al carácter subjetivamente reconocible de la contribución al delito cometido. Precisamente, debido al desplazamiento de la responsabilidad penal resultante de la versión actual de los artículos 125 y ss. del StGB, son necesarias demarcaciones efectivas a estos niveles, en caso de que el artículo 125 del StGB no constituya un mero delito peligroso.

Este camino tampoco se sigue en la práctica de la 
jurisprudencia alemana, ya que las decisiones publicadas no evidencian la punibilidad del mero apoyo abstracto o la facilitación de acontecimientos, de los que podrían derivarse actos de violencia. Más bien, siempre se trata de la relación entre un mero participante y actos concretos de violencia (por ejemplo, BGH NStz 2009, 28 y ss.; BGHSt 62, 178 y ss.).

Sin embargo, aun y todo, el Reclamado no es punible. Sobre la base de la información proporcionada, no era el planificador, organizador o incluso mero partidario de un previsible acto concreto de violencia. Precisamente porque los últimos eventos del día de la elección no fueron planeados y organizados (por él), tuvieron lugar espontánea e impredeciblemente de acuerdo al lugar, tiempo y curso. Por lo tanto, el Reclamado no podía controlarlos o influenciarlos de otra manera.

2. En cuanto a la acusación de «corrupción» en forma de «malversación de fondos públicos», la extradición es admisible.

En su auto del 5 de abril de 2018, la Sala señaló que su competencia de examen está limitada en este punto y por qué se da esta circunstancia. La Sala mantiene esta evaluación. Para evitar repeticiones, se remitirá a dicha decisión. En resumen, solo cabe señalar una vez más que esta acusación es un «delito de catálogo» en el sentido del art. 81, n.º 4 de la IRG en relación con el art. 2, apdo. 2 de la Decisión marco sobre la Orden de detención europea. En tal caso, la existencia de la doble incriminación no debe, por lo general, verificarse. Más bien, el examen se limita a la cuestión de si la asignación del hecho al grupo delictivo correspondiente es plausible y, en el todo caso, a la cuestión adicional de si el curso de los hechos descritos es concluyente (OLG Karlsruhe, NStZ-RR 2007, 376).

La opinión del Estado requirente es decisiva para la asignación de una acusación a determinadas categorías de delitos. El Reclamado también lo admite, pero sostiene que tal clasificación no es vinculante si parece 
«arbitraria o incompatible con los hechos subyacentes». Sin embargo, la Sala no puede establecer tal cosa. No existe una definición exacta ni una terminología uniforme para la clasificación de unos hechos como un delito de catálogo (OLG Frankfurt, NStZ-RR 2011, 341). Tanto la corrupción como la malversación se caracterizan por el abuso de poder de un cargo público delegado. Sería contrario a la idea básica del espacio judicial europeo común que solo se aplicaran en este contexto conceptos y categorías nacionales. No obstante, los Estados europeos, conscientes de las inexactitudes y de algunos problemas de delimitación, han decidido elaborar este catálogo de delitos que, al menos en su núcleo, son tan comparables en los distintos países que se puede prescindir de un examen explícito de la doble tipificación.

Si se quiere ver de otro modo, la Sala se limita a señalar como medida de precaución que, tras un examen final de las acusaciones formuladas a este respecto, el Reclamado también puede haber cometido un delito según las normas alemanas por malversación de fondos de conformidad con el art. 266 del StGB.

La descripción de los hechos subyacentes también es concluyente, a la luz del limitado alcance del examen descrito. El Reclamado deseaba, por supuesto, pagar los costes de la celebración del referéndum con fondos públicos, como demuestran la Ley 4/2017 y la «Disposición Adicional 40». Este reglamento fue declarado nulo e inconstitucional mediante sentencia del Tribunal Constitucional español (exp: STC 90/2017) de 5 de julio de 2017. Sin embargo, por decisión del 7 de septiembre de 2017, el Gobierno catalán (y con él, en primer lugar, el Reclamado) autorizó a las distintas autoridades a «tomar todas las medidas y celebrar los contratos necesarios para llevar a cabo el referéndum» (descripción según la decisión de incoación de 21 de marzo de 2018, pág. 28). Esto, por supuesto, también incluye el compromiso de cubrir los costes con los presupuestos públicos. En la Decisión se explicaba cómo 
y por qué medios se producirían, ya que se enumeraban detalladamente las medidas que debían adoptar las distintas autoridades. Con esta orden, el Reclamado hizo caso omiso de la decisión del Tribunal Constitucional. Es evidente que la preparación y el desarrollo del referéndum no serían posibles sin incurrir en costes y, además, las partes implicadas eran conscientes de los litigios sobre acontecimientos comparables anteriores. Estos también proporcionaron una indicación aproximada del costo del referéndum.

Durante el procedimiento, las autoridades españolas han proporcionado en varias ocasiones material adicional sustancial para demostrar el desglose de los costes incurridos en compromisos, contratos y gastos individuales. La información aquí proporcionada no siempre fue constante, lo que no es más que una cuestión de rutina en una investigación en curso. Sin embargo, esto no significa (como supone el Reclamado) que los argumentos de las autoridades españolas sobre este punto deban considerarse (entre tanto) totalmente inconcluyentes, de modo que ya no puedan servir de base para un procedimiento de extradición.

Este solo sería el caso si, como se ha decidido (OLG Celle NStZ-RR 2009, 313), «los elementos esenciales de la licitación solo se desprenderían laboriosamente de un grupo de anuncios, como un mosaico». Este no es el caso aquí. En primer lugar, la aclaración ulterior de las alegaciones tras la decisión de incoar el procedimiento de 21 de marzo de 2018 corresponde a la dinámica antes mencionada de un procedimiento de investigación en curso. En segundo lugar, las autoridades españolas enviaron los resultados individuales de la investigación relativa al uso de fondos públicos a la Sala, considerando que esta se sentía obligada a revisar estos detalles. Sin embargo, este no es el caso. La única exigencia de la Sala (basada en una traducción ambigua de los documentos) era la cuestión de si, con arreglo a la legislación española, la acusación de malversación ya estaba justificada cuando los compromisos se hicieron a expensas del 
presupuesto público, pero aún no se han cumplido. La justicia española respondió afirmativamente a esta pregunta. Esto parece verosímil para la Sala, porque también en la legislación alemana la ocurrencia de un daño de riesgo es suficiente para completar el delito de malversación. El concepto de la llamada «amenaza al patrimonio equivalente a un daño» ha sido reconocido por los tribunales alemanes durante décadas.

Al menos una de estas amenazas a la propiedad (atribuible al Reclamado desde su posición en ese momento) es plausiblemente presentada por la Justicia española. Solo sería diferente si hubiera pruebas o si fuera evidente que los fondos públicos todavía no se han recibido en absoluto y que no hay amenaza de obligaciones en el futuro porque, como estaba previsto desde el principio, todos los gastos eran o van a ser financiados por terceros. Sin embargo, incluso teniendo en cuenta las objeciones del Reclamado, no hay duda de ello. La cuestión de cómo se causaron los costes en detalle y a qué departamentos se distribuyeron, así como la cuestión de si y en qué medida esto causó realmente daños financieros, afecta al alcance de la sospecha y posiblemente al alcance de la culpabilidad del Reclamado. Aclarar esto es competencia exclusiva del poder judicial español. La Sala no tiene nada que ver con esto. No hay indicios de que, a título excepcional, la Sala tenga que llevar a cabo una investigación sobre sospechas de delito debido a circunstancias especiales (art. 10, apdo. 2 de la IRG).

No hay otras circunstancias que puedan oponerse a la admisibilidad de la extradición (arts. 80, 81, n.º 1, 83 de la IRG) y no se alegan.

V.

No hay objeciones a la intención anunciada por el fiscal general de aprobar la extradición si la Sala toma una decisión positiva sobre la admisibilidad de la extradición.

No se advierten obstáculos a la autorización del catálogo del 
art. 83 b de la IRG y no serán afirmados por el Reclamado.

La autorización no debe rechazarse porque el Reclamado estaría expuesto a una persecución «política». Este no es el caso. La Sala también se pronunció al respecto en su auto del 5 de abril de 2018. Se hace referencia a las explicaciones que figuran en el mismo.

El delito «político» de alta traición, es decir, un delito contra el orden político básico y la existencia del propio Estado, que es igualmente «político» en todos los Estados, no se discute en ningún caso en el contexto de la extradición, como se ha explicado. La acusación de malversación de fondos es un asunto de relevancia exclusivamente penal y no tiene ninguna dimensión «política».

La Sala considera falaz la idea de que el Estado español, como miembro de la comunidad de valores y del espacio judicial común de la Unión Europea, pudiera hacer un mal uso de los procedimientos penales para, en última instancia, castigar al Reclamado a causa de sus convicciones políticas con meras alegaciones o con sanciones más severas que se aparten de lo normal. Por lo tanto, también es inconcebible para la Sala que, como al parecer teme el Reclamado, el poder judicial español, haciendo caso omiso del principio de especialidad, pueda demandar al Reclamado por «rebelión» en caso de extradición a pesar de la decisión de la Sala. En su decisión, la Sala se ha esforzado por cumplir tanto los requisitos del Derecho penal alemán como los de las normas del Derecho comunitario. Confía plenamente en que el poder judicial español no actuará de otro modo.

VI.

La solicitud del fiscal general de ejecutar la orden de detención extradicional de la Sala fue rechazada.

Con la decisión de hoy de la Sala, la situación del Reclamado no ha empeorado significativamente en comparación con la situación anterior. Más bien, ahora es seguro que no habrá extradición por «rebelión». Esto confirma la evaluación preliminar de la Sala con respecto al resultado de los procedimientos de extradición. El incentivo para que el 
Reclamado huya del proceso no ha aumentado. El Reclamado se ha enfrentado hasta ahora al procedimiento de extradición. Ha respetado escrupulosamente las restricciones que se le han impuesto. Ha subrayado en repetidas ocasiones que se someterá al proceso y a la decisión del poder judicial alemán. La Sala toma la palabra del Reclamado, que como persona de relevancia política difícilmente podría permitirse la «pérdida de prestigio» asociada a una fuga.

VII.

La decisión sobre las costas se deriva de los artículos 77, apdo. 1 de la IRG y 467, apdo. 1 y 464 d del StPO.
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, vol. XXXVIII, 2018, págs. 537 y sigs., plantea la cuestión del elemento «violencia», considerando que podrían incluirse tanto la física como la psíquica y que de esa ambigüedad se deriva un déficit de taxatividad de la norma «la referencia genérica a la noción de violencia en el tenor literal del tipo, sin concretar este las clases de la misma específicamente incriminadas, podría contravenir el principio de legalidad al ser contraria al mandato de determinación». Por lo demás, el autor comparte el punto de vista de la sentencia en cuanto a la posibilidad de integrar la violencia psíquica sin vulnerar la interdicción de analogía (pág. 540).






[16]
 Véase Gaceta de Madrid,

 12 de junio de 1935 (núm. 163), págs. 2123 a 2131. Sobre ello puede consultarse el magnífico libro de Alejandro Nieto, La rebelión militar de la Generalidad de Cataluña contra la República,
 Madrid, 2014.






[17]

 Véase nota 6.







[18]
 N. García Rivas, «Delito de rebelión», en 
Tratado de Derecho Penal
, ob. cit., pág. 56.







[19]

 De la misma opinión, muy recientemente, Rebollo Vargas, «Sedición (delito de)», en EUNOMÍA. Revista en cultura de la legalidad,
 núm. 17, 2019, pág. 302: «Creo que no es aventurado afirmar que se trata de fórmulas ambiguas e indeterminadas».






[20]

 Todavía en 2016, algún autor caracteriza la sedición como «rebelión en pequeño», olvidando que desde 1995 se hallan tipificadas ambas figuras en títulos diferentes del Código Penal, lo que invalida por completo su hermanamiento (Véase Manzanares Samaniego, «Sedición», en «Comentarios al Codigo Penal», Diario La Ley,
 2016 (3353/2016). Otros, por el contrario, identifican el adjetivo «tumultuario» con «abierta hostilidad» (véase Roig Altozano, «El delito de sedición», en Actualidad Penal,
 núm. 12/2017) [TOL6.487.815
]






[21]
 VV. AA., Comentarios al Código Penal,

 Madrid, 2007, pág. 1059. Propugna, por el contrario, la vuelta del delito de sedición al capítulo de los «delitos políticos». Paredes Castañón, «El orden público como bien jurídico autónomo (y legítimo)», en Luzón Peña (dir.), Derecho Penal del Estado social y democrático de derecho. Libro homenaje a Santiago Mir Puig,
 Madrid, 2010, págs. 911 y sigs.






[22]

 Véase Córdoba Roda, «Navegación aérea y delito de sedición», en Diario La Ley,
 núm. 7563, Sección Columna, 7 de febrero de 2011 (1516/2011), donde postula la incompatibilidad del delito de sedición contenido en la ley penal y disciplinaria de la navegación aérea con el Código Penal vigente. Véase sobre el delito de sedición militar, López Lorca, «El delito de sedición militar», en Revista General de Derecho Penal,
 IUSTEL, núm. 26, 2016.






[23]

 Para un completo desarrollo de la noción democrática de «orden público», muy recientemente, Rebollo Vargas, «Sedición (delito de)», en EUNOMÍA. Revista en cultura de la legalidad,
 ob. cit., pág. 303: se debe «interpretar el concepto de orden público en sentido positivo, además de que no puede considerarse como un límite implícito de los derechos fundamentales, sino que ese límite ha de venir expresamente previsto en el texto constitucional. Esto es, no me parece admisible limitar el ejercicio de los derechos fundamentales atendiendo a un concepto tan polémico como el de “orden público constitucional”, interpretándolo como un conjunto de valores implícitos en nuestro texto constitucional». También rechaza una noción meramente formal de orden público Paredes Castañón, «El orden público como bien jurídico autónomo (y legítimo)», ob. cit., pág. 7: «Hay que rechazar también la concepción autoritaria acerca de la legitimidad del orden social (y, por ende, del orden público), a tenor de la cual, para que un determinado orden social resultara moralmente justificado (y, por ello, susceptible de protección jurídica), sería suficiente con que el mismo fuese implantado —o, en otra versión, bastaría con que fuese refrendado por algún sujeto con autoridad (38) suficiente para ello—, con independencia de cuál fuera el contenido material de dicho orden».






[24]

 Últimamente han propugnado un concepto «positivo» de orden público Rebollo Vargas [«Sedición (delito de)», ob. cit., pág. 304] y Álvarez García, «La nueva reforma penal de 2013», en Eunomía. Revista en Cultura de la Legalidad
, núm. 6, pág. 29.




Cataluña año cero

Ernesto Ekaizer

No se permite la reproducción total o parcial de este libro,

ni su incorporación a un sistema informático, ni su transmisión

en cualquier forma o por cualquier medio, sea este electrónico,

mecánico, por fotocopia, por grabación u otros métodos,

sin el permiso previo y por escrito del editor. La infracción

de los derechos mencionados puede ser constitutiva de delito

contra la propiedad intelectual (art. 270 y siguientes

del Código Penal)

Diríjase a Cedro (Centro Español de Derechos Reprográficos)

si necesita reproducir algún fragmento de esta obra.

Puede contactar con Cedro a través de la web www.conlicencia.com


o por teléfono en el 91 702 19 70 / 93 272 04 47

Ilustración de la cubierta: © Dave101/Getty Images

Iconografía: Grupo Planeta

Imágenes de interior: © Ballesteros/Pool/AFP/Getty Images; © Emilio Naranjo/Pool/Getty Images y Agencia EFE/ Album.

© Ernesto Ekaizer, 2019

© Nicolás García Rivas, por el epílogo, 2019

© Editorial Planeta, S. A., 2019

Espasa es un sello editorial de Editorial Planeta, S. A.

Avda. Diagonal, 662-664, 08034 Barcelona


www.planetadelibros.com


Primera edición en libro electrónico (epub): noviembre de 2019

ISBN: 978-84-670-5791-1(epub)

Conversión a libro electrónico: Safekat, S. L.


www.safekat.com




OEBPS/Images/image_rsrc2NV.jpg
Victor Cullll @
Raill Romeva %
Meritell Borras ({f}
Clara Ponsati w
Toni Comin @
Joaguim Forn (g
«

JosepRull Q
Luvis Puig %)
Carles Munds
Dolors Bassa @
SaniViia @
Meriteell Serret (;)

Oriol Junqueras  Carles Puigdemont

Jordi Turull
MESA
25-26
OCTUBRE
Sala Tapies
.
5 -
[t ay
A ¥
XaverVendrell  MartaRovira Rafoel Rib6

\ Artur Mas

oD

AgustiAlcoberro

Marcel Mauri

Oriol Soler

ok oY

Luis Corominas.

Luis Liach

David Bonvehi

Marta Pascal

Miquel Buch

YOQUWOW





OEBPS/Images/image_rsrc2NU.jpg
ESPASA





OEBPS/Images/image_rsrc2NX.jpg





OEBPS/Images/image_rsrc2NW.jpg





OEBPS/Images/image_rsrc2NZ.jpg
% | TRIBUNAL SUPREMO
Dexsncia | SALA SEGUNDA
MADRID

CAUSA ESPECIAL NUM. 3/ 20907/2017

En cumplimiento de lo acordado por esta Sala Segunda del
Tribunal Supremo por resolucién del pasado 1 de febrero y en la causa
especial de las anotaciones de referencia, dirijo a Vd. la presente a fin de
que se sirva informar a esta Sala, de las disposiciones de cualquier género
dictadas en el ejercicio de sus competencias ex Ley 36/2015, de 28 de
septiembre, de Seguridad Nacional, dﬁm el afio 2017y en relacién con

2017.

SR. [DIRECTOR DEL GABINETE DE
GOBIERNO.
Avenida Puerta de Hierro, s/n
28071 MADRID

PREJIDENCIA DEL






OEBPS/Images/image_rsrc2NY.jpg
1(wx
e
e

“TRIBUNAL SUPREMO
SALA SEGUNDA
MADRID '

CAUSA ESPECIAL NUM. 3/ 20907/2017

L

En cumplimiento de lo acordado por esta Sala Segunda del
Tribunal Supremo por resolucién del pasado 1 de febrero y en la causa
especial de las anotaciones de referencia, dirijo a Vd. la presente a fin de
que remita a esta Sala, certificacion de si el Gobiemo de Espaia declard el
estado de sitio con motivo del llamado "proceso soberanista catalén®, a fin de
poder valorar la supuesta gravedad de los hechos ocurridos en Catalunya,
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CONCLUSIONES:

Las conclusiones que debemos extraer del somero andlisis historico realizado
en el anterior apartado son las siguientes:

Que histéricamente, sin excepcién hasta el CP de 1995, se ha regulado
separadamente en capitulos, titulos o secciones  diferentes, incluso bajo
rubricas sumamente dispares los delitos contra la forma de Gobierno, la
rebelion y la sedicion. El significado que ha tenido tradicionalmente los tipos
penales comprendidos bajo la denominacién de delitos contra la forma de
Gobierno, se refiere a aquellos tendentes a cambiar la forma de Gobierno,
entendido como sistema politico, establecida en la Constitucién del momento
que se tratara.

Que por ello, no se habrian de producir verdaderos problemas de concursos de
normas, sino que los diferentes tipos penales se refieren y regulan conductas
penales  distintas identi en los

preceptos penales.

Que el concepto de delitos contra la forma de Gobierno no es un totum
revolutum donde quepan cualquier delito contra la Constitucién, sino
exclusivamente aquellas conductas que se describfan en la correspondiente
Seccién del CP de 1973, siendo éste un concepto perfectamente acufiado,
definido en cuanto a su contenido, perfectamente identificable y que ha
seguido una clara tradicién histérica en nuestro derecho de més de un siglo y
que se ha mantenido en los distintos c6digos penales con escasas variaciones
en su significado desde el CP de 1870 hasta que desaparecié como tal en el CP
vigente, diluyéndose la punicion de esta clase de conductas en d
preceptos penales.

Que delitos tales como el alzamiento piblico con la finalidad de derogar,
suspender o modificar totalmente la Constitucion (art. 214,12 del CP TR 1973),
declarar la independencia de una parte del territorio nacional o sustraer la
Nacién o parte de ella a la obediencia al Gobierno(art. 214.52 del CP TR 1973),
nunca han sido delitos contra la forma de Gobierno, por lo que nunca han sido
competencia de la Audiencia Nacional, por no encontrarse dentro de los
supuestos previstos por el art. 65 de laLOPJ, ni lo pueden ser ahora por la
razén.

ma

Que la jurisprudencia que se cita en el auto de la mayoria en relacién con la
interpretacién finalista del art. 65 LOPJ, lo es en relacién a conceptos juridicos
indeterminados que se contienen en dicho texto legal, y que admiten un rango
de interpretacion judicial, pero no es el caso de la interpretacion de un
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Los comentaristas de la época pusieron de manifiesto que «la ausencia de una
institucionalizacion no permitio entonces acaso otra solucién técnica»
(Rodriguez Devesa), dado que ni en el Fuero del Trabajo de 9 de marzo de 1938,
nifa Ley Constitutiva de las Cortes de 17 de julio de 1942, contenian concrecién
institucional alguna sobre el régimen surgido como consecuencia de la guerra
civil espafiola, o que se produjo por primera vez en el articulo 1.” de la Ley de
Sucesién en la Jefatura del Estado, de 26 de julio de 1947, que declar6 que
«Espafia, como unidad politica, es un Estado catdlico, social y representativo,
que, de acuerdo con su tradicin, se declara constituido en Reinov, lo que se
reprodujo en el io Vil de la Ley de Principios del Movimiento Nacional de
17 de mayo de 1958.

De forma separada, en el CP de 1944, igualmente bajo el Capitulo Iil, del mismo
Titulo I, bajo la rdbrica de “Delitos contra la seguridad interior del Estado”, se
regula el delito de Rebelién (art. 214 y ss), y en el Capitulo siguiente el delito de
Sedicion (arts. 218 y s5).

Esta separacién de regulacion de los delitos contra las formas de Gobierno y los
delitos de Rebelion y Sedicion en capitulos separados se mantiene
précticamente incélume con muy pocas variaciones en el Texto Refundido de
1973 (DECRETO 3096/1973, de 14 de septiembre, por el que se publica el
Codigo Penal, texto refundido conforme a la Ley 44/1971, de 15 de noviembre)
hasta su total sustitucién en el Cédigo Penal de 1995, que sigue criterios

sisteméticos, de ordenacién de identificacién de bienes juridicos totalmente
diferentes, y en el que desaparecen como tales los delitos contra la forma de
Gobierno, manteniéndose no obstante las denominaciones de delitos de
Rebelion y Sedicién para supuestos regulados los primeros dentro del Titulo XXI
del libro Il bajo la riibrica de los Delitos contra la Constitucién, en el Capitulo |,
arts. 472 a 484 y los delitos de Sedicién dentro del Titulo XXIl bajo la ribrica de
los Delitos contra el Orden Pblico, en su Capitulol, art. 544 a 549.

Hemos de entender que la desaparicién de un Titulo, Capitulo o Seccién con la
ribrica de delitos contra la forma de Gobierno, no implica que hayan quedado
totalmente despenalizadas dichas conductas, en cuanto que constituyen
categorias juridicas que pueden tener perfectamente cabida en otros tipos
penales, siendo aplicable alguno, pero solo alguno, de los supuestos previstos
en el ordenamiento juridico vigente en el delito de Rebelion, descartando que
otras de I: l isivas de este delito, me refi ala
prevista en el art. 47252 que se refiere a “Declarar la independencia de una
parte del territorio nacional”, tenga nada que ver con la tipologia de los delitos
contra la forma de Gobierno que se regulaba en el CP Texto Refundido de 1973,
norma penal de referencia vigente en el momento de entrada en vigor del art. 65
delalLOP).
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concepto perfectamente acuiado en nuestro derecho y que el legislador ha
decido no regular separadamente, lo que no puede dar lugar a interpretaciones
expansivas del concepto tal como efectiia el juzgado.

Que la atinencia al principio de legalidad en la predeterminacion del tribunal
competente para el caso impide hacer cualquier interpretacion teleologica o
finalista amparada en la conveniencia, oportunidad o eficacia en su
investigacién o enjuiciamiento frente al caso concreto, aunque sea bajo
invocaciones de las razones o sentido que tuvo la creacién de la Audiencia
Nacional en su norma fundacional (Real Decreto Ley 1/1977, de 4 enero de
1977).

Todas las anteriormente expresadas razones son por las que considero que el
Juzgado Central de Instruccion ne 3 debi6 de inhibirse, ante su manifiesta falta
de competencia, en favor del juez ordinario competente del territorio donde se
produjeron los hechos.

Dado a siete deyoviembre de 2017.
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los delitos que afectan al régimen constitucional, con una tipificacién muy
precisa que excluye los elementos tendenciales.

Silos tipos penales de referencia que pudiera tener en mente el juzgado son los
que se contienen en los articulos que regulan los delitos de rebelién -art 472 y
55 -, deberia tener en cuenta en primer lugar las propias caracteristicas y
exigencias tipico-penales de este delito en nuestro derecho vigente, con a mi
juicio, siguiendo a una gran parte de la doctrina, una clara exigencia del
elemento de violencia;y, por otra, desde el punto de vista competencial, que es
el que nos afecta en este momento, que adolece del mismo problema que el
d de sedicion, histéricamente regulado separadamente de los delitos
contra las formas de Gobiemo, por lo que, aungue se hiciera un esfuerzo
exegético de reconducir los delitos que tradicionalmente se contemplaban
dentro de esta tipologia de delitos contra las formas de Gobierno a su texto,
solo algunos de los supuestos contemplados en su regulacién podrian tener
esta consideracion y desde luego de ninguna manera otros. Nos referimos
especialmente al n25 del art. 472 que se refiere a “Declarar la independencia de
una parte del territorio nacional”, que histricamente nunca han tenido la
consideracién de delitos contra la forma de Gobierno.

Este concepto de delitos contra la forma de Gobierno no puede ser estirado a
conveniencia para dar cabida a cualquier delitos contra la Constitucion o

ilados, si mente a la forma en como la Constitucién define en el art.
1.3¢ la forma politica del Estado, como Monarquia parlamentaria.

asi

0 dni

SIGNIFICACIGN HISTORICA EN NUESTRO DERECHO DE LOS DELITOS CONTRA
LA FORMA DE GOBIERNO.

A efectos de dejar constancia de que el concepto de delitos contra las formas
de Gobierno en el sentido indicado esta perfectamente acufiado en nuestro
derecho paso a realizar un somero pero representativo estudio de su
significacion histérica, a través de su regulacién en los distintos Codigos
Penales.

Estos delitos no tuvieron en nuestro derecho una regulacion especifica hasta el
Cédigo Penal de 1870.

€n el Codigo Penal de 1822, vigente la Constitucin de 1812, la proteccién a la
forma de Gobiemo entonces vigente se efectuaba a través de los delitos
«contra la libertad de la Nacién» y «contra el rey, la reina, o el principe
herederon ( arts. 181, 221, 222 y 224 a 226.1).
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2. Despojar en todo o en parte a las Cortes o al Jefe del Estado de las
prerrogativas o facultades que le competen».

Por su parte, dicho CP regulaba en el Titulo Il, del Libro I, bajo el epigrafe de
“Delitos contra el Orden Pdblico”, en su Capitulo I1a “Rebelion” -arts. 238 y ss- y
Capitulo 11, “Sedicién” -arts. 245 y ss-

El Codigo penal de 1944 ubica sistemticamente los delitos contra Ia forma de
Gobierno siguiendo los precedentes de los Cédigos de 1870 y 1932, aunque

haciéndolo en el Titulo Il bajo el epigrafe de “Delitos contra la seguridad
interior del Estado” en su Capitulo primero, en este caso “Delitos contra el Jefe
del Estado, contra las Cortes, el Consejo de Ministro, y contra las formas de
Gobierno”. En cuanto a su regulacion, se limitd a transcribir en su Seccién
cuarta el articulo 2. de a Ley de Seguridad del Estado de 29 de marzo de 1941,
o notables diferencias con el articulo 167 del Cdigo Penal de 1932. Su art. 163
establecia: «El que ejecutare actos directamente encaminados a sustituir por
oo el ke de 2 Nadén a cambir legalmente s rganzacén delEtaco o
a despojar en todk 3
ser castigado con la pena de quince a treinta afios de reclusin si fuere
promovedor o tuviera algin mando, aunque fuere subaltermo o estuviere
constituido en autoridad, y con la de ocho a doce afios de prisién en los demas
casos.

Cuando para la consecucién de estos fines se empleare la lucha armada, la pena
seré de muerte para los promotores y jefes, asi como para quienes cometieren
actos de grave violencia, y la de reclusién de doce aitos y un dia a treinta afios
para los menores participantes.»

consttucional, estableciendo claramente una interdependencia entre los conceptos de forma
de Gobierno y régimen politico.

#sila STS de 26 de marzo de 1934 considers como constitutivos de delito contra la forma de
o du acos eambades diectamente o consegie gur o o oy e i s
legales Ia sustitucion del Estado
Far G aichuckonsle £33 miso 4ol Ut e 1 Santorcs v VAl
Supremo de 18 de mayo de 1935 y 19 de julio de aquel mismo a

Merecen consideracién dos sentencias de 5 de abril de 1934 en las se consider6 a los
procesados recurrentes como autores de delito contra la forma de Gobierno «puesto que lo
que se proponian era reemplazar al Gobierno republicano establecido por fa Constitucidn por
oo aniconsttuional, ya que s postuladas d ese parido (anarco sindiclsas) pugnan de

quéllas. L

1o conduca d ls condanados antegra s portccin s menconads transgresion Dunmhe v
e los nculpados, orando todos el conutamente y de camin scverdo, reslren o
o b b i s s i s b

Consthucions 1 Goblerno

Iegmmamen\e esmb\eadn por un régmen Terads o libertario, que cua\e;qmam
que n orden o la

instituir, Gorta
la Republica Espafiolas.
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E1 Codigo Penal de 1848, bajo la vigencia del Estatuto Real de 1834, protegia la
forma de Gobierno -Monarquia Constitucional con amplias prerrogativas de la
de los delitos lion - Articulos 167 y sigy

Es el Cdigo Penal de 1870 el que regula por primera vez con autonomia los

«delitos contra la forma de Gobierno», que integran la Seccion Tercera,
Capitulo |, Titulo I, del Libro II -arts. 181 a 187-, tipificandose expresamente
como conducta base al que se refiere el resto del articulado el intento de
«reemplazar el Gobierno  mondrquico-constitucional por un  Gobiemo
monérquico-absoluto o republicano» (nim. 1. del art. 181 del C. P.). Estos
delitos estaban incluidos dentro del Titulo Il como Delitos contra la
Constitucién, Capitulo 1, bajo el epigrafe de los Delitos de lesa majestad, contra
las Cortes, el Consejo de Ministro, y contra las formas de gobierno,
dedicéndose la Seccién Tercera a esta especifica proteccién penal.

Por su parte, dicho CP regulaba separadamente en el Titulo ll, del Libro II, bajo
el epigrafe de “Delitos contra el Orden Piblico”, en su Capitulo I, la “Rebelion” -
arts 243 y ss-y en el Capitulo I}, “Sedicién”-arts. 250 y ss-

€ Cdigo de 1928 contiene igualmente una regulacion separada de los delitos
contrala forma de Gobierno como delitos contra los Poderes del Estado (art. 264
que se remite 2 su regulacion por una ley especial)y de los delitos de rebelion y
sedicién —art 283 y ss.y 289y los

contra el Orden Pablico.

La Constitucién republicana de 9 de diciembre de 1931 declar6 en su articulo
1 que «Espaiia es una Republica democratica de trabajadores de toda clase
que se organiza en régimen de Libertad y Justician.

€l Codigo Penal de 1932, continuando a linea iniciada por el de 1870, regula
exactamente con la misma ubicacién sistemtica los «delitos contra la forma de
Gobierno.

Las conductas integradoras de los expresados delitos se describen en los
articulos 1672 173.

€l art. 167, norma de referencia del resto del articulado, establecia: «Son reos
del delito contra la forma de Gobierno establecida por la Constitucion los que
ejecutaren cualquiera clase de actos encaminados a conseguir directamente
por la fuerza o fuera de las vias legales uno de los objetos siguientes:

Reemplazar al Gobierno republicano establecido por la Constitucién por un
Gobierno mondrquico o por otro anticonstitucional.

*a Jurisprudencia del Tribunal Supremo de Ia época defa clara que la esencia de los delitos

contra la forma de Gobiemo es el ataque al régimen politico vigente establecido en la norma
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MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA,
RELACIONES CON LAS CORTES
EIGUALDAD

DONA CLARA MAPELLI MARCHENA, SECRETARIA GENERAL
TECNICA-DIRECTORA DEL SECRETARIADO DEL GOBIERNO DEL
MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA, RELACIONES CON LAS
‘CORTES E IGUALDAD,

CERTIFICO:

Que, examinados los archivos relativos a la actividad de los érganos
colegiados del Gobierno que obran en ¢l Secretariado del Gobiemo, no
consta en ningiin acta de los Consejos de Ministros celebrados en el afio
2017, ningin acuerdo en relacién con la proposicién al Congreso de los
Diputados de la declaracién del estado de sitio, de conformidad con lo
dispuesto en el articulo 32 de la Ley Orgnica 4/1981, de 1 de junio, e los

estados de alarma, excepcion y sitio.

Y para que asf conste y surta los efectos oportunos, expido y firmo la
presente certificacién en Madrid, a once de febrero de dos mil diecinueve.
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Dicho documento tiene la clasificacién de *CONFIDENCIAL", a los efectos
previstos por la normativa vigente.

Copia de un oficio de fecha 28 de noviembre de 2017 en el que el Secretario
del Consejo de Seguridad Nacional, por orden del Presidente del Gobiemno,
comunica a los miembros del Consejo de Seguridad Nacional las
modificaciones introducidas en el orden del dia de una reunién del Consejo de
Seguridad Nacional prevista para el dia 1 de diciembre de 2017 en el Palacio
de la Moncloa, tras la celebracion de una reunién de la Comisién Preparatoria.
Como consecuencia de tales modificaciones decayé el punto dedicado al
“Informe de la Vicepresidenta del Gobiemo y Ministra de la Presidencia y para
las Administraciones Temitoriales sobre la situacién de la Comunidad
Auténoma de Catalufia”, que pasa a tener la siguiente redaccién, a iniciativa de
la Vicepresidencia del Gobiemo: “Informe de la Vicepresidenta del Gobiemo y
Ministra de la Presidencia y para.las Administraciones Teritoriales sobre
ciberseguridad".

Dicho documento tiene la clasificacion de *CONFIDENCIAL", a los efectos
previstos por la normativa vigente.

Atentamente,

Ivan Redondo Bacaicoa
Director de Gabinete de la Presidencia del Gobiemo
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| Generaktat e Cataiunya
Departament dinterior
| Dveccia Ganeratdo ta Poicla

Exemo. Sr. Jests Maria Barrientos Pacho

Tribunal Superior de Justicia de Catalunya
Passeig Lluis Companys, 14,
08018 Barcelona

Exemo. Sr.,

Havent tingut coneixement de aprovacié de In declaracio d'independéncia per part del Par-
lament de Catalunya en la tarda del dia d’avul, i desconcixent les conseqiéncies juridiques
daquesta declaraci6 i sobre qui poden recaure, aquest Cos policial es posa a disposicid d’aquest
“Tribunal Superior de Justicia de Catalunya per tal de donar compliment a les ordres que en re-
lacio amb aquests fets se’n puguin derivar.

De la mateixa manera, li comunico que el Cos de Mossos d’Esquadra continuara garantint Ia
seguretat ciutadana i Iordre piiblic a Catalunya.

Atentament,.

Major Josep Lluis Trapero i Alvarez
Cap de la Prefectura de la Policia
Policia de la Gerenalitat ~ Mossos d'Esquadra

Sabadell, 27 d’octubre de 2017
PREP 5497/17 _JLT
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MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA,
RELACIONES CON LAS CORTES
EIGUALDAD

DONA CLARA MAPELLI MARCHENA, SECRETARIA GENERAL
TECNICA-DIRECTORA DEL SECRETARIADO DEL GOBIERNO DEL
MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA, RELACIONES CON LAS
CORTES E IGUALDAD,

CERTIFICO:

Que, examinados los archivos relativos a la actividad de los érganos
colegiados del Gobierno que obran en el Secretariado del Gobiemo, no
consta que se haya aprobado por el Consejo de Ministros ningtin acuerdo
de propuesta de declaracién del estado de sitio con motivo del llamado

“proceso soberanista cataldn”.

Y para que asi conste y surta los efectos oportunos, expido y firmo la
presente certificacion en Madrid, a once de febrero de dos mil diecinueve.
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CAUSA ESPECIAL niim.: 20907/2017
Ponente: Excmo. Sr. D. Manuel Marchena Gomez

Letrada de la Administracion de Justicia: llma. Sra. Diia. Maria Antonia Cao
Barredo

TRIBUNAL SUPREMO
Sala de lo Penal

Sentencia nim. 459/2019

Excmos. Sres. y Excma. Sra.
D. Manuel Marchena Gomez, Presidente

D. Andrés Martinez Arrieta

D. Juan Ramén Berdugo Gémez de la Torre
D. Luciano Varela Castro

D. Antonio del Moral Garcla

D. Andrés Palomo Del Arco

D*. Ana Maria Ferrer Garcia

En Madrid, a 14 de octubre de 2019,

Esta Sala de o Penal ha visto en nombre de S. M. el Rey, en juicio oral y
publico, la Causa Especial nm. 3/20907/2017, seguida por los delitos de
rebelion, sedicion, ¥ pertenencia a
criminal, contra los siguientes procesados.

D. ORIOL JUNQUERAS | VIES y D. RAUL ROMEVA | RUEDA,
representados por la Procuradora Dfia. Celia Lopez Ariza y asistidos por los
Letrados D. Andreu Van Den Eynde Adroer, Difa. Estefania Torrente Guerrero y
Diia. Laia Altayé Mafiosa.
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De: Gimez Martin, Feo. Javier

Enviat dimecres, 25 / octubre 2017 12:32

Pera: Lopez Navarro, Liuis Ferran; Cata Culubret, Silvia

Al Molinero Junca, Joan Carles; Quevedo Malo, Emili; Castelivi del Peral, Manel; Trapero
Alvarez, Josep Liuis.

Tema: Escenaris i dispositu diz propers

Bon dia Ferran,

Per indicacions del major cap de la Prefectura de la Policia, i en relacio a la reuni que vau mantenir ahir al mati, ol

g aribar el seu encarree per tal que demi a les 10:00 h, després de Ia reunid diaria, i puguis presentar el document
e vau acondarsabre Vpossbles scenais previstos d car al prope divendres,aixicom I prvisic el dispos
les ordres judicial b

garanteixi ¢l manteniment de la seguretat ciutadana i Iordre piblic.

Aquest dispositu, que hauria de preveure almenys des de les 15:00 h de demd dia 26 d"octubre fins s 15:00 h
de dissabte dia 28 d°octubre (0. la seva finalitzacid si és que s hagués ’ampli-ar), ha de comprendre, entre d'altres.
aspectes, els segiients:

~ CECORS que cal constituir, lioc i composicié

~ Activacié de recursos operatius (en el seu cas Hélix, GEI, Tedax, canina....)
- Activacié d’AME
: " hagin d'adoptar tancament del parc  escola, tancament d'accesos al transport
piblic...)
- Etc... Gricies,
mossos d’esquadra
EEEN
Buenos dias Ferran,
mayor Jefatura e la Poliia,y en elacion  a reunid maia-

1 e g legar s e prs e maana s 1000 . e i i, e pucdas presntar o documen
o que voy a acordar sobre posibles escenarios previstos para ¢l préxim viernes, as como la previsién del disposi-
tivo policial a jecutar las rdenes judicial tal efecto se puedan recibir, asi

como también garantice ¢l mantenimiento de Ia seguridad ciudadana y ¢l orden piblico.

Este dispositivo, que deberia prever al menos desde las 15:00 h de maiana del dia 26 de octubre hasta las
15:00 h del sibado dia 28 de octubre (0 a su finalizacion si es que tuiera que ampliar), debe comprender, entre
atros

pectos, los siguientes:

~ CECORS a consttuir, lugares y composicién
~ Activacion de recursos operativos (en su caso Hélice, GEI, Tedax, canina..).
~ Activacion de AME.

parque / escuela, ci publi-
0.,

- e,

Gracias,
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(i)
del Gobig Presidencia, las Cortes
e Igualdad en relacién a si el Gobiemo de Espafia declaré el estado de

it llamado ista catalén”.

Atentamente,

Ivéin Redondo Bacaicoa
Director de Gabinete de la Presidencia del Gobiemo
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o ESCANEADG
RN kEGlSTRO GENERAL. —L
14 FEB 2018

Madrid, 13 de febrero de 2019

En contestacién a sus oficios de 4 de febrero de 2019 con nimeros de registro

de salida 743, 744 y 746 respectivamente, todos ellos con fecha de registro de 6 de
febrero de 2019, en referencia a la Causa Especial nim. 3/20907/2017 que se sigue
en el Tribunal Supremo, adjunto se remite:

Esciito de la Direccion de Gabinete de la Presidencia del Gobiemo
informando de las disposiciones de cualquier género dictadas ex Ley
3612015, de 28 de septiembre, de Seguridad Nacional, durante el afio
2017 y en relacién con la celebracion del referéndum del 1 de octubre
de 2017.

Certificado de la Secretaria General Técnica - Direccién del
Secretariado del Gobierno del Ministerio de la Presidencia, Relaciones
con las Cortes e Igualdad en relacién a las actas del Consejo de
Ministros celebrados en el afio 2017 en los que se debatiera la
proposicién al Congreso de los Diputados de la declaracion del estado
de sitio, de conformidad con lo dispuesto en el art. 32.1 de la LO 4/1981,
de 1 de junio, de los estados de alarma, excepcién y sitio.

comnoocianoncion
Faet

1
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(i)

W)

Dicho documento tiene la clasificacién de “CONFIDENCIAL", a los efectos
previstos por la normativa vigente.

Copia de un oficio de fecha 30 de septiembre de 2017 en el que el Secretario
del Consejo de Seguridad Nacional, por orden del Presidente del Gobiemo

comunicaa bro: i quridad Nacional el
de la reunion prevista “para el dia 6 de octubre de 2017 en el palacio de la
Moncloa, icar" por causas
sobrevenidas.

Dicho documento tiene la clasificacién de "CONFIDENCIAL", a los efectos
previstos por la normativa vigente:

Copia de un oficio de fecha 1 de octubre de 2017 con el mismo contenido y los
mismos destinatarios resefiados en el punto (i) anterior, de modo que parece
que se refiera a una reiteracion del aplazamiento de la convocatoria del 6 de
octubre de 2017.

Dicho documento tiene la clasificacién de *CONFIDENCIAL", a los efectos
previstos por la normativa vigente,

Copia de un oficio de fecha 24 de noviembre de 2017 en el que el Secretario
del Consejo de Seguridad Nacional, por orden del Presidente del Gobiemo,
convoca a los miembros del Consejo de Seguridad Nacional a una reunién
prevista para el dia 1 de diciembre de 2017 a las 9:00 horas en el Palacio de la
Moncloa.

Se adjunta a dicho oficio la convocatoria y el borrador del orden del dia, en el
que consta como punto a tratar el “Informe de la Vicepresidenta del Gobiemo y
Ministra de la Presidencia y para las Administraciones Temitoriales sobre la
situacién de la Comunidad Auténoma de Catalufia’.

B
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PRESIDENCIA 40%9¢
DEL GOBIERNO

TRIBUNAL SUPREMO
Sala Segunda

Madrid, 13 de febrero de 2019

En contestacién a su oficio de 4 de febrero de 2019 con registro de salida 743,
en el que solicitaba se informara a esa Sala de las disposiciones de cualquier tipo
dictadas en el ejercicio de las competencias atribuidas por la Ley 36/2015, de 28 de
septiembre, de Seguridad Nacional, en relacién con los hechos investigados en la
Causa Especial nim. 3/20907/2017 y referidos a la celebracion del referéndum de 1
de octubre de 2017, me cumple el honor de informar que, fui nombrado Director de
Gabinete de la Presidencia del Gobiemno el dia 8 de junio de 2018 mediante Real
Decreto 36512018,

A ion solicitada y Registro del
de Seguridad Nacional, en I obran los siguientes documentos relacionados con el
asunto de referencia:

@) Copia de un oficio de fecha 25 de septiembre de 2017 en el que el Secretario
del Consejo de Seguridad Nacional, por orden del Presidente del Gobierno,
convoca a los miembros del Consejo de Seguridad Nacional a una reunién
prevista para el dia 6 de octubre de 2017 a las 09.00 horas en el Palacio e la
Moncloa.

Se adjunta a dicho oficio la convocatoria y el borrador el orden del dia, en el
qQ tratar el °3, icepresi i

y Ministra de la Presidencia y para las Administraciones Territoriales sobre la
situacién de la Comunidad Auténoma de Calaluia®.
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ADMNISTRACION

demostrar la pérdida de potestad jurisdiccional de los Jueces de Catalufia, se vio
facilitada por los respectivos cargos que desempeniaban.

Los tres acusados anteriores participaban, como ha quedado expuesto, del
carécter de autoridad. No es el caso, sin embargo, de los acusados Sres.
Sanchez y Cuixart. Su marco penal se mueve, por mandato del art. 545.1 del CP
entre 8 y 10 afios de prision, duracion reservada a los que «hubieren inducido,
sostenido o dirigido la sedicion o aparecieren en ella como sus principales
autores». En el juicio histérico hemos reflejado su condicion de lideres sociales de
vanguardia que, concertados en los fines sediciosos con los demés acusados, se
mostraron como verdaderos conductores de los episodios acaecidos los dias 20
de septiembre y 1 de octubre.

Procede imponer las siguientes penas:

Dha. Carme Forcadell, como autora de un delito de sedicion, las penas de
11 afios y 6 meses de prision y 11 afios y 6 meses de inhabilitacién absoluta, con

la consiguiente privacion definitiva de todos los honores, empleos y cargos
piblicos que tenga la penada, aunque sean electivos, e incapacidad para obtener
los mismos o cualesquiera otros honores, cargos, o empleos publicos y la de ser
elegida para cargo publico durante el tiempo de la condena.

D. Joaquim Fom, como autor de un delto de sedicién, las penas de 10
afios y 6 meses de prision y 10 afios y 6 meses de inhabilitacion absoluta, con la
consiguiente privacion definitiva de todos los honores, empleos y cargos publicos
que tenga el penado, aunque sean electivos, e incapacidad para obtener los
mismos o cualesquiera otros honores, cargos, o empleos publicos y la de ser
elegido para cargo pabiico durante el tiempo de la condena.

D. Josep Rull, como autor e un delito de sedicién, las penas de 10 afios y
6 meses de prision y 10 afios y 6 meses de inhabilitacion absoluta, con la
consiguiente privacion definitiva de todos los honores, empleos y cargos publicos
que tenga el penado, aunque sean electivos, e incapacidad para obtener los
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ADUDISTRACION No hace falta insistir en la idea de que aquellos que con su conducta han
legado més lejos, hasta el punto de serles reprochables actos de sedicién, estos
subsumen o absorben las previas conductas propias encajables en el art. 410 del

CP (cfr. art. 8.3 CP).

7- Los hechos no son constitutivos de un delito de organizacion
criminal

7.
de D. Santiago Vila, respecto del que retir6 la acusacién en conclusiones

La accion popular entiende que todos los acusados -con la excepcion

definitivas- son también responsables de un delito de pertenencia a organizacion
criminal, previsto y penado en los arts. 570 bis, apartados 1y 2, subapartados a) y
¢) del Cédigo Penal.

En el tumo habilitado por esta Sala, como cuestion previa, para el debate
acerca de la posible vulneracion de derechos fundamentales, algunas de las
defensas hicieron valer su protesta por los términos en que se habfa formalizado
por la accién popular el escrito de acusacién. Se rechazaba la referencia a la
calificacién de los hechos como constitutivos de un delito del art. 570 bis del CP,
al entender que no se describia un presupuesto factico que sinviera de apoyo,
aunque fuera minimo, a esa propuesta acusatoria. En la respuesta ofrecida in
voce por esta Sala al inicio de las sesiones del juicio oral, ya anticipamos que
nuestra distancia valorativa respecto de los hechos que iban a ser objeto de
enjuiciamiento nos impedia una labor de exclusion o integracion factica de las
conclusiones provisionales de las acusaciones. Ello no es obstaculo, sin embargo,
para que ahora, después de desarrolladas todas las pruebas del plenario,

Ia inexistencia del ilicita.

En el escrito de conclusiones provisionales la accién popular fundamenta la
concurrencia del delito de organizacion ilicita afimando que «... los procesados
pertenecen y A como miembros de
¥ heterogénea organizacion unida por el proposito de lograr la secesion de la
Comunidad Auténoma de Catalufia». Se afiade que «... de la operaliva colidiana

de los procesados destaca la forma en que desarrollan sus comelidos, que
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actitud desobediente, sino que también puede existir cuando se adopte una
reiterada y evidente pasividad a lo largo del tiempo sin dar cumplimiento al
mandato, es decir, cuando sin oponerse 0 negar el mismo tampoco realice la
actividad minima necesaria para llevarlo a cabo, méxime cuando la orden es
reiterada por la autoridad competente para ello, o lo que es igual, cuando la
pertinaz postura de pasividad se traduzca necesariamente en una palpable y
reiterada negativa a obedecer (STS 485/2002, 14 de junio). O lo que s lo mismo,
este delito se caracteriza, no solo porque la desobediencia adopte en apariencia
una forma abierta, terminante y clara, sino también es punible «la que resute de
pasividad reiterada o presentacion de  dificultades y trabas que en el fondo
demuestran una voluntad rebelde» (STS 1203/1997, 11 de octubre)

6.2.- En el tratamiento dogmatico de esta figura, no faltan opiniones que
exigen, como presupuesto del tipo, Ia existencia de una relacion jerarquica entre
&l 6rgano que requiere y el funcionario o autoridad requeridos. No viene siendo
éste el criterio de Ia Sala, que incluye en el art. 410 del CP, en no pocos
precedentes, la desobediencia a lo ordenado por érganos judiciales (cfr. SSTS
17712017, 22 de marzo; 722/2018, 23 de enero de 2019; 80/2006, 6 de febrero y
263/2001, 24 de febrero, entre otras)

Sea como fuere, quienes asi razonan y ven en esa convergencia de
preceptos un simple y soportable desajuste sistematico y, en algunos casos,
penologico, no abogan, claro es, por la atipicidad del incumplimiento de las
resoluciones judiciales, sino por su encaje tipico en el art. 508 del CP, en el que
se castiga a «la autoridad o funcionario publico que [...] impidiere ejecutar una
resolucion dictada por la autoridad judicial competente. De sequir esa sugerencia
dogmatica, que considera més apropiado el encaje de la desobediencia en el art
508, frente al art. 410 del CP, la consecuencia inmediata serfa la de aplicar un
precepto més grave, pues el primero de esos tipos penales castiga con pena de

prision de 6 meses a 1 afio, multa de 3 dias a 8 meses y suspension de empleo o
cargo publico por tiempo de 1 a 3 afios, a quien sea declarado autor de este
delito.
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ANNSTEACON | apoyo al movimiento secesionista dentro de Cataluria y en el extranjero [...]y la

asignacion de recursos tecnoldgicos de la Generalidad para apoyar a celebracion
del referéndum ilegal y para comenzar a desarrollar proyectos para la nueva
Repiiblica independiente»

7.2.- No resulta facil Ia admision en el plano dogmatico de un concurso de
delitos entre el delto de sedicion por el que formulamos condena y el delito de
organizacién criminal. Esa dificultad es todavia mas evidente en el caso de la
rebelion, figura delictiva en la que la accion popular subsumia los hechos. Como
hemos anotado supra, tanto la rebelion como la sedicién son delitos de comision
plural, colectiva, tumuituaria. Esa obligada convergencia de voluntades no tiene
por qué ser, siempre y en todo caso, incompatible con una vanguardia
organizada, con un reparto de tareas que sean puestas al servicio del delito
planeado. Pero esa distribucion funcional no da vida, sin més, al delito de
organizacién criminal. Todo ello, sin perjuicio de la previsible relacion de
consuncién, propia del concurso de normas, que puede existir entre el delito de
organizacion criminal y un delito de sedicion que en su descripcion tipica incluye
un tratamiento penal singularizado para quienes hayan «...dirigido la sedicion o
aparecieren en ella como sus principales autores».

Ni el relato factico sobre el que la accion popular apoyaba el delito de
pertenencia a organizacion criminal, ni el hecho probado que la Sala proclama
sirven para sostener la comision de un delito que esta jurisprudencia, incluso
antes de la reforma operada por la LO 5/2010, 22 de junio, ha venido delimitando
con distinto criterio (cfr. SSTS 134/2016, 24 de febrero; 808/2005, de 23 de junio;
76312007, 26 de septiembre; 1601/2005, 22 de diciembre y 808/2005, de 23 de
junio).

Esas consideraciones hacen superflua la cuestion suscitada como cuestion
previa por la defensa de la Sra. Borras, que con razén adujo que en el auto de
procesamiento no se atribuian hechos que pudieran legitimar esta acusacion. Se
le contests entonces remitiéndonos al momento del dictado de la sentencia
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obedecen a pautas de subordinacién y trabajo en grupo bien definidas como
Jerarquizacion, division de cometidos y cooperacién con ofros individuos con un
objetivo comin, siguiendo las pautas y caracteristicas propias del funcionamiento
de una organizacion: a) jerarquia: los indicios que constan en la causa revelan la
existencia de una estructura de direccion perfectamente definide, en que cada
uno de los procesados tenia un rol determinado, bajo una direccion comin en
cuya cispide se encontraba el Presidente de la Generalidad de Catalufia; b)
permanencia temporal: segun los antecedentes obrantes en las actuaciones, la
organizacion se aclivi con carécter estable desde hace ya més de dos aros, ras
las elecciones autonomicas de Cataluiia celebradas el 27 de septiembre de 2015,
momento en que el gobierno de coalicion formado por Junts pel Si (coalicion
electoral formada por Convergencia Democrética de Catalura, Esquerra
Republicana de Catalunya, Democratas de Cataluria y Moviment dEsquerres),
con el apoyo de la CUP (Candidatura d'Unitat Popular), hizo publico que su
objetivo era lograr la independencia de Cataluria en dieciocho meses, para lo que
celebraria un referéndum que llevaria a la declaracion de independencia; c)

y i6n: las acciones i no son realizadas de

manera individual y aleatoria, sino que existe un control y asignacion de tareas a
cada responsable y unas normas para actuar en cada situacion; d) reparto de
tareas: para lograr su proposito, los integrantes de la organizacion han elaborado
una premeditada estrategia perfectamente coordinada con reparto de papeles
entre autoridades y civiles, princi a
través de asociaciones independentistas, como ANC, Omnium y AMI. La

cuidadosa implementacion de esta estralegia por parte de la organizacion se ha
llevado a cabo con la participacién y el concurso de voluntades de un amplio
conjunto de personas con distintas tareas y responsabilidades; e) planificacion y
finalidad comin: que se refleja en la intencion de alcanzar la independencia de
Catalufia siguiendo un plan meficulosamente trazado...».

Se completa el relato con una descripcion de los planes que esa
organizacion habria estado dispuesta a llevar a cabo, entre los que se incluyen
«la utilizacién ilegal de los Mossos d'Esquadra al servicio de los intereses
secesionistas [...], la articulacién de planes de comunicacién y propaganda de





OEBPS/Images/image_rsrc2RT.jpg
una pretendida legalidad administrativa contraria a todos los requerimientos del

Tribunal C ional. Alentaron las
para hacer visible la pérdida de poder de los 6rganos judiciales en Catalufia y
contribuyeron con las decisiones individuales que han sido descritas en el relato
de hechos probados a la realidad del referéndum reiteradamente desautorizado y
prohibido por el Tribunal Constitucional

El art, 432.1° del CP castiga a la autoridad o funcionario pablico que
cometiere el delito del art. 252 sobre el patrimonio piblico, con la pena de prision
de 2 a 6 afios e inhabilitacion especial para cargo o empleo piblico y para el
ejercicio del derecho de sufragio pasivo por tiempo de 6 a 10 afios. El art. 252 del
CP sanciona como delito de administracion desleal a «los que feniendo facultades
‘para administrar un patrimonio ajeno, emanadas de la ley, encomendadas por la
autoridad o asumidas mediante un negocio juridico, Ias infrinjan excediéndose en
el ejercicio de las mismas y, de esa manera, causen un pejicio al patrimonio
administrado».

El art. 4323 establece un tipo agravado, por razén de la cuantia, que
cuando excede de 250,000 euros, obliga a imponer la pena en su mitad superior,
pudiendo llegar hasta la superior en grado.

Los acusados Sres. Junqueras, Romeva, Turull y la Sra, Bassa son
declarados autores de un delito de malversacion agravada, por la deslealtad que
representa haber puesto la estructura de sus respectivos departamentos al
servicio de una estrategia incontrolada de gasto piblico al servicio del referéndum
ilegal. Y hacerlo, en total, en una cuantia superior a 250.000 euros,

El Ministerio Fiscal, de forma congruente con su propuesta acusatoria, no
se planteaba la relacion concursal entre ambos delitos al estimar que los hechos
eran constitutivos de un deiito de rebelion del art. 472, que convierte en un tipo
agravado el distraer «los caudales piiblicos de su legitima inversion» (art. 473.2
CP). La accion popular, que propugnaba con carécter altemativo la concurrencia
de los delitos de rebelion o sedicion y que incluia en el delito de organizacion
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D) PENAS

1. Delitos de sedicién y malversacién de caudales publicos en
consurso medial

Conforme al art. 545.1 del CP, «los que hubieren inducido, sostenido o
dirigido la sedicion o aparecieren en ella como sus principales autores, serén
castigados con la pena de prisién de ocho a diez arios, y con la de diez a quince
arios, si fueran personas constituidas en auloridad. En ambos casos se impondd,
ademas, la inhabilitacion absoluta por el mismo tiempon.

La Sala estima que los acusados Sres. Junqueras, Romeva, Turull, y la
Sra. Bassa, en su condicién de autores del delito de sedicion, han de ser
reputados, a estos efectos, autoridad. El art. 24.1 del CP considera autoridad
a efectos penales a todo aquel que «... por si solo o como miembro de
alguna corporacion, tribunal u Grgano colegiado tenga mando o ejerza
jurisdiccién propia» y a los «... miembros de las Asambleas Legisiativas de las
Comunidades Auténomas». Los acusados detentaron también una autoridad
funcional, marcada por su capacidad decisoria para sumarse y condicionar el
desarrollo del concierto delictivo.

El acusado D. Oriol Junqueras era Vicepresidente del Gobierno de la
Generalitat y Consejero de Economia y Hacienda. Ocupaba, pues, la cispide en
el organigrama_politico-administrativo que fue puesto al servicio del proceso
sedicioso.

Los acusados Sres. Junqueras, Romeva, Turul, y la Sra. Bassa eran
miembros del Govem. En sus respectivos ambitos decisorios y en funcion de su
fecha de nombramiento como Consejeros, hicieron posible y suscribieron los
acuerdos gubemativos que han quedado reflejados en el factum, que dibujaron
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‘empieos piblcos y fa de ser elegido para cargo pibico durante el tempo de la
condena.

©. Josep Turul, a las penas de 12 afios de prision y 12 afios de
inhabiltacién absolua, con la. consiguiente. pmuon definitva de todos los
honores,
 incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera olfos honores, cargos, o
‘empieos piblcos y a de ser elegico para cargo pibico durante el tiempo de la
condena.

Dfa. Dolors Bassa, a la pena de 12 afios de prisién y 12 anos de
inhabiltacién absoluta, con la. consiguiente plwawen definva de todos los
honores,
e incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera olros honores, ¢argos, o
‘empleos piblcos  la de ser elegida para cargo pibico durante el tempo de la
condena.

2 Delito do sedicién

La Sra. Forcadell era en el momento de los hechos la Presidenta del
Parlament. Ha quedado manifiestamente acreditado su relevante papel en la
elaboracion de un cuado normativo, con aparente valor consiiucion, lamado a
ar cobertura a un referéndum suspendido por el Tribunal Constitucional y a una
movilzacion ciudadana difgida a hacer visble la pérdida de capacidad
jurisdiccional de los rganos judiciles radicados en Cataluta, Las peripecias
vividas en sede parlamentaria durante los dias 6 y 7 de septiembre y las
estategias urdidas para eludr la suspension decretada por el Tribunal
‘Consiitucional, le confieren un protagonismo de primer orden.

Los Sres. Fom y Rull eran miembros del Govern. Su protagonismo en las
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criminal el dispendio de fondos piblicos, no se pronunciaba de forma expresa
sobre la calficacion penal de este concurso. La Sala entiende que la propuesta
de la Abogacia del Estado, que ve en la relacion entre los delitos de sedicién y
malversacion un concurso medial, es correcta. Hay razones dogmaticas para
considerar acertada esta opcion, en la medida en que existe una indudable
rellacion instrumental que atrae ese tratamiento penal. Todos los gastos estaban
diigidos a hacer realidad el plan estratégico del referéndum. Las partidas
habilitadas estaban necesariamente destinadas a ese fin.

Conforme al art. 77.3 del CP, en los casos de concurso medial ... se
impondra una pena superior a la que habria correspondido, en el caso concreto,
por la infraccién més grave, y que no podré exceder de la suma de las penas
concretas que hubieran sido impuestas separadamente por cada uno de los
delitos. Dentro de estos limites, el juez o tribunal individualizard Ia pena conforme
a los criterios expresados en el articulo 66. En todo caso, la pena impuesta no
podré exceder del limite de duracion previsto en el articulo anterior».

La Sala considera, ponderando las razones expuestas, que los autores de
los deltos de sedicion y malversacion de caudales piblicos, conforme a su
punicién con las reglas del concurso medial descrito en el art. 77.3 del CP han de
ser castigados a las siguientes penas:

D. O
inhabilitacién absoluta, con la consiguiente privacién definitiva de todos los
honores, empleos y cargos piblicos que tenga el penado, aunque sean electivos,
& incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros honores, cargos, o

Junqueras, a las penas de 13 afios de prision y 13 afios de

empleos plblicos y la de ser elegido para cargo publico durante el tiempo de la

condena,

D. Raiil Romeva, a las penas de 12 afios afios de prisién y 12 afios de
inhabilitacién absoluta, con la consiguiente privacion definitiva de todos los
honores, empleos y cargos piblicos que tenga el penado, aunque sean electivos,

e incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros honores, cargos, o
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formar parte de la referencia tipica integrada por una actuacion «fuera de las vias
legales», que es lo que precisamente exige el delito de sedicion. Queda asi
patentizada su instrumentalidad respecto de la finalidad sediciosa, en el sentido
del art. 77.3 del CP.

6.- Los hechos son constitutivos de un delito de desobediencia

6.1.- El delito de desobediencia es atribuido por las tres acusaciones a los
acusados Sres. Vilay Mundo y a la acusada Sra. Borras.

EI Ministerio Fiscal, la Abogacia del Estado y la accion popular coinciden
en limitar el alcance de la responsabilidad de estos tres acusados, ademés de al
delito de malversacion de caudales piblicos, al delito de desobediencia previsto
en el art. 410 del CP.

Nos limitamos, por tanto, a precisar en este apatado que su
responsabilidad esta ligada a la desatencion a los requerimientos recibidos del
Tribunal Constitucional cuando, en su calidad de miembros del Govern eran
apercibidos, una y otra vez, para que se abstuvieran de ejecutar actos de apoyo o

ion de ¥ acuerdos que  previ
habian sido suspendidos en su eficacia por el propio Tribunal Constitucional. Es
cierto que algunos de esos requerimientos, como expresaron los acusados en el
plenario, quedaban fuera de su genuino ambito funcional, ya que no formaban

parte del Parlament. Pero también es cierto que, como se refleja en el factum,
fueron destinatarios de mandatos ad hominem cuya eficacia negaron
abiertamente.

La jurisprudencia de esta Sala ha tenido ocasion de fijar el alcance de la
expresion «abiertamenter. Tal idea ha sido identificada con la negativa franca,
clara, patente, indudable, indisimulada, evidente o inequivoca (STS 263/2001, 24
de febrero), si bien aclarando que ese vocablo ha de interpretarse, no en el
sentido lteral de que la negativa haya de expresarse de manera contundente y
explicita empleando frases o realizando actos que no ofrezcan dudas sobre la
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d) Diia. DOLORS BASSA, a la pena de 12 afios de prision y 12 afios de
inhabitacion absoluta, con la consiguiente privacion definitva de todos los
“"Biisnci | honores, empleos y cargos pblicos que tenga la penada, aunque sean electivos,
& incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros honores, cargos, o
empleos piblicos y la de ser elegida para cargo piblico durante el tiempo de la
ccondena.

2.- CONDENAR a los siguientes acusados, como autores de un delito de
sedicion, a las siguientes penas:

2) Dita. CARME FORCADELL, las penas de 11 afios y 6 meses de prision
Y 11 afios y 6 meses de inhabilitacion absoluta, con la consiguiente privacién
definitiva de todos los honores, empleos y cargos publicos que tenga la penada,
aunque sean electivos, e incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera
otros honores, cargos, o empleos piblicos y la de ser elegida para cargo publico
durante el tiempo de la condena.

b) D. JOAQUIM FORN, las penas de 10 afios y 6 meses de prision y 10
afios y 6 meses de inhabilitacion absoluta, con Ia consiguiente privacion definitiva
de 1000 10S Nonores, empleos y cargos Puplicos que tenga el penado, aunque
sean electivos, e incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros
honores, cargos, o empleos pablicos y la de ser elegido para cargo publico
durante el tiempo de la condena.

©) D. JOSEP RULL, las penas de 10 afios y 6 meses de prision y 10 afios y
6 meses de inhabilitacion absoluta, con la consiguiente privacion definitiva de
todos los honores, empleos y cargos publicos que tenga el penado, aunque sean
electivos, e incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros honores,
cargos, o empleos piblicos y la de ser elegido para cargo publico durante el
tiempo de la condena.

d) D. JORDI SANCHEZ, las penas de 9 afios de prision y 9 afios de
inhabilitacion absoluta, con la consiguiente privacién definitiva de todos los
honores, empleos y cargos piblicos que tenga el penado, aunque sean electivos,
& incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros honores, cargos, o
empleos piblicos y la de ser elegido para cargo piblico durante el tiempo de la
condena.
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Por todo lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad que le confiere
la Constitucion, esta Sala ha decidido:

1.- CONDENAR a los siguientes acusados, como autores de un delito de
sedicion en concurso medial con un delito de malversacion, agravado por razon
de su cuantia, a las siguientes penas:

2) D. ORIOL JUNQUERAS, alas penas de 13 afios de prision y 13 afios de
inhabilitacién absoluta, con la consiguiente privacion definitiva de todos los
honores, empleos y cargos piblicos que tenga el penado, aunque sean electivos,
e incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros honores, cargos, o
empleos pblicos y la de ser elegido para cargo piblico durante el tiempo de la
condena.

b) D. RAUL ROMEVA, a las penas de 12 afios afios de prision y 12 afios
de inhabilitacion absoluta, con la consiguiente privacion definitiva de todos los
honores, empleos y cargos publicos que tenga el penado, aungue sean electivos,
e incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros honores, cargos, o
empleos piblicos y la de ser elegido para cargo piblico durante el tiempo de la
condena.

¢) D. JORDI TURULL, a las penas de 12 afios de prision y 12 afios de
inhabilitacion absoluta, con la consiguiente privacion definitiva de todos los
honores, empleos y cargos piblicos que tenga el penado, aunque sean electivos,
& incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros honores, cargos, o
empleos piblicos y Ia de ser elegido para cargo piblico durante el tiempo de la
condena.
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4.- Debemos ABSOLVER y ABSOLVEMOS  a todos los acusados de los.
delios de revelion y organizacion criminal

.- Deberos ABSOLVER y ABSOLVEMOS del delto de malversacion de
caudales pibicos a los acusados D. JOAQUIM FORN, D. JOSEP RULL, D.
'SANTIAGO VILA, DNA. MERITXELL BORRAS y D. CARLES MUNDO.

6.- Se cond . en
apanado F) de esta resolucion.

.- Remitase testimonio de esta resolucion al Tribunal de Justicia de la
Union Europea para su incorporacién al expediente de Ia cuestion prejudicial
promovida por esta Sala y documentada en pieza separada.

- Remitase testimonio de esta resolucién a la Junta Electoral Centraly a
s Juntas Electoral idad alos
efectos legales pertinentes.

- Remitase testimonio de esta resoludon al Tribunal de Cuentas a los
efectos de reclamacion de la responsabildad civil @ aquellos acusados que han

1a posible . v
enresolucion aparte.
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€) . JORDI CUIXART, las penas de 9 aios de prision y 9 afos de
inhabiltacién absoluta, con la consiguiente privacién definiva de todos los
or

© incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros honores, cargos, o
‘empleos piblcos  la de ser elegido para cargo pblico durante el tempo de I
condena.

3. CONDENAR a los siguientes acusados como autores de un deifo de
desobediencia a as siguientes penas:

2) D. SANTIAGO VILA, a las penas de multa de 10 meses, con una cuota
aria de 200 euros, con responsabildad personal subsicaria de un dia por cada
05 cuotas no satisfechas, e inhabilacion especial para el ejercicio de cargos
Piblicos electivos, ya sean de 4mbit estatl, autonomico o local asi como para el
ejercicio de funciones de gobierno en el 4mbito estatal, autonomico o local, por
tiempo de 1 ario y 8 meses.

b) Dna. MERITXELL BORRAS, a las penas de multa de 10 meses, con una
cuota diaria de 200 euros, con responsabidad personal subsiciaia de un dia por
cada dos cuotas no satisfechas, e inhabiltacion especial para el ejercicio de
3 , asi como.
ambito estatal, 3

por tiempo de 1o y 8 meses.

©) D. CARLES MUNDO, a las penas de mula de 10 meses, con una cuota
diaria de 200 evros, con responsabiidad personal subsidiaia de un dia por cada
dos cuotas no satstechas, e inhabiltacion especial para el ejecicio de cagos
3 3 . asi como para el
efercico de funciones de gobierno en el 4mbito estatal, autonomico o local, por
tiempo de 1 afio y 8 meses.
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dar fijeza y calidad a esta norma especial de atribucion de atribucion de
competencia modificando su texto cuando se han producido reformas
legislativas, para adecuarlo a ellas cuando lo ha considerado necesario, lo que
asi ha ocurrido hasta en 8 ocasiones desde su redaccién original en 1985.

Resulta relevante tener en consideracién la técnica de atribucion de
competencia que sigue el indicado precepto, haciendo referencia en sus
distintos apartados a un nimero clausus de tipologias delictivas que se
denominaban y correspondian a titulos, capitulos o secciones del anterior
Cédigo Penal vigente en 1985, fecha de su en entrada en vigor. No sigue pues
otras posibles técnicas como referirse a contextos donde se producen, excepto
que se produzcan en el extranjero, 0 a su &nimo tendencial.

LA TESIS DEL JUZGADO CENTRAL PARA SUMIR LA COMPETENCIA EN EL CASO.
€l juzgado Central, aungue los delitos de sedicién no se encuentran previstos en
ninguno de los apartados del referido art 65 LOP), considera que si lo estarian
en el presente caso por constituir un delito encuadrable en los delitos contra
las formas de Gobierno que se prevén el art 65.1.a], y que aunque en el Codigo
Penal vigente no existe esta categoria de delitos, permanece vigente en otros
articulos, entre ellos en los referidos al delito de sedicién. Para ello considera
que no todos los delitos de sedicion son competencia de la Audiencia Nacional,
sino dnicamente aquellos que, ademds de atentar contra los bienes
juridicamente protegidos que le son propios, puedan suponer al mismo tiempo
una ofensa contra la forma de Gobierno. Considera que la descripcién tipica del
delito de sedicion en el Codigo Penal vigente atentaré contra la forma de
Gobiero si los actos se ejecutan con el 4nimo de cambiar ilegalmente la
organizacién del Estado.

l juzgado razona que conforme al relato de hechos que efectda el Ministerio

Fiscal “la finalidad dltima” de las movilizaciones era la de “conseguir la

celebracion del referéndum para conseguir la proclamacién de una republica

catalana independiente de Espaiia, siendo conscientes lo intervinientes de que

desarrollan una actuacion al margen de s vias legales impidiendo la aplicacion

del ordenamiento jurdico en su_conjunto, v, en particular, a norma
de todos les, la Constit

Sin embargo, me veo en la necesidad de manifestar mi desconformidad con
esta construccion que efectia el juzgado para atraer su propia competencia,
haciéndolo, en mi opinién, que expreso con el mayor respeto jurisdiccional,
mediante una interpretacion sumamente forzada y extensiva de la norma
juridica, en detrimento del principio de legalidad en la predeterminacion del
tribunal competente.
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VOTO PARTICULAR QUE EFECTUA EL MAGISTRADO JOSE RICARDO DE PRADA
SOLAESA EN RELACION CON EL AUTO FECHADO 6 DE NOVIEMBRE DE 2017 DE
LA SECCION SEGUNDA DE LA SALA DE LO PENAL DE LA AUDIENCIA NACIONAL,
QUE RESUELVE LOS RECURSOS DE APELACION FORMULADOS POR LOS SRS.
JORDI CUIXART NAVARRO Y DE JORDI SANCHEZ PICANYOL CONTRA EL AUTO
DESESTIMATORIO DE DECLINATORIA DE JURISDICCION (RAA 463 y
466/2017).-

JUEZ LEGAL COMO JUEZ NATURAL. EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN LA
DETERMINACION DE LA COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES.- Debemos
recordar que el derecho al juez legal o natural, como derecho fundamental de
carécter procesal, se encuentra previsto en el art 24.2 de la CE, con referencia
al art 6.1 de CEDH, como juez ordinario predeterminado por la ley, como
manifestacién positiva, con prohibicién de Tribunales de excepcion -art 117.6
CE- como expresién negativa de este derecho (Jimeno Sendra).

Superada la polémica de si la predeterminacion del juez ordinario requiere de
Ley Orgénica, es clara la posicién de la doctrina constitucional en el sentido de
que basta la predeterminacion legal. Pero en todo caso cabe
carécter categbrico el imiento de la inacién de la
de los tribunales al principio de legalidad estricta, existiendo un margen de los
tribunales para la interpretacién de la legalidad, pero no para la sustitucién de
ésta, iendo por via fal atribuciones de ia que no
existen para casos concretos, lo que romperfa este principio, creando poco
menos que tribunales “ad hoc” o de excepcién prohibidos en la Constitucién.
No caben pues interpretaciones extensivas de la competencia por razones de
oportunidad si no tienen suficiente amparo legal.

Debemos recordar que la forma ordinaria de distribuir la competencia de los
juzgados y tribunales en nuestro sistema orgnico procesal s en funcién del
lugar de comisién de los delitos, siendo en términos ordinarios el juez del lugar
o del territorio, el juez natural. Excepcionalmente, la norma (la Ley Orgénica del
Poder Judicial -LOP)-) establece la competencia de un érgano centralizado
utilizando otros criterios distintos -por razén de la materia o de los delitos de
que se trate-, pero esta distribucion de competencia, que es perfectamente
legitima, es de carécter excepcional y asi ha de interpretarse por los tribunales.
El art 65 de la LOP) es la norma biésica, aunque no tnica, que en el ambito penal
atribuye la competencia por razon de la materia o delitos de que se traten. €I
propio art 65 de la LOP) establece claramente en su Gltimo inciso esta absoluta
| vigencia del principio de legalidad en su dltimo inciso, de cierre (82 De cualquier
| otro asunto que atribuyan las leyes). El legislador igualmente se ha ocupado de
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los hechos en este caso si parece ser un elemento relevante desde el punto de
vista penal, lo que ocurre es que no lo exterioriza mediante una calificacion
juridica acorde, sino dnicamente como un medio para atraer la competencia
sobre ellos.

€n mi opinin, si el juzgado tiene ese punto de vista, debe cristalizarlo en la
correspondiente calificacién juridica penal, que ya no serd o no serd
Gnicamente por delito de sedicion, sino tal vez un mero acto ejecutivo de otro
delito que lo absorba o con el que esté en concurso real o medial. Sin embargo,
le corresponde al juzgado valorar si hay mérito pare ello y si es juridicamente
factible, aunque lo cierto es que no lo ha hecho asi e incluso en sus
resoluciones expresa su voluntad de no imputar por otros delitos, al menos
provisionalmente; lo que denota que ha efectuado el correspondiente juicio
negativo al respecto.

Por supuesto, en caso de cambiar de opinion, el juzgado en su valoracion
tendrd que discriminar  meticulosamente entre: lo que son legitimos
planteamientos ideoldgicos; posibles actos conspirativos o ejecutivos de otros
delitos, teniendo en cuenta miltiples factores, entre ellos la progresin de los
hechos en el tiempo, sus distintos hitos, significado juridico penal de la
realizacion de un referéndum ilegal, pasos sucesivos en funcién de sus
resultados, etc.; adems de problemas de imputabilidad objetiva y subjetiva de
hechos y situaciones  los sujetos, ahora recurrentes, imputados.

Si_efectivamente el juzgado, més alld del hecho hasta ahora imputado,
considera que la finalidades ulteriores a las inmediatas del mismo, como serian
la celebracion de un referéndum de cuyo resultado favorable a sus intenciones
dependeria se supone la declaracién por parte de otros sujetos con capacidad
institucional para hacerlo, de declarar fuera de las vias legales la independencia
de Catalufia, y que estas finalidades son penalmente relevantes hasta el punto
de considerar que le atribuyen la competencia jurisdiccional sobre los hechos,
tendria necesariamente que concretar cudles serian en ese caso los tipos
penales afectados.

Como se desarrollara mis adelante, el delito de sedicion ni en nuestro Codigo
penal actual, ni en el anterior vigente en la fecha de entrada en vigor del art.
65.1.a de la LOP), ni en ninguno de nuestros cédigos penales histéricos,
cualquiera que fuera la intencién Gltima de los sujetos activos, ha sido
considerado como un delito contra la forma de Gobiemo, ni ha sido
competencia de la Audiencia Nacional a tenor del art. 65 de LOP). En la
actualidad, en nuestro derecho, con absoluta claridad, por més que se afirme
que es un delito pluriofensivo, de tendencia, mera actividad y/o de resultado
cortado, viene regulado como un delito contra el orden publico, separado de
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£l juzgado no se limita a efectuar un encaje juridico de los hechos atribuidos al
Sr. Sénchez y al Sr. Cuixart, acaecidos en dia 20 y 21 de septiembre pasados,
que le fueron presentados dias después por Ia fiscalia y que dieron lugar 2l auto
del juzgado de 27 de septiembre, en que asume la competencia sobre ellos,
sobre la base exclusivamente de los indicados hechos, sino que en su
razonamiento parece que los enmarca en un proyecto encaminado a conseguir
coma fin tltimo la independencia de Catalufia, para lo que es necesario la
celebracién de un referéndum (fin intermedio), siendo en todo caso su fin
inmediato impedir los actos judiciales y de la policia encaminados a
imposibilitar la celebracion del referéndum ilegal.

La calificacién juridica que otorga a los hechos es la de delito de sedicion,
calificaci6n juridica sobre la que no me pronuncio expresamente en este voto
particular por no considerarlo necesario, pero dejando tnicamente constancia
de que es contestada por las partes en sus distintos recursos y de que en mi
opinion es un tema en absoluto nitido, que debe ser cuidadosamente valorado
¥ ponderado.

Pero lo que interesa desde el punto de vista de la competencia es la
constatacién de que el juzgado no se limita a calificar los hechos dnicamente
como delito de sedicién, sino que aprecia que es tendente a la celebracién de
un referéndum ilegal dentro de un programa de consecucion de la
independencia de Catalufia, circunstancia que parece dar alguna clase de
sustantividad propia a los hechos, al menos a efectos de determinar la

parasui enla adopcién
de medidas cautelares personales.

Por parte del juzgado con este planteamiento parece que se estd creando una
categoria juridica inexistente, fuera de lo que establece la norma penal, que en
mi opinién es clara. El delito de sedicién tal como lo contempla nuestro
ordenamiento juridico en el art. 544 CP, prevé en su descripcin tipica
Gnicamente Ia finalidad inmediata de impedir la aplicacién de las Leyes o el
ejercicio de funciones a sujetos publicos, cumplimiento de acuerdos o
resoluciones administrativas o judiciales, sin contener ningin elemento
teleolgico ulterior, como si acontece con otras tipologfas delictivas, como por
ejemplo en los delitos de terrorismo, en los que dicha finalidad es un elemento
integrante del delito.

Légicamente, los sujetos activos del delito de sedicién casi siempre tendran

alguna clase de finalidad dltima para realizar dichos actos, pero para el derecho
penal ésta es irrelevante, a no ser que la persecucién de dicha finalidad sea en
simisma delictiva, por lo que en ese caso ya no seré delito de sedicion sino otro
delito distinto. Sin embargo, para el juzgado, el contexto o la finalidad tltima de
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autonomico o local, asi como para el ejercicio de funciones de gobiemo en el
Ambito estatal, autonomico o local, por tiempo de 1 afio y 8 meses. La duracién
del tiempo de inhabilitacion ha sido filada tomando como referencia en el juicio
ponderativo precedentes ya sentenciados por esta Sala, en los que la gravedad
de los hechos no fue tan intensa y la contumacia de los acusados en
desatender los requerimientos del Tribunal Constitucional no adquiri el
significado y la relevancia que ahora expresan los hechos declarados probados.
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AoisTACoN | mismos o cualesquiera otros honores, cargos, o empleos publicos y la de ser
elegido para cargo piblico durante el tiempo de la condena.

D. Jordi Sanchez, como autor de un delito de sedicion, las penas de 9 afios
de prision y 9 afios de inhabilitacion absoluta, con la consiguiente privacion

definitiva de todos los honores, empleos y cargos piblicos que tenga el penado,
aunque sean electivos, e incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera
otros honores, cargos, o empleos publicos y la de ser elegido para cargo piblico
durante el tiempo de la condena,

D. Jordi Cuixart, como autor de un delito de sedicion, las penas de 9 afios
de prision y 9 afios de inhabilitacion absoluta, con la consiguiente privacion
definitiva de todos los honores, empleos y cargos piblicos que tenga el penado,
aunque sean electivos, e incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera
otros honores, cargos, o empleos publicos y la de ser elegido para cargo piblico
durante el tiempo de la condena,

- Delito de desobediencia
Elart. 410 del CP castiga a «/as autoridades y funcionarios puiblicos que se

negaren abi a dar el debido a iones judiciales,
decisiones u drdenes de la autoridad superior, dictadas dentro del &mbito de

respectiva competencia y revestidos de las formalidades legales, incurrirén en la
pena de multa de tres a doce meses e inhabiltacion especial para empleo o cargo
piblico por tiempo de seis meses a dos arios.

La Sala considera que, en atencion a los parametros cuantitativos a que se
refiere el art. 505 del CP, deducidos de la situacion economica de los tres
acusados, su itulacion profesional y de sus circunstancias personales, procede
imponer a cada uno de ellos, a la Sra. Borras y a los Sres. Vila y Mundé, la pena
de multa de 10 meses, con una cuota diaria de 200 euros, con responsabilidad
personal subsidiaria de un dia por cada dos cuotas no satisfechas, € inhabilitacion
especial para el ejercicio de cargos publicos electivos, ya sean de ambito estatal,
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respuestas del derecho administrativo sancionador, que miran a formas de
obstruccion no encajables en el tipo penal descrito en el art. 544 del CP (cfr. art.
36.4 de la LO 4/2015, de Proteccion de la Seguridad Ciudadana).

4.

.- Desde la perspectiva de la actividad delictiva, la sedicién, como la
rebelién, se caracteriza por no ser cometida mediante un solo acto sino por la
sucesién o acumulacion de varios. Son delitos plurisubjetivos de convergencia, en
Ia medida en que su comisién exige una union o concierto de voluntades para el
logro de un fin compartido. No son delitos simples sino compuestos. No
necesariamente complejos, s decir integrados por actos cada uno de ellos
delictivo. Los actos cuya conjuncion constituye el tipo penal pueden aisladamente
no ser delictivos. Y si o son, como en el caso del mero desorden, no impide la
punicion separada, a salvo cuando venga absorbido por el alzamiento sedicioso.

Mas alla de la mera actuacién en grupo, la sedicién exige como medio
comisivo el alzamiento tumultuario y tiene la finalidad de derogar de hecho la
efectividad de leyes o el cumplimiento de érdenes o iones de

en el ejercicio legitimo de sus funciones. No faltan propuestas doctrinales que
propugnan una interpretacion actualizada de ese alzamiento publico, que abarque
la interconexion, de miles de personas que pueden actuar de forma convergente,
sin presencia fisica, a través de cualquiera de los medios que ofrece la actual

sociedad de la informacion.

La mera reunién de una colectividad de sujetos no es, sin mas, delictiva. El
delito surge cuando, ademas de ser tumultuaria y publica, acude como medios
comisivos a actos de fuerza o fuera de las vias legales, para dirigirse con
potencial funcionalidad a lograr que las leyes no se cumplan o que se obstruya la
efectividad de las 6rdenes o resoluciones jurisdiccionales o administrativas.

Resulta obligado subrayar que la descripeidn tipica no anuda al alzamiento
piblico, presupuesto compartido con el delito de rebelion, su expresa
caracterizacion como violento.
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desorden, aun cuando al concebir éste como un elemento de aquella, una grave
alteracion del mismo conllevaria ordinariamente su afectacion. En este sentido, en
Ia STS 967/2009, 13 de octubre, se precisaba que: «lanlo la doctrina cientifica
como la jurisprudencia de esta Sala distinguen entre orden plblico y paz publica,
en el sentido de que aquel es el simple orden en fa calle, en tanto que la paz
plblica, conceplo mas amplio se integraria por el conjunto de condiciones
externas que permiten el normal desarrollo de la convivencia ciudadana, el orden
de la comunidad y en definitiva la observancia de las reglas que faciltan esa
convivencia [...] y por tanto permiten el ejercicio de los derechos fundamentales
de las personas» (cfr. SSTS 865/2011, 20 de julio, 987/2009, 13 de octubre y
1622/2001, 21 de septiembre)

Criterio especilico es el de la estructura tipica del concreto comportarmiento
penado. Atiende el legislador a la entidad de la lesién o riesgo generado para el
bien juridico. No es equivalente para el legislador Ia sedicion y el atentado o el
mero desorden. La desobediencia clasica y simple es un delito muy distinto a la
sedicion. Pero la sedicion es un aliud y no meramente un plus o un minus. Implica
conductas activas, alzamiento colectivo, vias de hecho, despliegue de resistencia
La concreta gravedad del delito de sedicion radica en su especificidad tipica
respecto de los otros tipos de la rbrica. La sedicion no alcanza a toda turbacion
de la paz o tranquiidad pibiica.

Aunque sea dudosa la exigencia -no siempre ausente en la jurisprudencia-,
de una especifica finalidad politica o social, sera necesario que afecte a la
colectividad interesada en la efectividad de las funciones a que hicimos
referencia.

En definitiva, el principio de proporcionalidad propio del derecho penal
democratico exige valorar si el tumulto imputado a los autores pone efectivamente
en cuestion el funcionamiento del Estado democratico de derecho. Asf lo impone,
no solo la vigencia de los principios que informan la aplicacion del derecho penal
en nuestro sistema constitucional, sino la necesidad de no incurrir en
perturbadoras interferencias entre el 4mbito tipico del delito de sedicion y otras
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ADHDISTRACION La sentencia de esta Sala, dictada con fecha 10 octubre 1980, al analizar la
regulacion del entonces articulo 218 del Cédigo Penal, ademas de interesantes
referencias histéricas y de derecho comparado, resalta su forma colectiva y
tumultuaria de alzamiento, calificandola como una infraccién de actividad o de
resultado cortado. También lo califica como delito de tendencia pues, por una
parte, el alzamiento ha de i i ala ién de

alguno de los objetivos sefialados en los cinco nimeros del art. 218 citado -hoy
544- y, por otra, el alzamiento, por si solo, consuma el delito aunque no se hayan
logrado los fines propuestos. Pero se requiere que el alzamiento se encamine a la
consecucion de los fines indicados por la fuerza. Y ese precedente -no se olvide,
referido a un precepto carente ya de vigencia- equipara la fuerza al empleo de dos
modos ejecutivos que pueden operar de forma altemativa: a) modos violentos -
violencia absoluta o compulsiva- que pueden recaer, tanto sobre las personas
como sobre las cosas -vis fisica 0 vis in rebus< b) modos fuera de las vias
legales, es decir, que se desarollan de manera ilicita, ilegitima o ilegal y no a
través de recursos o procedimientos de reclamacion, protesta, disenso o de
disconformidad que la ley permita, arbilre o prescriba.

Aquella sentencia -cuya valor hermenéutico es mas que limitado, al referirse
a un articulo previgente- advertia que el modo violento no era solamente la
agresion fisica sobre las personas. En el plano dogmtico, cobra aqui especial
valor el discurso argumental de una penalista -escrito y publicado con la misma
solvencia técnica con la que asumio en el plenario fa defensa de uno de los
acusados - que, siguiendo autorizados criterios doctrinales, razonaba que la
expresién «tumultuario» no puede tener otra significacién que la de «abierta

hostilidad, y adiciona un contenido de hostilidad y violencia que no tiene por qué
ser fisica ni entrafiar el uso de la fuerza, como expresa la alternativa modal entre
ésta o ‘fuera de las vias legales’, pero que ha de vivificarse necesariamente en
actitudes intimidatorias, amedrentatorias, injuriosas, etc». Solo asi -seguia
razonando- puede deslindarse «... la sedicion de la pacifica oposicion colectiva a
Ia ejecucion de las leyes o al ejercicio de Ia funcion piblica fuera del sistema legal
de recursos o procedimientos de reclamacion o de disconformidad que Ia ley
arbitre o prescriba».
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Los acusados sabian, desde el momento mismo del disefio
independentista, que o existe marco juridico para una secesion lograda por la
simple via de hecho, sin otro apoyo que el de una nomativa de ruptura
constitucional que pierde su eficacia en el instante mismo de su publicacion. Los
acusados sablan que un referéndum sin la més minima garantia de legitimidad y
transparencia para la contabilizacion de su resultado, nunca seria homologado
por observadores internacionales verdaderamente imparciales. Eran conscientes,
en fin, de que la ruptura con el Estado exige algo mas que Ia obstinada repeticion
de consignas dirigidas a una parte de la ciudadania que confia ingenuamente en
el liderazgo de sus representantes politicos y en su capacidad para conducirles a
un nuevo Estado que solo existe en el imaginario de sus promotores.

Es especialmente significativo, a la hora de valorar la ausencia de una
verdadera voluntad de dar eficacia al resultado del tumultuario referéndum, que el
dia 10 de octubre el Presidente de la Comunidad Auténoma catalana, tras
proclamar el resuitado de la consulta -desde luego, no acreditado como veraz
desde los esténdares al uso i dejb en suspensola
declaracion de independencia. Y el 27 de octubre, con ocasion de la votacion en

el Parlament de la propuesta reflejada en el «factum», los coacusados
deslindaron de forma bien meditada, de una parte, el retorico componente
deotra, el i del insertas al final

de esa declaracion. Asi se cuids de exponerlo muy insistentemente la coacusada
Sra. Forcadell.

Confirman esta idea de fingido liderazgo para alcanzar la repiblica
independiente, otras fuentes de prueba.

En efecto, el que fuera President de la Generalitat, D. Artur Mas, manifesté
en el juicio oral que o que se dejaba en claro en las reuniones politicas previas a
os hechos era una voluntad de acuerdo con el Estado. Se refrid asi a un «comité
restringido» integrado por tres personas, D. Mariano Rejoy, D. Alfredo Pérez
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Resulta asi excluido un elemento subjetivo esencial del tipo penal imputado

en las a saber, que la y derogacion
sean la verdadera finalidad procurada como efecto directo del alzamiento que es
presupuesto del tipo. Los hechos probados dejan constancia de que los acusados
eran conscientes de la ilicitud del proceso que venian impulsando, no solamente
por los objetivos finales, sino también por los medios disefiados en su desafiante
estrategia persuasora.

Aunque el método fuera solo configurado para doblegar politicamente la
Voluntad del Gobierno de Espafia -logicamente contraria a los objetivos dltimos de
secesién-, incluia una iniciativa referendaria de patente ilegalidad, que hacla
objetivamente previsible Ia altisima probabilidad de que se produjeran incidentes.
violentos. Aquella licitud en la realizacién de los diversos actos, se puso de
manifiesto en las decisiones del Govern de la Generalitat, en los acuerdos
parlamentarios y en los modos de actuacién a que se convocd a los ciudadanos,
que han sido descritos en el hecho probado. llicitud que deciaré sistemética y
reiteradamente el Tribunal Constitucional y que dio lugar a actuaciones
jurisdiccionales ordenadas por el Juzgado de instruccion nam. 13 de los de
Barcelonay el Tribunal Superior de Justicia de Catalufia.

Pero también deriva del hecho probado la disimulada certeza de los
acusados, ocultada a la ciudadania convocada, de que en ningin caso se
accederia a la pretendida secesion territorial sin el asentimiento del Gobiemo
legitimo de (toda) Espaiia. Y de que su proclamacién, sin este asentimiento, solo
entraba en el plan de los acusados de una manera politicamente aparente, pero
sin efectos juridicos reales y apreciables.

No puede desconocerse por tanto que esa buscada intervencion de sujetos
que ostentaban el poder institucional legitimo del Estado espafiol y que eran
diversos de los sedicentes conjurados, constituiria, de conseguirse, una
interrupcion del nexo causal entre su comportamiento y la independencia
deseada. En efecto, la buscada intervencion del Gobierno espariol, voluntaria por
més que fruto de la persuasion, impediria el regreso al comportamiento de los
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Rubalcaba y el propio Sr. Mas. Si bien éste admitio que lo que se hizo el 1 de
octubre no era o previsto en la hoja de ruta disefiada ya en marzo de 2015.

En similar linea es especialmente significativo que la dirigente politica Dria.
Marta Pascal declarase que siempre se mostré partidaria de convocar elecciones
en octubre de 2017 estando en contra de la declaracion unilateral de
independencia.

Dha. Neus Munté -que desde junio de 2015 a julio de 2017 fue portavoz del
Gobierno de Cataluia y desde enero de 2016 hasta julio de 2017 asumié el cargo
de Consejera de la Presidencia de la Generalidad de Catalufia- declar6 en juicio

oral g se diglogo.

Y més significativa, si cabe, es la dedlaracion de D. Ifigo Urkullu -
Lehendakari el Gobiemo Vasco-, quien puso de manifiesto la peticién del Sr.
Puigdemont para que «mediase» entre la Generalitat y el Presidente Sr. Rajoy. Y
que, aunque éste no aceptase considerar su intervencion como tal «mediaciém,
el Sr. Puigdemont le evidencié en los ltimos dias del mes de octubre de 2017 su
voluntad de evitar una declaracion de independencia. Y si al final no convocs
elecciones, como habri:
se lo habian permitido,

anunciado, era porque, segin le refifid, «los suyos» no

Los actos llevados a cabo tenian, en efecto, una finalidad de persuasion del
Gobierno espafiol. La derogacion de la vigencia de la Constitucion espafiola, que
se circunscribiria sélo al territorio catalan, tendria como condicién sine qua non
otros actos protagonizados determinantemente por terceros -el Gobierno espafiol-
distintos de los actos del procés ejecutados por los acusados. Estos reforzarian su
estrategia con el apoyo de la movilizacién ciudadana a la que convocaron
insistentemente, por més que desde el engaiioso mensaje de que el resultado e
su participacién seria vinculante para la vanamente prometida independencia.
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soberano del que afima haberse desgajado, aunque solo temporalmente durante
unos pocos segundos.

Como hemos apuntado supra, la defensa politica, individual o colectiva, de
cualquiera de los fines enumerados en el art. 472 del CP -entre otros, derogar,
suspender o modificar total o parcialmente la Constitucien o declarar la
independencia de una parte del teritorio nacional- no es consitutiva de delito.
Pero silo es movilizar a la ciudadania en un alzamiento piblico y tumultuario que,
ademas, impide la aplicacion de las leyes y obstaculiza el cumplimiento de las
decisiones judiciales. Esa es la porcion de injusto que abarca el art. 544 del CP.
Ambos preceptos s encuentran en una relacion de subisidiariedad expresa. No
podemos, en fin, hacer nuestro un mal entendido principio de insignificancia, que
reconduzea a la total impunidad comportamientos que, iniiles para las finalidades
determinantes del tipo de rebelion, satisfacen las previsiones de otros tipos
penales, como en este caso, el delito de sedicion.

4.2.- Conforme al art. 544 del CP, «son reos de sedicion los que, sin estar

comprendidos en el delito de rebelion, se alcen piblica y tumultuariamente para
impedir, por la fuerza o fuera de las vias legales, la aplicacién de las Leyes 0 a
cualquier autoridad, corporacion oficial o funcionario piblico, el legitimo ejercicio
de sus funciones o el cumplimiento de sus acuerdos, o de las resoluciones
administrativas o judiciales».

Afade el art. 545 1. Los que hubieren inducido, sostenido o dirigido la
sedicién o aparecieren en ella como sus principales aulores, serén castigados con
Ia pena de prision de ocho a diez arios, y con la de diez a quince arios, si fueran
personas consliluidas en auloridad. En ambos casos se impondré, ademés, la
inhabilitacion absoluta por el mismo tiempo.

2. Fuera de eslos casos, se impondré la pena de cuatro a ocho aros de
prision, y la de inhabilitacion especial para empleo o cargo piiblico por tiempo de
cuatro a ocho aros.
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acusados como causa normativa de la independencia y de la derogacion
constitucional deseada. En consecuencia, las decisiones que implicasen la
secesién, prescindiendo de la cuestion de su legitimidad, no les seria imputable

al d del delito de rebelion.

Todo lo anterior conduce inexorablemente  la absolucion de los acusados
respecto del atribuido delito de rebelion.

4.- Los hechos son constitutivos de un delito de sedicion

4.1~ La no concurrencia del delito de rebelion nos obliga a un analisis
ponderativo de la posible calificacién de los hechos como constitutivos de un
delito de sedicién, tesis acusatoria formalizada por la Abogacia del Estado y ya
también presente desde la querella del Fiscal.

La exclusion del delito de rebelion como propuesta final para el juicio de
subsuncion se produce, como venimos razonando, por la ausencia de una
violencia instrumental, ejecutiva, preordenada y con una idoneidad potencial para
el logro de la secesion. Pero también, de modo especial, por la falta de una
Voluntad efectiva de hacer realidad alguno de los fines establecidos en el art. 472
del CP. Quiebra asi Ia estructura del tipo, tanto en su dimension objetiva como
subjetiva. EI descarte de la calficacion de los hechos como constitutivos de un
delito de rebelion es el obligado desenlace de su analisis contextual. Es también
el resultado del examen de su debiidad instrumental para conseguir la
independencia. Pero, sobre todo, es el efecto de la valoracion de las
declaraciones de los procesados y testigos en el plenario. Unos procesados que,
al mismo tiempo que presentaban el referéndum del dia 1 de octubre como
expresion del genuino e irenunciable ejercicio del derecho de autodeterminacion,
explicaban que, en realidad, lo que querfan era una negociacién directa con el
Gobierno del Estado. Es insalvable la contradiccion en que incurre quien s dirige
ala ciudadania proclamando que ha accedido a su propio espacio de soberania e
inmediatamente deja sin efecto la declaracién de independencia para volver al
punto de partida y reclamar, no la independencia, sino la negociacion con un ente
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AOMNSTIACON | autoridades gubernativas y judiciales de sus funciones

iempre de acuerdo con
los principios democraticos que confieren legitimidad a su actuacien- y del
conjunto de condiciones que permiten el normal desarrollo de Ia vida ciudadana
en el marco convivencial de la organizacion democratica del Estado.

La diversidad de tipos incluidos en el Titulo XXIl -desérdenes publicos,
atentados, resistencia, desobediencia tenencia, trafico y deposito de armas,
municiones o explosivos, organizaciones y grupos criminales y terrorismo- y la
gravedad de la respuesta penal asociada a algunos de ellos, constituyen un dbice
a ese reduccionismo en la configuracion del bien juridico protegido. De hecho,
algunos de los delitos de terrorismo alojados bajo la rébrica de delitos contra el
orden publico exigen un elemento tendencial, encaminado a «... subvertir el orden
constitucional» (cir. art. 573.1.1 CP). Son preceptos, por tanto, que desbordan los
reducidos limites del concepto de orden piiblico concebido como bien juridico
auténomo. Todo ello ha llevado a diferenciar el orden piblico de otros conceptos
como el de paz piblica, que permitiia construir un bien juridico identificable con el
interés de la sociedad en la aceptacion del marco constitucional, de las leyes y de
las decisiones de las autoridades legitimas, como presupuesto para el ejercicio y
disfrute de los derechos fundamentales. E incluso a negar la funcionalidad
taxondmica del concepto de orden publico que se ve comprometido en la practica
totalidad de delitos, hasta el punto de que se ha visto en ese enunciado una
clausula puramente formal, que exige acudir, en cada caso concreto, al interés
protegido en los distintos tipos penales incluidos bajo su ambito.

Esta Sala ha tenido ocasién de pronunciarse acerca de esa diferencia
Deciamos en la STS 115412010, 12 de enero, que «... se ha disculido si la nocion
de orden piblico es coincidente con la de paz publica. A pesar de su proximidad y

de las dificultades para su distincién, ésta resulta obligatoria [...] Las definiciones

han sido variadas, pero puede entenderse que la paz piiblica hace referencia a la
normalidad de Ia convivencia con un uso pacifico de los derechos, especialmente
los derechos  fundamentales, mientras que el orden piblico se refiere al
funcionamiento normal de las instituciones y de los servicios. De esta forma
podria decirse que la paz publica puede subsistir en condiciones de un cierto
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tipica de este delito y el de rebelion (cfr. STS 3 de julio de 1991). Sin embargo, la

Este Tribunal ya ha puesto de relieve la similitud entre la estructura

doctrina, pese a antiguas consideraciones de la sedicion como una rebefién en
pequerio, advirtié pronto de que la sedicion no es sin mas una rebelion en
pequefio. Aunque en ambas ha de estar presente tanto la colectividad de la
autoria como una cierta hostilidad en el medio para los respectivos fines de los

autores. La dogmatica ha subrayado -en un renovado interés por estos delitos, no
siempre objeto preferente de atencién académica- que la ubicacién sistemética es
un primer reflejo de la diversidad del bien juridico protegido por ambos delitos.
Tras la regulacion del Codigo Penal de 1995, la rebelion encabeza el Titulo XXI
del Libro Il del Codigo Penal, donde se ubican los «Deltos contra la
Constitucién», mientras que la sedicion abre su Titulo XXII, en el que se reinen
los «Delitos contra el orden piblico». Lo que es coherente con Ia diferencia de
fines perseguidos por los respectivos autores. En efecto, en el delito de rebelion,
los rebeldes persiguen los fines descritos en el articulo 472, que atafien a
elementos esenciales del sistema constitucional -la Constitucién, la Corona, las
Camaras legislativas, la unidad territorial, el Gobierno o la obediencia a éste de
las fuerzas armadas-. Los sediciosos, por el contrario, limitan su afan al
impedimento u obstruccién de la legitima voluntad legislativa, gubernativa o
jurisdiccional -la aplicacién de leyes, el ejercicio de funciones por autoridad,
corporacién oficial o funcionario pblico, o el cumplimiento de sus acuerdos,
resoluciones administrativas o judiciales-.

Emparentada por la ribrica del titulo de ubicacin, la sedicion difiere de
otras figuras tipicas de menor relevancia penal por la finalidad lesiva del sujeto
sedicioso, como es el caso de los delitos de desérdenes pblicos, alojados en el
Capitulo 1l del mismo Titulo XXII. El genérico concepto de orden pubico no es de
pacifica configuracién en la doctrina ni en la literatura del propio codigo penal.
Suele recuriirse a conceptos de seguridad en un sentido material como
presupuestos de pacifica convivencia, reflejo de principios inderogables de
alcance constitucional que, en todo caso, deben diferenciarse de la mera
tranquilidad pblica. Se tataria, en fin, de la proteccion penal del normal
funcionamiento de las instituciones y servicios publicos, del ejercicio por las
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Ia prestacion objeto de la disposicion (esta fase corresponde con la entrega de la
cosa o prestacion del servicio a que se refiere el art. 210 de la actual LCSP y
determina la existencia de una deuda vencida, liquida y exigible que se incorpora
al pasivo del patrimonio publico con independencia de las vicisitudes, el momento
en que se produzca y Ia forma que revista materialmente el pago del dinero); y d)
finalmente, la ordenacion del pago contra la Tesoreria de la Generaliat,
entendiéndose por «pago ordenado» la operacion por la que la autoridad
administrativa competente expide, en relacién con una obligacién concreta, la
orden de pago contra el Tesoro Piblico de la Generalitat (art. 198 de la actual
LCSP). Y el pago material de la factura se realiza -insistimos- con independencia
incluso de la nulidad del expediente de contratacién, si de verdad se ha efectuado
el senicio o se ha entregado la cosa. Si no fuera asi, se produciria un
enriquecimiento injusto  favor de la Administracion, causante del vicio de nulidad
del expediente, en perjuicio del proveedor.

Adems, la autorizacion del gasto, la disposicion y la obligacion son
actuaciones atribuidas a los 6rganos superiores de cada Consejeria competente
en funci6n de la cuantia y la partida presupuestaria comprometida (articulo 47 del
Decreto Legislativo 3/2002). De modo que determinado el origen del gasto, la
imputacién al titular del Departamento, quien ha acordado asumir cualquier
contratacion y/o expensas para la celebracién del referéndum, resulta plenamente
justificado.

A su vz, en concatenado curso, la ordenacién del pago no se atribuye al
gestor del crédito sino que independientemente de cual sea el organo
administrativo interesado en la prestacién contractual, es competente el
Consejero de Economia y Finanzas (articulo 48 del Decreto Legislativo 3/2002).
En este caso el Vicepresidente Sr. Oriol Junqueras, es el «ordenador del pago',
sin perjuicio de las delegaciones generales o singulares que puedan efectuarse.

5.4.- Los delitos de sedicion y malversacion de caudales publicos se hallan
en una relacion de concurso medial. En efecto, el delito de malversacion como
expresion de la deslealtad en la administracion de los fondos publicos, viene a
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siempre que haya habido un encargo aceptado de buena fe por el contratista,
siempre va a haber un gasto.

En cuanto al supuesto valor exoneratorio de las facturas proforma en el
4mbito de la contratacién piblica, también precisaron que una factura tiene una
finalidad fundamentalmente tributaria, basicamente a los efectos impositivos
propios del IVA. Por eso es relevante, porque permite documentar la realidad de
Ia prestacion del servicio. También en el ambito presupuestario. La expedicion de
Ia factura es una obligacion. La factura negativa puede tener su origen en muchos
motivos. Normaimente se habla de factura rectificativa. EI empresario ha
repercutido el IVA y lo declara. Si no ha cobrado se enfrenta a un doble perjuicio,
no ha cobrado y ha pagado el IVA. Por eso existe la factura negativa. No implica
una renuncia al crédito. Una renuncia comporta una repercusion en el patrimonio,
implica una condonacién. Pero en el momento en que se realiza el servicio ya se
ha producido el perjuicio. Lo que viene luego es una cancelacion de la obligacion
que va a implicar un aumento del patrimonio neto de la administracion. Lo que se
producira es un ingreso que no elimina el gasto ya producido,

Ese dictamen, convergente en la valoracién de las cuatro expertas, es
acorde, por otra parte, con el régimen juridico de la ejecucion del gasto pablico.
En efecto, la ejecucion del gasto pblico integra un proceso, bésicamente
regulado en el articulo 46 del Decreto-Legislativo 3/2002, por el que se aprueba el
Texto Refundido de la Ley de Finanzas Piblicas de Catalufia (DOGC de 31 de
diciembre de 2002), en el que se establecen cuatro fases: a) la autorizacion del
gasto a cargo de un crédito presupuestario determinado y dentro de los limites de
aplicacion del mismo, fase que se corresponde con la aprobacion del inicio del
expediente a que actualmente se refiere el art. 116 de la Ley 9/2017 de 8 de
noviembre, de contratos del sector pablico (LCSP); b) la disposicién, que se

conla ion del contrato de obras, servicios o
suministros y con la que queda formalizada la reserva del crédito por importe
determinado (arts. 150 y 153 de la actual LCSP); c) Ia obligacion u operacion de
contraer en cuentas los créditos exigibles contra la Generalitat porque, tras la
entrega del bien o prestacién del servicio, haya sido acreditada satisfactoriamente
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ANSTRACION | persistencia en la aplicacién de las leyes, en la legitima actuacién de la autoridad,
corporacién pblica o funcionarios para el cumplimiento de sus resoluciones
administrativas o judiciales. Porque esa pretensién disuasoria implica en si misma

una voluntad de impedir definitivamente, siquiera aplazada en el iempo.

Los contomos del delito de sedicién -otra cosa seria probablemente la
violencia que caracteriza a la rebelion- quedan cubiertos cuando del simple
a quienes i y se pasa al

necesario intento de anular su oposicion. También cuando los agentes tienen que
claudicar y desistir de cumplir la orden judicial de que son portadores ante la
constatada actitud de rebeldia y oposicién a su ejecucién por un conglomerado de
personas en clara superioridad numérica. A este formato responden los casos
més numerosos, a la vista de que en casi todos los colegios se personaron los
agentes de los Mossos dEsquadra. Igual significacién penal hay que atribuir al
anuncio por los congregados de una determinada actitud de oposicion a posibilitar
su actuacién, incluso mediante férmulas de resistencia -si se quiere, resistencia
noviolenta por acoger la terminologia de la prueba pericial propuesta por D. Jordi
Cuixart-. Esa negativa, en ese escenario, aunque no se diese un paso més, es
por i sola apta e idénea para colmar las exigencias tipicas del delito de sedicién.

El derecho a la protesta no puede mutar en un exético derecho al
impedimento fisico a los agentes de la autoridad a dar cumplimiento a un mandato
judicial, y a hacerlo de una forma generalizada en toda la extension de una
comunidad auténoma en la que por un dia queda suspendida la ejecucion de una
orden judicial. Una oposicién puntual y singularizada excluiria algunos
ingredientes que quizés podrian derivamos a otras tipicidades. Pero ante ese
levantamiento multitudinario, generalizado y proyectado de forma estratégica, no
es posible eludir Ia tipicidad de la sedicion. La autoridad del poder judicial quedé
en suspenso sustituida por la propia voluntad -el referéndum se ha de celebrar- de

y de quienes la voluntad impuesta por

la fuerza.






OEBPS/Images/image_rsrc2R9.jpg
La Sala hace suyo este razonamiento.

La descripcion del tipo previsto en el art. 544 del CP -si se descartan otras.
interpretaciones voluntaristas- incluye una aternativa en la descripcion del
alzamiento pablico y tumultuari
0 fuera de las vias legales». Quienes entienden que, pese a esa redaccion en
terminos alternativos, la exigencia de violencia en el defito de sedicion es

En efecto, éste puede ejecutarse «por a fuerza

inherente al vocablo «alzamiento, se apartan del significado gramatical de
esa palabra. En las veinticuatro acepciones que el Diccionario de la RAE asocia
a la voz «alzar» o «alzarse», ninguna de ellas se vincula de modo exclusivo al
empleo de violencia. Tampoco respalda esa tesis el significado gramatical del
vocablo tumultuario».

El alzamiento, por tanto, se caracteriza por esas finalidades que connotan
una insurreccion o una actitud de abierta oposicién al normal funcionamiento del
sistema_ juridico, constituido por la aplicacion efectiva de las leyes y la no
obstruccion ala efectividad de las decisiones de las instituciones. Pero no es una
exigencia que la actuacion de grupo sea ajena a patrones organizativos, pudiendo

conforme a

4.5.- La consumacion debe establecerse atendiendo a la naturaleza del tipo
penal como de resultado cortado, en similares términos a los expuestos en
relacion con la rebelién. Lo que exige una funcionalidad objetiva, ademas de
subjetivamente procurada, respecto de la obstaculizacion del cumplimiento de las
leyes o de la efectividad de las resoluciones adoptadas por la administracién o el
poder judicial.

El impedimento tipificado no tiene pues que ser logrado efectivamente por
los autores. Eso entraria ya enla fase de agotamiento, mas alla de la
consumacion. Pero, ni siquiera en cuanto finalidad de los autores tiene que ser
pretendido por todos ellos de manera absoluta. Basta que se busque obstruir o
dificultar en términos tales que resulte funcional para el objetivo de disuadir de la
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trasladados, por exigencia legal, a los inmuebles en los que se estaban
practicando los registros. Se trataba de los mismos funcionarios a los que los
sediciosos decian querer defender, cuya presencia fue efectiva y definitivamente
impedida por los acusados que lideraron la tumultuaria movilizacién.

Y los comportamientos del dia 1 de octubre implicaron el uso de fuerza
suficiente para neutralizar a los agentes de policia que legitimamente trataban de
impedir la votacién, segin venian obligados por expreso mandato judicial. Se
perseguia asi abortar el cumplimiento de las érdenes de la Magistrada del
Tribunal Superior de Justicia de Catalufia y del Tribunal Constitucional. Y todo ello
con una trascendencia que rebasaba con mucho los limites de una laxa
interpretacion del concepto de orden publico, para incidir en el nicleo esencial de
ese bien desde una perspectiva constitucional. Basta, en efecto, la lectura del
hecho probado, donde se recoge el contenido esencial de las leyes 19 y 20
aprobadas por el Parlament en las fechas iniciales de septiembre de 2017, para
comprender que, aun prescindiendo de su irrelevante funcionalidad a los fines de
tipo de rebelion, suponian un intento de derogacién de la legislacion valida
vigente, ademas de una contumaz rebeldia a acatar las resoluciones del Tribunal
Constitucional.

Y tales resultados se procuraban totalmente fuera de las vias legales. En el
hecho probado se ha expuesto la forzada interpretacion del reglamento de la
cémara autonémica para proclamar esas disposiciones legales. La efectividad -
que o validez- de las nuevas disposiciones se reflejd en la acomodacién de los
acusados a sus preceptos pese a los reiterados requerimientos del Tribunal
Constitucional para no ponerlas en practica.

5.- Los hechos son constitutivos de un delito de malversacion de
caudales pblicos

5.1.- Los hechos son también legalmente constitutivos de un delito de
malversacion de caudales publicos del art. 432.1y 3 parrafo Gitimo.
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Esas vias de hecho ~fuera de las vias legales sefiala el art. 544 CP- vienen
conformadas también por los casos en que los agentes de la autoridad -los
Mossos en la mayoria de las ocasiones- se ven conminados por una

de personas a cualquier venga de los
agentes o venga de la autoridad judicial, para desistir de su intento de cumplir la
orden judicial y han de claudicar en su objetivo, de forma vergonzante, resignada
© en algunos supuestos casi complaciente. Han quedado evidenciados episodios
de auténtica complicidad que se deducia claramente de algunas imagenes y
escenas, complicidad y casi connivencia motivadas quizés por la coincidencia
ideologica o por la seguridad de que de esa forma podian grangearse el aplauso y
beneplacito de esos ciudadanos rebeldes o de los responsables politicos. En
todos los centros de votacion se repitio la negativa verbalizada de forma
Vehemente en un escenario de rechazo mostrado por un numeroso grupo de
personas que bloqueaban la entrada y se mostraban decididos y firmemente
determinados a no franquearla, pese al requerimiento judicial

Hay que apostillar que el delito de sedicion ya consumado no puede ser
borrado por actuaciones posteriores de terceros. La tipicidad de unos hechos no
se difumina por los denunciados excesos policiales que, para su debido
tratamiento jurisdiccional, estan siendo objeto de investigacion en otros organos
judiciales. Se trata de denuncias y procesos diferentes, colaterales y, por tanto, no
decisivos a efectos de la calificacion penal que se proclama en esta sentencia.

4.6.- En los hechos probados de esta nuestra resolucién se pone de
manifiesto que las actuaciones de los dias 20 de septiembre y 1 de octubre de
2017 estuvieron lejos de una pacifica y legitima manifestacion de protesta.

La hostiidad desplegada hizo inviable el dia 20 de septiembre que los
funcionarios dieran cumplimiento con normalidad a las érdenes del Juzgado ndm
18 de instruccion de Barcelona, ocasionando miedo real, no solamente en los
funcionarios que ejecutaban legitimas ordenes jurisdiccionales -es el caso de la
Letrada de la administracion de justicia actuante en la sede de la Vicepresidencia-
. sino en los funcionarios autonémicos bajo investigacién, que habian de ser
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aplicacion del art. 432.3 (cfr. SSTS 277/2015, 3 de junio; 163/2019, 26 de marzo,
entre otras)

La disposicién de fondos piblicos que damos por acreditada supera
ampliamente la cantidad de 250.000 euros. Y fue ejecutada por quienes tenian la
condicién de autoridad. Lo hicieron para conseguir la celebracion de un
referéndum ilegal, respecto del cual carecian absolutamente de competencias y
que, con en el ropaje constituyente con el que fue presentado, implicaba una
conculcacién flagrante de la Constitucién y del propio Estatuto de Autonomia
catalan. Todos ellos habian sido personalmente advertidos y reiteradamente
requeridos por parte del Tribunal Consitucional, en su doble condicién de titulares.
de sus Departamentos y miembros del Govemn, de su obligacion de abstenerse de
cualquier acto tendente a su preparacion y celebracion. También lo habian sido
de su obligacién de impedirlo y de la existencia de responsabilidades penales en
caso de inobservancia. Todo ello integra la actividad tipica del delito de
malversacion del articulo 432 del Codigo Penal. Como un solo delito, dada la
unidad de accien que determina la comin e inequivoca finalidad y estricta
motivacion de los gastos ilicitamente empleados.

5.2.- En el juicio oral las defensas y los propios acusados relativizaron el
aloance juridico de ese acuerdo. Se llegd a argumentar que el Gobierno, como tal,
no puede ser sujeto de contratacion. Esa linea defensiva, sin embargo, no es
técnicamente correcta.

Es cierto que la ley 9/2017, 8 de noviembre, de Contratos del Sector
Pablico, en su art. 323.1, al enumerar los érganos de contratacion estatales,
puntualiza que «los Ministros y los Secretarios de Estado son los 6rganos de
contratacion de la Administracion General del Estado y, en consecuencia, estén
facultados para celebrar en su nombre los contratos en el ambito de su
competencia». En el apartado 2 de ese mismo articulo se establecen los
supuestos en que los rganos de contratacion del sector publico estatal
necesitaran la autorizacion del Consejo de Ministros para celebrar contratos.
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El delito de malversacion de caudales pblicos, sujeto a una importante
reforma operada por la LO 1/2015, 30 de marzo, sanciona ahora, no solo
conducta de apoderamiento o sustraccion, sino la administracion desleal de
fondos pblicos. Asi lo expresabamos, entre otras, en la STS 281/2019, 30 de
mayo: «...el nuevo tipo de malversacin reprueba la conducta de la autoridad o
funcionario piblico encargado del patrimonio publico que, quebrantando los
vinculos de fidelidad y lealtad que le corresponden por el ejercicio de su funcion y
abusando de las funciones de su cargo, causa un perjuicio al patrimonio
administrado. Esta modalidad tipica es mucho més amplia que la que definia al
delito de malversacion con anterioridad a Ia reforma y en ella caben actuaciones
distintas de Ia mera sustraccion tales como la asuncion indebida de obligaciones».

Los miembros del Govern finalmente condenados por este delito no solo
ejecutaron actos de manifiesta deslealtad en la administracion de fondos, sino
que, ademas, lo anunciaron plblicamente mediante el Decreto de 6 de
septiembre de 2017, por el que se aprobaron las Normas Complementarias para
Ia realizacion del Referéndum de Autodeterminacion de Catalufia y, de modo
especial, mediante el Acuerdo del Govern de fecha 7 de septiembre. En él se
autorizaban -en linea con o que anunciaban los Decretos 139 y 140 de 2017-, la
utiizacion, en general, de los recursos humanos, materiales y tecnologicos
necesarios para garantizar la adecuada organizacién y desarrollo del referéndum
de autodeterminacion de Catalufia, asf como aquellos de los que ya se dispone.
Se puntualizaba que las decisiones y actuaciones nombradas serian tomadas de
forma colectiva y colegiada por parte de los miembros del Gobiemo, y asumidas
de manera solidaria.

La aplicacion del sublipo agravado previsto en el art. 432.3b) parmafo
segundo, ha sido también abordada por la jurisprudencia de esta Sala en diversas
ocasiones. La reforma operada por la LO 1/2015, 30 de marzo, dio nueva
redaccion a este precepto. La conjuncién copulativa «» que ligaba la descripcion
de ambos presupuestos -grave dafio y entorpecimiento al servicio publico y valor
del perjuicio- fue sustituida por la disyuntiva «o». Basta, por tanto, que concurra
uno de esos dos elementos que dan vida a la agravacion para desencadenar la
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entenderse producido el menoscabo a los caudales o fondos publicos, desde el
punto de vista del procedimiento de ejecucion del gasto publico. Es ese momento,
aun cuando todavia no pueda hablarse de una salida material de fondos para el
abono de las prestaciones ya recibidas, cuando el procedimiento resulta ya
irreversible o inevitable para la Administracién.

Es cierto que en aquellos casos en los que se produce una renuncia por
parte del proveedor o el pago se reivindica después del plazo de prescripcion de
la obligacién, la salida material de fondos podra eludirse. Pero incluso en estos
casos de renuncia o mora accipiendi el perjuicio ya se tiene por producido. En
términos contables no puede hablarse de un ingreso con efectos compensatorios
respecto del gasto ya aprobado. De hecho, ese ingreso se contabiliza de forma
auténoma y por separado de dicho gasto. De ahi que, en sentido estricto, no
existe un mecanismo compensatorio que permita ver en esa fenuncia una
reparacion del perjuicio por parte de quien lo genero.

Esos principios, admitidos comtnmente por la doctrina administrativo-
financiera, fueron expuestos con absoluta claridad por las expertas que
dictaminaron en el plenario -Dfia. Carmen Tejera, Diia. Isabel Izquierdo, Diia.
Teresa Hemandez y Diia. Mercedes Vega-. Llegaron a calificar el pago ulterior
como «irrelevanter a los efectos de la contratacién piblica. Lo verdaderamente
definitivo, a efectos de determinar si se ha producido o no un perjuicio en las
arcas publicas, era cuando se entiende realizado el gasto, que se produce con el
reconocimiento de la obligacion. Explicaron que si hiciéramos una foto fija al
patrimonio, éste ya apareceria disminuido. Lo que sucede con posterioridad no
elimina el dato real de que el gasto ya se realizé. Los gastos tienen que ser
reconacidos con independencia del momento en que se realiza la corriente del
pago. Con el reconocimiento de la obligacion no nace la obligacion de exigibilidad,
sino cuando se ha prestado el servicio. El procedimiento presupuestario -
concluyeron- no deja de ser un escenario de Ia realidad. El perjuicio se produce
en el momento en que se presta el servicio por el empresario. Incluso en la
hipétesis en que no hubiera existido ni siquiera procedimiento administrativo,
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Esta idea se repetia en la Ley 16/2008 de 23 de diciembre, de medidas
fiscales y financieras, publicada en el Diario Oficial de la Generalitat de Catalufia
nam. 5288, de 31 de diciembre de 2008: «los Consejeros son los organos de
contratacion ordinarios de la Administracion de la Generalitat y estan facultados
para adjudicar y formalizar en su nombre, y dentro del ambito de las

de cada los contratos (art. 45).
Sin embargo, en fecha muy proxima los hechos que enjuiciamos, la Ley 52017,

28 de marzo, en su art. 160.6 fij6 que el Govern podra actuar como 6rgano de
contratacién en relacién con los grandes proyectos estratégicos de caracter
horizontal y de especial trascendencia, con la deliberacion previa del Consejo
Técnico, siempre que se aprecie la concurrencia de circunstancias excepcionales.

La Sala considera que esos acuerdos reglamentarios -con el matiz
introducido en el plano legislativo por la Ley 5/2017, 28 de marzo- refuerzan el
significado de Ia actuacién concertada de los acusados. Pero ni la dogmatica ni la
jurisprudencia actual admiten la suficiencia del simple acuerdo de voluntades para
proclamar la coautoria en supuestos de codelincuencia ya consumada. De ahi
que, como expresamos infra, al analizar el juicio de autoria, solo aquellos
Consejeros que materializaron actos de dispendio en ejecucion de ese acuerdo,
van a ser objeto de condena (cfr. SSTS 314/2010, 7 de abril; 43412007, 16 de
mayo y 850/2007, 18 de octubre, entre otras muchas).

5.3.- Alo largo de los debates del plenario, un argumento hecho valer de
forma insistente por las defensas estuvo relacionado con la idea de que muchos
de los gastos comprometidos por la administracion autonmica, sin embargo, no
habian generado un perjuicio porque los proveedores habian renunciado a su
abono o, en algunos casos, habian presentado no una verdadera factura sino una
de las llamadas «facturas proforma».

Tampoco podemos identificarnos con esta linea argumental

En efecto, existe coincidencia en que el momento en el que el acreedor
realiza correctamente la prestacion a su cargo es el momento en el que debe
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instructor, confimen o desmientan su realidad. Y serd entonces cuando pueda
precisarse -en el primero de los casos- i esos actos son susceplibles de integrar
Ias exigencias del tipo previsto en el art. 472 del CP o, por el contrario, han de ser
subsumidos en los arts. 477 y 17.1 del CP, que castigan la conspiracion para la
rebelion, delito en el que, por definicion, los elementos del tipo proyectado no

llegan a tener realidad, al no superar los conspiradores la fase propiamente
preparatoria.

Se alude, con caréoter subsidiario y para el caso en que no pudiera
confirmarse la existencia del delito de rebefion, a un hipotético delito de sedicion
previsto en el art. 544 del CP. Se invoca también la existencia de un delito de
malversacion de caudales plblicos previsto y penado en los arts. 432 y siguientes
del CP, en la medida en que se atribuye a los querellados el haber permitido que
se dispusiera de ingentes caudales publicos para llevar a término el referéndum
ilegal.

La decision que ahora acordamos se basa, con cardcler exclusivo, en Io
que la querella afirma. Asi lo impone nuestro ambito valorativo como Sala de
Admisién. La presente resolucion no da por supuestas lodas y cada una de las
valoraciones fécticas y juridicas que se deslizan en la accion penal entablada.
Seré el instructor llamado a asumir la investigacion quien deberé acordar la
préctica de las diigencias indispensables para el exacto conocimiento de los
‘hechos y su inicial subsuncién» (ATS 31 octubre 2017).

A esta resolucién nos remitiamos en nuestro auto de 18 de diciembre de
2017, subrayando el caracter abierto y provisorio de toda calificacion juridica
durante Ia fase de investigacién.

1.3.2.- El propio Exemo. Sr. Magistrado instructor, en el auto de fecha 9 de
noviembre de 2017 razonaba asi: «... es evidente la imposibildad de realizar un
juicio cerrado de caliicacion juridica de los hechos, cuando la investigacion
aranca. Corroborar de una manera consistente que se han producido las
acciones u omisiones que se entienden tipicas, aclarando las circunstancias que
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Y cuya practica se ha desarrollado durante cuatro meses de sesiones del juicio
oral.

Nuestra distancia respecto del material instructorio acopiado por el Excrmo.
St. Magistrado instructor es una obligada garantia puesta al servicio del derecho a
un juicio justo que nuestro sistema constitucional reconoce a todo acusado (arts.
24.2 CE y 6 CEDH). La calificacion juridica de los hechos que ahora declaramos
ha de ser interpretada como el desenlace jurisdiccional de genuinos actos de
prueba que se han desarrollado ante nosotros y que han sido fitrados por los
principios de inmediacion, contradiccion, publicidad y defensa (cfr. art. 741
LECim). La subsuncion juridica propugnada, tanto por el auto de procesamiento,
como por las conclusiones provisionales del Fiscal, la acusacion particular y la
accién popular, son la respuesta, no a actos probatorios, sino a diligencias de
investigacion. Su provisionalidad no necesita ser razonada. Esta presente en
todos aquellos preceptos que se refieren a la funcionalidad de la fase de
investigacion (cfr. arts. 299, 311, 314, 777 LECrim), en la posibilidad de presentar
conclusiones acusatorias altemativas (art. 653 LECrim) y, en fin, en la
de una de las , a la vista del

resultado arrojado por las pruebas practicadas (art. 732 LECrim).

¥ esta exigencia, ligada a la naturaleza misma de la fase de instruccion, ha
estado presente, no solo en aquellos enunciados legales, sino en numerosas
resoluciones dictadas por esta Sala, por el propio Excmo. Sr. Magistrado
instructor y por la Sala de Recursos.

1.3.1.- En efecto, en el auto de admision a tramite de la querella entablada
por el Excmo. Sr. Fiscal, razonsbamos en los siguientes términos: « en fa
incipiente fase del proceso en el que se inserta la presente resolucion,
constatamos que el Fiscal alude a a existencia de un delito de rebelidn, con una
extensa 2 a justificar Ia de violencia. |...]

Hemos dicho en numerosas resoluciones que el proceso penal es de
cristalizacion progresiva. Seré a lo lergo de la instruccion cuando los hechos
imputados, a la vista de las diigencias de investigacion acordadas por el
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resultara finalmente procedente ajustar a calificacion penal de los hechos a la
figura delictiva de la sedicion».

La reflexion sobre la provisionalidad de todo juicio de subsuncién vuelve a
estar presente en el auto del Excrmo. Sr. Magistrado instructor de fecha 4 de
diciembre de 2017. Ademés de remitirse a lo ya transcito en la resolucion
precedente de 9 de noviembre, se insiste en que «... desde esta observacion
circunstancial e interina de los hechos objeto de querella, y sin perjuicio de que
las acreditaciones fécticas puedan ir conduciendo a sustentar una caliicacion
divergente, se constata la concurrencia inicial de todos los elementos que precisa
Ia calficacién de rebelion que el Ministerio Fiscal sustenta en su querella».

En el FJ 4° se insiste en la interinidad del juicio de tipicidad, aludiendo a la
existencia de: «.. un grupo de individuos (Comité Estratégico) que han
desemperiado una funcion definitoria de como y cuando llevar a término cada una
de las act del proceso y, de la vilencia y los

tumultos que se detallaron en la anterior resolucion (movilizacion ciudadana
creciente, conforme a lo antes expuesto), y que son los elementos que
constituyen la esencia de los delitos de rebelion o de sedicion que se investigan».

En el auto de 11 de enero de 2018, el Excmo. Sr. Magistrado instructor
encabeza el FJ 4° con el siguiente discurso: «... son ya diversas las resoluciones
de este Tribunal en las que se ha argumentado que los hechos investigados
pudieran ser constitutivos de un delito de rebelion de los articulos 472 y
concordantes del Cédigo Penal, sin perjuicio de que la instruccion pueda reflejar
también que lo acontecido resulte subsumible en Ia conspiracion para la rebelion
del articulo 477 del Cédigo Penal o, en su caso, en los articulos 544 y ss, que
tipifican el delito de sedicion».

Hasta el auto de procesamiento dictado con fecha 21 de marzo e 2018, la
provisionalidad indiciaria de los hechos y, por consiguiente, el carécter no firme de
las calificaciones juridicas que aspiran a la subsuncion, se ha hecho explicito en
distintas resoluciones. Incluso, con posterioridad a esa fecha, el auto de 9 de
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las han rodeado, desvelando el comportamiento concreto de los investigados, y
los muy diferentes matices que pueden inflir en el proceso de subsuncion de los
hechos en los diferentes preceptos penales, no puede alcanzarse sino después
de practicadas las diligencias de investigacion que le son conducentes (art. 299
LECrim)».

En el FJ 10° de esta misma resolucion afiadia: «...lo expuesto
anteriormente no excluye la posibilidad de que los hechos puedan integrar figuras
delictivas de menor rigor punitivo que el delito de rebelion expuesto. [...] Todos los
investigados han  referido que nunca tuvieron la intencion de desarrollar
un proceso que englobara actos de violencia [...], y es cierto que la conexion

més explicita de los dirigentes politicos con los movimientos ciudadanos, no
resulta enfrentada al descargo, por mds que existen elementos que la ponen
en duda, como que muchos de ellos estuvieran presente en el asedio por 40.000
personas a la comisién judicial que efectu el registro de la Consejeria de
Economia. La eventual consideracion de que el comportamiento de  los
querellados no englobara una utilzacion instrumental de la violencia, no excluiria
la posibilidad de subsumir los hechos en el delito de sedicién contemplado en
los articulos 544 y ss. del Codigo Penal. La movilizacién publica ha. existido,
y los indicios que se han expuesto de que las personas que llevaban el
protagonismo en el llamado proceso para la independencia de Catalufia, han
impulsado y controledo esas movilizaciones, posibilita que Ios hechos puedan
ser integrados en un tipo penal que anade como inicas exigencias: ) la
intencionalidad de impedi la aplicacion de las leyes y b) de hacerio fuera de
las vias que el ordenamiento juridico faculta».

En el FJ 14°, al justificar la procedencia de una medida cautelar restrictiva
de la libertad de uno de los procesados, la idea de una calificacién juridica
supeditada al desarrollo gradual del proceso vuelve a hacer acto de presencia:
«... la antjuridicidad inherente a esta posicion principal, se contempla por el
legislador desde la agravacion punitiva que recoge el articulo 473 del Codigo
Penal para el deto de rebelion, o el articulo 545 en la eventualidad de que
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mayo del mismo afio, dictado por el propio instructor al resolver el recurso de
reforma contra el auto de procesamiento, recordaba la improcedencia de una
resolucion de sobreseimiento, toda vez que «... fa consideracion hipotética de que
la violencia carecia de capacidad funcional para lograr el propdsito
independentista, tampoco conduiria al sobreseimiento de las actuaciones que se
postula en alguna de las impugnaciones. No ya porque esta decision excede de
las funciones procesales que se encomiendan al instructor en el procedimiento
ordinario, sino porque, como se ha dicho, la finalidad del auto de procesamiento
consiste en definir los hechos objeto del enjuiciamiento que pudiera llegar a
acordarse en la fase intermedia, y los hechos que el auto impugnado recoge, por
més que sean evaluados en el sentido que postulan los recursos, no excluyen que
las acusaciones puedan sustentar una acusacion por sedicion, del articulo 544 y
concordantes del Cidigo Pena».

Ello no es sino consecuencia de la singular naturaleza de la fase sumarial y
de la necesidad de que sea en el plenario cuando, después del esfuerzo
probatorio de cargo y descargo ofrecido por las partes, pueda concluirse un juicio
de tipicidad ya definitivo.

1.3.3.- La necesidad de no perder de vista este presupuesto metodolégico
para poder entender el desenlace del juicio de calificacion ha aflorado, una y otra
Vez, en las resoluciones de la Sala de Recursos. En efecto, en el auto de fecha 5
de enero de 2018, al resolver un recurso de apelacion contra una medida cautelar
de prision preventiva, ademés de una referencia explicita a la posibilidad de que
los hechos, una vez juzgados constituyeran un delito de rebelion o de
conspiracion para la rebelion, se afadia: «... no se criminaliza en esos articuios
del CP, por lo tanto, ni se pretende en el aulo impugnado, la defensa de un
determinado proyecto politico o e una opinion de esa clase, sino deferminadas
formas, en el caso del delito de rebelion, las publicas y violentas, de intentar
alcanzar unos determinados objetivos, o el empleo del alzamiento piblico y
tumultuario con las finalidades antes dichas, en el caso del delito de sedicion. [...]
Para sostener la consistencia de la imputacién, sin perder de vista el momento
inicial de la causa penal en el que nos enconiramos, es preciso, respecto del
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Dita. CARME FORCADELL | LLUIS, representada por el Procurador D.
Enmilio Martinez Benitez y asistida por los Letrados Dita. Olga Arderiu Ripoll y .
Raimon Tomas Vinardel.

D. JORDI TURULL | NEGRE, D. JOSEP RULL | ANDREU y D. JORDI
SANCHEZ | PICANYOL, representados por el Procurador D. Anibal Bordallo
Huidobro y asistidos por los Letrados D. Jordi Pina Massachs, Dfia. Ana
Bernaola Lorenzo, D. Francesc Homs i Molist y Diia. Miriam Company Mars4.

D. JORDI CUIXART | NAVARRO, representado por el Procurador D. Luis
Femando Granados Bravo y asistido por los Letrados Dfia. Marina Roig
Altozano, D. Alex Sola Pafios, D. Benet Salellas Vilar, Diia. Marta Bolinches
Chorda y D. Marc Serra Torrent.

D. JOAQUIM FORN | CHIARIELLO y Dfia. MERITXELL BORRAS | SOLE,
representados por el Procurador D. Carlos Ricardo Estévez Sanz y asistidos por
los Letrados D. Javier Melero Merino, Dfia. Judit Gené Creus y D. Francesc
Homs i Molist.

Diia. DOLORS BASSA | COLL, representada por el Procurador D. Anibal
Bordallo Huidobro y asistida por los Letrados D. Mariano Bergés Tarilonte y D.
Rodolfo Lopez Redon.

D. CARLES MUNDO | BLANCH, representado por el Procurador D.
Ramon Blanco Blanco y asistido por los Letrados D. Josep Riba Ciurana, Dia.
Rosa Maria Calderon Gallart, Diia. Teresa Galve Uranga y Diia. Berta Viqueira
Sierra.

D. SANTIAGO VILA I VICENTE, representado por la Procuradora Dita.
Gema Stinz de la Torre Vilalta y asistido por los Letrados D. Pablo Molins Amat,
D. Juan Segarra Monferrer y Dia. Leticia Remirez Antufia.
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B) JUICIO DE TIPICIDAD

1.- Delimitacién progresiva del objeto del proceso

1.1.- Hemos proclamado en numerosos precedentes (cfr. SSTS 344/2009,
31 de marzo; 214/2018, 28 de diciembre; 447/2016, 25 de mayo y 133/2018, 20
de marzo) que el objeto del proceso penal es de cristalizacién progresiva. Lo que
en la fase de instruccion se presenta como un relato factico construido a partir de
los indicios que arrojan las diligencias de investigacion, va dejando paso a un
juicio histérico que, en Gltimo término, se proclama, no ya con las limitaciones
propias de la primera fase de investigacion, sino con la plenitud probatoria que
permiten los actos de prueba que se desarrollan en el plenario.

Esta idea estd presente en el art. 299 de la LECrim, que describe las
diligencias sumariales con una finalidad preparatoria («averiguar y hacer constar
Ia perpetracion de los delitos con todas las circunstancias que puedan influir en su
calificacion y la culpabilidad de los delincuentes») y aseguratoria de los fines del
proceso sus personas y las pecuniarias de los

mismos»)

1.2 Es desde esta perspectiva como debe abordarse la lectura de los
distintos actos materiales de imputacion que se van sucediendo a lo largo de la
fase sumarial. Su provisionalidad se hace evidente cuando el propio legislador
habita una fase intermedia que permite afinar aspectos esenciales ligados a la
competencia del érgano decisorio (art. 666.1 LECrim) y a la relevancia tipica de
los hechos sobre los que se fundamenta el auto de procesamiento y la peticion
del Fiscal de apertura de juicio oral (arts. 627 y 645 LECrim).

La delimitacion por el Juez instructor de la dimension objetiva del proceso
fesulta absolutamente decisiva para garantizar que la escision entre las labores
de instruccion y las de enjuiciamiento se preserva, evitando asi perturbadoras
interferencias que podrian conducir a una incompatibiidad funcional -a una
pérdida de imparcialidad objetiva, en la terminologia de la jurisprudencia
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La representacién del Ministerio Fiscal fue asumida por la Fiscal de Sala
Excma. Sra. Diia. Consuelo Madrigal Martinez-Pereda y por los Excmos. Sres.
Fiscales de Sala, D. Jaime Moreno Verdejo, D. Javier Zaragoza Aguado y D.
Fidel Angel Cadena Serrano.

La representacion de la Abogacla del Estado fue asumida por las limas.
Sras. Diia. Rosa Maria Seoane Lopez y Diia. Elena Séez Guillén.

La representacion de la acusacion popular, ejercida por el partido politico
VOX, fue asumida por la Procuradora Dfia. Maria del Pilar Hidalgo Lopez y su
defensa por los Letrados D. Francisco Javier Ortega Smith-Molina, D. Pedro
Fernandez Hernandez y D. Juan Cremades Gracia.

Ha sido ponente el Excmo. Sr. D. Manuel Marchena Gomez.

I.- ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Con fecha 30 de octubre de 2017, se recibio en el Registro
General de este Tribunal Supremo querella formulada por el Fiscal General del
Estado por delitos de rebelion, sedicion y malversacion contra DRa. Carme
Forcadell i Liuls, Presidenta del Parlament de Catalufia, y contra los siguientes
miembros de la Mesa del citado Parlament: D. Liuis Maria Corominas i Diaz, en
su condicion de Vicepresidente primero del Parlament de Catalufia entre el 22
de octubre de 2015 y el 25 de julio de 2017, y desde el 17 de ese mismo mes
Presidente del grupo parlamentario Junis pel Si; D. Lluis Guiné i Subiros,
Vicepresidente Primero desde el 25 de julio de 2017; Dia. Anna Simé i Castello,
Secretaria Primera; Diia. Ramona Barrufet i Santacana, Secretaria Cuarta; y
contra . Joan Josep Nuet i Pujals, Secretario Tercero de la Mesa.

Con la excepcion de este Glimo, la querella se dirigié contra todos los
citados en su condicion de miembros de la Diputacion Permanente del
Parlament.
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casu nuestra potestad jurisdiccional, que no puede desbordar ni las pretensiones
de las partes acusadoras ni el marco trazado por el sumario -procesamientos- y
definitivamente fijado tras la resolucion de los articulos de previo pronunciamiento.
La competencia se determina en un juicio ex ante que versa sobre la pretension
acusatoria y que no prejuzga su razonabilidad, ya refrendada por el
procesamiento, o su viabilidad, que solo puede decidirse tras el plenario. No se
puede ver revertida ni afectada esa delimitacion competencial por la decision final
Las acusaciones nos emplazaban a decidir si esos concretos acusados -no oros
eventuales participes que han quedado al margen del enjuiciamiento conjunto
ante esta Sala por considerarse escindible- habian cometido unos concretos
delitos -rebelicn, sedicion, criminal, .Y

para decidir sobre esos delitos presentados por las acusaciones de forma
engarzada entre i, y la participacion en ellos de estos acusados concretos, el
ordenamiento procesal atribuye la competencia a este Tribunal. No otro podria

-afirmativa o sobre la de esas

personas -algunos aforados, otros con participacion que ex ante no podia
ventilarse de forma separada- en los hechos que las acusaciones les atribufan.

Las pretensiones acusatorias no van a ser acogidas integramente. Pero es
que para rechazarlas o no asumilas en los extremos en que nos apartamos de
ellas es este el tnico Tribunal competente. Ningln otro podria decidir, una vez
firme el procesamiento, que los hechos imputados a unos aforados y atribuidos a
otros no aforados a los que se achacaba un estrecho concierto con aquellos, no
son consitutivos de un delito de rebelion o malversacion, segtn se explicara. Solo
hemos de pronunciamos sobre los hechos concretos atribuidos a cada uno de los
acusados. No podemos ni siquiera plantearos si esas responsabilidades
pudieran proyectarse sobre personas a las que aqui no se acusa por ellas.

1.3.- Las ideas ya apuntadas de una cristalizacién progresiva del objeto del
proceso y, sobre todo, el caracter preparatorio de las diligencias de investigacion
sumarial, hacen perfectamente explicable que la proclamacion del juicio de
tipicidad nos sitde, como 6rgano de enjuiciamiento, en una posicion singular, con
una privilegiada proximidad a las fuentes de prueba ofrecidas a nuestra valoracion
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constitucional y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos- de los Magistrados
integrados en el tribunal de enjuiciamiento. La descripcion féctica asumida por el
6rgano instructor es la que ha de servir al Fiscal y a las acusaciones para la
formulacién de sus conclusiones provisionales.

Esta Sala, por tanto, ha de limitarse a valorar las pretensiones acusatorias
que se estan haciendo valer en este proceso. Ninguna otra. No nos alcanzan ni
aquellos hechos anteriores que no han sido incorporados al objeto del proceso, ni
acciones posteriores a la conclusion del juicio que, por definicion, desbordan los
limites de nuestra capacidad de enjuiciamiento. Sin duda hay hechos diferentes
vinculados a los que aqui son objeto de analisis que mereceran una valoracion
por el Tribunal competente -que no es éste- y que de forma fragmentaria o a
veces mas densa, se han hecho presentes en el desarrallo de Ia prueba. Pero
interesaban e interesan solo en cuanto pueden influir en los que nos son
sometidos a enjuiciamiento, no como objeto especifico de nuestro juicio.

Igualmente en los hechos que son objeto de enjuiciamiento han podido
participar otras personas que por razones de delimitacion competencial tampoco
nos corresponde enjuiciar. Son ajenos al debate procesal llevado a cabo en esta
causa, que no puede condicionar i otros -no existe

positiva en el proceso penal, mas alla de la excepcién que plantea algtn autor y
que solo operaria en beneficio del reo-. Nuestro veredicto ni predetermina el
sentido de otros juicios ni de otras responsabilidades. No vincula a otros

tribunales, salvo en Ia forma que cualquier criterio de un tribunal superior puede
ser tomada en consideracién por tribunales inferiores en un sistema en que las
decisiones de éstos son revisadas por aquellos.

Esta Sala, consciente de que esta llamada a decidir solo sobre las
pretensiones que ante ella se hacen valer, ha hecho un especial esfuerzo de
autocontencion para pronunciarse solo sobre lo relevante a efectos de esa
decision y no sobre otros extremos -fécticos o de valoracion juridica- que en nada
alterarian los perfiles de nuestra aproximacion juridica. Principio acusatorio y
previa delimitacion competencial enmarcan el ambito donde ha de moverse in
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AonTIAdox | significado estrictamente gramatical, «violento» equivale, segin el Diccionario de
la RAE, a uso de la fuerza para conseguir un fin, especialmente para dominar a
alguien o imponer algo. Incluso en la sistematica del Codigo Penal la voz
«violencia» se usa en sentido mas amplio que el acotado como agresién o fuerza
fisica (cfr. arts. 170, 173.2 o 515.2). El tipo exige que ese comportamiento
tumultuario y violento se vincule directamente con la obtencion de la finalidad
tipica. Como ya hemos apuntado, los hechos probados describen momentos de
obstruccién a la ejecucion de las decisiones jurisdiccionales en los que, aun
tildados de violentos, la fuerza o, si se quiere, la agresién no era funcional para el
logro directo de la finalidad tipica, sino para hacer viable el objetivo perseguido
por los acusados. La violencia penalmente relevante del delito de rebelion es
solamente aquella que se vincula al tiempo de producirse directamente con el
objetivo que constituye la finalidad tipica.

Se ha dicho que la rebelién es un delito solamente sancionado i fracasa.
Desde una perspectiva de coherencia dogmatica, esa calificacion sitiia el tipo en
el terreno de los «intentos» tomados en consideracion por la ley penal como

anticipadas de én. Lo que, supone la
exclusion de relevancia penal en los casos, si no de ineficiencia, si de inidoneidad

o ineficacia considerable, ya ex ante, que impediria afirnar que se ha colmado la
exigencia tipica de dar principio a la ejecucion.

Bast una decision del Tribunal Constitucional para despojar de inmediata
ejecutividad a los instrumentos juridicos que se pretendian hacer efectivos por los
acusados. Y la conjura fue definitivamente abortada con la mera exhibicién de
unas paginas del Boletin Oficial del Estado que publicaban la aplicacién del
articulo 155 de la Constitucion a la Comunidad Auténoma de Cataluia. Este
hecho determing a algunos de los procesados a emprender repentina huida. Los
acusados que decidieron permanecer -ya sea por decision personal, ya por la
efectividad de las medidas cautelares de prision que fueron adoptadas-
desistieron incondicionalmente de Ia aventura que habian emprendido. Es mas,
desde el primer momento se aplicaron con normalidad las previsiones de aquella
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No solo hemos recordado la necesidad de que la violencia sea
instrumental, preotdenada a los fines del delito. Hemos dicho también que ha de
ser funcional. Y es en este punto donde topamos -todavia en el &mbito del tipo
abjetivo- con otro obstaculo para la afirmacion del juicio de tipicidad. Hablamos,
claro es, de la absoluta insuficiencia el conjunto de actos previstos y llevados a
cabo, para imponer de hecho la efectiva independencia territorial y Ia derogacion
de la Constitucion espafiola en el territorio catalan. Dicho con otras palabras, es
violencia para lograr Ia secesion, no violencia para crear un clima o un escenario
en que se haga mas viable una ulterior negociacion.

Referencia obligada para calibrar la verdadera existencia del delito de
rebelion es el bien juridico protegido por el art. 472 del CP. Se trata de un delito
contra la Constitucién. No bastara, por tanto, cualquier tipo de vulneracién de la
prevision constitucional para que el comportamiento alcance el grado de
ofensividad adecuado a las exigencias de proporcionalidad que reclama la pena
prevista. El riesgo proscrito ha de concemir al nicleo esencial del sistema
democratico que la Constitucién instaura y garantiza. Desde luego, la secesion
territorial, sin la previa reforma del texto constitucional alcanzaria ese rango de
relevancia penal tipica.

Es, por tanto, con Ia referencia a dicho bien juridico como ha de valorarse
si el comportamiento es efectivamente funcional para crear potencialmente un
riesgo para ese bien juridico. La efectiva potencialidad de los actos del autor es la
linea que diferencia el comportamiento penalmente relevante de la mera difusion
de un discurso que postule una opcién politica integrada por cualquiera de las
finalidades del articulo 472 del Cédigo Penal y, en particular, con la secesion
teritorial del Estado. El delito surge cuando se pasa de la expresion politica del
deseo de aquellas metas o, si se quiere, de la defensa teérica de su excelencia, a
Ia procura activa de su consecucion. Pero de tal manera que sea inequivoca la
objetiva adecuacion ex ante entre los actos y el objetivo penalmente relevante.

Y el plus de ilicitud de ese objetivo deriva de los modos de comportamiento
tipicos: alzamiento publico y violento. Hemos apuntado supra que, conforme a su
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adaptada del derecho de autodeterminacion- no era otra cosa que la estratégica
formula de presion politica que los acusados pretendian ejercer sobre el Gobierno
del Estado.

Es claro que los alzados no disponian de los mas elementales medios
para, si eso fuera lo que pretendian, doblegar al Estado pertrechado con
instrumentos juridicos y materiales suficientes para, sin especiales esfuerzos,
convertir en inocuas las asonadas que se describen en el hecho probado. Y lo
sabian.

El tipo penal de rebelién, como delito de peligro, no puede circunscribirse al
mero voluntarismo del autor. Un sistema juridico democratico solamente puede
dar una respuesta penal a comportamientos efectivamente dafiosos de los bienes
juridicos mecedores de una tutela de esa naturaleza o, cuando menos, que
impliquen un riesgo efectivo para su lesion. Asi lo exige de forma irenunciable el
principio de ofensividad.

3
por si sola, suficiente para excluir esa calificacion juridica. Una violencia -que
existi6 y como tal la hemos declarado probada- que no pueda calificarse como

.- La quiebra de los elementos del tipo objetivo del art. 472 del CP seria,

funcional, preordenada o instrumental, no colma las exigencias tipicas de! delito
por el que el Fiscal y la acusacion popular formulan acusacion. Pero més alla
incluso de la conclusién a la que conduce el andlisis de los elementos del tipo
obijetivo, el examen del tipo subjetivo aboca a la misma solucién.

La finalidad del proyecto de los acusados no era vincular a sus actos de
manera directa la efectiva instauracién de un régimen juridico como el disefiado
en las decisiones parlamentarias reflejadas en las leyes 19 y 20 de 2017. Se
pretendia en realidad convencer a un tercero, el Gobierno democratico de
Espaiia, para que negociara con el Govern de la Generalitat el modo de acceder a
la independencia de una parte del territorio espafiol respecto de Espafia. En
palabras del coacusado Sr. Vila en el juicio oral, lo que pretendian era «tensar a
cuerda sin romperia.
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norma constitucional, en los términos autorizados al Gobiemo de Espafia por el
Senado.

Pese al despliegue retorico de quienes fueron acusados, es lo cierto que,
desde la perspectiva de hecho, la inviabilidad de los actos concebidos para hacer
realidad la prometida independencia era manifiesta. EI Estado mantuvo en todo
momento el control de la fuerza, militar, policial, jurisdiccional e incluso social. ¥ lo
mantuvo el eventual propé ‘en una mera quimera.

De ello eran conscientes los acusados. El Estado actud, por tanto, como Gnico
depositario de la legitimidad democrética para garantizar la unidad soberana de la
que aquella emana.

Desde la perspectiva de la dogmatica penal, el delito de rebelion es
calificado como delito de consumacién anticipada. La prevision de la especificidad
tipica de una concreta finalidad en los actos llevados a cabo por el autor permite
construir el tipo penal de tal suerte que se adelanta con el mismo la barrera
protectora que supone la sancion penal. EI momento de la consumacion se
anticipa respecto de la eventual obtencion de o que era finalidad del autor. Lo que
ha llevado a un sector de la doctrina a situar estos delitos en la categoria que se
denomina delitos de resultado cortado. Como ya tuvimos ocasion de apuntar en la
resolucién que puso término a los articulos de previo pronunciamiento promovidos
por las defensas, el resultado se proyecta sobre el juicio de relevandia tipica de
los actos del autor, pero sin exigencia de que su materializacion se haya logrado.
Ciertamente el de rebelién no constituye un delito que exija la lesion del bien
juridico que el tipo busca proteger, a saber, la Conslitucion espafiola como
garantia de valores y principios democraticos, o la integridad territorial del Estado
espaiiol. La tipicidad surge desde la puesta en peligro de tales bienes juridicos.

Pero ese riesgo -insistimos- ha de ser real y no una mera ensofiacién del autor o
un arificio engafioso creado para movilizar a unos ciudadanos que creyeron estar
asistiendo al acto histérico de fundacién de la reptiblica catalana y, en realidad,
habian sido llamados como parte tacticamente esencial de la verdadera finalidad
de los autores. El acto participativo presentado por los acusados a la ciudadania
como el vehiculo para el ejercicio del «derecho a decidir» -formula juridica





OEBPS/Images/image_rsrc2PP.jpg
2.- La subsuncion juridica de los hechos como desenlace de las
pruebas debatidas en el juicio oral

2.- El debate sobre la calificacion juridica de los hechos, por tanto, no
puede ser otra cosa que el debate sobre las pruebas practicadas en el juicio oral.
Se rinde culto asi a los principios que confieren legitimidad al ejercicio de la
funcién jurisdiccional, evitando la toma en consideracion de lo que, en su
momento, solo fueron diligencias de investigacién que, por su propia naturaleza,
resultan inidéneas para fundamentar nuestra conviccion. La conclusion que
alcanzamos acerca de que los hechos son constitutivos de sendos delitos de
sedicion, malversacion de caudales piblicos y desobediencia, y que no integran
Ios delitos de rebelién y organizacion ilicita, s el desenlace ponderado y unanime
de la valoracion probatoria de los hechos y de su encaje en algunos de los
preceptos por los que se ha formulado acusacion. Proclamado el juicio histérico,
Ia subsuncién en una u otra figura penal viene determinada por su capacidad para
colmar Ia estructura tipica -tipo objetivo y tipo subjetivo- de los delitos que han
fundado las respectivas propuestas acusatorias del Fiscal, la Abogacia del Estado
¥ la accién popular.

3.- Los hechos no son constitutivos de un delito de rebelion
3.1.- Los hechos son legalmente constitutivos de un delito de sedicion, sin
que puedan tener encaje en el delito de rebelion, tal y como lo califican el Fiscal y

Ia accién popular

El art. 472 del CP establece que «son reos del delito de rebelion los que se
alzaren violenta y publicamente para cualquiera de los fines siguientes:

1.° Derogar, suspender o modificar total o parcialmente la Constitucion.
2.° Desiituir o despojar en todo o en parte de sus prerrogativas y facultades

al Rey o a la Reina, al Regente o miembros de la Regencia, u obligarles a
ejecutar un acto contrario a su voluntad,
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delito de rebelién, contar con indicios de la existencia de actos violentos
encaminados a la obtencion de aquella finalidad; y, de otro lado, contar también
con indicios que vinculen al recurrente con dichos actos violentos. O bien, en
cuanto al delito de sedicion, de la misma forma respecto de aclos que puedan
considerarse como un alzamiento publico y tumultuario con las finalidades
previstas en el precepto».

La misma Sala de Recursos vuelve hacer una mencion especifica al delito
de sedicion en los autos de 17 de mayo y 18 de junio de 2018, al desestimar
sendos recursos de apelacion contra medidas cautelares acordadas por el
Excmo. Sr. Magistrado instructor.

De especial valor a estos efectos, es el auto de la Sala de Recursos que
desestim la apelacion contra el auto de procesamiento recaido en la causa. Ante
la queja de las defensas acerca de la improcedente subsuncién de los hechos en
el art. 472 de la LECrim, explicaba la Sala: «... fa cuestion no puede ser, en este
momento, si los hechos contenidos en el Auto de procesamiento "son"
constitutivos de un delto de rebelion, pues no procede realizar ahora una
calificacion definitiva; sino i, partiendo de la existencia de indicios racionales de
la existencia de los mismos y de la participacion de los procesados, "pueden ser”
racionalmente calificados de esa forma. O, dicho con olras palabras, si puede
ahora descartarse definitivamente tal calificacion o si, por el contrario, existen
razones consistentes para sostenerla. [..] Ya advertimos [.] que no era
entonces, y tampoco lo es ahora al resolver la apelacion conira el Auto de
procesamiento, el momento de establecer de forma definitiva si los actos de
violencia pueden ser vinculados a todos los procesados, o si la entidad de la
violencia empleada fue suficiente para considerar que el alzamiento de las
autoridades 6 contra el i i redne fas

caracteristicas propias de un delito de rebelién. Los indicios disponibles permiten
considerar que esa calificacion es, en este momento procesal, suficientemente
razonable como para no descartarla de modo absoluto».
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respectivamente, de veinticinco a treinta arios para los primeros, de quince a
veinticinco arios para los segundos y de diez a quince arios para los uilimos .

3.2.- En el &mbito del tipo objetivo, el alzamiento tendencialmente dirigido a
Ia comision del deito de rebelién exige como presupuesto que éste sea publico y
violento.

La violencia constituye, por tanto, un elemento esencial del tipo. EI
legislador emplea un adietivo -violento- para describir Ia accion tipica que integra
el alzamiento del art. 472 del CP. Sin embargo, sin necesidad de recurrir a
interpretaciones jurisprudenciales historicas que han espiritualizado al maximo
esa expresion -hasta identificarla con la violencia sobre las cosas, vis in rebus-, lo
cierto es que en el codigo penal, el uso ordinario del adjetivo «violentor
comprende, no solo acciones que se proyectan sobre la personas, con exigencia
de un contacto fisico, sino también la violencia compulsiva, equivalente a la
intimidacion grave. EI empleo de violenia psiquica o puede descartarse como
elemento integrante del delito de rebelion. No postulamos una interpretacion
analégica llamada a subsanar deficiencias de técnica legislativa que pueden
alentar la critica por una hipotética infraccion del principio de taxatividad. Se trata,
simplemente, de atender al fin de proteccion del tipo penal, que autoriza una
conclusion que abarque en la incriminacién sublevaciones planeadas de forma
incruenta pero intimidatoria o alzamientos que no llegan a consumar su objetivo y
que no realizan actos de violencia fisica de cierta entidad.

Quienes discrepan de esta interpretacion, invocan como argumento que
cuando el legislador quiere abarcar, no solo la violencia fisica, sino también la
intimidatoria, lo hace de forma expresa en el correspondiente tipo penal, hasta el
punto de incluir una referencia explicita y altemativa a la violencia, Ia intimidacion
y las amenazas (cfr. arts.144, 172bis, 179.11, 180, 181, 1832 y 40),187, 188.2,
202, 208, 232, 237, 242, 243, 245, 268, 284, 311.40, 455, 464, 469, 470, 489,
490, 403, 498, 504, 522, 523, 550, 554.2 y 3, 557, 607 bis.9, 616.ter del CP).
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3.° Impedir fa libre celebracion de elecciones para cargos puiblicos.

4.° Disolver las Cortes Generales, el Congreso de los Diputados, el Senado
o cualquier Asamblea Legislativa de una Comunidad Auténoma, impedi que se
reiinan, deliberen o resuelvan, arrancarles alguna resolucion o sustraerles alguna
de sus atribuciones o competencias.

5.° Declarar la independencia de una parte del territorio nacional.

6.2 Sustituir por otro el Gobierno de la Nacién o el Consejo de Gobierno de
una Comunidad Auténoma, o usar o ejercer por si o despojar al Gobierno o
Conssjo de Gobierno de una Comunidad Auténoma, o a cualquiera de sus
miembros de sus facultades, o impedirles o coartarles su libre ejercicio, u obligar a
cualquiera de ellos a ejecutar actos conlrarios a su voluntad.

7.° Sustraer cualquier clase de fuerza armada a la obediencia del
Gobiermon.

Afiade el art. 473: «1. Los que, induciendo a los rebeldes, hayan promovido
0 sostengan la rebelion, y los jefes principales de ésta, serén castigados con la
pena de prision de quince a veinticinco afios e inhabilitacion absoluta por el
mismo tiempo; los que ejerzan un mando subalterno, con la de prision de diez a
quince arios e inhabiltacion absoluta de diez a quince arios, y los meros
participantes, con a de prision de cinco a diez afios e inhabiltacion especial para
empleo o cargo piiblico por tiempo de seis a diez arios.

2. Si'se han esgrimido armas, o si ha habido combate entre la fuerza de su
mando y los sectores leales a la autoridad legitima, o la rebelion hubiese causado
estragos en propiedades de Hiularidad piblica o privada, cortado las
comunicaciones telegréficas, telefénicas, por ondas, ferroviarias o de ofra clase,
ejercido violencias graves conira las personas, exigido contribuciones o distraido
los caudales publicos de su legitima inversion, las penas de prision serdn,
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También se hace referencia en el juicio histérico a los incidentes que
tuvieron lugar el dia 1 de octubre en diversos lugares de la geogratia catalana, en
los que «... se produjeron enfrentamientos entre miembros de las fuerzas
de seguridad y ciudadanos que participaban en la emision de volo,
quienes intentaban impedii a toda costa el cumplimiento de la resolucion judicial
de la que eran portadores los agentes». Hemos dado por probado que «... e
enfrentamiento entre ciudadanos y agentes de la autoridad derivo en lesiones
que, en numerosos casos, exigieron asistencia faculativan.

Pero no basta la constatacién de indiscutibles episodios de violencia para
proclamar que los hechos integran un delito de rebelién. Resolver el juicio de
tipicidad respondiendo con un monosilabo  la pregunta de si hubo o no violencia,
supone incurrr en un reduccionismo analitico que esta Sala -por mas que se haya
extendido ese discurso en otros ambitos- no puede suscribir. La violencia tiene
que ser una violencia instrumental, funcional, preordenada de forma directa, sin
pasos intermedios, a los fines que animan la accion de los rebeldes. EI Fiscal
sita los primeros antecedentes del movimiento que califica como rebelde en el
afio 2012. Dibuja un periodo de cinco afios hasta la aprobacion, en septiembre de
2017, de las leyes de transitoriedad juridica y referéndum. La creacién de una
legalidad paralela, concebida para la inobservancia de la Constitucion de 1978, el
anuncio de la celebracion del referéndum, su fecha y Ia pregunta que iba a ser

sometida a la consideracion del electorado, son anteriores a los actos
paradigmaticos de violencia, que se sitian en los dias 20 e septiembre y 1 de
octubre del mismo afio. Se trataria, por tanto, de actos de culminacion de un
proceso, no de actos instrumentales para hacer realidad lo que ya era una
realidad. Esta afirmacion no persigue minusvalorar el significado juridico de esos
actos violentos y de oposicion al de las

judiciales. Solo busca ajustar el andlisis de la estructura del delito de rebelion a

las exigencias propias de un derecho penal filtrado por los principios que informan
nuestro sistema constitucional.
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Sin embargo, la existencia de preceptos con una alusion a medios
ejecutivos alterativos no permite concluir que, siempre y en todo caso, cuando el
legislador emplea el término. «violentamente, esta excluyendo la violencia
compulsiva. EI simple significado gramatical del adjetivo «violento» incluye en sus.
distintas acepciones una referencia a la violencia compulsiva. Y lo que es mas.
importante, coexisten otros preceptos que avalan la interpretacién extensiva que
sostiene la Sala. En efecto, el art. 173.3 del CP establece que «... para apreciar la
habitualidad a que se refiere el apartado anterior, se atenderé al nimero de actos
de violencia que resulten acreditados...». Se da la circunstancia de que antes el
delito se ha descito como el ejercicio de violencia fisica o compulsiva -psfquica-
El art. 515 del CP, al definir una asociacién ilicita, incluye entre éstas a las que
«empleen medios violentos o de alleracion o control de la personalidad para su
consecucisn». No es dudoso, sin embargo, que entre las asociaciones ilicitas se
incluyen aquellas que emplean medios inimidatorios. La respuesta negativa
dejaria fuera del tipo organizaciones mafiosas que, por ejemplo, basan su
estrategia recaudatoria en formulas intimidatorias. El art. 170 castiga a quienes
«reclamen  piblicamente la comisién de acciones violentas por parte de
organizaciones o grupos terroristas». No parece logico sostener que las acciones
intimidatorias de las organizaciones terroristas quedan extramuros de ese tipo
penal.

Pues bien, la existencia de hechos violentos a lo largo del proceso de
secesion ha quedado suficientemente acreditada. En el hecho probado se ha
dejado constancia de acaecidas el

dia 20 de septiembre de 2017, puestas al servicio de la finalidad suscrita por los
acusados. Se trataba de moviizaciones que desbordaron los limites
constitucionales del ejercicio de los derechos de reunion y manifestacion y que
crearon el ambiente coactivo e intimidatorio necesario para obligar  la Policia
Judicial a desistir del traslado de los detenidos al lugar en que iba a practicarse,
por orden judicial, Ia entrada y registro. La necesidad de una proteccion fisica de
los funcionarios comisionados por el Juez de instruccion nim. 13 de Barcelona,
asumida en el caso de los incidentes ante la Consejeria de Economia por los
Mossos, es un hecho acreditado.





